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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, de Educación y del Trabajo y Previsión Social.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 27 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 42ª y 43º., ordinarias, en 18 y 19 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.
El acta de la sesión 44ª., ordinaria, en 2 de noviembre del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira la urgencia, y la hace presenta de nuevo, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



2) Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (boletín Nº 3.626-07).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (boletín N° 3.627-03), y



4) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre creación del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modificación  del Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regulación de  contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorgamiento de  flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y entrega de facultades delegadas al Presidente de la República (boletín Nº 3.937-06).



--Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, a través del que, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 4 y 5 de noviembre del año en curso, con el propósito de participar en la 4ª Cumbre de Las Américas, en la ciudad de Mar del Plata, República Federal de Argentina.



Agregó que, durante su ausencia, sería subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



--Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que ha prestado su aprobación al proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2006, con informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos (boletín Nº 3.993-05). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Queda para tabla.



De la Excelentísima Corte Suprema, por medio del que emite su parecer respecto del proyecto de ley sobre declaración de muerte presunta de personas desaparecidas en período que indica (boletín N° 3.985-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a las normas ambientales y medidas de fiscalización aplicadas al Relleno Sanitario Santa Marta.



Del señor Intendente de la Región del Biobío, por el que responde un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Parra y Viera-Gallo, con la adhesión de los Honorables señores Gazmuri, Prokurica y Sabag, solicitando su apoyo para la construcción del Teatro Pencopolitano en la ciudad de Concepción. 



Del señor Presidente de la Comisión Asesora Presidencial para la Protección de los Derechos de las Personas, por medio del cual remite el texto del decimosexto informe de dicha entidad, que da cuenta de las actividades realizadas en el tercer trimestre del año en curso.



Del señor Presidente del BancoEstado, por medio del cual da respuesta a tres oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, relativos a los sistemas de crédito y asesoría técnica para fomentar el desarrollo turístico en las comunas de Curacautín y Lonquimay, y para apoyar a locatarios del Mercado de Traiguén. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley N° 19.950 para establecer pena en caso de hurto falta en grado de frustrado,  con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 3.867-07). (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación (boletines Nos 3.038-07, 3.495-07 y 3.360-01, refundidos). (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en dos proyectos de reforma a la Carta, en primer trámite constitucional, que establecen la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición (boletines Nos 3.682-07 y 1.737-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento 4).


Segundo informe de la Comisión de Agricultura e informe de la de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 3.674-01). (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08). (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares para operaciones de paz o misiones equivalentes (boletín N° 4.008-02). (Véase en los Anexos, documento 8 ).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de incluir el número de identificación del vehículo en las inscripciones practicadas en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados (boletín Nº 3.285-15). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Quedan para tabla.
Moción



De los Senadores señores Horvath, Orpis y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que establece sanción para el caso de inasistencia de los parlamentarios a las sesiones de la Cámara respectiva (boletín N° 4.039-07). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Sabag con la que inicia un proyecto  que modifica la ley N° 19.234, que estableció beneficios previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos políticos en el lapso que indica, a fin de incorporar entre sus beneficiarios a quienes se encontraban en la situación que señala. 



--Se declara inadmisible, por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en los números 4º y 6º del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción de los Senadores señores Naranjo y Ominami con la que inician un proyecto de ley que amplía el plazo establecido para solicitar a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas, y modifica los requisitos para la constitución de tales derechos.



--Se declara inadmisible, por referirse a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65, en relación con el N° 10 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, y en el número 2.° del inciso cuarto del referido artículo 65.
El señor ROMERO (Presidente).- Como ha sido tradicional, podría oficiarse a Su Excelencia el Presidente de la República para solicitarle su patrocinio en nombre de los autores de ambas mociones.

El señor NARANJO.- Gracias, señor Presidente.

El señor SABAG.- También expreso mis agradecimientos, junto con anunciar que adhiero a la moción de los Senadores señores Naranjo y Ominami.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 



Quiero precisar que respecto de un proyecto de ley similar que presenté hace unas tres semanas también se pidió oficiar al Ejecutivo para los efectos de su patrocinio. Lo hago notar para que se tomen en cuenta ambas iniciativas.

El señor ROMERO (Presidente).- Se ha tomado nota, señor Senador. 

El señor MORENO.- Y también con mi adhesión, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Así se hará, señor Senador.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, como entiendo que se trata de una iniciativa que tiene por objeto extender el plazo para la inscripción –con lo cual estoy muy de acuerdo-, pido agregar también mi nombre.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien.



Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados mediante el cual comunica que  prestó su aprobación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público; concede aguinaldos que señala; reajusta las asignaciones familiar y maternal, el subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica, con urgencia calificada de "discusión inmediata". (Boletín N° 4.035-05). (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

El señor OMINAMI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor OMINAMI.- Pido autorización para que la Comisión de Hacienda se reúna una vez terminada en la Sala la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2006, y a la vez, si el tiempo lo permite, para entregar un informe verbal respecto de la iniciativa que otorga un reajuste a los trabajadores del sector público.

El señor ROMERO (Presidente).- No hay inconveniente, aunque debería solicitar el asentimiento de la Sala. Pero en tal evento, como en este minuto hay 32 señores Senadores, me permitiría plantear ahora mismo las propuestas para designar a dos ministros del Tribunal  Constitucional, pues, de registrarse ausencias, nos quedaríamos sin quórum.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:



1.- Limitar la discusión sobre el proyecto de Ley de Presupuestos a 6 minutos por Comité, y



2.- Colocar en el primer lugar de la tabla -en realidad, en principio era el segundo, pero la Sala ha resuelto ahora algo distinto- la designación de dos Ministros del Tribunal Constitucional, cuyos nombres, a proposición de los Comités, serán dados a conocer por el señor Presidente.
V. ORDEN DEL DÍA
DESIGNACIÓN DE SEÑORES RAÚL BERTELSEN REPETTO Y

HERNÁN VODANOVIC SCHNAKE COMO MINISTROS

DE TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El señor ROMERO (Presidente).- De conformidad con lo acordado por los Comités y en virtud de lo dispuesto por las normas pertinentes de la Carta Fundamental, propongo como integrantes del Tribunal Constitucional a los abogados señores Raúl Bertelsen Repetto y Hernán Vodanovic Schnake.



Si le parece a la Sala, se aprobarán ambas nominaciones.

El señor PARRA.- Nosotros pedimos votación, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Los dos nombres deben ser votados en un mismo acto.

El señor PARRA.- De todas maneras.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, en votación electrónica.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Los dos?

El señor ROMERO (Presidente).- Así es, señor Senador.



Votar "Sí" significa aprobar las proposiciones; "No", rechazarlas.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las designaciones de los señores Raúl Bertelsen Repetto y Hernán Vodanovic Schnake como Ministros del Tribunal Constitucional (34 votos contra 4).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Pizarro, Prokurica, Ríos, Romero, Sabag, Stange, Valdés, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Parra, Silva y Vásquez.
PRESUPUESTOS DE SECTOR PÚBLICO PARA AÑO 2006

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Presupuestos del Sector Público para el año 2006, con informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. (Boletín N° 3.993-05). (Véase en los Anexos, documento 12).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3993-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


Se da cuenta del mensaje en sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


En segundo trámite, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Informe de Comisión:


Especial Mixta de Presupuestos, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional cuenta con informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, fue aprobado por la Cámara de Diputados con la introducción de enmiendas en las Partidas del Ministerio del Interior, en lo que respecta a los gobiernos regionales; del Ministerio de Educación, en lo atinente a las becas de la educación superior; del Ministerio de Defensa Nacional, en lo que se refiere a la Subsecretaría de Guerra, "Conducción Superior", y en la Partida Tesoro Público.



Asimismo, la  Cámara Baja agregó un inciso final al artículo 6º de la iniciativa para disponer que las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales que incurran en incumplimiento de las leyes laborales y previsionales serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato, calificación que se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.



Hago presente a Sus Señorías que el artículo 3º de la iniciativa es de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 26 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el articulado del proyecto.



--Se aprueba (31 votos).

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala el Director y el Subdirector de Presupuestos, señores Mario Marcel y Sergio Granados, respectivamente.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación deberían aprobarse todas las Partidas que no fueron objeto de indicaciones, con lo cual el debate quedaría limitado a las restantes.



Recuerdo a Sus Señorías que, por acuerdo unánime de Comités, cada uno de éstos dispondrá de 6 minutos.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las Partidas que no fueron objeto de indicaciones.



--Se aprueban.

El señor ROMERO (Presidente).- En seguida se pondrán en discusión las Partidas que sí recibieron indicaciones.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En la Partida 01, "Presidencia de la República", los Senadores señores García y Orpis formularon indicación para suprimir la Glosa 01, que es del siguiente tenor: "La contratación de personal a honorarios se efectuará mediante resoluciones del Director Administrativo de la Presidencia de la República, las que no estarán afectas a las visaciones dispuestas en el artículo 5º de la Ley Nº 19.896.".

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la Glosa que proponemos suprimir establece que la contratación de personal a honorarios en la Presidencia de la República se efectuará mediante resoluciones del Director Administrativo de la Presidencia, las que no estarán afectas a las visaciones dispuestas en el artículo 5º de la ley 19.896.



A su vez, el artículo 5º de dicha ley dispone: "Los decretos o resoluciones que aprueben la contratación de personas naturales a honorarios, en los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos, cualquiera que sea el ítem de imputación, deberán contar con visación del Ministerio correspondiente, para lo cual se acompañará un certificado emanado del órgano o servicio respectivo en que conste que el monto comprometido se ajusta a la disponibilidad presupuestaria y, en su caso, a la autorización máxima otorgada en la referida ley para la anualidad respectiva.”.



Este precepto fue objeto, en su momento, de una larga discusión y de acuerdos políticos precisamente para evitar un crecimiento desmedido de las contrataciones a honorarios. Además, tiene como propósito evitar que una persona esté contratada en determinado servicio público y cumpla funciones a honorarios en otro, produciéndose una duplicidad de remuneraciones; y también, verificar que no tenga conflicto de intereses por los dineros que va a percibir.



Por eso, la Glosa 01: Presidencia de la República, que exime de tales requisitos a las contrataciones a honorarios, nos parece un retroceso en lo que se ha logrado en materia de transparencia dentro de las pocas facultades que tiene el Congreso en cuestiones presupuestarias.



En consecuencia, proponemos suprimirla.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director de Presupuestos.

El señor MARCEL (Director de Presupuestos).- Señor Presidente, deseo explicar que la Glosa que se sugiere suprimir tiene como único objetivo permitir que la Presidencia de la República, que por una cuestión institucional no está constituida como Ministerio, pueda tomar las decisiones correspondientes para la contratación de personal a honorarios sin necesidad de que sean autorizadas por el Subsecretario de alguna Cartera sometida a la supervigilancia del Jefe del Estado.



Por lo tanto, esa Glosa no busca eximir a la Presidencia de la República de ningún tipo de control, sino, más bien, que ella pueda funcionar con la capacidad de decisión que corresponde a su rango político. Ésa es la única razón por la cual se la incluyó en la ley desde hace algún tiempo.



Debo aclarar que los controles para evitar duplicaciones de contratos rigen igual respecto de ese personal y se aplican al interior de la Presidencia de la República.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, si tales controles rigen respecto a ese tipo de contratos para la Presidencia de la República, ¿qué sentido tiene nuestra proposición de eliminar la Glosa? Simplemente, contar con un control adicional.



Es una norma aplicable al resto de las reparticiones públicas. De lo que se trata es de verificar que no haya contratos previos, y también, de eliminar eventuales conflictos de intereses con proveedores, con contratistas, con instituciones privadas que tengan convenios para la ejecución de proyectos.



Entonces, lo que se persigue es la transparencia. Y no veo por qué la Presidencia de la República haya de eximirse. Creo que con mayor razón, por estar en el foco, debe someterse a las normas pertinentes. No hay justificación para que se halle eximida de ese tipo de visaciones.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, en el Ítem 02 de la Partida 01, Presidencia de la República, se alude a “Gobierno Central”. A mi juicio, ésta es una expresión equivocada, que no figura en la Constitución Política. Pero se habla de “Gobierno Nacional”. Y lo que sí hay es Administración Central. Entonces, establecer un Gobierno Central implica simplemente marginar, incluso desde el ángulo geográfico, al resto del territorio. Porque el nuestro es un Gobierno Nacional.



Dado que se trata de algo muy simple -no sé si complicará la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados, a pesar de que ésta no se dio cuenta de ese detalle, lo cual es normal-, me gustaría ver la posibilidad de incorporar la expresión “Gobierno Nacional”, como constitucionalmente corresponde. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor sabag.- Señor Presidente, eliminar la Glosa 01 de la Partida Presidencia de la República me parece un exceso de celo. Considero que esta última no puede quedar subordinada a un Subsecretario.



En consecuencia, estoy totalmente de acuerdo con las explicaciones que dio el Director de Presupuestos, señor Mario Marcel, y solicito que se mantenga la Glosa como viene aprobada por la Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación electrónica la indicación presentada por los Honorables señores García y Orpis para eliminar la Glosa 01.



Votar “Sí” significa aprobar la indicación; “No”, rechazarla.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación (17 votos contra 16).



Votaron por la negativa los señores Aburto, Boeninger, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Páez, Sabag, Valdés, Vásquez y Viera-Gallo.



Votaron por la afirmativa los señores Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Matthei, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero, Stange y Zurita.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En la Partida 05, Ministerio del Interior, corresponde debatir y votar una indicación presentada por los Senadores señores García y Orpis para agregar al Subtítulo 33 una Glosa Nº 21 del siguiente tenor: “Los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Nacional no podrán ser utilizados para viáticos, gastos de representación o traslado. En consecuencia, estos gastos deberán atenerse a los límites establecidos en la glosa correspondiente en cada uno de los gobierno regionales.”.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la indicación.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, antes de iniciar la fundamentación de mi propuesta, debo hacer una corrección al texto. Donde dice “Fondo Nacional de Desarrollo Nacional”, debe decir “Fondo Nacional de Desarrollo Regional”.



Hecha esa salvedad, y más allá de la indicación presentada, a mi juicio, uno de los grandes temas que quedarán pendientes en la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos, y para los futuros Gobiernos, es el de la descentralización.



En la práctica, alrededor de 70 por ciento de la inversión pública ejecutada en los últimos años por el Gobierno es decidida en forma centralizada.



La materia de fondo, objeto de la indicación presentada y que considero muy importante, se refiere a cómo se distribuye el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. El 90 por ciento de los recursos se reparte en relación a la población en condiciones de vulnerabilidad social y a las características territoriales de cada Región. Del 10 por ciento restante, 5 por ciento se entrega como estímulo a la eficiencia, según lo define en general la ley, y el otro 5 por ciento, para gastos de emergencia.



Es decir, hoy día, el instrumento en materia de inversión a nivel de Regiones es el Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Ahora bien, presentamos la indicación en debate con el objeto de evitar que el dinero por concepto de viáticos correspondientes a numerosos viajes a nivel nacional o al extranjero que realizan los consejeros regionales se saque del mencionado Fondo, que constituye una palanca esencial para el desarrollo regional. No queremos que se gasten esos recursos en financiar viajes, viáticos, etcétera, de tales personeros.



Para el financiamiento respectivo, los gobiernos regionales deben ajustarse a su propio presupuesto y no recurrir a dicho Fondo –reitero que hoy día  es muy discutible el grado de centralización de la inversión pública-, cuyo fortalecimiento reviste vital importancia.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la Partida 05 se refiere a inversiones, no a viáticos ni a ningún otro gasto. De lo contrario, se estaría cometiendo un delito, una falta, una irregularidad, una malversación. Por lo tanto, aquí está claro que se trata sólo de fondos de inversión.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director de Presupuestos.

El señor RÍOS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Luego podrá intervenir, Su Señoría.

El señor MARCEL (Director de Presupuestos).- Señor Presidente, para entender la indicación en debate es necesario que nos pongamos al día en lo que ha ido ocurriendo con el clasificador presupuestario, que es, en definitiva, lo que norma en qué se pueden gastar los recursos que aparecen en el Presupuesto.



Se trata de una indicación al Subtítulo Transferencias de Capital a los Gobiernos Regionales. Esas transferencias pueden financiar únicamente inversiones.



Y los subtítulos relativos a iniciativas de inversión sólo admiten gastos administrativos. En cuanto a estos últimos, el clasificador presupuestario señala: “Corresponde a los  gastos en que incurre la institución que efectúa el proceso de licitación, como son publicaciones y servicios de impresión y fotocopiado.”.



En lo tocante a proyectos, admite también gastos administrativos únicamente para publicaciones, servicios de impresión y fotocopiado. Luego agrega: “Comprende, asimismo, los gastos asociados directamente con la ejecución física de los proyectos en que incurra la institución mandatada, destinados al control y seguimiento de las actividades que desarrolla la empresa contratada para la ejecución del proyecto, tales como viáticos, pasajes, peajes y combustibles para desarrollar las funciones de inspección fiscal, recepción provisoria y recepción definitiva de las obras,”.



Por lo tanto, con cargo a esos recursos de inversión no se pueden financiar pasajes, viáticos ni gastos de representación de los consejeros regionales, ni de ningún funcionario del gobierno regional, salvo cuando estén ligados específicamente a las funciones de inspección.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, en estricta verdad, la indicación está bien hecha: primero, porque se trata de una glosa nueva; y segundo, por cuanto dice relación al Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



El artículo 36 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, referido a las funciones que corresponden al consejo regional, dice en su letra e): “Resolver, sobre la base de la proposición del intendente, la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional”.



Es cierto que existe un conjunto de normas y obligaciones que impone el uso de dicho Fondo. Sin embargo, también lo es que, a través de mecanismos que se hallan en la sutileza de la interpretación de la frase, podría eventualmente aplicarse a un precepto destinado; por ejemplo, a determinado desarrollo cultural y a cancelar ciertas obligaciones de viajes en la investigación que puedan hacer los consejeros regionales.



Por tal motivo, la indicación está bien planteada.



Lo que no parece correcto es que los autores señalen que hay que descentralizar. Porque lo que se está haciendo aquí es centralizar.



Si la descentralización consiste básicamente en que los consejos resuelvan el destino de sus recursos, la indicación está equivocada, por cuanto ellos decidirán al respecto.



Por ese motivo, votaré en contra. Pero en estricta verdad, desde mi punto de vista, la indicación se halla bien concebida.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sólo quiero pedir una aclaración. Porque los consejos regionales de alguna parte -no sé si de esta Partida o de otra- gastan una cantidad bastante alta -no digo muy apreciable, pero que por lo menos se podría ahorrar- en una serie de viajes dentro del país o fuera de él cuando tienen que discutir sus distintas decisiones. Y esto no es fiscalizado por nadie.



Si se dice que tales gastos no pueden salir de dicho Fondo porque sólo es para financiar inversión, me pregunto de dónde provienen los recursos. ¿Habrá otra partida? Porque, si la hubiera, a lo mejor, podríamos aplicar la indicación del Senador señor Orpis a la partida de la cual emanan esos dineros. Porque de alguna parte deben venir.



Ésa es mi pregunta, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director de Presupuestos.

El señor MARCEL (Director de Presupuestos).- Señor Presidente, los gastos necesarios para el funcionamiento de los consejos regionales aparecen en los programas de gastos de funcionamiento de cada Región, que son los Programas 01, correspondientes a cada una de ellas.



Además, creo importante recordar que hace pocos meses el Congreso aprobó una reforma a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional que, junto con modificar las dietas de los consejeros, restringió y reguló el tipo de gastos administrativos que el gobierno regional puede financiar respecto de ellos.



Por lo tanto, si bien es posible que en esta materia haya alguna historia anterior mucho más compleja, hoy en día, con la modificación de dicha normativa, tal situación quedó bastante resuelta. 



Y la vía presupuestaria a través de la cual se canalizan estos recursos corresponde a los Programas 01 de cada gobierno regional, Gastos de Funcionamiento, de acuerdo con lo que señalé recién.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el señor Director de Presupuestos tiene razón en cuanto a que se normó lo tocante al Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



Sin embargo, he visto, por ejemplo, que aprueban un proyecto de inversión para promoción de exportaciones locales, y en función de él parten todos los consejeros, o un grupo importante de ellos, a promover la Región por el mundo.



Eso es lo que queremos evitar. 



En definitiva, se busca impedir que los presupuestos para tales fines vayan más allá de los gastos contemplados para el funcionamiento del gobierno regional.



Si en opinión del Director de Presupuestos están tomados los resguardos suficientes, nosotros podríamos considerarlo. Pero, en mi concepto, aún existe la posibilidad de que, por la vía de aprobar proyectos de inversión de esta naturaleza -agenda turística, de crecimiento de la región, etcétera-, ellos se conviertan en verdaderas iniciativas para financiar viajes.



Eso es lo que deseamos precaver con la indicación en análisis.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- En votación la indicación.



Votar “Sí” significa aprobarla; “No”, rechazarla.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación (20 votos contra 14, 2 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Ávila, Canessa, Coloma, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Matthei, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Aburto, Boeninger, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Moreno, Naranjo, Ominami, Páez, Ríos, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Muñoz Barra y Parra.



No votó, por estar pareado, el señor Cariola.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, el Senador señor Prokurica presentó una indicación para reemplazar, en la Partida 12, Ministerio de Obras Públicas, Capítulo 02, Programa 11, Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 026, la cifra “M$ 79.629.712” por “M$ 9.629.712”.



Su fundamento es el siguiente: “Reducir los aportes que otorga el Estado a la Empresa Metro basados en criterios de “rentabilidad social”, pues esa misma razón no es utilizada para asignar recursos a las demás regiones. Por ejemplo, en la III Región no se contempla una doble vía en la Ruta 5, entre La Serena y Copiapó. No obstante, el impacto que tendría en los aspectos turístico y comercial, entre otros.”.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la indicación.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, todos los años vemos que se anuncia con gran bombo la construcción de nuevas líneas del Metro en Santiago.



Ese sistema de transporte público ha costado a Chile miles de millones de dólares -sólo una de las líneas (entiendo que la número 4) costó mil 100 millones- y beneficia a una parte menor de los habitantes de la Capital. Pese a eso, debemos solventar el gasto todos los chilenos.



Como agravante, podemos decir que, cuando se trata de inversiones en las regiones -sea en infraestructura caminera, hospitalaria o educacional-, no se utilizan los mismos criterios de rentabilidad social que se aplican en el caso del Metro.



A mayor abundamiento, debo señalar que en las regiones observamos con preocupación de qué manera se crece en Santiago, esencialmente en infraestructura, mientras nosotros seguimos estancados.



Como si eso fuera poco, hace sólo unos días un experto, don Germán Correa, ex Ministro de Transportes, planteó que seguir haciendo inversiones millonarias en el Metro no soluciona el problema del transporte público en Santiago.



A modo de ejemplo en relación con la disparidad de criterios existente, he mencionado lo que pasa en la Región de Atacama, que represento en el Senado. Y lo reiteraré.



Al Gobierno se le ocurrió licitar el camino que va desde La Serena hasta Caldera y construir doble vía sólo en un tramo de 60 kilómetros. En el resto se nos quiere cobrar tres peajes por circular a través de una vía, la misma que nosotros financiamos históricamente con los recursos provenientes de los altos impuestos fijados a los combustibles.



¡Eso quiere aplicar el Ejecutivo a dicha carretera, que no es la de la gente de Atacama, sino la carretera de Chile!



¿Cuál es el argumento que se nos da? Que no hay rentabilidad social. ¿Por qué? Porque el número de vehículos que circulan no permite alcanzar la rentabilidad que requiere el proyecto y de esa manera no se puede pagar la inversión.



Chile no tiene, pues, recursos para financiar 185 kilómetros de doble vía, con todo lo que eso significa. Por ejemplo, en cada lugar donde se ha construido doble vía el número de accidentes se ha reducido a la mitad.



Por lo demás, ¡ésa es la única carretera de Chile!



Entonces, yo digo: si no existen recursos para construir una doble vía en Atacama y se nos quiere cobrar peaje por lo mismo que hemos pagado, que se aplique igual criterio al Metro, que cuenta con tramos que ni siquiera son rentables para afrontar los gastos operacionales.



Por eso presenté indicación para rebajar en 70 millones de dólares la asignación correspondiente en la Partida 12, Ministerio de Obras Públicas.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, hay un estudio muy interesante y que da mucha fortaleza al planteamiento del Senador señor Prokurica: la relación costo-kilómetros en Santiago y en los sectores rurales del país.



Hoy día en la Capital, con el subsidio incluido, cuestan 400 pesos los 22 kilómetros de transporte en el Metro, y en los caminos rurales, por el mismo recorrido, se pagan mil pesos. Esta última cantidad no tiene subsidio ninguno; aún más, los dueños de buses deben arreglárselas para cambiar los amortiguadores, porque las vías no siempre son muy buenas.



Dicha relación obliga necesariamente a atender con mucha preocupación lo manifestado por el Honorable señor Prokurica. Y, además, se encuentra vinculada a la decisión que algún día deberán tomar los habitantes de Santiago: pagar lo que realmente cuesta vivir allí. La Capital es más cara, y lo es porque existe mayor cantidad de servicios. 



Según un estudio de la Universidad Católica, el costo por habitante en Santiago en 1989 -estoy hablando de hace dieciséis años- era de 116 pesos diarios per cápita; en la Tercera Región, de 5 pesos; en la Segunda, de 22; en la Novena, de 11; en la Octava, de 8; en la Quinta, de 5.



Y, obviamente, el mayor costo implica más servicios: semáforos computarizados, riego con manguera de un cerro de 700 hectáreas, ferrocarril subterráneo, en fin, todo ello acompañado de un conjunto de subsidios que debe solventar el resto del país.



No es admisible que un santiaguino pague 400 pesos por transitar 22 kilómetros en Metro, con todas las comodidades habidas y por haber, y que un habitante rural deba desembolsar mil pesos por recorrer la misma distancia.



Por lo expuesto, acojo la indicación del Senador señor Prokurica y anuncio que la votaré favorablemente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, encuentro muy interesante esta discusión, pero me gustaría que pudiésemos tener un debate mucho más a fondo sobre las asignaciones presupuestarias en general. Porque no podemos despreciar o minimizar lo que significa la Región Metropolitana, que en estos momentos, querámoslo o no, alberga a casi 40 por ciento de los habitantes del país y, en consecuencia, enfrenta problemas relevantes por la forma como se efectúa hoy día el transporte público.



El Senador señor Ríos dice que en el campo se pagan mil pesos por recorrer 22 kilómetros. Es cierto. Pero en Santiago una persona demora una hora y media a dos para trasladarse desde su vivienda al lugar de trabajo. Es la realidad de Chile.

El señor LARRAÍN.- ¡Que se vaya al Maule!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Si pudiéramos pensar de nuevo el país, creo que para todos sería mejor estar distribuidos en forma más adecuada. Sin embargo, la mayoría de los señores Senadores viven en la Región Metropolitana o pasan buena parte de su vida en ella.

El señor LARRAÍN.- ¡Desgraciadamente!

El señor MUÑOZ BARRA.- Somos muy pocos los Senadores regionalistas.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entonces, seamos francos: esta discusión es de mucho efecto, pero no realista.



El transporte público en la Región Metropolitana es un problema importantísimo, que debe resolverse, al igual como se está solucionando en Valparaíso con el MERVAL o como se está haciendo en Concepción, pues en esas áreas se encuentran las grandes concentraciones urbanas.



Ojalá pudiésemos reinventar el país y redistribuirlo de modo que existiera mayor equidad. Pero no hagamos un debate sobre el particular a propósito de una indicación como la que nos ocupa, porque se puede provocar un efecto muy negativo.



Entiendo el sentido del planteamiento formulado. Y me parecería muy bien que hubiera doble vía en la Ruta 5 Norte entre Copiapó y La Serena (fui Senador por esa zona). Pero no es éste el momento apropiado para realizar un debate sobre el particular con motivo de la indicación que se presentó. Me gustaría una discusión global. Y, ciertamente, cuando analicemos lo atinente a la regionalización podremos realizar un debate a fondo para ver cómo logramos una distribución más equitativa, acorde con la realidad del país.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra el señor Ministro, quien tiene prioridad para hablar.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Gracias, señor Presidente.



Entiendo que éste es un tema polémico. Y me parece enteramente legítimo el debate, como también la indicación.



Sólo quiero tomar algunos minutos del tiempo de los señores Senadores para expresar lo siguiente.



En un conjunto de actividades de inversión del Estado, es bueno que el gasto se haga con aportes generales de los contribuyentes, porque no es posible que todo el costo sea cargado a los usuarios. Eso sucede con la inmensa mayoría de la inversión pública, de la cual 70 por ciento va a Regiones. Pero hay casos en que dicha inversión presenta externalidades muy importantes. Claramente, con el Metro no sólo se beneficia a quienes lo utilizan, sino que también se racionaliza el plan de viajes de la ciudad, se disminuye el costo de desplazamiento para los automovilistas, etcétera.



Entonces, tampoco es correcto, desde la perspectiva económica, que los usuarios del Metro financien el ciento por ciento del costo de las inversiones.



Así las cosas, aceptando el criterio general de que las obras públicas deben ser cofinanciadas por el Estado y no cargarse únicamente a los usuarios, la cuestión radica en cómo repartir entre las distintas partes del territorio el dinero que los contribuyentes de todo el país proveen al Fisco para atender esas externalidades. 



Creo que el Senador señor Andrés Zaldívar tiene razón en cuanto a que sería bueno efectuar una discusión general sobre el asunto. Pero, a modo de ejemplo, puedo informar que las Regiones reciben el 70 por ciento de la inversión pública y que existen copiosos subsidios -al consumo de agua potable rural y al de electricidad- que se otorgan preferentemente a sus habitantes.



Por lo tanto, más allá de que, sin duda alguna, los señores Senadores tienen, no sólo el derecho, sino también el deber de realizar una discusión a fondo acerca de la materia, no me parece que la forma de solucionar el problema sea por la vía de obstaculizar particularmente un emprendimiento que todos -creo- celebramos.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora Matthei; luego, los Honorables señores Parra, Sabag y Zurita.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, entendemos que hay ciertas inversiones en que la rentabilidad económica puede ser negativa y que, sin embargo, tienen extraordinaria rentabilidad social, como, asimismo, que ésa es una forma distinta de hacer notar las externalidades y, por lo tanto, vale la pena y es razonable que el Estado las subsidie.



En la argumentación del Senador señor Prokurica, me pareció escuchar que no se emplearía la misma vara para medir la rentabilidad social de algunos proyectos en Regiones que la del Metro. Si ello fuera así, sería gravísimo. O sea, si fuese cierto que en Regiones algunas obras con alta rentabilidad social no se concretan porque los recursos se destinan al Metro de Santiago, donde aquélla sería menor o -peor aún- no habría sido dimensionada, entonces esta inversión no se justificaría.



Por tanto, quisiera preguntar al señor Ministro de Hacienda, por intermedio del señor Presidente, si se está exigiendo el mismo grado de  rentabilidad social a todos los proyectos.



Ése es el primer punto.



El segundo es el siguiente.



Sabemos que, en general, la rentabilidad social de las obras es superior en tanto mayor sea el número de personas a quienes de alguna manera benefician. Y, en tal sentido, cualquier proyecto puede ser rentable en Santiago, sencillamente, porque su población es muy numerosa. 



El problema estriba en que, mientras más comodidades damos a la Capital, más personas atrae, y en que, cuanto menos infraestructura poseen las Regiones, más difícil es que la gente se vaya a vivir, invertir y tratar de ser productiva en ellas.



En consecuencia, la resolución acerca de una obra es distinta al examinar, desde el punto de vista estático, su rentabilidad social actual y la estimada, si lograra atraer inversiones. Y esto no siempre se encuentra bien medido.



Me gustaría que el señor Ministro diera una respuesta a esas observaciones.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, comparto el espíritu de esta indicación. Resulta irritante el grado de centralización existente en todos los aspectos de la vida nacional.



He tenido oportunidad de intervenir sobre el particular a propósito de asuntos vinculados con la cultura y con las cuantiosas inversiones en infraestructura que en ese ámbito se están realizando en la ciudad de Santiago, en circunstancias de que el resto del país, pese a la intensidad de su vida cultural, no recibe siquiera una migaja de inversión pública para ella.



Hace una semana, en una reunión de la Corporación para la Regionalización del Biobío (CORBIOBÍO), se analizó en profundidad el tema.



El Senador señor Andrés Zaldívar tiene mucha razón al recordarnos que se encuentra en trámite una reforma constitucional que dice relación precisamente, de manera principal, a la regionalización. Y anuncio desde ya -porque fue un compromiso que un grupo de Parlamentarios y de candidatos al Congreso contrajimos con los dirigentes de CORBIOBÍO- que formularé una indicación para que, en el inciso primero del artículo 115 de la Carta Fundamental, se fijen topes de inversión pública para cada Región, y en su interior, para una misma comuna; porque también constituye una verdad incontestable que dentro de las Regiones se observan tendencias igualmente concentradoras del esfuerzo de inversión estatal.



Es tan ostensible la tendencia a la concentración -y esto recorre todo el proyecto de Ley de Presupuestos-, que, no obstante entender lo planteado por el señor Senador mencionado y la necesidad de llevar a cabo un debate mayor, acompañaré con mi voto la indicación que nos ocupa, como señal de protesta contra estos afanes centralizadores, que, lejos de romperse, tienden a consolidarse entre nosotros.



Nada más, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como genuino representante de Regiones, no puedo sino estar de acuerdo con el Senador señor Prokurica. Es evidente que la inversión se encuentra excesivamente concentrada en Santiago. Sin embargo, se ha ido avanzando. Así, en el presupuesto en análisis, la inversión de decisión regional, que ha aumentado en 82,1 por ciento, llegará prácticamente a 55,6 por ciento, lo cual constituye un paso muy importante.



No obstante, las obras que se están ejecutando fueron aprobadas en sucesivos proyectos anteriores. Por tanto, no es admisible cortar en mitad del camino una partida que es consecuencia de lo ya resuelto.



Concuerdo con el espíritu de la indicación y estoy llano a profundizar en el tema durante la discusión de las reformas que se contemplan para las Regiones. Empero, la votaré en contra, porque no soy partidario de paralizar una obra que se halla en ejecución.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zurita.

El señor ZURITA.- Señor Presidente, el fundamento de la indicación me hace pensar en quien dice “Si a mí no, al otro tampoco”, como protesta porque le dan a alguien y no a él. 



Ése es un argumento muy provinciano. 



Desde este momento, me instalo como Senador por Santiago -no sé si Oriente o Poniente- y digo: “¡Si los problemas de las grandes ciudades son todos iguales! Y las capitales siempre han atraído”.



A principios del siglo pasado, don Ramón Barros Luco premió con la gobernación de un pueblo del sur a uno de sus electores, quien, a los pocos meses, le comunicó: “Presidente, aquí no hay nada. Me falta esto y  esto otro”. Y la respuesta fue: “Véngase a Santiago. Aquí hay de todo”.



Las grandes ciudades de todo el mundo enfrentan el problema de contar con un Metro que no se financia, pero que socialmente es necesario.



Entonces, no seamos envidiosos de la Capital, que adolece de muchos defectos…

El señor PROKURICA.- ¡Pero cuenta con las mejores carreteras del país!

El señor ZURITA.- Si no tuviera tantos atractivos, ¿existirían las poblaciones marginales, que crean problemas a todos los Gobiernos? ¿“Ardería París” si no fuera por eso?



Entonces, seamos un poco más condescendientes y entendamos que la rentabilidad social del Metro es mucho más elevada que la de la carretera  que se mencionó. Sin el Metro, los santiaguinos dispondrían de medios de movilización infernales y demorarían horas en llegar a su casa.



Por ese motivo, rechazaré la indicación.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, entiendo el celo de esta Corporación por el exceso de intervenciones ministeriales. Pero en este caso se me ha hecho una consulta y debo responderla.



Tienen toda la razón los Senadores señora Matthei y señor Prokurica en el sentido de que bien puede ser que la rentabilidad social del Metro justifique la inversión pública pero que en Regiones otros proyectos con rentabilidades sociales más altas no reciban los recursos en cuestión. Sin embargo, nosotros hemos tratado de manera sistemática -y Sus Señorías son testigos de ello-, primero, de que los usuarios cancelen todo lo que les sea asignable, y segundo, de ir descentralizando efectivamente la inversión. Pero la única forma en que podemos, civilizadamente, comparar si un viaducto en alguna parte, una carretera en otra o un puente en una tercera parte son mejores o peores es a través de un ranking de rentabilidad social. Y hemos presentado al Parlamento un proyecto -se discute actualmente- donde hacemos de la evaluación social de los proyectos un requisito obligatorio.



Ahora, frente a lo que planteaba la Senadora señora Matthei, cabe señalar que la desconcentración es una materia perfectamente imputable dentro de la evaluación social. O sea, lo de las economías de aglomeración, el apoyo a la descentralización, en fin, deben dar lugar a una discusión razonada entre todos. Porque, de lo contrario, siempre va a ser posible decir: “Lo mío es más necesario que lo tuyo”. Debemos tener un parámetro común. Y para eso existen los programas de evaluación social, donde los distintos criterios -de descentralización y otros- se imputan según la forma en que se asigna. 



Ésa es la manera más racional de proceder. De momento, lo tenemos que hacer administrativamente. Y, en verdad, hemos tratado de ir en contra de lo que quizá fue la tendencia: el centralismo. 



Empero, en este minuto, negar recursos al Metro significa en la práctica… 

El señor PROKURICA.- ¡Déselos a la Región de Atacama, señor Ministro! ¡Eso es lo que le pido! No le estoy diciendo que se los niegue al Metro. Si aplica ese criterio…

El señor ROMERO (Presidente).- Le llamo la atención al Senador señor Prokurica. El señor Ministro no le ha concedido ninguna interrupción, y nadie puede interferir en su derecho a intervenir.



Puede continuar, señor Ministro. 

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Mi preocupación radica en que en la práctica, en vez de ir generando un modelo común -que no es un problema político, sino un problema que puede ser transversal y que es factible resolver racionalmente-, vamos a terminar obstaculizando algo que se encuentra ya en estado de avance y, por tanto, será una suma negativa.



Gracias.

La señora MATTHEI.- ¿Me concede una interrupción, señor Ministro?

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Ministro ya concluyó. 



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis, quien le puede conceder una interrupción, señora Senadora.

El señor ORPIS.- Con todo gusto, señor Presidente, por su intermedio.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, no me quedó claro en la respuesta del señor Ministro si el proyecto del Metro está evaluado socialmente o no, y en caso afirmativo, cuál es su rentabilidad.



Muchas gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Desea contestar inmediatamente, señor Ministro?

El señor  EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).-  Está evaluado socialmente y es rentable socialmente. No tengo el número, pero podemos informarlo a esta Corporación.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien, señor Ministro. Esperaremos su respuesta.



Recupera la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tengo la convicción de que la indicación del Senador señor Prokurica representa un sentimiento muy arraigado al interior de las Regiones, en dos sentidos. Por una parte, la inversión es muy desequilibrada respecto del nivel central, de Santiago concretamente. Pero no sólo eso. Cuando se dice: “Mire, un 70 por ciento de la inversión se realiza en Regiones”, cabe preguntar quién decide las inversiones. Desgraciadamente, el 70 por ciento se resuelve a nivel central. Es decir, hay desigualdad en la distribución de los recursos y, además, las decisiones se toman de manera centralizada. 



Por tal motivo, comparto plenamente lo señalado por los Senadores señores Sabag y Parra en el sentido de que aquí va a haber una discusión de fondo cuando lleguen los dos proyectos que crean nuevas Regiones: Arica y Valdivia. 



Pero no queremos cualquier región. La discusión de fondo va a radicar en el proceso de regionalización; o sea, qué tipo de regiones queremos. Yo puedo mencionar que en la Región de Tarapacá hay proyectos estratégicos que han costado muchísimo. Un proyecto tan clave como es el del camino Huara-Colchane, que nos integra con Bolivia, ha ocasionado la colocación de banderas negras en Iquique. Han pasado años y ese camino todavía no se termina, en circunstancias de que nos une con ese país y con Brasil. Lo más probable es que no tenga una rentabilidad social tan alta, pese a ser un proyecto estratégico, y que compita con mucha desigualdad con el Metro. 



Señor Presidente, voy a apoyar la indicación del Senador señor Prokurica, porque recoge un sentimiento que habremos de abordar con toda extensión y profundidad cuando se discuta la creación de las nuevas regiones.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, un señor Senador de Santiago -brillante Parlamentario- planteó que 40 por ciento de la población del país vive en la Capital. Yo diría: "vive amontonada en Santiago". Porque ese porcentaje se instala en el 2 por ciento del total del territorio nacional. 



Entonces, uno se pregunta: ¿por qué el 40 por ciento de los chilenos llega a vivir al 2 por ciento del territorio? Por un centralismo que no hemos podido cambiar de ninguna manera. 



El 45 por ciento de las más grandes empresas económicas de la nación se ubican en Santiago y el 70 por ciento de los depósitos en la banca también se realizan allí, pues la mayoría de ella posee casas matrices en la Capital. No obstante todo lo que se usufructúa de las riquezas regionales, las Regiones no reciben ningún beneficio. Vuelvo a repetir: no sólo los depósitos en la banca se hacen en Santiago, sino hasta los impuestos.



La realidad del amontonamiento de profesionales, de personas, de gente que busca trabajo, determina que en Santiago paguen el doble que en el resto del país por realizar una misma actividad. Mientras un obrero en Regiones gana 180 mil pesos en promedio, en la Capital recibe entre 360 mil y 380 mil pesos; un profesional universitario que percibe 500 mil pesos en Regiones llega en Santiago a 800 mil ó 900 mil pesos por realizar la misma función.



Quiero manifestar al señor Ministro cómo influye la centralización, que algunos Parlamentarios hoy hacemos presente en aras del sentido de honestidad para con aquellos a quienes representamos. 



Una de las pocas empresas en Regiones -la voy a nombrar: Arauco- ha querido hacer una donación de un mil 200 millones de pesos para arreglar un camino público en la modesta comuna de Collipulli. Pues bien, nos hemos encontrado con que no se puede concretar el aporte porque, según el Servicio de Impuestos Internos, dicha cantidad no será considerada como gasto. Entonces, el Gobierno central no genera ninguna iniciativa para favorecer a una empresa particular que desea hacer una donación al Fisco para fines sociales. No existe ninguna receptividad para concretar un proyecto de tal naturaleza y ayudar a las Regiones.



Por esas razones, y por la premura del tiempo, termino manifestando que los Parlamentarios, aunque se diga que somos Senadores nacionales, no obstante que algunos somos de Regiones, tenemos que dar una señal, sea diciendo algo respecto de esta materia, sea votando en contra, sea absteniéndonos.



Estimo que un Senador elegido en Regiones que no dé alguna de esas señales estará cometiendo con su omisión un error en cuanto a una descentralización que sentimos que no llega con la justicia que merecen las Regiones.



Voy a votar a favor de la indicación.

El señor ROMERO (Presidente).- Voy a ofrecer la palabra al Honorable señor Ruiz-Esquide.



Además de Su Señoría, me han solicitado intervenir los Senadores señores Larraín, Boeninger y Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Yo sólo deseo hacer una moción de orden, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Si es así, tiene la palabra.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, pido a la Mesa que precise exactamente cuál es el objetivo del debate que estamos llevando a cabo. Porque si los temas son la descentralización y la regionalización, nos podemos referir a ellos. Sin embargo, entiendo que se trata de una indicación presentada por un colega. Podemos votarla a favor o en contra, pero no debemos incorporar otros asuntos que no tienen nada que ver con lo que se halla en discusión.

El señor ROMERO (Presidente).- Ése es un llamado para que lo tengan en cuenta los señores Senadores al momento de fundar sus votos.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, entiendo las palabras del distinguido Senador señor Ricardo Núñez. Pero la verdad es que en materia de Presupuestos disponen de largo tiempo para hablar en general sólo quienes pertenecen a las Subcomisiones. 



Yo entiendo que aquí podemos hacer una discusión sine díe respecto de la regionalización. Pero permítannos unas palabras sobre la materia, porque de lo contrario terminaremos siendo simples buzones de votación.



Me voy a abstener, señor Presidente, pero quiero señalar lo siguiente.



El modelo económico-social existente en Chile es de por sí concentrador. Por lo tanto, se producen necesariamente concentraciones en las grandes ciudades. Eso es elemental. En consecuencia, resulta “inescapable” que ello suceda.



Sería una torpeza, entonces, empezar a reclamar acerca de por qué se produce la concentración social, económica o de personas, porque vamos a terminar reconociendo que los problemas de Santiago son tan agudos para los capitalinos como para quienes viven en otras Regiones.



Entonces, ¿cuál es el punto? Se trata de resolver de alguna manera algo que se ha señalado aquí, que es lamentable, donde no tenemos nada que hacer y ante lo cual no nos queda más que dar respuesta a lo que va a terminar siendo una fórmula concentradora.



Siempre he entendido que el Estado tiene, entre otras tareas, la de romper, en la medida de lo posible, algunas de esas líneas concentradoras, lo que el mercado jamás podrá lograr, ya que, por el contrario, éste lleva a la concentración más brutal.



Señor Presidente, más que por lo que signifique mi voto, me voy a abstener, por lo siguiente.



No puedo pronunciarme en contra de la implementación de recursos para una obra que ya se está realizando, pues ello significaría paralizar el Metro, lo que parece absurdo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Deja el hoyo…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No sé si quedará el hoyo o no. Porque también en mi Región hay una…

El señor ROMERO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Para terminar, señor Presidente, quiero expresar que me abstendré porque no puedo votar en contra la propuesta hecha. Pero también es verdad que no encuentro en las políticas de Gobierno la disposición para entender lo que pasa en las Regiones. Y si no lo asume el Ejecutivo, no veo quién lo hará.



Por eso, como una especie de descargo de mi propio punto de vista, me abstendré.

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Será histórica su abstención, señor Senador...!



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si bien el Honorable señor Núñez tiene razón en cuanto a que la discusión excede lo propuesto en la indicación, permite hacer presente una inquietud -ya la han expresado varios señores Senadores- muy sentida, si se mira nuestro país desde las Regiones.



Chile, mirado desde Santiago, se ve muy distinto. Por la cantidad de personas y por las dificultades, se observa la necesidad de que sea objeto  de inversiones. Pero cuando uno pondera la situación regional se da cuenta de que, si bien las poblaciones cuantitativamente son menos densas y por lo tanto es más difícil justificar con objetividad las inversiones, hay muchas necesidades. Y, aun cuando ellas afecten a menos personas, éstas también tienen la voluntad, los deseos y el derecho de recibir el apoyo del Estado.



En ese sentido, es cierto que la rentabilidad social es objetiva y permite ver, con la aplicación de criterios cualitativos, cómo se asignan los recursos. De lo contrario, la asignación puede transformarse en un mecanismo discrecional, antojadizo, político o movido por otros propósitos, lo que no es la mejor manera de destinar los fondos fiscales.



Entonces, aquí estamos frente a un problema de difícil solución.



Por ejemplo, de acuerdo con un estudio sobre las concesiones que se han entregado para realizar obras de vialidad, en un período se habrían gastado 2 mil 500 millones de dólares, de los cuales el 70 por ciento se invirtió en la Capital. Si a ello agregamos las obras complementarias efectuadas conforme a los contratos originales, los recursos invertidos en la Región Metropolitana ascienden al 90 por ciento.



Por cierto, la recuperación de esos recursos es pagada por los usuarios. Probablemente, es muy difícil hacer una autopista que cruce por el medio de Linares. No habría cómo financiarla, y a lo mejor no se justificaría. Siempre la inversión será justificable en lugares de mayor densidad poblacional. Pero si no la hay, ¿significa que los pobladores jamás podrán acceder a ese tipo de beneficios?



Ése es el problema de fondo.



El Honorable señor Andrés Zaldívar decía: “Tengamos una discusión”. Tengámosla, pero con plata en el bolsillo, para poder distribuir. De lo contrario, sería enteramente teórica.



También hay otro aspecto que me produce mucha inquietud. Cuando uno recorre los sectores de la Región que representa -en el caso mío, Maule Sur-, observa que existe una cantidad de caminos rurales respecto de los cuales desde hace 20, 30 ó 40 años viene pidiéndose su pavimentación. Y si bien en numerosos casos de las provincias de Linares y de Cauquenes esa obra se ha realizado, todavía quedan muchas vías realmente intransitables que también requieren un mejoramiento de tal índole. 



En ese escenario, ¿cómo podríamos resolver la cuestión? Me gustaría conocer soluciones. Porque las discusiones suelen ser muy bonitas. Podemos escuchar una y otra vez grandes discursos sobre la voluntad regionalizadota. Pero si ésta no cuenta con atribuciones y con los recursos necesarios, no existe. Es decir, mientras las Regiones no dispongan de fondos y facultades para desarrollarse y desempeñarse con mayor autonomía, será muy difícil materializar una voluntad descentralizadora.



Uno podría hacer un análisis muy exhaustivo de todo lo que ocurre en diversos ámbitos y que demuestra la concentración de recursos, no sólo en el sector privado sino también en el público, en la Región Metropolitana.



Entonces, cuando se presenta una indicación de este tipo, uno inevitablemente -imagino, si entiendo bien, que la etapa de que se trata es una de varias en el proceso de construcción del Metro de Santiago y que detenerla sería insensato o no posible- tiende a preguntarse qué hacer para alcanzar mayor equidad en el desarrollo de obras viales que también se necesitan con urgencia en múltiples provincias, que a veces son las más pobres, las con menos población y donde los criterios sociales pueden no ser tan significativos por su rentabilidad.

El señor ROMERO (Presidente).- El Senador señor Andrés Zaldívar está solicitando una interrupción.

El señor LARRAÍN.- Por supuesto, con la aquiescencia de la Mesa.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (Don Andrés).- Creo que éste es un tema de fondo. 



Sin perjuicio de discutir acerca de la regionalización y de la desconcentración, debemos reconocer una realidad. La Región Metropolitana es igual a las otras doce Regiones, y si no se aplica una política coherente y se presentan indicaciones como ésta, puede provocársele un gravísimo daño. 



La Región Metropolitana también tiene derecho a recibir inversiones. Lo digo con toda franqueza y respeto. Creo que nosotros debemos responder como Senadores nacionales y mirar las cosas en términos de país. 



Desde el punto de vista político, enfrentamos una descompensación absoluta. Los Senadores de la Región Metropolitana somos cuatro, y los de las restantes Regiones, veintitantos.



Si empezamos a hacer política en ese sentido, sin exhibir consistencia en lo que discutimos, a la Región Metropolitana, cuando se desee, puede pasársele la aplanadora.



No se trata de que yo esté defendiendo a la Región Metropolitana porque sí. Se precisa una discusión racional sobre cómo hacer una buena distribución de los recursos a través de todo el país y en todo lo que se estime necesario.



Reconozco que el Honorable señor Prokurica presentó la indicación con el propósito de defender algo que considera legítimo, al igual que otros señores Senadores. Pero no podemos desconocer una realidad que se ha acumulado durante toda la historia del país.



Porque, además, cada uno de nosotros es parte de la Región Metropolitana. La gran mayoría vivimos en ella y utilizamos sus caminos.



Entonces, yo les pido que realicemos una discusión racional sobre el tema de la desconcentración y de la asignación de recursos. Pero no formulemos indicaciones de este tipo, que pueden provocar efectos negativos. Eso es lo único que estoy planteando.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que la Región Metropolitana precisa y quiere inversiones. Pero aquí estamos en un círculo vicioso. Porque mientras más dificultades hay en las Regiones por falta de trabajo y de comodidades para vivir, más emigración habrá hacia Santiago. Y, como esto genera mayor población en la Capital, existe más necesidad de realizar obras civiles en ella, por razones sociales, lo que justifica una mayor inversión.



Esto es un círculo. Pero, de seguir así, vamos a terminar en dos países: uno en Santiago y otro en el resto de las Regiones. Eso es lo que deseamos evitar. Queremos armonía en la forma como se distribuyen los recursos, para que quienes habitan fuera de la Región Metropolitana sientan que también viven en Chile.



Para lograr eso, algún día hay que cortar. No sé si éste es el minuto. Pero sí parece importante asentar la discusión para que, si no ahora, en algún momento, con recursos y atribuciones, hagamos una regionalización de verdad, que permita la convivencia pacífica entre las Regiones y la Capital.



He dicho.

La señora MATTHEI.- El Honorable señor Prokurica solicita una interrupción, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- No puedo. Se me acabó el tiempo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, retomando las palabras del Honorable señor Larraín, deseo hacer una propuesta.



Entiendo perfectamente los planteamientos que se han hecho, pues he estado en otros países y me doy cuenta de que la sensibilidad regional es una cuestión muy de fondo. Y, además -créanme-, comparto la legítima crítica o sospecha respecto del centralismo. En el Ministerio de Hacienda hemos hecho todos los esfuerzos posibles por combatirlo y, unilateralmente, presentamos un proyecto de ley sobre responsabilidad fiscal, donde la rentabilidad social -y aquí se puede incorporar el parámetro regional- va a ser obligatoria para los recursos públicos.



Es más, podemos comprometer un estudio con las mejores instituciones internacionales -esto no se consideró en el Protocolo, pero lo podemos agregar- que permita, no ahora, sino después, pasar por el cedazo cada presupuesto, a fin de determinar si los criterios regionales están o no están balanceados. Debe haber una metodología, porque todos van a considerar que su presupuesto es más legítimo que otro.



En conclusión, si me quieren mostrar “tarjeta amarilla”, ¡estupendo! Pero no me pongan “tarjeta roja”, pues, por desgracia, negarle los recursos al Metro significa en la práctica paralizarlo y, virtualmente, hacerlo quebrar.



No estoy haciendo una advertencia, sino simplemente señalando una situación que nos estanca por completo, lo que resulta demasiado grave.



Muchas gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor PROKURICA.- ¡No es por 1.100 millones, sino por menos!

El señor ROMERO (Presidente).- Senador señor Prokurica...

El señor PROKURICA.- ¡Es que no me da la palabra!

El señor NOVOA.- La tengo yo, Su Señoría.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es.

El señor PROKURICA.- Disculpe, señor Senador.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, deseo señalar dos conceptos que me parecen bastante básicos.



Primero, la Metropolitana es una región del país, donde vive el 40 por ciento de los chilenos. Por tanto, también debe haber consideración para esas personas.



Segundo, es absolutamente injusto y equivocado que, a raíz de la asignación de una partida específica, se discutan los criterios de proporcionalidad regional.



Quiero saber si se analizaron estos criterios cuando se vio el presupuesto concreto del Ministerio de Obras Públicas. ¿Se debatió el parámetro de distribución regional cuando se revisó el Presupuesto de Ferrocarriles? ¿Se procedió de igual modo cuando se estudió los presupuestos de Agricultura y de Salud, y los subsidios del INDAP y del agua potable?



Me parece tremendamente irresponsable que, aplicando un criterio de regionalización, se tome una decisión en perjuicio de una Partida destinada a la Región Metropolitana, porque es obvio que en ella no vamos a cumplir con los estándares de una distribución proporcional. Y no creo que algún Senador se haya tomado la molestia de realizar un estudio completo del Presupuesto para ver si existe discriminación en contra de las Regiones.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Se ha solicitado a la Mesa el cierre del debate. Sugiero que procedamos en tal sentido luego de escuchar al último inscrito, el Honorable señor Boeninger.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, en primer lugar, me parecen absolutamente legítimos la inquietud y las argumentaciones planteados por los representantes de las Regiones, dado que nuestro país, como todos los de América Latina y de muchas otras partes del mundo, tiene una concentración muy fuerte en la Región Metropolitana.



Pero es evidente que, si observamos las capitales de nuestro continente, desde Ciudad de México a Buenos Aires, estaremos de acuerdo en que la naturaleza un poco monstruosa de las metrópolis sobredimensionadas es una realidad en todas partes. Y eso corresponde a un desarrollo que no tiene que ver con ningún modelo, sino con los atractivos de la gran ciudad en el mundo contemporáneo.



En consecuencia, esa población, como lo han dicho los Senadores señores Novoa y Andrés Zaldívar, merece ser considerada; más aún, es indispensable que sea atendida.



Ahora, ¿cuáles son los incentivos para generar una descentralización efectiva, mayor que la que tenemos?



Además de los esfuerzos que se han estado haciendo en cuanto a aumentar el presupuesto y la asignación de recursos a nivel regional -ello ha sido bastante espectacular en los últimos diez años-, habría que discutir cómo evitar que la capital del país siga creciendo y absorbiendo el talento, los recursos específicos, las industrias, etcétera, en la forma como históricamente lo ha hecho.



Según se ha señalado, me parece sumamente grave que se exprese un descontento legítimo a costa de un proyecto que está en camino, como el del Metro de Santiago, respecto del cual puede haber consecuencias muy funestas si se aprueba la indicación. En mi opinión, la reacción de la población afectada sería bastante seria, pues podría afirmar que el Parlamento está impidiendo que se expanda el Metro y, más aún, colocando en una situación financiera en extremo difícil a una empresa fundamental para el desarrollo de Santiago.



Sugiero que este tema se estudie a fondo. Se pueden realizar sesiones especiales después de las elecciones y todo lo que se quiera. Pero la indicación me parece muy poco oportuna e inadecuada en términos de la forma en que pretende enfocar o resolver el problema de la descentralización.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero dejar una constancia.



El señor Ministro dijo que aceptaba la “tarjeta amarilla”, pero no la “tarjeta roja”.



Me convenció su posición. Por lo tanto, deseo decir públicamente que voy a votar en contra de la indicación.

El señor PROKURICA.- ¡Muy bien...!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Era lo que intuíamos…!



Cerrado el debate.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



En votación electrónica la indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Resultado de la votación: 18 votos por la afirmativa, 17 por la negativa y 1 abstención.



Votaron por afirmativa los señores Arancibia, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos y Stange.



Votaron por la negativa los señores Aburto, Ávila, Boeninger, Foxley, Gazmuri, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Romero, Sabag, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Se abstuvo el señor Flores.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Se vota de nuevo.

El señor NARANJO.- Afecta el resultado.

El señor ROMERO (Presidente).- La abstención influye en el resultado; por tanto, debe repetirse la votación.



El Honorable señor Cariola está pidiendo que le levanten el pareo con el Senador señor Valdés.



Se le concede, señor Senador.



Y lo mismo solicita el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Tengo un pareo con el Senador señor Ruiz-Esquide, pero se mantiene.

El señor ROMERO (Presidente).- En votación electrónica la indicación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Resultado de la votación: 18 votos por la afirmativa, 18 por la negativa y 3 pareos.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Flores, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Muñoz Barra, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos y Stange.



Votaron por la negativa los señores Aburto, Ávila, Boeninger, Foxley, Gazmuri, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Romero, Ruiz-Esquide, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



No votaron por estar pareados los señores Cariola, Fernández y Pizarro.

El señor ROMERO (Presidente).- En consecuencia, queda rechazada la indicación.

El señor ORPIS.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hay que corregir la segunda indicación que presenté junto con el Honorable señor García, relativa a la Partida 05, del Ministerio del Interior, para agregar una glosa, cuyo espíritu es evitar que los consejeros regionales, con cargo a ese presupuesto, obtuviesen viático para viajar al extranjero.



Por ello, expresamente queremos agregar a la indicación las palabras “Consejeros Regionales”. De lo contrario, inspectores fiscales que contaban con estos viáticos, de acuerdo con lo que se aprobó, no podrán tenerlos.



Para no provocar un problema, y dado que todos están de acuerdo, propongo agregar la frase “Consejeros Regionales” mediante una indicación corregida que hemos presentado.

El señor ROMERO (Presidente).- Por unanimidad, podríamos hacerlo.

El señor RÍOS.- No la doy.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, existe acuerdo.



Si no aprobamos la corrección, tendremos un trámite adicional.

El señor RÍOS.- Retiro lo dicho, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, en la indicación ya aprobada, que agregó la Glosa Nº 21 al Subtítulo 33 de la Partida 05, Capítulo 05, Programa 01, después de la palabra “traslado”, se incorporará la frase “de los Consejeros Regionales”.



--Se aprueba la indicación y queda despachado el proyecto en este trámite.

El señor ROMERO (Presidente).- Ruego a los señores Senadores mantenerse en la Sala, porque los dos proyectos que restan de la tabla requieren quórum orgánico constitucional para su aprobación.



El debate de ambos ya fue realizado y sólo falta efectuar la votación.
ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE REGULACIÓN SOBRE ABOGADOS INTEGRANTES DE TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (2950-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 2 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 43ª, en 19 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005 (queda pendiente su votación).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa ya fue discutida en general. De  conformidad con el acuerdo adoptado unánimemente por la Sala, el señor Presidente declaró cerrado el debate y quedó pendiente sólo la votación en general, además de la fijación del plazo para presentar indicaciones.



Cabe recordar que el proyecto contiene algunas normas de carácter orgánico constitucional, por lo que requiere, para su aprobación, el voto conforme de 27 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, lo daremos por aprobado.

El señor RÍOS.- No, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, procederemos a la votación.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo estoy pareado. Pero entiendo que podría votar, pues la iniciativa es de quórum orgánico constitucional.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es, Su Señoría. No corren los pareos.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



En votación electrónica la idea de legislar.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (doña Carmen), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ríos, Sabag, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Se abstuvo el señor Frei (don Eduardo).

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor LARRAÍN.- El lunes 12, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala el lunes 12 de diciembre, a las 12?



--Así se acuerda.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- Recuerdo a los señores Senadores que alrededor de las 18 se rendirá un homenaje en memoria del Teniente de Carabineros señor Hernán Merino Correa.
PENALIZACIÓN DE CONDUCTAS CONSTITUTIVAS DE GENOCIDIO Y

DE CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y DE GUERRA

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3493-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Naranjo y Viera-Gallo).


En primer trámite, sesión 47ª, en 7 de abril de 2004.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 43ª, en 19 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005 (queda pendiente su votación)
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto ya fue discutido en general. De conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala, el señor Presidente declaró cerrado el debate y sólo quedaron pendientes la votación en general y la determinación del plazo para presentar indicaciones.



La iniciativa contiene normas de carácter orgánico constitucional, por lo que requiere el voto conforme de 27 señores Senadores para ser aprobada.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, la aprobaremos.

El señor RÍOS.- Pido que se tome la votación.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



En votación electrónica la idea de legislar.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos a favor y 1 pareo), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Flores, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



No votó, por estar pareado, el señor Cariola.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, ¿se podría fijar de inmediato plazo para presentar indicaciones?

El señor ROMERO (Presidente).- Sugiero el 12 de diciembre a las 12.

El señor NÚÑEZ.- ¡No es buena fecha, porque tendremos tres días de celebración...!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Los duelos normalmente duran tres días, señor Senador…!



Propongo, entonces, el 19 de diciembre, a las 12.



--Así se acuerda.
El señor ROMERO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
-------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía, solicitándole ENRIPIADURA DE CAMINO ENTRE CONTRALCO Y LOLCO, EN COMUNA DE LONQUIMAY, y al señor Alcalde de Perquenco, requiriéndole información sobre FUNDAMENTOS Y CONSECUENCIAS DE CIERRE DE ESCUELAS RURALES G-327, G-331, G-332 Y G-395 (todos de la Novena Región).


Del señor MORENO:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole SOLUCIÓN A PROBLEMA HABITACIONAL DE FAMILIAS DE MALLOA (Sexta Región).



Del señor VÁSQUEZ:



A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, requiriéndoles ANTECEDENTES SOBRE LICITACIÓN PARA RECUPERACIÓN DE LÍNEA FÉRREA SANTIAGO-PUERTO MONTT Y MEDIDAS ADOPTADAS ANTE INTERNACIÓN DE DURMIENTES AFECTADOS POR PLAGAS.
---------------
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, he pedido el envío de sendos oficios al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado con el objeto de que se determine lo ocurrido con los durmientes devueltos a Brasil.



Dada la importancia de la materia, solicito la anuencia de la Sala para que dichos oficios sean remitidos por el Senado y no en mi nombre.

El señor ROMERO (Presidente).- Se ha pedido que los oficios presentados por el Senador señor Vásquez sean enviados en nombre de la Corporación. 



Se refieren a 24 mil durmientes que llegaron en barco, que fueron retenidos e investigados y que están siendo fiscalizados. Tenían gusanos y una serie de pestes.



¿Habría acuerdo de la Sala en tal sentido?

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, ¿ese tema no tendrá que verlo el servicio técnico respectivo? Porque, según lo que usted señala, me parece que el Servicio Agrícola y Ganadero, por sí mismo…

El señor ROMERO (Presidente).- Su Señoría, se van a remitir oficios. Lo que desea el Senador señor Vásquez es que ello se haga en nombre del Senado. No veo ningún obstáculo para ello.



--Se acuerda enviar los oficios referidos en nombre de la Corporación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en todo caso, creo que es más lógico que los Senadores pidamos los oficios por nuestra cuenta.



Cuando hay una discusión completa sobre cierta materia, sí podemos proceder. Pero, si establecemos este sistema, nos llenaremos con peticiones de oficios en la Sala.

El señor ROMERO (Presidente).- Lo de los durmientes es muy específico. Además, tiene un sentido casi simbólico.

El señor VÁSQUEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, quiero explicar al Honorable señor  Andrés Zaldívar que solicité a título personal oficiar al SAG, a la CONAF y al Ministerio de Agricultura hace más de 45 días con relación a los durmientes, aspecto en que ha habido graves irregularidades por parte de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado.



Las instituciones vinculadas a la agricultura respondieron; en cambio, la entidad ferroviaria se limitó a invitarme a una conversación y no contestó el oficio.



La situación en Ferrocarriles es de tal gravedad que el Senado no puede dejar de conocerla, sobre todo cuando se ha tratado de ingresar madera infectada mediante certificaciones falsas.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no me opongo al oficio. Pero, desde el punto de vista reglamentario y de los procedimientos que seguimos en la Sala, corresponde usar otro mecanismo. Si no, vamos a llenar al Senado con las peticiones que cada uno de nosotros tiene derecho a formular.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No se trata sino de eso.



Adhiero a la solicitud del señor Senador, pues no tengo problemas al respecto.

El señor ROMERO (Presidente).- No hagamos debate sobre la materia.



En todo caso, la solicitud del Senador señor Vásquez es reglamentaria y no constituye precedente.
HOMENAJE EN MEMORIA DE TENIENTE DE CARABINEROS 

SEÑOR HERNÁN MERINO CORREA

El señor ROMERO (Presidente).- A continuación, y a solicitud del Comité Renovación Nacional, corresponde rendir homenaje al Teniente de Carabineros señor Hernán Merino Correa, fallecido en cumplimiento de su deber el 6 de noviembre de 1965 en el sector de Laguna del Desierto.



Saludo a las personas ubicadas en las tribunas.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, Honorables colegas:



Saludo a los familiares de Hernán Merino Correa que nos acompañan en las tribunas: sus sobrinos, el Mayor de Carabineros señor Hernán Merino Briceño y el abogado señor Guillermo Felipe Merino. También, a los hermanos del ex oficial, quienes no pudieron asistir por encontrarse delicados de salud. Estamos seguros de que hubiesen querido estar con nosotros y sabemos  muy bien que nos acompañan de corazón.



Asimismo, saludo a las delegaciones de la Corporación de Defensa de la Soberanía, del Centro de Estudios Históricos Lircay, del Salón Teniente Hernán Merino Correa, del Grupo Guardia de Carabineros del Congreso Nacional, del Círculo de Carabineros y de Fuerzas Armadas en retiro; al ex Almirante y ex Senador señor Ronald Mc-Intyre, y al General en retiro señor Yerko Raffo.



Rendir homenaje al Teniente Hernán Merino Correa con motivo de cumplirse 40 años de su trágica muerte, cuando se  sacrificó por los colonos de la Patagonia  chilena, cumpliendo su juramento de honor como Carabinero, no sólo nos sobrecoge y nos llena de emoción, sino que también nos hace reflexionar acerca del significado de su vida, de sus acciones, del ejemplo que nos ha legado, y también, de cómo debemos prevenir y resolver los conflictos de límites y estructurar una patria digna que nos permita relacionarnos bien entre nosotros y con los países vecinos.



Las causas y hechos que llevan a su sacrificio el 6 de noviembre de 1965 se inician en la manera como se nos enseñan las configuraciones territoriales. Hasta hace no muchos años, en Argentina se enseñó que Chile llegaba sólo hasta Puerto Montt y que el resto del territorio lo habríamos quitado a ese país.



Las diferencias de límites entre Chile y Argentina al sur de Valdivia, por no coincidir la línea divisoria de aguas (hidrográfica) con la de altas cumbres (orográfica) -que en algunas partes tiene más de 200 kilómetros de separación por motivos geomorfológicos, fueron llevadas de común acuerdo al arbitraje británico en 1898.



El tribunal revisó todos los antecedentes de ese vasto e intrincado territorio, explorado y reconocido bajo la responsabilidad del geógrafo Juan Steffen Hoffmann, por Chile, y de don Francisco Pascasio Moreno, por Argentina.



En 1902 se produjo un fallo de carácter transaccional que respetó las ocupaciones del área, más bien montadas para esos efectos por el vecino país. En 1903, a petición de las partes, el mismo tribunal hizo la demarcación. Entre el sur del lago O´Higgins-San Martín y el Monte Fitz Roy, tal tarea estuvo a cargo del capitán británico Crostwaith.



La Laguna del Desierto fue colonizada por chilenos recién a partir de 1921 y sólo en la década de 1930 se dio a conocer mediante las exploraciones realizadas por el sacerdote salesiano José María de Agostini.



Ese verdadero lago quedaba en la porción demarcada para Chile, aunque sus aguas vertieran en la cuenca atlántica. Conocimientos posteriores de la geografía no invalidan los acuerdos de límites, según las normas y prácticas del Derecho Internacional.



Los colonos chilenos -entre ellos las familias Sepúlveda, Ovando y Cárdenas, que vivían en igual o mayor extremo aislamiento que muchas otras familias patagónicas en la extensa zona fronteriza- tenían que recurrir al uso de porciones del vecino país para resolver sus problemas legales, educacionales, de salud, de abastecimiento, de movimiento de ganado, lo cual en alguna medida todavía ocurre.



En 1965, el Gobierno de Arturo Illia vivía momentos difíciles en Argentina, amenazado por el riesgo de una intervención militar, que de hecho después ocurrió.



Estas presiones se manifiestan en puntos sensibles, como las áreas fronterizas -muchas en la Patagonia, y específicamente, en Laguna del Desierto-, cuyos pobladores eran objeto de crecientes hostilidades. Ellos denunciaron que enfrentaban una presión creciente y que no podían mover sus animales a la venta como lo hacían tradicionalmente.



Se envió a Carabineros para estudiar la situación. Entre otros participó el joven Teniente Hernán Merino Correa, quien se caracterizaba por un alto espíritu de servicio, vehemencia y amor patrio.



Llegar a ese hermoso enclave situado al sur del lago O´Higgins-San Martín y en el borde nororiental del Campo de Hielo Patagónico Sur resultaba extremadamente difícil, pues sólo se podía acceder a él a pie y a caballo, debiendo cumplirse, para estos efectos, muchas jornadas.



Este especial lugar se halla a más de 2 mil kilómetros al sur del Congreso Nacional y sigue siendo aún uno de los sectores más aislados del país.



Los Mandatarios de la época, Eduardo Frei Montalva y Arturo Illia, en conocimiento de las hostilidades y de la existencia de una patrulla de reconocimiento de Carabineros en el lugar para asistir a los colonos, acordaron en Mendoza, para evitar problemas, retirar a todos los uniformados del sector sur de Laguna del Desierto.



Pese a las dificultades, se alcanzó a avisar a los carabineros. Sin embargo, cuando éstos se aprestaban a regresar de su precario puesto, fueron emboscados por un numeroso grupo de efectivos de Gendarmería, asistido por el Ejército y por la Aviación Naval del vecino país.



Efectuado un primer disparo en contra de ellos, el Teniente Hernán Merino, sin titubear, protegió al mayor Miguel Torres y fue acribillado alevosamente en el lugar.



Lo grave es que en pleno duelo nacional se dio orden de retirar del sector a todos los carabineros y a los pobladores chilenos, permitiéndose a los gendarmes ocupar ilegalmente el área.



La zona austral continuó siendo centro de tensiones, como ocurrió con el diferendo del canal Beagle, que casi nos llevó a un enfrentamiento bélico al desconocerse unilateralmente el fallo arbitral acordado por las partes.



Después de la toma de las islas Malvinas, o Falkland, y Georgias del Sur, las autoridades militares del vecino país declararon que a continuación se iban a tomar el sur de Chile.



Con el advenimiento y reconstrucción de la democracia en nuestro país, se pretendió en forma acelerada resolver todos los problemas de límites pendientes con Argentina: veintidós de fácil solución técnica; el del Campo de Hielo Patagónico Sur a una línea intermedia, entre la línea acordada por ambas partes -que no fue necesario llevarla al arbitraje británico en 1898- y una nueva línea de interpretación posterior por parte del vecino país, que finalmente no prosperó, por lo que fue preciso someterla a un nuevo acuerdo, en que dos tercios del área en disputa se encuentran aún pendientes en una Comisión Mixta de Límites, y el territorio de Laguna del Desierto, a un arbitraje.



El arbitraje por el territorio de Laguna del Desierto resulta mal desde la partida, al igual que la situación que llevó al sacrificio al Teniente Hernán Merino Correa. 



Las características del tribunal acordado, las reglas del juego aplicadas y el apego de Chile a un legalismo excesivo de statu quo con fecha crítica, mientras Argentina terminó de ocupar el lugar y construyó caminos y un pueblo en el área en pleno proceso, son parte de los vicios producidos. Su resultado es de todos conocido y no entraré en mayores detalles.



Con un grupo de personas de Aisén visitamos hace tres años el lugar donde ofrendó su vida Hernán Merino Correa. Le rendimos homenaje e instalamos allí una gran cruz de acero. Contamos con el apoyo del actual propietario del campo, quien autorizó a levantar un monumento y una capilla aledaña al sector.



La enorme superficie del valle de Laguna del Desierto alberga hoy prósperos campos, caminos y una ciudad que recibe 40 mil turistas extranjeros por año, cuyo número se acrecienta en el tiempo. Los colonos chilenos perdieron sus campos, viven o sobreviven en condiciones precarias y no han recibido ni siquiera una compensación del Estado chileno.



Hernán Merino Correa dio su vida por ellos y sembró con su sangre el territorio que habían colonizado. Antes tuvo muchos actos de heroísmo. En 1959 rescató de las aguas del Biobío, en Santa Bárbara, a una madre embarazada, y más tarde, en 1963, participó en el rescate del único sobreviviente del accidente de un avión FACH con 20 personas en su interior, entre ellas el Obispo de Aisén, César Gerardo Vielmo, quienes perdieron la vida.



Un héroe de la talla de Hernán Merino Correa no es producto de un momento: se da por su formación familiar, por la que recibió en su Institución de Carabineros, por encarnar el amor a Chile de todos nosotros en la forma más pura y sublime.



Hoy, en la investigación histórica, el país vecino ha reconocido sus fallas, que han sido fuente de estos conflictos.



Sin embargo, en el Congreso Nacional podemos manifestar que el sacrificio y la muerte de Hernán Merino Correa no fueron en vano. Al contrario, están llenos de significado, pues muestran cómo un pueblo ama sanamente su patria, su naturaleza, sus pobladores y su identidad cultural. Y así, en ese sano amor, respeta y se hace respetar por los otros Estados del mundo.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Stange.

El señor STANGE.- Señor Presidente; Honorables colegas; ex Senador señor Ronald Mc-Intyre; General señor Yerko Raffo; señores integrantes de la promoción del Teniente Hernán Merino Correa; señores Jefes, Oficiales y delegación de Carabineros de Chile; distinguidos familiares del Teniente Merino.



“Rendir la vida, si fuera necesario, en defensa del Orden y de la Patria”. Jamás debe de haber pensado Hernán Merino Correa, al prestar su juramento de servicio como Subteniente de Carabineros, en diciembre de 1957, que el destino le tenía deparado para el futuro la exigencia de inmolarse por defender el territorio sagrado de la Patria.



Pero nadie que conociera las virtudes morales, la dedicación al servicio público y las sobresalientes condiciones humanas del Teniente Merino habría puesto siquiera en duda que, llegado el momento sublime, no vacilaría en el cumplimiento de lo que había jurado ante Dios y la bandera.



Ese trágico momento se registró el 6 de noviembre de 1965 en la lejana Laguna del Desierto, en la Patagonia Austral, cuyo aniversario 40 recordamos hoy con respeto y admiración.



Hernán Merino nació en Antofagasta el 17 de julio de 1936. Era hijo del Mayor de Carabineros don Carlos Merino Charpentier y de doña Ana Correa de la Fuente. Por traslados de sus padres, vivió en Valparaíso y, finalmente, en Limache, junto a sus tres hermanos.



Fue en la Escuela Superior de Hombres de esa ciudad donde comenzó sus estudios y recibió las primeras nociones de amor a la Patria, a sus héroes y a los símbolos nacionales.



En 1955 ingresa a la Universidad Técnica del Estado y, aunque aprueba los estudios de primer año, su deseo de formar parte de Carabineros de Chile lo impulsa a efectuar el servicio militar en el Regimiento Coraceros, de Viña del Mar.



Seleccionado en los exámenes, se incorpora a la Escuela de Carabineros el 16 de marzo de 1956 y, al igual que sus compañeros de curso, es el producto humano de la formación impartida en la Institución bajo los rígidos conceptos del servicio a la Patria, el desarrollo de las cualidades de liderazgo y el respeto a los conceptos de honestidad, lealtad y acendrado espíritu de servicio a la comunidad.



Después de perfeccionar sus conocimientos policiales en unidades de Santiago, es trasladado en 1962 a la Prefectura de Aisén, donde destaca en el auxilio de un avión de la Fuerza Aérea accidentado en un cerro en las cercanías de Puerto Aisén. Excelente deportista, el Teniente Merino fue el primero en llegar al lugar, lo que le permitió salvar al único sobreviviente de la tragedia.



Con fecha 9 de febrero de 1965 es destinado a la alejada Tenencia Cochrane, distante más de 200 kilómetros al sur de Coihaique y que sería su última guarnición.



Si se me permite, y para mejor comprensión de las condiciones de vida de entonces en esa zona, deseo consignar algunas situaciones personales que, como Teniente de Carabineros, me correspondió experimentar en ese sector, tan olvidado de nuestra Patria, siete años antes de la llegada del Teniente Merino.



En 1953 fui trasladado desde Santiago a la Región de Aisén, y después de dos años en Coihaique se me encomendó la Tenencia fronteriza en el sector del río Baker. Fue en ese lugar donde por primera vez se recibió un reclamo formal de pobladores del sur del lago O´Higgins en el sentido de que gendarmes argentinos habían pretendido convencerlos de que se hallaban radicados en territorio del país vecino.



Ello motivó que se iniciaran las gestiones para instalar un retén en el lado sur del lago O´Higgins, 160 kilómetros más al sur de Cochrane y cerca del sector de Laguna del Desierto. Debido a la absoluta falta de caminos por el lado chileno, el cuartel fue construido en Puerto Aisén y trasladado por partes, en camiones, por territorio argentino, hasta su ubicación definitiva.



Las relaciones policiales y aduaneras en ese tiempo se basaban en el Tratado de Policía de 1919, lo cual permitía el intercambio fronterizo sin dificultades.



Chile se beneficiaba especialmente de tal convenio, pues en esos años no existían caminos para unir Coihaique o Cochrane con Lago O´Higgins. Así, era frecuente que el personal de Carabineros, incluso con armamento, ingresara al territorio argentino para alcanzar esos sectores. Lógicamente, en ese entonces todo viaje se efectuaba a caballo y cualquier comisión de servicio demoraba 8 a 20 días.



A la vez, Gendarmería argentina ingresaba a territorio chileno en busca de leña o de lanares, o simplemente por paseo.



Es decir, existía en ese entonces una franca comprensión de camaradería para sobrevivir en esos terrenos tan agrestes y olvidados por el Gobierno central chileno.



El sector de Laguna del Desierto, ubicado 20 kilómetros al sur del lago O'Higgins, que estaba poblado por chilenos que pagaban sus contribuciones en Puerto Aisén o en Punta Arenas, era territorio chileno, y hasta esos lugares alcanzaban normalmente las patrullas de carabineros en comisión de servicio. 



Los medios de comunicación eran muy incipientes, y en ese tiempo sólo la Tenencia Cochrane disponía de radioestación; no así los retenes de su dependencia. Toda comunicación se hacía mediante mensajeros de a caballo. 



Tampoco los planos oficiales eran precisos en cuanto a los límites internacionales. Y como la línea divisoria entre ambas naciones se basaba históricamente en el trazado de los cercos antiguos de las estancias, nadie en nuestro país dudaba en ese entonces de que Laguna del Desierto era territorio chileno.



Estas características perduraban hasta cuando se recibió de la Tenencia Cochrane el Teniente Hernán Merino.



Cabe dejar constancia de que en esos años recién las comisiones de Chile y Argentina trabajaban en la fijación de los límites entre ambos países. Y precisamente entre fines de octubre y el 3 de noviembre de 1965 -o sea, hasta tres días antes de la muerte del Teniente Merino-, funcionarios de la Comisión Chilena de Límites habían ratificado a Laguna del Desierto como territorio nacional.



Pero el Gobierno argentino continuaba con sus ambiciones. Por ello, comenzó una ofensiva diplomática, y cada vez fueron más frecuentes las amenazas a los pobladores de Laguna del Desierto.



Próximo al mes de noviembre, aviones de guerra argentinos sobrevolaban esa parte de nuestro territorio. Y, para preparar la conquista del terreno chileno de Laguna del Desierto, Gendarmería trasladó un escuadrón completo desde el norte de su país, alejando de la frontera a las dotaciones sureñas, con quienes Carabineros mantenía esa armonía tan necesaria en tierras muy inhóspitas.



Todos esos movimientos de fuerzas argentinas no pasaban inadvertidos por Carabineros, que tenía instalado un destacamento en el puesto Arbilla, al sur de la laguna. Y el Teniente Merino, a cargo de él, había remitido informe escrito, por mensajero de a caballo, a sus superiores. En él anunciaba su determinación de defender ese territorio chileno hasta con su vida si Gendarmería pretendiera ocuparlo, demostrando un arrojo reflexivo, lo cual cumplió posteriormente, plasmando de este modo su calidad de héroe.



El 31 de octubre de ese año, el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile, actual Senador don Gabriel Valdés, y el Ministro argentino, Leopoldo Suárez, habían acordado verbalmente la solución pacífica del conflicto, fijando un plazo para que tanto Carabineros como Gendarmería despejaran el área en discusión, dejándola en statu quo mientras resolvieran las Comisiones de Límites.



Recién el 6 de noviembre -o sea, seis días después-, debido a la dificultad de comunicaciones, se recibieron las instrucciones del Gobierno en el puesto Arbilla, al sur de Laguna del Desierto. 



Seis funcionarios de Carabineros comenzaron de inmediato su repliegue hacia el lago O'Higgins, permaneciendo otros seis en el improvisado cuartel, al mando del Mayor Miguel Torres y del Teniente Hernán Merino, para preparar también su pronta retirada.



Se partía de la base de que Gendarmería también respetaría este acuerdo y no avanzaría hacia Laguna del Desierto. 



Sin embargo, y sorpresivamente, alrededor de las 16:30 de ese 6 de noviembre, las fuerzas de Gendarmería, en pie de guerra y con fotógrafos, rodearon el campamento chileno. Ante ello, el Mayor Torres, desarmado y con la experiencia de la confraternidad entre ambas Policías, trató de parlamentar con los jefes de Gendarmería. Pero un certero disparo hirió mortalmente al Teniente Merino, quien lo acompañaba armado de su fusil. Y luego varias ráfagas hirieron también al Sargento Miguel Manríquez.



Terminados los disparos, yacía muerto el Teniente Merino, y gravemente herido, el Sargento Manríquez. A ambos, a lomo de caballo, y llevando al Mayor Torres y al otro carabinero en calidad de prisioneros de guerra, las fuerzas argentinas los trasladaron por diversos medios hasta Río Gallegos.



El inútil asesinato del Teniente Merino en aquellas lejanas tierras de la Patagonia enardeció los ánimos de los chilenos, sucediéndose manifestaciones públicas de repudio hasta varios días después.



Hoy, los restos mortales del héroe del siglo XX reposan a los pies del Monumento a los Carabineros Caídos en Actos de Servicio, en Santiago. 



Sin lugar a dudas, los ocho años de permanencia en la Región de Aisén y el conocimiento que adquirí del sector del lago O'Higgins fueron motivo para que en la madrugada del 7 de noviembre, apenas se tuvo conocimiento en Santiago del asesinato del Teniente Merino, la Jefatura de Carabineros me encomendara la misión de viajar con dos tenientes y 60 cabos de la Escuela de Suboficiales de Santiago, por vía aérea, hasta Coihaique. Desde aquí, por parcialidades y en aviones monomotor, se alcanzaba una pista muy improvisada al sur del lago O'Higgins.



Se sabía que aún permanecía Gendarmería argentina en el sector, y por ello nuestra misión era impedir con las armas que continuaran avanzando hacia el norte, quizás con la ambición de alcanzar la ribera sur del lago O'Higgins.



Recién entonces se paralizaron las acciones violentas, dejándose las soluciones en manos de los Gobiernos de Chile y Argentina.



En nombre de la Unión Demócrata Independiente, como ciudadano, y especialmente como antiguo General Director de Carabineros, rindo homenaje en memoria del Teniente Hernán Merino Correa y expreso los sentimientos de respeto y admiración a sus distinguidos familiares que nos acompañan en esta solemne sesión.



El recuerdo del Teniente Merino y su accionar valiente y decidido sobreviven en cada unidad policial y han servido para plasmar en las generaciones de carabineros una característica doctrina institucional. En las calles, plazas y escuelas de las distintas ciudades, el nombre del Teniente Merino recuerda a los ciudadanos y a las generaciones futuras que en el siglo XX hubo un carabinero que murió en defensa del territorio patrio.



Quiera Dios que las políticas vecinales internacionales de Chile no necesiten soluciones de fuerza. Pero si ello ocurre, no dudo de que surgirán numerosos jóvenes que no temblarán en ofrendar su vida en defensa del sagrado suelo patrio, siguiendo el ejemplo del Teniente Hernán Merino Correa.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor ROMERO (Presidente).-
 Tiene la palabra el Honorable señor Cordero.

El señor CORDERO.- Señor Presidente; señor Vicealmirante (R) y ex Senador Ronald Mc-Intyre; señor General de Carabineros (R) Yerko Raffo Koschina; distinguidos familiares de Hernán Merino Correa; compañeros de promoción del héroe; señores Senadores:



En nombre de la bancada de Senadores Institucionales 1, rindo homenaje en memoria del héroe Hernán Merino Correa.



El Teniente de Carabineros don Hernán Merino Correa, ya inscrito en la eternidad con las más altas calificaciones y las más preciadas distinciones, se ha constituido con el paso de los años en un testimonio visible de aquellos valores y principios sobre los que se ha edificado la nacionalidad. El sacrificio de su joven vida honra no sólo a la institución de Carabineros de Chile, que tuvo la fortuna de contarlo entre los suyos, sino a toda la nación.



En cumplimiento del deber institucional de exaltar la figura de sus héroes y mártires, en mi calidad de General Director de Carabineros, tuve el alto honor de efectuar el traslado de los restos del Teniente Hernán Merino Correa, el 26 de abril de 1997, desde el Cementerio General de Santiago a la cripta construida en su memoria a los pies del Monumento a los Mártires, haciendo realidad lo que hasta entonces había sido un sagrado deber largamente anhelado, fruto de uno de los pasajes más gloriosos de la historia de Carabineros de Chile.



El Teniente Merino, el héroe chileno del siglo XX, como todos los hombres jóvenes, amó la vida con pasión. Sin embargo, no dudó en desprenderse de ella para dar cumplimiento a su juramento de servicio, impulsado por una irreductible vocación y lealtad a sus obligaciones profesionales y a los deberes que la patria, por azar del destino y del momento histórico, le demandó tan severamente.



Él respondió revelando las nobles virtudes que adornaban su persona, en un gesto de entrega y sacrificio que no sólo conmovió al pueblo chileno, sino que también despertó la admiración de Gendarmería Nacional Argentina, institución que, como testigo histórico de la grandeza de ese joven mártir, concurrió con una numerosa delegación, con su Comandante en Jefe a la cabeza y un escuadrón de cadetes, a la ceremonia de traslado de sus restos, para rendirle homenaje y honores, en una muestra de respeto a la valentía desplegada en el cumplimiento del deber por ese oficial que ofrendó su vida sin contemplar siquiera la posibilidad de renunciar, ante fuerzas superiores, a su compromiso de lealtad y entrega en defensa de la soberanía nacional.



El Teniente Merino, al llegar con su cabalgadura a la cima de alguna colina cercana a Puesto Arbilla el 6 de noviembre de 1965, no ignoraba la gran prueba a que el destino y la historia lo someterían. Llegado el momento, nos brindó todo lo que su joven vida podía ofrecer para defender la sagrada soberanía de nuestra patria. Y con este acto nos legó un tributo de honra e inspiración, pero que a la vez nos impone un inmenso deber: el de estar a la altura de su sacrificio y conservar y proteger la dignidad y soberanía de nuestra patria mientras exista un aliento de vida.



Hoy, el lugar donde se derramó la sangre del Teniente Merino Correa es territorio argentino. En alguna parte de la vía hacia la solución pacífica de los conflictos entre pueblos hermanos, las autoridades políticas chilenas extraviaron el camino, perdiéndose en los entretelones de los acuerdos y las negociaciones lo que ya se había pagado con sangre.



Cada vez que la defensa de la soberanía nacional ha dependido de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, nuestro país ha mantenido intactos su integridad y su honor. De ello dan fe innumerables episodios registrados por nuestra historia patria.



Hoy, cuando impera, para bien de los pueblos, el camino de la solución pacífica de los conflictos internacionales, es el momento en que las autoridades políticas deben saldar su deuda con los héroes y mártires forjadores de la nación, ganando también sus propias batallas, con sus propios mecanismos y con el apoyo irrestricto de todos los chilenos, cualesquiera que sean sus concepciones políticas, actuando como una sola fuerza, para mantener el honor, la integridad y la soberanía que debemos legar a las futuras generaciones, como antes lo hicieron otros, a lo largo de nuestra historia, a un costo muy alto, pagado con gestos tan nobles como aquel que cobró la vida del joven Teniente de Carabineros Hernán Merino Correa, ¡mi amigo!, quien cayó herido de muerte hace ya 40 años, junto a un añoso árbol de lenga, sobre el suelo de Laguna del Desierto.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Debo hacer presente que los distintos Comités de la Cámara Alta han hecho llegar su adhesión al homenaje al Teniente don Hernán Merino Correa.



No sé si algún Senador desea agregar algo más.

El señor NARANJO.- Yo, señor Presidente. Y voy a ser muy breve.



Simplemente como ciudadano, como Senador de la República y en nombre de la bancada del Partido Socialista, me sumo al tributo que hoy ha rendido esta Corporación al Teniente Hernán Merino Correa, y expreso todo nuestro reconocimiento, apoyo y solidaridad a su familia y a la institución de Carabineros.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Concluido el homenaje.



Se suspende la sesión por algunos instantes.

----------------


--Se suspendió a las 18:35.



--Se reanudó a las 18:36.

-----------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



En Incidentes, los Comités Institucionales 1 y 2 no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Mixto, tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.
INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES POR 

EMPRESA MANTENEDORA DE VÍA FÉRREA AL SUR

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, hoy me veo en la obligación de señalar a esta Honorable Sala el espanto que me ha producido la pasividad de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, una suerte de desidia permanente, que ha concluido en los últimos días con la pretensión de ingresar al país más de 24 mil durmientes provenientes de la República hermana de Brasil. Estos durmientes no pudieron entrar a los Estados Unidos por las condiciones fitosanitarias que presentaban y fueron reenviados a Chile para ingresarlos con documentación falsificada.



Esta situación culmina una serie de hechos que he venido indicando públicamente respecto a la acción que ha tenido en los últimos tiempos la Empresa de los Ferrocarriles del Estado (EFE).



Voy a recordar algunos de ellos.



Primero: la empresa que ganó la licitación para la mantención y reparación de la vía férrea del sur, fundamentalmente de Chillán al sur, con durmientes de madera, había ingresado quebracho boliviano, parte de cuya partida hubo de ser incinerada en la ciudad de Victoria. Se descubrieron más de mil 500 durmientes infectados por plagas exógenas provenientes del trópico.



La gran duda que me asalta, señor Presidente -al igual que a muchos -, dice relación a que parte de esos durmientes, sin embargo, fueron puestos en la línea, básicamente al sur de Temuco, por lo que más de alguno podría estar infectado y terminar contaminando, sea las plantaciones del bosque nativo, sea las plantaciones forestales, o incluso las frutícolas.



La acción de traer durmientes desde el exterior en las condiciones señaladas está poniendo en riesgo el prestigio fitosanitario de Chile, los más de 3 mil 600 millones de dólares en exportaciones forestales y todo lo que significa hoy la exportación frutícola del país.



En segundo lugar, señor Presidente, resulta extraño -por decir lo menos- que se haya culpado de un descarrilamiento -o desrielo, como técnicamente se lo denomina- al robo de material, en circunstancias de que existen filmaciones donde se puede observar cómo una periodista retira con una mano los clavos que sujetan las sillas de los rieles, algunos de los cuales quedan en el aire, sin uno solo que los sustente. Y de eso hoy nadie responde. 



Ferrocarriles me dice que estoy equivocado, porque el desrielo se produjo por robo de materiales.



El hecho de que Ferrocarriles haya tercerizado la importación, mantención y reparación de la vía férrea no lo autoriza a permitir el incumplimiento de sus obligaciones, fundamentalmente por parte de sus directores y ejecutivos principales, dada la calidad de empleados públicos que tienen, al tenor de lo dispuesto en el Código Penal.



Si se ha ingresado o pretendido ingresar una partida de madera con certificación falsa -como lo señaló el señor Director del Servicio Agrícola y Ganadero- y el buque involucrado hubo de ser fumigado y luego sellado para devolverlo a su país de origen sin que hasta la fecha nadie haya interpuesto las querellas penales correspondientes, no obstante que Ferrocarriles del Estado es el contratante de la empresa importadora, me parece sumamente grave. Y ello es tanto más grave en razón de la declaración donde Ferrocarriles señala que no le corresponde asumir responsabilidad por la importación de tales durmientes, pues para eso está la empresa que licitó.



Por eso, solicito que se envíen los oficios que entregué, porque, ante el primero que remití para pedir que nos informara sobre la licitación pertinente, Ferrocarriles del Estado no ha respondido. Sólo me envió una carta mediante la cual me invita a conversar acerca de los criterios que deben seguirse.



No es labor de este Senador determinar la gestión que le cabe a dicha Empresa. Fui director de una de sus filiales. Conozco de alguna manera su funcionamiento. Sin embargo, mi papel hoy día es otro, muy distinto.



Estoy preocupado de lo que ocurre.



Creo que, adicionalmente, se está provocando un tremendo perjuicio al desarrollo nacional. Más de 11 mil productores de coihue y roble son capaces de satisfacer con largueza las necesidades de durmientes que tiene el país para reparar sus vías férreas, siempre que se les dé tiempo suficiente.



La licitación a que llamó Ferrocarriles para reparar y mantener las vías férreas en comento se justificó en la urgente necesidad de contar con los durmientes de madera respectivos, requerimiento que fue imposible de cumplir por los productores chilenos. Sin embargo, hoy estamos viendo que tampoco puede cumplirlo la empresa OHL, que se adjudicó la licitación, por cuanto los durmientes que importa deben ser revisados con mucha prolijidad por el Servicio Agrícola y Ganadero a fin de proteger el patrimonio fitosanitario del país.



En consecuencia, es deber imperioso del Senador que habla señalar su criterio en el sentido de que la Empresa de los Ferrocarriles del Estado tiene que dar por terminado el contrato de licitación, por incumplimiento gravísimo de las obligaciones en él estipuladas; ejecutar las boletas de garantías recibidas, y asegurar el patrimonio fitosanitario nacional con la instalación de durmientes de madera chilena.



Informo de esa situación a la Sala con el fin de que las autoridades de Gobierno adopten las medidas correspondientes, sin perjuicio de las gestiones personales que estoy realizando ante el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y los demás organismos correspondientes.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Los Comités Demócrata Cristiano y Unión Demócrata Independiente no harán uso de la palabra.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.
INCUMPLIMIENTO POR MUNICIPIO DE TIERRA AMARILLA

DE COMPROMISO CON DOCENTES Y CODOCENTES. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, desde mayo de este año, más de un centenar de docentes y codocentes de establecimientos educacionales municipalizados de Tierra Amarilla, en la Región de Atacama, están viviendo una situación extremadamente delicada.



Los afectados acordaron con su empleador, el Alcalde de aquella comuna, deducir de sus remuneraciones mensuales determinadas sumas de dinero y destinarlas a pagos de préstamos, de ahorro voluntario, de cuotas de repartición y de acciones en instituciones como la COOPEUCH, la Caja de Compensación Los Andes y la Caja de Empleados Públicos. Sin embargo, a pesar de que se efectuaron los descuentos, esos dineros no fueron enterados en las instituciones correspondientes.



Tal hecho ha provocado nefastas consecuencias a ese grupo de personas: han ingresado como deudores a los sistemas de información comercial -DICOM y Boletín Comercial- sin haber incurrido en falta de pago alguna; se les ha negado el acceso a créditos en otras instituciones financieras, y, en ciertos casos, sus documentos bancarios han sido rechazados por figurar en DICOM. Incluso, COOPEUCH ya inició gestiones destinadas a obtener el cobro ejecutivo de las deudas y algunas personas fueron notificadas del embargo de sus bienes.



Los afectados han solicitado en reiteradas oportunidades, tanto al Alcalde de Tierra Amarilla como al Jefe del Departamento de Educación Municipal, el pago de lo adeudado, pero no han obtenido solución al problema.



Hasta la fecha, el Municipio adeuda más de 62 millones de pesos: 25 millones a la Caja de Compensación Los Andes y sobre 37 millones a la COOPEUCH. Esta situación motivó que, el sábado, los funcionarios perjudicados presentaran en contra de quienes resulten responsables una querella por apropiación indebida.



En consecuencia, por ser la Municipalidad un órgano del Estado, por los montos involucrados y por el número de afectados, solicito que se oficie a doña Clara Szczaranski Cerda, Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, para que este organismo se haga parte de la acción judicial iniciada y respalde a los docentes y codocentes a que hice referencia. A mi juicio, de la situación que los afecta son responsables quienes hicieron los descuentos y no entregaron los dineros a las instituciones pertinentes.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
DISCRIMINACIÓN DEL GOBIERNO CONTRA TERCERA REGIÓN

EN CONSTRUCCIÓN DE TRAMO DE CARRETERA 5 NORTE

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo referirme a lo ocurrido hace unos minutos con motivo del estudio del proyecto de Ley de Presupuestos.



Presenté una indicación para rebajar los recursos destinados al Metro de Santiago, como única forma de hacer llegar dineros a las Regiones. Porque durante el debate se dijo reiteradamente que debemos hacer una discusión de fondo sobre la forma en que las platas llegan a ellas.



Digamos las cosas como son. Los Parlamentarios carecemos de iniciativa en materia de gasto fiscal. No tenemos ninguna oportunidad de conversar estos temas con el Ministro de Hacienda. Además, no se trata de cuestiones que interesen a muchos Secretarios de Estado.



En concreto, presenté esa indicación para reclamar por la injusta situación que afecta a la Región de Atacama, ya que el Gobierno decidió licitar la construcción del tramo de la ruta 5 Norte que va desde La Serena hasta Caldera. Ello significa traspasar la vía a privados, cobrar tres peajes y contar con doble vía en sólo 60 kilómetros.



En la práctica, se está haciendo un experimento que afecta a una carretera que no es sólo de la Tercera Región -a la cual represento en el Senado-, sino de todo Chile. Más aún, se trata de un espacio de la vía donde este año han ocurrido más de 54 accidentes, con un considerable número de muertos y más de un centenar de heridos.



¿Por qué planteo esto? Porque el Gobierno, cuando le hemos solicitado que construya la doble vía -y estamos dispuestos a pagar peaje por ella, pero no por una vía-, nos ha respondido que en ese tramo no hay rentabilidad social.



¿Qué significa “falta de rentabilidad social”? Que el número de vehículos que transitan por dicho lugar no genera los recursos necesarios para pagar las inversiones de los privados.



A mi juicio, ésa es una medida muy injusta para con la gente de Atacama, porque esta Región, más la Segunda y la Primera, financiaron la Carretera 5 Norte desde Arica a Puerto Montt cuando el Estado construía las obras viales. Hoy día, como esto cambió, para circular, no sólo por carreteras, sino también por las calles, hay que pagar peaje o tener TAG.



Ahora sucede entonces que, habiéndose sacado de encima esa responsabilidad el Estado, las únicas tres Regiones que no van a tener doble vía son justamente -y esto sí que constituye una paradoja- las que, con el cobre, con sus minerales, financiaron la construcción de la carretera de Arica a Puerto Montt.



Esto, que no sólo es la aplicación de un sistema más inseguro, de segunda categoría, y una discriminación inaceptable contra la gente de la Región de Atacama, no guarda ninguna proporción cuando la justificación es la de que no hay rentabilidad social.



¡Yo presenté indicación para rebajar los recursos del Metro porque hay tramos que costaron más de mil millones de dólares y ni siquiera financian los gastos operacionales!



Entonces, ¿dónde está el parámetro que el señor Ministro de Hacienda utiliza para señalar a la Región de Atacama que no existirá doble vía y que, por lo tanto, habrá que pagar peaje por transitar en un camino con una sola vía? Sin embargo, se da el sí a miles de millones de dólares para seguir construyendo, no sólo el Metro capitalino, sino también la Costanera Norte (donde el Fisco pagó el 40 por ciento de la inversión) y el Transantiago. ¡Cuántos recursos ha tenido que solventar el erario! Y, en el caso de las carreteras licitadas, también el Fisco dice: “Si usted, señor privado, que licitó esta carretera, no cuenta con tantos recursos, yo le pago el resto, porque tiene rentabilidad asegurada”.



¿Por qué sobre la Región de Atacama debe pesar una imposición distinta de la hecha al resto del país? ¿Por qué las otras Regiones han de ver que Santiago tiene cada día más infraestructura, más medios, más condiciones, y que las zonas generadoras de los recursos carecen de todo eso?



En la Región que represento -la tercera con mayor aporte al producto interno bruto per cápita del país-, ante cualquier enfermedad que requiere un especialista, hay que trasladar al paciente a Santiago o a Antofagasta.



Entonces, ya es hora de que nos saquemos el antifaz. Aquí, la mayoría de los Senadores representamos a Regiones distinta de la Metropolitana. 
Muchos de ellos saben que en aquéllas se está viviendo un drama en materia de inversiones. Nosotros, por ejemplo, llevamos mucho tiempo pidiendo recursos para la segunda etapa del hospital de Copiapó; por años hemos solicitado un hospital para Vallenar, el cual se está construyendo recién ahora; vemos que en la próxima Ley de Presupuestos no habrá recursos para satisfacer una serie de necesidades que tenemos en la Tercera Región. Entonces, pedí apoyo para la indicación que presenté. Sin embargo, ¿cuál fue el resultado de la votación? Los Senadores representantes de Regiones distinta de la Metropolitana se pronunciaron en contra de una norma que tenía por objeto poner luz roja -no amarilla, señor Ministro de Hacienda- a lo que está ocurriendo en ellas.



Éste no es un discurso demagógico. Se trata de la realidad que viven las Regiones. Y la expongo con mucha pasión, porque me parece inaceptable que a la de Atacama, que es una de las que más han aportado al país, se le imponga el pago de peaje por circular en una carretera de una vía, sobre la base de un parámetro que posteriormente se impondrá a otras Regiones.



No estoy dispuesto a aceptar eso. Lucharé en contra de tal medida, que es arbitraria, que es hipócrita. Porque la licitación estaba para llevarse a cabo en septiembre de este año, pero, como se levantaron las voces de este Senador y de los gremios de la Región, se suspendió, para realizarla el 14 de diciembre.



¡Miren qué curioso: el 14 de diciembre! ¿Para qué? Para no pagar el costo político que significa imponer una condición absolutamente inaceptable a chilenos que somos de primera categoría.



No podemos aceptar que la vida de las personas que viven de La Serena al sur tenga mayor valor que la de la gente que vive en Atacama y circula por la carretera en comento.



He dicho.

-------------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:54.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 42ª, ORDINARIA, EN MARTES 18 DE OCTUBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández, Flores, Foxley, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Osvaldo Puccio, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Yerko Ljubetic y el señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y de las Artes, don José Weinstein.



Actúan de Secretario General Subrogante y de Prosecretario Subrogante los señores José Luis Alliende Leiva y César Berguño Benavente, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuadragésima, ordinaria, de 11 de octubre de 2005, y cuadragésima primera, ordinaria, de 12 de octubre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los siete primeros, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecidas en la ley N° 19.779 (Boletín N° 3.960-11).



2) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de los Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, que se indican: 1.- Acuerdo sobre Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires, el 18 de febrero de 2002; 2.- Acuerdo Complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia, el 5 de diciembre de 2002, y 3.- Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción, el 6 de junio de 2003  (Boletín Nº 3.897-10).



3) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Buenos Aires, el 5 de julio de 2002  (Boletín Nº 3.907-10).



4) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de nivel primario y medio no técnico entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Brasilia, República Federativa del Brasil, el 5 de diciembre de 2002  (Boletín Nº 3.898-10).



5) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (Boletín Nº 2.725-12).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín N° 669-01).



7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica  (Boletín N° 3.674-01).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el octavo, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de Julio de 1998, en Ushuaia, República Argentina (Boletín Nº 2.517-10).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (Boletín Nº 1.993-11).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Con el segundo, informa que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial (Boletín Nº 3.790-07), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Con urgencia calificada de “suma”) (Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el cuarto, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Civil (Boletín N° 3.934-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual remite su parecer respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero  (Boletín Nº 3.626-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, referido a la utilización de números telefónicos municipales con fines electorales.



Del señor Ministro del Interior, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la ayuda, en alimento para el ganado, que se proporcionó a los pobladores de las localidades de Tapera, Lago Verde y Alto Río Ibáñez. 



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Barra, referido a la adopción de niños chilenos por parte de matrimonios extranjeros.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual informa sobre los oficios remitidos por la Secretaría de Estado a su cargo a esta Corporación.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen) sobre el monto recaudado por el Estado, durante el año 2005, por concepto de pago de patentes mineras en la Región de Antofagasta.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual contesta un oficio remitido por la Corporación solicitando hacer presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho del proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



De la señora Ministra de Planificación, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de apoyar un programa de zonificación del borde costero y del mar interior de las Regiones Décima y Duodécima. 



Del señor Ministro de Salud, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la liberación de cultivos transgénicos farmacéuticos.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los métodos empleados para la captura de castores.



De la señora Directora Nacional del Instituto de Normalización Previsional, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de la aplicación de la ley N° 19.980 en los casos de personas exoneradas políticas de la comuna de Victoria.



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre el proceso de erosión de suelos en las distintas comunas de la Región. 



De la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de La Araucanía, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al Estudio de Impacto Ambiental del “Depósito Controlado de Residuos Sólidos San José”, de la comuna de Vilcún.



Del señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el programa denominado “Control de fauna dañina en la XII Región”.



De la señora Presidente del Consejo de Defensa del Estado, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo al ejercicio de acciones criminales, por dicho Organismo, en la causa iniciada por denuncia de la Contraloría General de la República ante las irregularidades detectadas con ocasión de la ejecución de la obra “Mejoramiento Ruta 5 Sur, Pasada por Temuco”.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en la consulta formulada por la Sala sobre los efectos del artículo 8° de la Constitución Política de la República en los artículos 23, N° 5, 68 y 159 del Reglamento del Senado, sobre votaciones y sesiones secretas (Boletín N° S 830-10).



-- Se toma conocimiento.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (con urgencia calificada de “simple”)  (Boletín Nº 3.937-06).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia (Boletín N° 3.989-07).



Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.224-04).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.367-13).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecida en la ley N° 19.779 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.960-11).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.892-21).



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Fernández, Larraín y Novoa, con la que inician un proyecto de ley que exime a Carabineros de responsabilidad penal por el uso de armas en cumplimiento de sus funciones (Boletín N° 4.016-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley relativo a la penalidad aplicable al transporte ilícito de drogas estupefacientes o psicotrópicas y de precursores o materias primas que sirvan para obtenerlas (Boletín N° 4.017-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), con la que presenta un proyecto de ley que amplía el plazo establecido para solicitar a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas, y modifica los requisitos para que constituya tales derechos.



-- Se declara inadmisible, por referirse a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65, en relación con el N° 10) del artículo 63 de la Constitución Política de la República, y en el número 2.° del inciso cuarto del referido artículo 65 de la Carta Fundamental. 

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Stange y Aburto, Arancibia, Cariola, Chadwick, Fernández, Frei, García, Horvath, Larraín, Martínez, Novoa, Páez, Prokurica, Ríos, Vega, Zaldívar, don Andrés, y Zurita, mediante el cual solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que la asignación de zona de los funcionarios fiscales de la provincia de Palena y de la Región de Aysén se calcule sobre la base del sueldo imponible (Boletín Nº S 829-12).



-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Permiso constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Naranjo, por medio de la cual, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 19 de octubre del año en curso.



-- Se otorga el permiso solicitado.

o o o



Durante la sesión, se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley que introduce una disposición transitoria al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.013-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, unidas.



Respecto de esta iniciativa, el señor Presidente sugiere a la Sala que sea discutida en la sesión ordinaria del día de mañana.



La Sala así lo acuerda.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Incorporar en el último lugar de la Tabla de hoy, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que figura en la Cuenta de la presente sesión, que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 3.989-07).



2.- Incluir en la Cuenta de esta sesión, tan pronto se reciban en el Senado, los siguientes proyectos de ley, ambos con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y enviarlos a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda:



a) El que introduce una disposición transitoria al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales (Boletín N° 4.013-06).



b) El que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación (Boletín N° 4.015-06).



3.- Ratificar la celebración de una sesión extraordinaria el día jueves 3 de noviembre próximo, la que se efectuará en la mañana.



4.- Tratar en la sesión del día miércoles 2 de noviembre próximo, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República y en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, y que permite el reconocimiento de la jurisdicción de los Tribunales Internacionales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletines números 2.912-07 y 3.491-07). Con urgencia calificada de “simple”.



5.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín N° 1.309-13), hasta las 18 horas de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Salud.



6.- Considerar en la sesión del día miércoles 8 de noviembre de 2005, el proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2006, si se hubiera recibido de la Honorable Cámara de Diputados.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de la República Checa, la República de Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de Eslovenia y la República Eslovaca y sus anexos”, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004, con informe de 

la Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de la República Checa, la República de Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de Eslovenia y la República Eslovaca y sus anexos”, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.917-10.



Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Valdés, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

 

“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de la República Checa, la República de Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de Eslovenia y la República Eslovaca y sus anexos, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que ordena la anotación de los vehículos robados en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, con informe de la 

Comisión de Transportes y Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que ordena la anotación de los vehículos robados en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.344-15.



Previene el señor Secretario General Subrogante que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió, en su primer informe, en general y en particular este proyecto de ley, y que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en el mismo documento, lo aprobó tanto en general como en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, Muñoz Barra y Novoa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 34 de la ley N° 18.290, de Tránsito:



“Asimismo, deberá anotarse la denuncia por la sustracción de un vehiculo motorizado a requerimiento de una autoridad policial o judicial, o de su propietario en ciertos casos, en la forma y condiciones que determine el Reglamento.”.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la Ley de Tránsito con el fin de exigir licencia especial clase “F” para conducir vehículos de emergencia de bomberos, con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito con el fin de exigir licencia especial clase “F” para conducir vehículos de emergencia de bomberos, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.556-15.



Previene el señor Secretario General Subrogante que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, Muñoz Barra y Novoa. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó tres modificaciones al artículo único despachado por la Honorable Cámara de Diputados, dos de ellas de carácter formal y una que agrega un inciso al artículo 12 de la Ley de Tránsito, las que fueron acordadas por la misma unanimidad anteriormente señalada.



En consecuencia, expresa el señor Secretario General Subrogante, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO



--- En la letra a), suprimir la conjunción “y” y reemplazar la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;).



--- En la letra b), sustituir el punto final (.) por la expresión “, y”.



--- Agregar, la siguiente letra c), nueva:



“c) Intercálase, a continuación de la clase F, el siguiente inciso:



“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá mediante Reglamento, los cursos, exigencias y requisitos especiales que deberá exigir la Academia Nacional de Bomberos a sus postulantes, para otorgarles el certificado que los habilite para solicitar la licencia de conductor clase F.”.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa y Sabag.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión en general y en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense en el artículo 12 de la ley Nº 18.290, las siguientes modificaciones:



a) Suprímese la referencia a los carrobombas en las licencias clases A-4 y A-5;



b) Agrégase en la clase F, después de la expresión “Gendarmería de Chile”, la locución “y Bomberos de Chile”, suprimiendo la conjunción “y” que antecede a la expresión “Gendarmería de Chile”.”, y



c) Intercálase, a continuación de la clase F, el siguiente inciso:



“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá mediante Reglamento, los cursos, exigencias y requisitos especiales que deberá exigir la Academia Nacional de Bomberos a sus postulantes, para otorgarles el certificado que los habilite para solicitar la licencia de conductor clase F.”.”.
______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Fernández, Flores, Orpis y Zaldívar (don Adolfo), en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre aviación comercial, con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Fernández, Flores, Orpis y Zaldívar (don Adolfo), en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre aviación comercial, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.316-15.



Previene el señor Secretario General Subrogante que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó proponer al señor Presidente que esta iniciativa sea discutida solamente en general por la Sala, solicitando la determinación de un plazo para presentar indicaciones, con la finalidad de perfeccionarla en su discusión en particular.



El señor Secretario General Subrogante expresa que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Fernández y Novoa, y la abstención del Honorable Senador señor Muñoz Barra, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único: Agréguese un nuevo inciso segundo al artículo 2° del decreto ley N° 2.564, del siguiente tenor:



“La exigencia antes referida no será aplicable a aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje entre su primer punto de destino dentro del territorio nacional y las Regiones Primera, Undécima y Duodécima.”.



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa, Orpis, Ríos, Vega, Boeninger, Horvath, Fernández, Martínez, Cantero, Vásquez y Zaldívar (don Adolfo).

_______________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ríos manifiesta que restarle atribuciones a la Junta de Aeronáutica Civil es una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo que estima que este proyecto es inadmisible.



El señor Presidente señala que la Mesa, respetando la opinión expresada, considera que la iniciativa en análisis es admisible.

_______________



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 20 votos a favor, 8 en contra, una abstención del Honorable Senador señor Prokurica y un pareo del Honorable Senador señor Ominami.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Boeninger, Cariola, Coloma, Chadwick, Fernández, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Sabag, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Canessa, Cantero, Martínez, Parra, Silva, Vásquez, Vega y Zurita.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 10 de noviembre próximo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senador es el transcrito anteriormente.

________________



El señor Presidente solicita a la Sala poder revisar uno de los acuerdos adoptados por los Comités en el día de hoy, referido a la sesión en que se discutirá el proyecto de reforma constitucional que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional y que permite el reconocimiento de la jurisdicción de los Tribunales Internacionales, correspondiente a los Boletines números 2.912-07 y 3.491-07, toda vez que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional han solicitado que sea tratado el día 3 de noviembre.



Consultada la Corporación, se acuerda que el proyecto de reforma constitucional mencionado se considere en el Orden del Día de la sesión del 3 de noviembre próximo.

________________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.788-07.



Previene el señor Secretario General Subrogante que esta iniciativa debe ser aprobada con rango de ley orgánica constitucional, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el Senado, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante oficio número 24.876, de 19 de enero de 2005, el que fue respondido por oficio número 50, de 21 de abril del presente año, de ese Alto Tribunal.



El señor Secretario General Subrogante expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Viera-Gallo, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:



1)
Sustitúyese el artículo 263 por el siguiente:



“Los jueces de letras, los Ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, los demás funcionarios del escalafón primario y de la Segunda Serie del escalafón secundario, serán nombrados por el Presidente de la República, con sujeción a las normas que se indican en los artículos siguientes.



El nombramiento de los restantes funcionarios del escalafón secundario, con excepción de los de tercera serie, y del escalafón del personal de empleados, se hará por el Presidente de la Corte de Apelaciones de que dependan o por el Presidente de la Corte Suprema en su caso. Tratándose de la sexta serie, se aplicará lo dispuesto en el artículo 289 bis.”.



2)
En el artículo 273, introdúcense las siguientes modificaciones:



a)
Agrégase un inciso segundo, nuevo, del tenor siguiente: “El órgano calificador estará compuesto por el pleno de la Corte respectiva, salvo que el tribunal esté integrado por siete o más ministros, en cuyo caso la comisión se compondrá de cinco de ellos designados anualmente al efecto.”.



b)
Reemplázase el inciso segundo, que pasará a ser tercero, por el siguiente: “La calificación comprenderá un periodo de doce meses de desempeño funcionario contados desde el 1° de noviembre de cada año, y se basará, principalmente, en los informes semestrales sobre comportamiento funcionario que para ese efecto emitirá el superior jerárquico del evaluado. En el caso de los jueces dicho informe se emitirá por el Visitador. Además podrán considerarse antecedentes adicionales, como los antecedentes de la hoja de vida e informes de gestión, entre otros”.



c)
Sustitúyese, en la letra a) del actual inciso cuarto, la frase “La Corte Suprema, en pleno” por “La Comisión Calificadora de la Corte Suprema”.



d)
Sustitúyese, en la letra b) del actual inciso cuarto, la frase “Las Cortes de Apelaciones, en pleno” por “Las comisiones de las Cortes de Apelaciones,”.



3)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 274:



a)
En la letra a), agrégase a continuación de la frase “las hojas de vida, con los antecedentes agregados” la siguiente oración: “y los informes semestrales de que trata el artículo anterior”

 

b)
Agrégase al final de la letra c), pasando el punto y coma a ser punto seguido, la siguiente frase “En los casos en que la Corte tuviese siete o más integrantes, deberá dejar constancia además de los nombres de los ministros que integraron la Comisión.”

 

4)
Agrégase, en el artículo 275, al final de su inciso primero, pasando el punto aparte a ser punto seguido, la siguiente frase “Serán recibidas especialmente las opiniones de las asociaciones gremiales de abogados.”.



5)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 276:



a)
Agrégase, al final de su inciso quinto, la siguiente frase: “Dicho recurso será conocido y fallado por la comisión calificadora del superior jerárquico de aquel que haya calificado en primera instancia.”.



b)
Sustitúyese en su letra a), la frase “Al pleno” por “A la comisión calificadora”.



c)
Sustitúyese en su letra c), la frase “Al pleno” por “A la comisión calificadora”.



6)
Suprímese en el inciso cuarto del artículo 277, la expresión “Ministros”.



7)
Reemplázase el actual artículo 277 bis por el siguiente: 



“Artículo 277 bis.- La calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos y considerará, especialmente, los informes semestrales de calificación. 



Los parámetros de evaluación serán establecidos por el máximo tribunal mediante auto acordado, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el cual detallarán los diferentes aspectos a evaluar en cada una de las funciones, según su naturaleza.



La revisión y actualización de tales criterios se realizará, por el máximo tribunal, bianualmente.”.



8)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 279:



a)
En el inciso primero, luego de la coma que precede a “Presidente de la República”, la frase “o al Presidente de la Corte respectiva, según corresponda”;



b)
En el inciso cuarto, agrégase a continuación de la expresión “se limitará a los funcionarios” la frase: “con requisitos para ser titulares”



9)
Introdúcense, en el artículo 285 bis., las siguientes modificaciones:



a)
Sustitúyese, en el inciso primero, luego de la frase “se hará”, la frase “por el Presidente de la Corte”.



b)
Introdúcese, en el inciso quinto, luego del punto aparte, pasando éste a ser coma (,), la frase, “por el Presidente de la Corte Suprema”.



10)
En el artículo 291 agregar a continuación de la expresión “Ministerio de Justicia” la siguiente: “o al Presidente de la Corte respectiva,”



11)
Introdúcese el siguiente artículo 291 bis, nuevo: 



“Artículo 291 bis.- En los nombramientos de ministros de Corte Suprema y de su Fiscal Judicial, el Presidente de la República tendrá un plazo de noventa días para designar, de la quina respectiva, al candidato que se someterá a la aprobación del Senado, según lo establecido en el artículo 49 N° 9 de la Constitución Política de la República.



Dicho plazo será de sesenta días para la designación de jueces y ministros de Cortes de Apelaciones, y de cuarenta y cinco, para la designación de los auxiliares de la administración de justicia.



El plazo se entenderá cumplido con la dictación del correspondiente decreto.”.



12)
En el artículo 294, introdúcense las siguientes modificaciones: 



a) Sustitúyese la frase “en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará” por “, en calidad de interinos y de suplentes en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la respectiva Corte,”.



b)
Introdúcese un inciso decimosexto, nuevo, pasando los actuales incisos decimosexto, decimoséptimo y decimoctavo a ser decimoséptimo, decimoctavo y decimonoveno, respectivamente, del tenor siguiente: 



 “El plazo establecido en el inciso anterior no será aplicable a todos aquellos casos en que la suplencia se produzca por enfermedad o salud irrecuperable, por pre y post natal, aquellas otorgadas en virtud del artículo 340 inciso 2°, y las originadas en comisiones de servicios para concurrir a los cursos que imparte la Academia Judicial.”.



13)
 Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso tercero del artículo 458:



a)
Suprímense las expresiones “del defensor público”.



b)
Sustitúyense las expresiones “de los dos primeros” por las siguientes: “del primero”



14)
Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso primero del artículo 459:



a)
Sustitúyense las expresiones “los defensores, los relatores y los demás auxiliares de la Administración de Justicia” por las siguientes: “los relatores, los secretarios, los notarios, los conservadores, los archiveros”;



b)
Agrégase al final del punto aparte que pasa a ser seguido el siguiente párrafo nuevo: “Los demás auxiliares de la administración de justicia, con excepción de los contenidos en la tercera y sexta serie del escalafón secundario, serán nombrados por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva o por el Presidente de la Corte Suprema, en su caso, a propuesta de la Corte correspondiente.” 



15)
En el inciso primero del artículo 493, agrégase a continuación de las expresiones “Presidente de la República” la siguiente frase “o el Presidente de la Corte de que dependa, según sea el origen de su nombramiento”.



16)
Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 498, la frase “República, a propuesta de la Corte Suprema;” por la siguiente: “Corte Suprema de una terna formada por la propia Corte”.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 29 votos a favor, de un total de 48 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 3 de noviembre próximo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

__________________



A continuación, el señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), quien, respecto del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en la consulta de la Sala acerca de los efectos del artículo 8º de la Constitución Política de la República, que establece la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como de los fundamentos de los mismos y de los procedimientos que utilicen, en los artículos 23 Nº 5º, 68 y 159 del Reglamento del Senado, sobre sesiones y votaciones secretas, correspondiente al Boletín Nº S 830-10, solicita que sea devuelto a la Comisión por considerar que está incompleto.



Sobre la materia, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Romero, Viera-Gallo, Silva, Parra, Larraín y Coloma.



El señor Presidente, en consideración a la necesidad de tomar conocimiento del contenido del referido informe, expresada por diversos señores Senadores, sugiere postergar la discusión sobre esta materia para la sesión del día de mañana.



Así se acuerda.



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ávila, quien le solicita que recabe el asentimiento unánime de la Sala para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura pueda sesionar en forma paralela con la Corporación.



La Sala otorga su asentimiento.

__________________



Inmediatamente, el señor Presidente consulta a la Sala con el objeto de poder integrar a la Tabla de Fácil Despacho, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia, correspondiente al Boletín Nº 3.989-07.



Efectuada la consulta, la Corporación así lo acuerda.

__________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que el señor Senador que a continuación se señala, ha solicitado se dirija, en su nombre, el siguiente oficio:



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Contralor de la Sexta Región, respecto de expresiones del Honorable Diputado señor Pérez (don Aníbal) aparecidas en un medio de comunicación.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señalado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que ningún Comité hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 43ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 19 DE OCTUBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Yerko Ljubetic, el señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y de las Artes, don José Weinstein, el señor Subsecretario del Trabajo, don Cristóbal Pascal, el señor Jefe de Fiscalización de la Dirección del Trabajo, don Cristián Mellis y el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río.



Actúan de Secretario General Subrogante y de Prosecretario Subrogante los señores José Luis Alliende Leiva y César Berguño Benavente, respectivamente.

______________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésima, ordinaria, de 11 de octubre de 2005, y cuadragésima primera, ordinaria, de 12 de octubre de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación (Boletín N° 4.015-06).



-- Queda retirada la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha otorgado su aprobación al proyecto de ley que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2005 para el año 2006, y establece un mecanismo de compensación (Boletín N° 4.015-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, unidas.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 124 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (Boletín N° 2.587-01).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Con el tercero, informa que ha dado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación (Boletín N° 3.964-14).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto, comunica que ha otorgado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativo a los oficios de la Corporación que no son contestados por los Ministerios y Servicios Públicos.



Del señor Secretario General de la Fuerza Aérea, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la posibilidad de proporcionar transporte a estudiantes de colegios o liceos que deseen viajar a la Isla de Pascua.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una disposición transitoria al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.013-06).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (con la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín Nº S 828-05).



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones (Boletín Nº 2.950-07).



2) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (Boletín N° 3.493-07).



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Cantero, Espina, Horvath, Prokurica y Ríos, con la que presentan un proyecto de ley que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica (Boletín N° 4.026-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Moreno, Páez, Sabag, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés), con la que presentan un proyecto de ley que modifica el sistema electoral (Boletín N° 4.027-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 

Permisos constitucionales



Comunicaciones de los Honorables Senadores señores Arancibia y Ávila, por medio de las cuales, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Fundamental, solicitan permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 19 de octubre en curso.



-- Si le parece a la Sala, se otorgarían los permisos solicitados.

o o o



Durante la sesión, se acuerda incluir en la presente Cuenta el siguiente asunto:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias, suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (Boletín N° 3.399-15).



-- Queda para tabla.

- - -



En relación a esta última materia, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien le solicita recabe el asentimiento de la Corporación para incluir en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión en curso, el mencionado informe de la Comisión Mixta.



La Sala así lo acuerda.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Agregar en la Tabla de Fácil Despacho de la presente sesión, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, signado con el número 6 en el Orden del Día, esto es, el que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (Boletín N° 3.892-21). Con urgencia calificada de “simple”.



2.- Incorporar en la Tabla de la próxima sesión ordinaria, en el orden que corresponda, el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en la solicitud de S. E. el Vicepresidente de la República, mediante la cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.995, requiere el acuerdo del Senado para designar a los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (Boletín N° S 828-05).



3.- Cambiar el trámite dispuesto en la Cuenta de la sesión del día de ayer, respecto del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala sobre los efectos del artículo 8° de la Constitución Política de la República, que establece la publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como de los fundamentos de los mismos y de los procedimientos que utilicen, en los artículos 23 N° 5°, 68 y 159 del Reglamento del Senado, sobre sesiones y votaciones secretas (Boletín N° S 830-10), estableciendo que queda para Tabla.

__________________

FÁCIL DESPACHO

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de 

Transporte de Pasajeros



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, correspondiente al Boletín Nº 3.399-15.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la enmienda efectuada por el Senado en el segundo trámite constitucional.



El señor Secretario General Subrogante expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por 5 votos a favor, del Honorable Senador señor Muñoz Barra y de los Honorables Diputados señores Espinoza, García, García-Huidobro y Salas, y 3 en contra, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica, y del Honorable Diputado señor Hales, acordó sugerir, como forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición relativa al inciso segundo del artículo único del proyecto de ley:



“Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Suspéndese por el plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley, la inscripción de taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros establecido en el artículo 3° de la ley N°18.696 y en el artículo 10 de la ley N°19.040.



Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, 

Pesca y Acuicultura



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, correspondiente al Boletín Nº 3.892-21, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



El señor Secretario General Subrogante expresa que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Martínez, Ríos y Ruiz de Giorgio y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1) Modifícase el artículo 2° en la forma que a continuación se indica:


a) Reemplázase el número 10) por el siguiente:



“10) Autorización de acuicultura: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona los derechos de uso y goce, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.”.



b) Incorpóranse los siguientes números 49) y 50):



“49) Vivero o centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivo o actividades extractivas autorizados, para su posterior comercialización o transformación. 



50) Centro de matanza: establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos, para su posterior transformación. Se entenderá también por centro de matanza, los pontones destinados a los objetos antes indicados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.



c) Elimínase el párrafo 2° del número 13).



2) Intercálanse en el inciso tercero del artículo 67, entre las expresiones “heredad.” y “No obstante”, lo siguiente:



“Asimismo se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente.”.



3) Elimínase la primera parte del artículo 68, hasta el punto seguido (.).


4) Modificase el artículo 69 en la forma que se indica:



a) Intercálase el siguiente inciso segundo:



“Las concesiones y autorizaciones de acuicultura serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen.”.



b) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos:



“Toda resolución que otorgue una concesión o autorización de acuicultura o la modifique en cualquier forma, quedará inscrita en el registro nacional de acuicultura que llevará el Servicio desde la fecha de publicación del extracto respectivo o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter. El reglamento fijará los procedimientos que normarán la inscripción y funcionamiento del registro.



En el caso que para el ejercicio de la actividad sólo se requiera inscripción de conformidad con el artículo 67, el interesado del centro de cultivo deberá requerir la inscripción al Servicio de conformidad con el reglamento respectivo.



La inscripción en el registro es una solemnidad habilitante para el ejercicio de la actividad de acuicultura.”.



5) Incorpórase el siguiente artículo 69 bis:



“Artículo 69 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura deberá iniciar sus operaciones dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la misma. 



Para los efectos previstos en este artículo, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento.



Asimismo el titular de una concesión o autorización de acuicultura podrá paralizar operaciones por dos años consecutivos, pudiendo solicitar la ampliación de dicho plazo por el equivalente al doble del tiempo de  operación que haya antecedido a la paralización, con un máximo de cuatro años. Para tales efectos se considerará incluida en la operación el plazo que transcurra entre una cosecha y la próxima siembra, el que será fijado por reglamento y no podrá ser inferior a seis meses.”.



6) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 77:


“En el caso que el titular de la solicitud opte por que su concesión o autorización quede sometida al régimen establecido en el artículo 80 bis, deberá adjuntar a su solicitud un comprobante de consignación realizada ante la Tesorería General de la República, por un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales. Si no se acompaña el comprobante indicado el Servicio no acogerá a trámite la solicitud.



En el caso que la solicitud se refiera a la ampliación de área de una concesión o autorización de acuicultura otorgada y sometida al régimen previsto en el artículo 80 bis, la consignación deberá considerar exclusivamente la superficie de la ampliación solicitada. En el caso de solicitarse una reducción de área, no se requerirá la consignación.”.



7) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 78:


“Con el mérito de la resolución denegatoria y agotados los recursos administrativos y judiciales o transcurrido el plazo para su interposición, la Tesorería General de la República devolverá al titular el 90% de la suma consignada por el solicitante en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis, cuando corresponda.”.



8) Modifícase el artículo 80 en la forma que se indica a continuación:



a) Incorpórase la siguiente oración final en el inciso segundo:



“La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.



b) Agréganse los siguientes incisos finales:



“El interesado deberá publicar un extracto de la resolución en el Diario Oficial dentro del plazo de 45 días contados desde su notificación. Asimismo, el titular deberá solicitar la entrega material a la Autoridad Marítima en el plazo de tres meses, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que otorgó la concesión o autorización, acreditando previamente el pago de la patente a que se refiere el artículo 84.



En el evento que no se cumpla con cualquiera de las obligaciones indicadas en el inciso precedente, se dejará sin efecto la resolución respectiva. No obstante, el titular de la concesión o autorización, según corresponda, podrá acreditar, pendiente el plazo original, que no cumplió por caso fortuito o fuerza mayor. En dicho caso el titular contará con un nuevo plazo que no podrá exceder de tres meses, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que acogió dicho caso fortuito o fuerza mayor, para realizar la publicación o solicitar la entrega, según corresponda.”.



9) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:



“Artículo 80 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura que haya optado por someterse al régimen previsto en el presente artículo de conformidad con el inciso segundo del artículo 77, tendrá los siguientes derechos:



a) Transferir o celebrar otro negocio jurídico que tenga por objeto la concesión o autorización de acuicultura. Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.



b) Pedir la restitución de la mitad del monto que hubiere consignado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77.



c) Obtener la ampliación del plazo establecido en el artículo 69 bis para iniciar actividades, por el plazo máximo de cuatro años adicionales. En casos calificados, podrá otorgarse una nueva ampliación por el plazo de un año. 



Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante tres años consecutivos dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual. 



Para ejercer los derechos señalados precedentemente respecto de la primera concesión o autorización sometida al régimen de este artículo, se entenderá por acuicultor habitual el titular de dos o más concesiones o autorizaciones de acuicultura que hayan operado durante un mínimo de tres años consecutivos cada una. Para el ejercicio de estos derechos respecto de nuevas concesiones o autorizaciones, el acuicultor habitual deberá acreditar haber operado tres años consecutivos una concesión o autorización de su titularidad, excluyendo para estos efectos la operación que haya permitido el ejercicio de tales derechos con anterioridad.



Se considerará dentro de los años de operación a que se refieren los incisos anteriores, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.



Quedarán sometidas al régimen previsto en el presente artículo, sin que requieran realizar la consignación a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas para el desarrollo del cultivo de algas, cuya extensión total sea igual o menor a media hectárea y cuyo titular sea una persona natural que no posea más concesión o autorización que aquella que le permita acogerse a esta excepción.”.


10) Agrégase el siguiente artículo 80 ter:



“Artículo 80 ter. En el caso que el titular de la concesión o autorización de acuicultura no haya ejercido la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, sólo podrá transferir o arrendar  la concesión o autorización de acuicultura, previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, cuando concurran las siguientes condiciones:



a) que hayan transcurrido seis años desde su entrega material, como mínimo, y 



b) que las concesiones o autorizaciones hayan sido operadas por su titular en forma directa y en interés propio por tres años consecutivos, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento. Se considerará dentro de los años de operación, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Mientras no se cumplan las condiciones indicadas en las letras a) y b) precedentes, queda prohibido al titular de la concesión o autorización de acuicultura celebrar cualquier negocio jurídico que tenga por objeto directo o indirecto la concesión o autorización o su utilización en beneficio de terceros, a través de arriendos o de cualquier otro acto o contrato que tenga como finalidad ceder directa o indirectamente la tenencia, uso, beneficio o dominio de la misma, sea a título oneroso o gratuito.



La celebración de cualquier acto o contrato en contravención a esta norma será sancionada en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 118 y en la letra g) del artículo 142 de la presente ley.”.



11) Modifícase el artículo 84 en la forma que a continuación se indica:



a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura pagarán anualmente una patente única de acuicultura, de beneficio fiscal, correspondiente a dos unidades tributarias mensuales por hectárea. Por las concesiones y autorizaciones de acuicultura de superficie inferior a una hectárea se pagará la patente antes indicada en la proporción que corresponda.”.



b) Elimínase en el inciso tercero, la oración “y aquellas otorgadas sobre cuerpos de agua situados en propiedad privada, de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.”.



c) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “concesiones” la siguiente frase “,cualquiera sea el tipo de cultivo,”.



d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Se exceptúa asimismo del pago de la patente a los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura afectados por catástrofes naturales a que se refiere el artículo 142 letra e), por el término que dure este evento.”.



12) Agréganse los siguientes artículos 90 bis y 90 ter:



“Artículo 90 bis. Los viveros y los centros de matanza en bienes nacionales de uso público requerirán de una autorización de la Subsecretaría para su funcionamiento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental que sean previstos en los reglamentos dictados conforme al procedimiento establecido en los artículos 86 y 87 de esta ley. Deberán dar cumplimiento, asimismo, durante su operación, cualquiera sea el régimen de propiedad de los bienes en que se encuentran, a las obligaciones y prohibiciones establecidas en los reglamentos señalados.



Los requisitos y el procedimiento para otorgar la autorización a que se refiere el inciso precedente se establecerán en el reglamento.



Los permisos o concesiones sobre bienes nacionales de uso público que se requieran para el ejercicio de estas actividades se regirán por las disposiciones sobre concesiones marítimas.



Artículo 90 ter. Las resoluciones que autoricen la operación de viveros o centros de matanza en bienes nacionales de uso público o que las modifiquen en cualquier forma serán inscritos por el Servicio en el registro. Los titulares de centros de matanza en terrenos privados deberán inscribirlos de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental señalados en el artículo anterior.



Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.



Los titulares de viveros y centros de matanza deberán informar respecto del abastecimiento, existencias y cosechas de las especies, según  corresponda, de conformidad con el reglamento.



El Servicio eliminará del registro la inscripción de las pisciculturas, los centros de cultivo que utilizan cursos o cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en la misma heredad y los centros de matanza en terrenos privados, que no informen operación por el plazo de cuatro años en las condiciones señaladas en el reglamento, pudiendo ampliarse por un año en el evento de caso fortuito o fuerza mayor. 



Asimismo, será dejada sin efecto la autorización otorgada para la operación de viveros y centros de matanza en bienes nacionales de uso público en los casos en que sus titulares no hubieren informado la operación por un plazo de cuatro años.”.



13) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 113:



“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que sean titulares a cualquier título, serán sancionados con multas de 50 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.



14) Reemplázase el inciso primero del artículo 118, por los siguientes incisos:



“El que ejerciere actividades de acuicultura a cualquier título u otra de las actividades sometidas a los reglamentos establecidos de conformidad con los artículos 86 y 87 y no adoptare las medidas de protección dispuestas en ellos, será sancionado con una multa de 50 a 3.000 unidades tributarias mensuales. Si la infracción se refiere al incumplimiento de las medidas de protección dispuestas en los artículos 88 ó 90, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.



El titular de una concesión o autorización de acuicultura que infringiere la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 80 ter será sancionado con multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales. La misma multa se aplicará a quien celebre con el titular de la concesión o autorización de acuicultura cualquier negocio jurídico prohibido de conformidad con el artículo 80 ter.”.


15) Modifícase el artículo 142 de la siguiente forma:



a) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 


“c) Incurrir, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de comisión de la primera infracción, en tres infracciones sancionadas de conformidad con el inciso primero del artículo 118.”.



b) Reemplázase la letra e) por la siguiente:



“e) No iniciar operaciones en el centro de cultivo dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la concesión o autorización, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis; o paralizar actividades por más de dos años consecutivos, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis. 



Para estos efectos, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento. En ningún caso el reglamento podrá establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de cultivo en la resolución de calificación ambiental.



En el caso de acreditarse la fuerza mayor o caso fortuito, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, podrá autorizar por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año.



Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos precedentes, en los casos de catástrofes naturales que afecten un área determinada, declaradas por la autoridad competente y que impidan la realización de actividades de cultivo sobre una o más especies, la Subsecretaría de Marina o Pesca, según corresponda, otorgarán de oficio una prórroga para iniciar o reanudar las actividades en los centros de cultivo afectados. En estos casos los titulares de las concesiones o autorizaciones respectivas estarán exentos del pago de la patente única de acuicultura durante el período de prórroga decretada.



El titular de la concesión o autorización de acuicultura sólo podrá acreditar la instalación de estructuras y las actividades señaladas en los incisos precedentes a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63.”.



c) Agréganse las siguientes letras g) y h):


“g) Haber sido sancionado por infringir la prohibición a que se refiere el inciso segundo del artículo 80 ter.



h) Haber sido sancionado tres veces, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la comisión de la primera infracción, por la entrega de información falsa, de conformidad con el artículo 113 de esta ley.”.



Artículo 2°.- Decláranse vigentes las concesiones y autorizaciones de acuicultura que a la fecha de la presente ley hubieren incurrido en alguna de las causales de caducidad establecidas en las letras a), b), c), e) y f) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura sólo cuando cumplan con las siguientes condiciones:



a) Que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere declarado la caducidad por resolución de la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, o no se hubiere resuelto el recurso administrativo establecido en el artículo 142 de la citada ley interpuesto en contra de la resolución que declara la caducidad. 



b) Que hubieren informado abastecimiento, existencia o cosecha durante los años 2001, 2002, 2003 ó 2004, a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Este requisito no será exigible a las concesiones y autorizaciones de acuicultura que hubieren sido publicadas a partir del año 2004.


c) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra b) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, deberá además acreditarse el pago de las patentes de acuicultura adeudadas o la celebración de un convenio de pago dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. La Tesorería podrá otorgar hasta dos años de plazo para proceder al pago de las patentes atrasadas.



d) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra f) del artículo 142, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la sucesión deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 82 de la misma ley en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias



Artículo 1°.- Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley, cuyo acto administrativo de otorgamiento no hubiere sido publicado o se hubiere efectuado la publicación fuera del plazo establecido por la normativa vigente a su fecha y no hubieren sido dejados sin efecto o se encontrare pendiente el recurso administrativo interpuesto por este motivo, deberán publicar el acto de otorgamiento dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. El no cumplimiento de dicha obligación importará la extinción del acto administrativo correspondiente.



Artículo 2°.- En el caso de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren dentro del primer año de su vigencia contado desde la publicación del extracto de la respectiva resolución en el Diario Oficial, el plazo de inicio de operaciones se contará a partir de la fecha de la entrega material. Para estos efectos, deberán cumplir con la obligación de requerir la entrega material dentro del plazo de tres meses contados desde la publicación de la presente ley, bajo apercibimiento de dejar sin efecto la resolución.



Artículo 3°.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas podrán ser objeto de transferencias y arriendos de conformidad con el régimen vigente a dicha fecha. Al mismo régimen quedarán sometidas las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca hasta el 1 de junio de 2004, por el término de un año contado desde la fecha de publicación de la resolución de la Subsecretaría de Pesca o de Marina, según corresponda, que otorga la concesión o autorización.



Serán autorizadas por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, conforme al régimen señalado en el inciso anterior, sólo las solicitudes para transferir y arrendar presentadas dentro de los plazos indicados.


Vencidos los plazos antes señalados las concesiones o autorizaciones de acuicultura indicadas en el inciso anterior quedarán sometidas al régimen establecido en el artículo 80 bis.  


Los solicitantes de concesiones de acuicultura ingresadas al Servicio Nacional de Pesca a partir del 2 de junio de 2004 y que a la fecha de la presente ley no hubieren obtenido concesión o autorización de acuicultura, podrán optar por quedar sometidos al régimen establecido en el artículo 80 bis pagando, dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de esta ley, un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77. Si el solicitante no realiza el pago, lo realiza fuera de plazo o por un monto inferior al señalado, se entenderá que renuncia definitivamente a esta opción, quedando sometida la solicitud al régimen del artículo 80 ter.



Las solicitudes de autorización de acuicultura para operar pisciculturas que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley y que cumplan con los requisitos previstos en los artículos 86 y 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción en el Registro Nacional de Acuicultura. Las demás serán remitidas a sus titulares con carta certificada que indique la circunstancia por la cual no ha podido procederse a su inscripción.



Se entenderá por pisciculturas, los centros de cultivo instalados en terrenos de propiedad privada que utilizan derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.



Artículo 4°.- Mientras no se dicte el reglamento que fija los niveles mínimos de operación por especie y área, se aplicará el requisito de operación vigente a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 5°.- Dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, procederán a declarar la caducidad de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que no sean beneficiadas con la declaración de vigencia prevista en el artículo 2° de la presente ley. 



En los casos en que la causal de caducidad sea la letra e) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponderá a la Subsecretaría de Pesca solicitar la declaración de caducidad correspondiente, previo informe del Servicio.



Tratándose de concesiones de acuicultura, previo a la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá verificar si se hizo ocupación del sector otorgado en concesión. Si no se hubiere ocupado el sector, no se cobrarán las patentes adeudadas a esa fecha. En este caso, junto con la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá descargar las patentes de acuicultura que se hubieren informado a la Tesorería General de la República.”.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 2 de noviembre próximo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

____________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.989-07.



Previene el señor Secretario General Subrogante que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que la letra a) del artículo 1º y el artículo 2º de la iniciativa de ley, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Honorable Cámara de Diputados, en cumplimiento de las normas constitucionales y legales correspondientes, ofició a la Corte Suprema para recabar su parecer sobre el proyecto, mediante oficio número 5.850, de 13 de septiembre de 2005.



Agrega que la Sala del Senado, en sesión 40ª, ordinaria, de 11 de octubre del año en curso, autorizó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, en el primer informe.



El señor Secretario General Subrogante expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Prokurica y Silva. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó una serie de modificaciones al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, las que fueron acordadas por la misma unanimidad anteriormente señalada.



En consecuencia, indica el señor Secretario General Subrogante, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, incorporándole cinco enmiendas que se consultan en la discusión en particular descrita en el informe de la Comisión, las que inciden en las letras a), b), d), g) y h) del artículo 1º de la iniciativa, conformando el texto que se transcribe a continuación

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.968:



a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 7º por el siguiente:



“Además, se deberá acreditar experiencia profesional idónea y formación especializada en materias de familia o de infancia de a lo menos dos semestres de duración, impartida por alguna universidad o instituto de reconocido prestigio que desarrollen docencia, capacitación o investigación en dichas materias.”.



b) Intercálase en el artículo 17, entre la palabra “consideración” y el punto seguido (.), precedida de una coma (,) la siguiente frase: “siempre que se sustancien conforme al mismo procedimiento, salvo que se trate de la situación regulada por el inciso final del artículo 9º de la ley Nº 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.”.



c) Suprímese la parte final del artículo 46 a partir desde la frase “Dicho informe escrito deberá contener:” y agrégase el siguiente inciso segundo:



“Será aplicable a los informes periciales lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal.”.



d) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:



i.- Agréganse en el inciso primero, a continuación de la palabra “tengan”, las siguientes frases: “y de lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente y en el inciso segundo del artículo 61”.



ii.- Suprímese en el inciso segundo la expresión “Excepcionalmente” y la coma (,) que la sigue.



e) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 62:



“Con todo, en los procedimientos de que trata esta ley tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 336 del Código Procesal Penal.”.



f) Agrégase en el artículo 95 el siguiente inciso segundo:



“En todo caso, el denunciado o demandado deberá comparecer personalmente, debiendo para estos efectos citarlo el tribunal bajo apercibimiento de arresto.”.



g) Agrégase el siguiente artículo transitorio:



“Artículo duodécimo.- Mientras no entren en vigencia las disposiciones legales que reglarán el tratamiento que corresponda dar a los menores infractores de la ley penal y a los menores gravemente vulnerados o amenazados en sus derechos, los jueces de familia podrán adoptar respecto de niños, niñas y adolescentes, imputados de haber cometido un crimen o simple delito, las medidas cautelares especiales de que trata el artículo 71 de esta ley.”. 



Artículo 2º.- Sustitúyense en el inciso tercero del artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales, las expresiones “Juzgados de Letras de Menores” y “ley Nº 16.618”, por “juzgados de familia” y “ley Nº 19.968”, respectivamente.



Artículo 3º.- Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 8º de la ley Nº 14.908, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, la expresión “quinto” por “tercero”.



Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 28 de la ley Nº 16.618, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:



1) En el inciso primero suprímese el párrafo “Si se declarare que el menor ha obrado con discernimiento, el proceso se regulará de acuerdo a lo previsto en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal, cualquiera sea la pena requerida por el fiscal.”.



2) Suprímese el inciso tercero.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, es aprobada en general por 29 votos a favor, de un total de 45 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente, en atención a que no se ha formulado ninguna indicación al proyecto aprobado en general, lo declara aprobado también en particular, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, con la misma votación obtenida precedentemente, dándose cumplimiento, de esta manera, respecto de la letra a) del artículo 1º y del artículo 2º de la iniciativa de ley, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Queda terminada la discusión de esta materia.



El proyecto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce una disposición transitoria al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización y de Hacienda, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una disposición transitoria al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, correspondiente al Boletín Nº 4.013-06, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Previene el señor Secretario General Subrogante que el informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, deja constancia que esta iniciativa de ley debe ser aprobada con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 122 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que el proyecto de ley debe ser discutido en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de discusión inmediata, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General Subrogante manifiesta que las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, aprobaron tanto en general como en particular esta iniciativa de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero y Larraín, como miembros de ambas Comisiones (dos votos cada uno), el Honorable Senador señor Núñez como miembro de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (un voto), y el Honorable Senador señor Ominami, como miembro de la Comisión de Hacienda (un voto), y propone, en consecuencia, a la Sala la aprobación en general y en particular del proyecto de ley, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 6º transitorio, nuevo, en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:



“Artículo 6º.- Para los efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 39 de esta ley durante el año 2005, el monto global por concepto del aporte adicional que las municipalidades de Providencia, Vitacura y Las Condes deben efectuar al Fondo Común Municipal, será de 35.000 unidades tributarias mensuales, distribuido en la forma indicada en el mencionado artículo.



En el caso que los municipios opten, en el año 2005, por efectuar aportes equivalentes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, según lo dispuesto en el inciso segundo del referido artículo 39, aquéllos podrán ser enterados en la forma y en la oportunidad que se establezca en el convenio que se suscriba al efecto entre los municipios que opten por esa modalidad y la citada Corporación.



Con todo, a contar del año 2006, los aportes que cada una de las municipalidades indicadas deba efectuar al Fondo Común Municipal, serán integrados de acuerdo con lo dispuesto por el mencionado artículo 39.”.”. 

- - -



El señor Presidente propone a la Sala abrir la votación nominal, de manera que los señores Senadores puedan efectuar su votación en la Mesa.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Parra y Bombal.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por 31 votos a favor, de un total de 45 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de ese modo, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y de las Artes.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

__________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, con segundo informe de la Comisión de 

Trabajo y Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 3.367-13, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Previene el señor Secretario General Subrogante que el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia que los números 14 y 15 del artículo único del proyecto de ley, referidos a la letra c) del artículo 420 y al inciso segundo del artículo 427 del Código del Trabajo deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental.



Agrega el señor Secretario General Subrogante que la Comisión de Trabajo y Previsión Social efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de tres de ellas, la primera, referida a la supresión del artículo 431, que fue aprobada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Bombal, Parra y Ruiz De Giorgio, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Canessa y Prokurica; la segunda, relativa a la incorporación de un inciso segundo, nuevo, al artículo 478, que fue aprobada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Canessa, Prokurica y Ruiz De Giorgio, y la abstención del Honorable Senador señor Parra, y la tercera, referida a la oración final que se agrega al inciso tercero del artículo 483, que fue aprobada por 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, con la abstención del Honorable Senador señor Cariola.



El señor Secretario General Subrogante expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de lo siguiente:

 

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

 

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 16; 17, primera parte; 20; 24; 25; 26; 27; 28; 29; 31; 33; 34; 39; 40; 41; 42; 43; 44; 46; 48; 52; 53; 55; 59; 60; 62; 64; 67; 166; 167; 172; 183; 184; 186, letra c); 187; 189, letras a) y b); 200; 205; 208; 209; 210; 216; 217; 218; 219; 220; 222; 223; 229; 230; 231; 233; 248, y 251.

 

3.-
Indicaciones aprobada con modificaciones: números 2; 3; 4; 5; 8; 9; 10; 11; 12; 13; 23; 30; 38; 49; 50; 51; 58; 65; 66; 68; 69; 70; 71; 72; 73; 74; 75; 76; 77; 78; 79; 80; 81; 82; 83; 84; 85; 86; 87; 88; 89; 90; 91; 92; 93; 94; 95; 96; 97; 98; 99; 100; 101; 102; 103; 104; 105; 106; 107; 108; 109; 110; 111; 112; 113; 114; 115; 116; 117; 118; 119; 120; 121, 123; 124; 125; 126; 127; 128; 129; 131; 132; 135; 136; 137; 138; 139; 140; 141; 142; 143; 144; 145; 146; 147; 148; 149; 151; 152; 153; 154; 155; 156; 157; 158; 159; 160; 161; 162; 163; 164; 165; 168, 169; 170; 171; 174; 175; 176; 177; 178; 179; 180; 181; 182; 185; 186, letras a) y b); 188; 189, letra c); 192; 193; 194; 195; 196; 197; 198; 199; 202; 203; 206; 207; 211; 213; 214; 215; 228; 232; 234; 235; 236; 237; 239; 240; 241; 242; 243; 244; 245; 246, y 247.

 

4.-
Indicaciones rechazadas: números 1; 6; 7; 14; 15; 18, letra b); 19; 21; 22; 35; 36; 37; 45; 47; 54; 56; 57; 61; 63; 122; 130; 133; 134; 150; 173; 190; 191; 201; 204; 212; 221; 224; 225; 226; 227; 249, y 250.

 

5.-
Indicaciones retiradas: números 17, segunda parte; 18, letra a); 32, y 238.

 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



El señor Secretario General Subrogante hace presente que la Comisión de Trabajo y Previsión Social somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°



Pasa a ser “ARTÍCULO ÚNICO”.

Número 1



Reemplazar el guarismo “524” por “505“.

Número 2



Sustituir el guarismo “523” por “504“.

Número 4



Reemplazar el guarismo “523” por “504”.

Número 5



Sustituir el guarismo “523” por “504”.

Número 6



Agregar, en la norma que propone, a continuación de la coma (,) que sucede a “150%”, la siguiente frase: “sirviendo para tal efecto de correspondiente título, la carta aviso a que alude el inciso cuarto del artículo 162,”.

Número 7



Modificar el artículo 292, propuesto en este numeral, del modo siguiente:

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”. 

Inciso quinto



Reemplazar la frase “cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales” por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

Número 8

Artículo 294



Sustituir su texto, por el siguiente:



“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 487, con excepción de sus incisos tercero y cuarto.



El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.”.

Número 9



Reemplazar el guarismo “523” por “504”.

Número 10



Sustituir el guarismo “523” por “504”.

Número 11



Suprimirlo.

Número 12



Pasa a ser número 11, reemplazado por el que sigue:



“11. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 349, la frase “artículo 461 de este Código”, por “Párrafo 4°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, de este Código”.

Número 13



Pasa a ser número 12.

Artículo 389



Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.

Número 14



Pasa a ser número 13, sin enmiendas.

Número 15



Pasa a ser número 14, sustituido por el que sigue:



“14. Reemplázase la letra c) del artículo 420, por la siguiente:



“c) las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas de previsión o de seguridad social, planteadas por pensionados, trabajadores activos o empleadores, salvo en lo referido a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del pronunciamiento sobre otorgamiento de licencias médicas;”.”.

Número 16



Pasa a ser número 15, sustituyendo su encabezamiento, por el que sigue:



“Reemplázase el Capítulo II, del Título I del Libro V, por el siguiente Capítulo II, nuevo:”.

Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo
Párrafo 1°

De los principios formativos del proceso

Artículo 425

Inciso tercero



Agregar una coma (,), después de la palabra “causa”, y suprimir la frase “que no implique escrituración” y la coma (,) que figura a continuación del vocablo “sentencia”.

o o o



Enseguida, incorporar un artículo 426, nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 426.- En las citaciones a las audiencias, se hará constar que se celebrarán con las partes que asistan, afectándole a la que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación.



Las partes podrán concurrir a estas audiencias por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.



Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse. Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.



El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.”.

o o o

Artículo 426



Pasa a ser artículo 427.

Inciso segundo



- Sustituir la frase “podrá autorizar al secretario para que, en calidad de subrogante”, por “podrá autorizar al secretario abogado, para que, en calidad de suplente”.



- Reemplazar, en su oración final, la frase “En este caso, sólo él podrá presidir la audiencia y dictar el fallo correspondiente”, por la siguiente: “En este caso, se entenderá para todos los efectos legales que el juez falta en su despacho, y sólo él podrá presidir la audiencia, dictar el fallo y llevar a cabo todas las actuaciones que correspondan”.

Artículo 427



Pasa a ser artículo 428. Reemplazar la frase “abreviar los plazos cuando ello esté autorizado por ley, concentrando”, por la palabra “concentrar”.

Artículo 428



Pasa a ser artículo 429.

Inciso final, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“No podrá solicitar la declaración de nulidad la parte que ha originado el vicio o concurrido a su materialización.”.

Artículo 429



Pasa a ser artículo 430, modificado como sigue:



- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El juez podrá rechazar de plano aquellas actuaciones que considere dilatorias.”.



- Suprimir su inciso final.

Artículo 430



Pasa a ser artículo 431, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero



Reemplazar las palabras “El juez”, por la frase “El encargado de la gestión administrativa del tribunal”.

Inciso segundo



Sustituir la expresión “y, asimismo,”, que sigue a la palabra “turno”, por lo siguiente: “, o del sistema de defensa gratuita que disponga la ley. Asimismo, tendrán derecho”.

Inciso final, nuevo



Agregar como tal el que sigue:



“Para estos efectos los postulantes de las Corporaciones de Asistencia Judicial estarán autorizados a hacer las defensas orales en las audiencias respectivas.”.

Artículo 431



Suprimirlo.

Párrafo 2°

Reglas Comunes

Artículo 432



- En su inciso único, que pasa a ser inciso primero, reemplazar los términos “por esta ley” por “en este Código o en leyes especiales”.



- Agregar un inciso segundo, nuevo, con el siguiente texto:



“No obstante, respecto de los procedimientos especiales establecido en los Párrafos 6° y 7°, de este Capítulo II, se aplicarán supletoriamente, en primer lugar, las normas del procedimiento de aplicación general contenidas en su Párrafo 3°.”.

Artículo 433



Sustituir las palabras “la audiencia” por “las audiencias”.

Artículo 435

Inciso primero



- Reemplazar la frase “tanto para las partes como para el Juez de la causa, cualquiera que sea la forma en que se expresen.”, por la siguiente: “salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del tribunal.”.



- Sustituir el punto final (.) por una coma (,), agregando a continuación “con el vencimiento del plazo.”.

Inciso tercero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Los términos de días que establece este Título se entenderán suspendidos durante los días feriados.”.

Artículo 436

Inciso segundo



Suprimir la frase “por el receptor laboral o”.

Artículo 437

Inciso primero



Eliminar las palabras “en el expediente”.

Artículo 439

Inciso primero



Reemplazar la frase “el juez dispondrá otra forma de notificación,”, por la siguiente: “el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o”.

Inciso segundo



Agregar, después de los términos “Diario Oficial”, la primera vez que aparece, “u otro diario de circulación nacional o regional”.



Reemplazar su oración final, que comienza con las palabras “El aviso” y termina en “notificación.”, por la siguiente: “Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.”.

Inciso tercero



Suprimirlo.

Artículo 440

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 440.- Las resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, se notificarán por carta certificada.”.

Inciso segundo



Reemplazar la frase “el quinto día siguiente” por “al quinto día siguiente”.

Inciso tercero



Agregar, después de la palabra “designar”, lo siguiente: “, en su primera actuación,”.

Inciso quinto



Contemplarlo como “Artículo 440 bis A.”, sin otra enmienda.

Artículo 440 bis, nuevo



Agregar como tal el que sigue:



“Artículo 440 bis.- Las restantes resoluciones se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en el estado diario.”.

Artículo 441



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 441.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse sólo en la audiencia respectiva y resolverse de inmediato. Excepcionalmente, el tribunal podrá dejar su resolución para la sentencia definitiva.”.

Artículo 442

Inciso tercero



Sustituir la frase “En ambos casos” por “En estos casos”.

Inciso cuarto



Suprimir lo siguiente: “, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella”.

Artículo 443

Inciso segundo



Reemplazar la frase final “o al abogado de turno”, por lo siguiente: “, al abogado de turno, o a quien la ley señale”.

Párrafo 3°

Del procedimiento de aplicación general

Artículo 444

Inciso tercero



Suprimir la frase final “de conformidad al procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880”, y la coma (,) que la precede.

Inciso cuarto



Eliminar su oración final, que comienza con las palabras “Estas notificaciones” y termina en “envío.”.

Artículo 445

Inciso primero



Reemplazarlo, por el que sigue:



“Artículo 445.- El juez deberá declarar de oficio cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, en cuyo caso así lo declarará, señalará el tribunal competente, y le enviará los antecedentes.”.

Artículo 446

Inciso segundo



Sustituir la palabra “pertinentes” por “respectivas,”.

Artículo 447

Inciso primero



Reemplazarlo, por el que sigue:



“Artículo 447.- Si ante el mismo tribunal se tramitan varias demandas contra un mismo demandado y las acciones son idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de las causas, siempre que se encuentren en un mismo estado de tramitación y no implique retardo para una o más de ellas.”.

Inciso segundo, nuevo



Incorporar como tal el siguiente:



“Solicitada la acumulación, se concederá un plazo de tres días a la parte no peticionaria para que exponga lo conveniente sobre ella. Transcurrido este plazo, haya o no respuesta, el tribunal resolverá.”.

Inciso segundo



Pasa a ser inciso tercero, reemplazando las palabras “los autos” por “las causas”.

Artículo 448



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 448.- El procedimiento regulado en este Párrafo se desarrollará en dos audiencias, la primera preparatoria y la segunda de juicio, conforme a las reglas que se señalan en los artículos siguientes.”.
Artículos 449 a 475



Reemplazarlos, por los siguientes:



 “Artículo 449.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia preparatoria, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.



En la citación se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes, en dicha audiencia, deberán señalar al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia oral de juicio, como así también requerir las diligencias de prueba atinentes a sus alegaciones, para que el tribunal examine su admisibilidad.


Artículo 450.- El demandado podrá contestar la demanda en forma oral en la audiencia preparatoria o por escrito, en cuyo caso, deberá acompañarla al tribunal, al menos con un día de anticipación a la fecha de realización de dicha audiencia. 



El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 451.- En la audiencia preparatoria se aplicarán las siguientes reglas:



1) La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación de la demanda. Acto seguido, el demandado ratificará su contestación, si la hubiere formulado por escrito, o, en caso contrario, procederá a su contestación en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la demanda, aceptándolos o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las  excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.



Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.


Cuando el demandado no concurriere a la audiencia preparatoria; o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.



Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 455.



2) Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención  deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. En caso de haber demanda reconvencional, ésta se deberá formular por escrito conjuntamente con la contestación de la demanda, a lo menos, cinco días antes de la audiencia. En este caso, la contestación reconvencional se hará en la audiencia.



3) Terminada la etapa de discusión, el juez llamará a las partes a conciliación, a cuyo objeto deberá proponerles las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.



Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.



Se tramitará separadamente, si fuere necesario, el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.



4) Contestada la demanda, sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias, o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente, fijándose los hechos a ser probados. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella, sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.



De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 455.



5) El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida por las partes, pudiendo valerse de todas aquellas reguladas en la ley. Las partes podrán también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.



Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.



Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.



La prueba documental que haya sido ofrecida en la demanda y contestación deberá ser presentada hasta cinco días antes de la audiencia de juicio, no pudiendo el juez considerar los documentos presentados fuera de este plazo. 



6) La exhibición de instrumentos que hubiere sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia de juicio y en el plazo señalado en el numeral anterior. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquéllos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.



7) Se fijará la fecha para la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a cabo en un plazo no superior a treinta días. Las partes se entenderán citadas a esta audiencia por el solo ministerio de la ley.



8) Se decretarán las medidas cautelares que procedan, a menos que se hubieren decretado con anterioridad, en cuyo caso se resolverá si se mantienen.



9) El tribunal despachará todas las citaciones y oficios que correspondan cuando se haya ordenado la práctica de prueba que, debiendo verificarse en la audiencia de juicio, requieran citación o requerimiento.



La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en el acto al absolvente. La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.



La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, la que deberá despacharse con al menos ocho días de anticipación a la audiencia, al domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.



Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejándose constancia de ello.



Cuando se rinda prueba pericial, el informe respectivo deberá ser puesto a disposición de las partes en el tribunal al menos tres días antes de la celebración de la audiencia de juicio. El juez podrá, con el acuerdo de las partes, eximir al perito de la obligación de concurrir a prestar declaración, admitiendo en dicho caso el informe pericial como prueba. La declaración de los peritos se desarrollará de acuerdo a las normas establecidas para los testigos.



El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder a los tres días anteriores al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo disponer al efecto cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos.



10) En esta audiencia, el juez de la causa podrá decretar diligencias probatorias, las que deberán llevarse a cabo en la audiencia de juicio.



Artículo 452.- En la audiencia de juicio se aplicarán las siguientes reglas:



1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.



No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.



El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.



2) La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o en la de juicio.



3) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada, o compareciendo se negase a declarar o diere respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.



La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador, deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.



Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.



4) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos, y deberán ser pertinentes  a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad.  El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.



El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.



5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.



Excepcionalmente, y por resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando, de acuerdo a la naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.



El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte, e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.



Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.



No se podrá formular tachas a los testigos. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el Nº 7) de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.



La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.



6) Cuando se rinda prueba que no esté expresamente regulada en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al juicio, adecuándola, en lo posible, al medio de prueba más análogo.



7) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán, asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.



Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.



8) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.



Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.



Artículo 453.- Al finalizar la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que constará el lugar, fecha e individualización del tribunal, de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados, y de toda otra circunstancia que el tribunal estime necesario incorporar.



Artículo 454.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.



Al hacerlo, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.



Artículo 455.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia de juicio o, en todo caso, dictarlo dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas del fallo, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, el juez deberá anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.



Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia de juicio o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.



Artículo 456.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes, en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquéllas.



Artículo 457.- La sentencia definitiva deberá contener:



1.- El lugar y fecha en que se expida;



2.- La individualización completa de las partes litigantes;



3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;



4.- El análisis de toda la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;



5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;



6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y



7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.



La sentencia que se dicte en la audiencia preparatoria, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 1, 2, 5, 6 y 7.



Artículo 458.- Si el juez que presidió la audiencia de juicio no pudiere dictar sentencia, aquélla deberá celebrarse nuevamente.



Artículo 459.- En caso de ser procedente, la sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto de que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, según corresponda. 



Artículo 460.- Una vez firme la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal, de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.

Párrafo 4°

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución de

los títulos ejecutivos laborales
Artículo 476



Pasa a ser artículo 461, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 461.- La tramitación de los títulos ejecutivos laborales se desarrollará de oficio y por escrito por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.”.

Artículo 477



Pasa a ser artículo 462, modificado como sigue:

Número 2



Sustituir las palabras iniciales “Los equivalentes jurisdiccionales”, por la frase “La transacción, conciliación y avenimiento”.

Número 3



Suprimir el vocablo “los”, que sigue a la palabra “ley”.

Número 5



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, y las copias auténticas de los mismos autorizadas por la Inspección del Trabajo, y”.

Artículo 478



Pasa a ser artículo 463. Incorporar una coma (,), después de las palabras “Párrafo y”, y sustituir los términos “Libro I” por “Libro Primero”.

Artículo 479



Pasa a ser artículo 464, modificado como sigue:

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 464.- Una vez ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 460, el tribunal ordenará el cumplimiento del fallo y lo remitirá, junto a sus antecedentes, dentro de quinto día al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución, de conformidad a las reglas de este Párrafo.”.

Inciso segundo



Reemplazar, a su inicio, desde las palabras “Recibido el expediente” y hasta los términos “los autos”, por lo siguiente: “Recibidos los antecedentes por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra ejecutoriada, según sea el caso, se deberán remitir sin más trámite”.

Inciso tercero



Suprimir los términos “los apoderados de”, reemplazar la palabra “vencido” por “ejecutado”, e intercalar, entre “deberá practicarse” y “en forma”, los vocablos “a éste”.

Artículo 480



Pasa a ser artículo 465, sustituyendo, en su oración final, el vocablo “precautoria” por “cautelar”.

Artículo 481



Pasa a ser artículo 466. Reemplazar, en su primera oración,  los términos “los autos” por “la causa”.

Artículo 482



Pasa a ser artículo 467. Sustituir, en su inciso segundo, las palabras “los autos” por “la causa”.

Artículo 483



Pasa a ser artículo 483, reemplazando su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 468.- La parte ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia, alguna de las siguientes excepciones: pago de la deuda, remisión, novación y transacción.”.

Artículo 484



Pasa a ser artículo 469. Reemplazar su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 469.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 464, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 466, el ministro de fe designado por el tribunal procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas, tasando prudencialmente los mismos, consignándolo así en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.”.

Artículo 485



Pasa a ser artículo 470, reemplazando el guarismo “483” por “468”.

Artículo 486



Pasa a ser artículo 471, modificado como sigue:

Inciso primero



Reemplazar la referencia al “artículo 477“, por otra al “artículo 462”.

Inciso segundo



Sustituir las palabras “los autos” por “la causa”.

Inciso final



Reemplazarlo, por el que sigue:



“En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículos 465, 466, 467; inciso primero del artículo 468, e incisos segundo y tercero del artículo 469.”.

Párrafo 5°

De los recursos

Artículo 487



Pasa a ser artículo 472, sin enmiendas.

Artículo 488



Pasa a ser artículo 473. Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 473.- La reposición deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución que se impugna, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse al iniciarse ésta.



La reposición interpuesta en una audiencia deberá formularse verbalmente y resolverse en el acto.”.

Artículo 489



Pasa a ser artículo 474. Reemplazarlo, por el que sigue:



“Artículo 474.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas de primera instancia, las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.



Respecto del monto no cuestionado por el recurso, se seguirá su ejecución ante el tribunal que dictó la sentencia, como si esta estuviere ejecutoriada. En todo caso, la apelación requerirá del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que ella versa. 



Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo. De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.



En caso de rechazarse el recurso, la garantía se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia.”.

Artículo 475, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Artículo 475.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:



a) Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de garantías constitucionales, o de normas legales que influya sustancialmente en lo dispositivo del fallo.



b) Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.



c) Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin alterar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.”.

Artículo 490



Pasa a ser artículo 476. Sustituir, en su inciso primero, las palabras “lo entabla” por “la entabla”, y la frase “ El apelante, al deducirlo, deberá fundarlo someramente”, por “El apelante, al deducir el recurso, deberá fundarlo”.

Artículo 491



Pasa a ser artículo 477. Reemplazar, en su inciso primero, las palabras “al tercer día”, por la frase “dentro de tercer día”.

Artículo 492



Pasa a ser artículo 478, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero



Reemplazar la frase “Excepcionalmente el tribunal de alzada”, por “Excepcionalmente, la Corte de Apelaciones”.

Inciso segundo, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Sin perjuicio de lo anterior, podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.”.

Artículo 479, nuevo



Agregar como tal el que sigue:



“Artículo 479.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.



Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.”.

Artículo 493



Pasa a ser artículo 480.

Inciso segundo



Sustituirlo, por el siguiente:



“La Corte de Apelaciones se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes.”.

Artículo 494



Suprimirlo.

Artículo 481, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“Artículo 481.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella.



Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.



Deberá la Corte, en todo caso, invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga el carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuere alguno de los contemplados en los objetivos contenidos en las causales a) o c) del artículo 475, y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 457, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.”.

Artículos 495 a 501



Suprimirlos.

Artículo 482, nuevo



Agregar como tal el siguiente:



“Artículo 482.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y conocimiento en la Corte Suprema.”.

Párrafo 6°

Del Procedimiento de Tutela Laboral

Artículo 502



Pasa a ser artículo 483, modificado como sigue:

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 483.- El procedimiento contenido en este Párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de las normas laborales, que afecten los derechos fundamentales de los trabajadores, entendiéndose por éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 19, números 1º, inciso primero, siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral, 4º, 5º, en lo relativo a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, 6º, inciso primero, 12º, inciso primero, y 16º, en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a su libre elección y a lo establecido en su inciso cuarto, cuando aquellos derechos resulten lesionados en el ejercicio de las facultades del empleador.”.

Inciso segundo



Sustituir el punto final (.) por una coma (,), y agregar a continuación , lo siguiente: “con excepción de los contemplados en su inciso sexto.”.

Inciso tercero



- Reemplazar las palabras “el inciso anterior”, por “los incisos anteriores”.



- Agregar la siguiente oración final: “En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de trabajadores, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.”.

Inciso cuarto



Incorporar, entre el vocablo “no” y la coma (,) que lo antecede, la frase “en los casos que proceda,”, y sustituir la palabra “impetrar” por “efectuar”.

Artículo 503



Pasa a ser artículo 484, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero



Sustituir la palabra “impetrar” por “requerir”.

Inciso segundo



Reemplazar la frase “personalmente o a través de su organización” por “directamente o por intermedio de su organización de grado superior”.

Inciso quinto



Suprimir su segunda oración, que dice “Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.

Inciso sexto, nuevo



Incorporar como tal el que sigue:



“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la Inspección del Trabajo deberá llevar a cabo, en forma previa a la denuncia, una mediación entre las partes a fin de agotar las posibilidades de corrección de las infracciones constatadas.”.

Inciso sexto



Pasa a ser inciso séptimo, sin enmiendas.

Artículo 504



Pasa a ser artículo 485, sustituyendo, en su inciso primero, el guarismo “502” por “483”.

Artículo 505



Pasa a ser artículo 486, sin enmiendas.

Artículo 506



Pasa a ser artículo 487, modificado como sigue:

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 487.- Si la vulneración de derechos fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 483, se hubiere producido con ocasión del despido, la legitimación activa para recabar su tutela, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo, corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.”.

Inciso segundo



Sustituir la frase inicial “En este caso, la denuncia”, por los términos “La denuncia”.

Inciso tercero



Reemplazarlo, por los siguientes:



“En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.



Con todo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de este Código, y además ello sea calificado como grave, mediante resolución fundada, el trabajador podrá optar entre la reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.”.

Inciso cuarto



Pasa a ser inciso quinto, sin enmiendas.

Inciso quinto



Pasa a ser inciso sexto, reemplazando la palabra “deberá” por “podrá”, y el guarismo”503” por “484”.

Inciso sexto



Pasa a ser inciso séptimo, sin enmiendas.

Artículo 507



Pasa a ser artículo 488, sin enmiendas.

Artículo 508



Pasa a ser artículo 489, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 489.- Admitida la denuncia a tramitación, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°.”.

Artículo 509



Pasa a ser artículo 490.

Inciso primero



Suprimir la coma (,) que sigue a la palabra “causar”, y reemplazar la frase “cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales” por ”cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

Artículo 510



Pasa a ser artículo 491. Sustituir las palabras “y su proporcionalidad”, por “ y de su proporcionalidad”.

Artículo 511



Pasa a ser artículo 492. Intercalar, después de la coma (,) que sigue al vocablo “fiscalización”, la expresión “cuando corresponda,”, sustituir las palabras “los citados” por “las partes”, y reemplazar el guarismo “470” por “455”.

Artículo 512



Pasa a ser artículo 493, modificado como sigue:

Inciso primero

Número 1



Sustituir el punto final (.), por un punto y coma (;).

Números 2 y 3



Sustituir las referencias al artículo 509, por otras al artículo 490.

Inciso segundo



Reemplazar las palabras “anterior de” por “anterior a”, y el vocablo “transacción” por “acuerdo”.

Párrafo 7°

Del procedimiento monitorio

Artículo 513



Pasa a ser artículo 494. Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 494.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a ocho ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.”.

Artículo 514



Pasa a ser artículo 495, sin enmiendas.

Artículo 515



Pasa a ser artículo 496, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 496.- En el caso de que el denunciante no se presentare al comparendo, se despachará una segunda citación para estos efectos.



Si nuevamente el denunciante no concurriere al comparendo, estando legalmente citado, los antecedentes serán archivados, sin perjuicio de su facultad para recurrir judicialmente de acuerdo a las reglas generales.



En el evento de que celebrándose el comparendo, en primera o segunda citación, aun sin la presencia del denunciado, no hubiere conciliación entre las partes, el Inspector del Trabajo remitirá al juzgado competente el acta de celebración del mismo y todos los instrumentos presentados por las partes.



De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan, y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.”.

Artículo 516



Pasa a ser artículo 497. Sustituir, en su inciso segundo, el guarismo “514” por “495”.

Artículo 517



Pasa a ser artículo 498, sin enmiendas.

Artículo 518



Pasa a ser artículo 499. Sustituirlo, por el que sigue:



“Artículo 499.- Esta audiencia será preparatoria y se desarrollará en conformidad con lo establecido en el artículo 451.



La audiencia de juicio tendrá lugar dentro de los 20 días siguientes, y se desarrollará de acuerdo a lo establecido en el artículo 452.”.

Artículo 519



Pasa a ser artículo 500, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 500.- Contra la sentencia que se dicte en este procedimiento sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 475.”.

Párrafo 8°

Del procedimiento de reclamación de multas y demás

resoluciones administrativas


Suprimir este Párrafo 8°, y los artículos 520 y 521 que contempla.

o o o



A continuación, incorporar el siguiente número 16, nuevo:



“16. Sustitúyese el epígrafe del Título II del Libro V, por el siguiente: “Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas”.



Enseguida, agregar el siguiente número 17, nuevo: 



“17. Sustitúyese el artículo 474, que pasa a ser artículo 501, por el siguiente:



“Artículo 501.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.



En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4° de este Código.



La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días hábiles contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del Jefe de la Inspección Provincial o Comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.



Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I.



Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos lo dispuesto en el artículo 455.



Contra la sentencia que resuelva la reclamación sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en las letras a) y c) del artículo 475. La sentencia que falla la apelación no será objeto de recurso alguno.”.”.



A continuación, incorporar el siguiente número 18, nuevo:



“18. Reemplázase el artículo 475, que pasa a ser artículo 502, por el que sigue:



“Artículo 502.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuere incompatible.”.”.

o o o

Número 17



Suprimir este numeral del proyecto, por cuanto el texto que propone, con enmiendas, se incorporó en las modificaciones al inciso tercero del artículo 502 -que pasó a ser artículo 483-, como se consignó en su oportunidad.

Número 18



Pasa a ser número 19. Sustituirlo, por el que sigue:



“19. Reemplázase la numeración de los artículos 476, 477, 478, 478 bis, 479, 480, 481, 482 y 483, por la siguiente: 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510 y 511, respectivamente.”.

ARTÍCULO 2°



Suprimirlo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio



Reemplazarlo, por el siguiente: 



“Artículo 1° transitorio.- La presente ley comenzará a regir el 1° de marzo de 2007.”.

Artículo 2° transitorio



Sustituir el vocablo “definitiva” por las palabras “de término”.

Artículo 3° transitorio



Suprimirlo.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Subsecretario del Trabajo, el señor Jefe de Fiscalización de la Dirección del Trabajo y el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social.



Así se acuerda.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Bombal, en su calidad de Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y a los Honorables Senadores señores Boeninger, Prokurica y Cantero.



A continuación, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión. Los números 14 y 15 del artículo único del proyecto de ley, referidos a la letra c) del artículo 420 y al inciso segundo del artículo 427 del Código del Trabajo tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Puestas en votación las referidas enmiendas y, en la medida en que no sean objeto de indicaciones renovadas o de solicitud de discusión por separado, presentadas antes de discutir el precepto correspondiente, resultan aprobadas con el voto favorable de 26 señores Senadores, de un total de 45 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, respecto de las normas de quórum de ley orgánica, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en cuanto a la supresión del artículo 431 del Código del Trabajo, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bombal.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida proposición, es aprobada por 21 votos a favor, 3 en contra, una abstención y 2 pareos de los Honorables Senadores señores Novoa y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Coloma, Flores, Gazmuri, Larraín, Martínez, Moreno, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez, Vega y Viera-Gallo.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Romero.



Se abstuvo el Honorable Senador señor Cantero.

  

Inmediatamente, el señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la indicación renovada por los Honorables Senadores señores Bombal, Cantero, Cariola, Espina, Horvath, Martínez, Novoa, Orpis, Prokurica y Vega, cuyo objetivo es reemplazar el inciso tercero del artículo 442 del Código del Trabajo, por el siguiente:

  

“Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa aún cuando no esté contestada la demanda o incluso antes de su presentación, como prejudiciales. En ambos casos se deberá siempre acreditar razonablemente el fundamento y la necesidad del derecho que se reclama. Si presentada la demanda al tribunal respectivo persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentare la demanda en el término de diez días contados desde la fecha en que la medida se hizo efectiva, ésta caducará de pleno derecho y sin necesidad de resolución judicial, quedando el solicitante por este sólo hecho responsable de los perjuicios que se hubiere causado. Con todo, por motivos fundados y cuando se acredite por el demandado el inminente termino de la empresa o su manifiesta insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario para asegurar el resultado de la litis.”.



En discusión esta indicación renovada, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Bombal y Parra.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida indicación renovada, resulta aprobada por 19 votos a favor, 11 en contra y 1 pareo del Honorable Senador señor Novoa.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Orpis, Prokurica, Romero, Vega, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Flores, Gazmuri, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez y Viera-Gallo.



A continuación, el señor Presidente expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, relativa a la incorporación de un inciso segundo, nuevo, al artículo 478 del Código del Trabajo, que fue aprobada por 3 votos a favor y una abstención.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Parra, quien manifiesta que no hará cuestión sobre esta materia.



Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada enmienda, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, el señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en cuanto a la agregación de una oración, en el inciso tercero del artículo 483 del Código del Trabajo, la que fue aprobada por 4 votos a favor y una abstención.



En discusión, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Boeninger, la Honorable Senadora señora Matthei, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social y los Honorables Senadores señores Prokurica y Bombal.



Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:



1. Sustitúyese en el inciso final del artículo 3º, el guarismo “478” por “505”.



2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 37, el número “477” por “504”.



3. Derógase el inciso final del artículo 44.



4. Sustitúyese en el artículo 86, el guarismo “477” por “504”.



5. Reemplázase en el inciso octavo del artículo 162, el número “477” por “504”.



6. Sustitúyese el inciso final de la letra a), del artículo 169, por el siguiente:



“Si tales indemnizaciones no se pagaren al trabajador, éste podrá recurrir al tribunal que corresponda, para que en procedimiento ejecutivo se cumpla dicho pago, pudiendo el juez en este caso incrementarlas hasta en un 150%, sirviendo para tal efecto de correspondiente título, la carta aviso a que alude el inciso cuarto del artículo 162, y”.



7. Reemplázase el artículo 292, por el siguiente:



“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará como multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.



Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.



El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales se sustanciará conforme las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.



Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.



Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.



En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de sustituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.



Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.



8. Reemplázase el artículo 294, por el siguiente:



“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 487, con excepción de sus incisos tercero y cuarto.



El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.”.


9. Sustitúyese en la letra c) del artículo 314 bis, el guarismo “477” por “504”.



10. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 314 bis A, el número “477” por “504”.



11. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 349, la frase “artículo 461 de este Código”, por “Párrafo 4°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, de este Código”.



12. Reemplázase el artículo 389 por el siguiente:



“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.



Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.



El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.



La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime  constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.



13. Intercálase, a continuación del artículo 390, el siguiente artículo 390 bis, nuevo:



“Artículo 390 bis.- La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.



14. Reemplázase la letra c) del artículo 420, por la siguiente:



“c) las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas de previsión o de seguridad social, planteadas por pensionados, trabajadores activos o empleadores, salvo en lo referido a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del pronunciamiento sobre otorgamiento de licencias médicas;”.



15. Reemplázase el Capítulo II, del Título I, del Libro V, por el siguiente Capítulo II, nuevo:

“Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo

Párrafo 1º

De los principios formativos del proceso



Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.



Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.



Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa, serán registradas por cualquier medio apto para producir fe y que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia que dicte el juez fuera de ella.



Artículo 426.- En las citaciones a las audiencias, se hará constar que se celebrarán con las partes que asistan, afectándole a la que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación.



Las partes podrán concurrir a estas audiencias por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.



Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse. Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.



El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.



Artículo 427.- Las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad insaneable de las actuaciones y de la audiencia, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte. 



Sin embargo, en los juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, y sólo cuando la Corte de Apelaciones respectiva no ejerza la atribución que le confiere el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, el juez, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere, podrá autorizar al secretario abogado para que, en calidad de suplente, asuma en todo el curso del juicio.  En este caso, se entenderá para todos los efectos legales que el juez falta en su despacho, y sólo él podrá presidir la audiencia, dictar el fallo y llevar a cabo todas las actuaciones que correspondan, aplicándose a su respecto lo señalado en el inciso primero.



Artículo 428.- Los actos procesales serán públicos y deberán realizarse con la celeridad necesaria, procurando concentrar en un solo acto aquellas diligencias en que esto sea posible.



Artículo 429.- El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. De esta resolución se podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el abandono del procedimiento.



El tribunal corregirá de oficio los errores que observe en la tramitación del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento. La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama o si no fuese susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el artículo 426, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad.



No podrá solicitar la declaración de nulidad la parte que ha originado el vicio o concurrido a su materialización.



Artículo 430.- Los actos procesales deberán ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.



El juez podrá rechazar de plano aquellas actuaciones que considere dilatorias.



Se entenderá por actuaciones dilatorias todas aquellas que con el sólo objeto de demorar la prosecución del juicio sean intentadas por alguna de las partes. De la resolución que declare como tal alguna actuación, la parte afectada podrá reponer para que sea resuelta en la misma audiencia.



Artículo 431.- En las causas laborales, toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal será gratuita para las partes. El encargado de la gestión administrativa del tribunal será responsable disciplinariamente de la estricta observancia tanto de esta gratuidad como del oportuno cumplimiento de las diligencias. 



Las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno, o del sistema de defensa gratuita que disponga la ley. Asimismo, tendrán derecho a que todas las actuaciones en que deban intervenir auxiliares de la administración de justicia se cumplan oportuna y gratuitamente.



Para estos efectos, los postulantes de las Corporaciones de Asistencia Judicial estarán autorizados a hacer las defensas orales en las audiencias respectivas.

Párrafo 2º

Reglas Comunes



Artículo 432.- En todo lo no regulado en este Código o en leyes especiales, serán aplicables supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, a menos que ellas sean contrarias a los principios que informan este procedimiento. En tal caso, el tribunal dispondrá la forma en que se practicará la actuación respectiva.



No obstante, respecto de los procedimientos especiales establecido en los Párrafos 6° y 7°, de este Capítulo II, se aplicarán supletoriamente, en primer lugar, las normas del procedimiento de aplicación general contenidas en su Párrafo 3°.



Artículo 433.- Siempre que alguna de las partes lo solicite para sí, y el tribunal acceda a ello, las actuaciones procesales, a excepción de las audiencias, podrán realizarse por medios electrónicos que permitan su adecuada recepción, registro y control.



Artículo 434.- Las partes deberán comparecer con patrocinio de abogado y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio.



Artículo 435.- Los plazos que se establecen en este Libro son fatales, salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del Tribunal, cualquiera que sea la forma en que se expresen. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto se extingue, por el solo ministerio de la ley, con el vencimiento del plazo.



En estos casos, el tribunal, de oficio o a petición de parte, proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo.



Los términos de días que establece este Título se entenderán suspendidos durante los días feriados.



El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.



Artículo 436.- La primera notificación a la parte demandada deberá hacerse personalmente, entregándosele copia íntegra de la resolución y de la solicitud en que haya recaído. Al demandante se le notificará por el estado diario.



Esta notificación se practicará por el funcionario que el juez determine, atendiendo a las circunstancias del lugar en que funcione el tribunal y restantes consideraciones que miren a la eficacia de la actuación. La parte interesada podrá siempre encargar a su costa la práctica de la notificación a un receptor judicial.



En los lugares y recintos de libre acceso público la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día y a cualquier hora, procurando causar la menor molestia al notificado.



Además, la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día, entre las seis y las veintidós horas, en la morada  o lugar donde pernocta el notificado, en el lugar donde ordinariamente ejerce su industria, profesión o empleo, o en el recinto del tribunal.



El juez podrá, por motivos fundados, ordenar que la notificación se practique en horas diferentes a las indicadas en el inciso anterior.



Si la notificación se realizare en día inhábil, los plazos comenzarán a correr desde las cero horas del día hábil inmediatamente siguiente. Los plazos se aumentarán en la forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 437.- En los casos en que no resulte posible practicar la notificación personal, por no ser habida la persona a quien debe notificarse y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y, tratándose de persona natural, que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose las copias a que se refiere el inciso primero del artículo precedente a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada o en el lugar donde la persona a quien debe notificarse habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo.  Si, por cualquier causa, ello no fuere posible, la notificación se hará fijando, en lugar visible, un aviso que dé noticia de la demanda, con especificación exacta de las partes, materia de la causa, juez que conoce de ella y resoluciones que se notifican. En caso que la habitación o el lugar en que pernocta la persona a quien debe notificarse, o aquel donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo, se encuentre en un edificio o recinto al que no se permite libre acceso, el aviso y las copias se entregarán al portero o encargado del edificio, dejándose testimonio expreso de esta circunstancia. 



El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes, el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.



Artículo 438.- Cuando se notifique la demanda a un trabajador en el lugar donde ordinariamente preste sus servicios, deberá efectuarse siempre en persona, si dicho lugar corresponde a la empresa, establecimiento o faena que dependa del empleador con el cual litigue. 



Artículo 439.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia. 



Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional o regional, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.



Artículo 440.- Las resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, se notificarán por carta certificada.



Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día siguiente a la fecha de entrega de la carta en la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 



Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar, en su primera actuación, un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 



Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.



Artículo 440 bis.- Las restantes resoluciones se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en el estado diario.



Artículo 440 bis A.- Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.



Artículo 441.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse sólo en la audiencia respectiva y resolverse de inmediato. Excepcionalmente, el tribunal podrá dejar su resolución para la sentencia definitiva.



Artículo 442.- En el ejercicio de su función cautelar, el juez decretará todas las medidas que estime necesarias para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y la singularización de su patrimonio.



Las medidas cautelares podrán llevarse a efecto antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas.

 

Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa aún cuando no esté contestada la demanda o incluso antes de su presentación, como prejudiciales. En ambos casos se deberá siempre acreditar razonablemente el fundamento y la necesidad del derecho que se reclama.  Si presentada la demanda al tribunal respectivo persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentare la demanda en el término de diez días contados desde la fecha en que la medida se hizo efectiva, ésta caducará de pleno derecho y sin necesidad de resolución judicial, quedando el solicitante por este sólo hecho responsable de los perjuicios que se hubiere causado. Con todo, por motivos fundados y cuando se acredite por el demandado el inminente termino de la empresa o su manifiesta insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario para asegurar el resultado de la litis.



Habiendo sido notificada la demanda, la función cautelar del tribunal comprenderá la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido.



Artículo 443.- En toda resolución que ponga término a la causa o resuelva un incidente, el juez deberá pronunciarse sobre el pago de las costas del procedimiento, tasando las procesales y regulando las personales, según proceda.



Cuando el trabajador ha litigado con privilegio de pobreza, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial, al abogado de turno, o a quien la ley señale.

Párrafo 3º

Del procedimiento de aplicación general



Artículo 444.- La demanda se interpondrá por escrito y deberá contener:



1. La designación del tribunal ante quien se entabla;



2. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y naturaleza de la representación;



3. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandado;



4. La exposición clara de los hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta, y 



5. La enunciación precisa y concreta de las peticiones que se someten a la resolución del tribunal. 



Conjuntamente con la demanda se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias.



En materias de seguridad social, cuando se demande a una institución de previsión o seguridad social, deberá acompañarse la resolución final de la respectiva entidad o de la entidad fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se demanda.



Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización. Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas.



Artículo 445.- El juez deberá declarar de oficio cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, en cuyo caso así lo declarará, señalará el tribunal competente, y le enviará los antecedentes.




Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.



En materias de previsión o seguridad social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar  de plano dicha demanda.



Artículo 446.- El actor podrá acumular en su demanda todas las acciones que le competan en contra de un mismo demandado, aunque procedan de distintos títulos.  



En el caso de aquellas acciones que corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, se deberán deducir de conformidad a las normas respectivas, y si una dependiere de la otra, no correrá el plazo para ejercer aquella hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta.



Artículo 447.- Si ante el mismo tribunal se tramitan varias demandas contra un mismo demandado y las acciones son idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de las causas, siempre que se encuentren en un mismo estado de tramitación y no implique retardo para una o más de ellas.



Solicitada la acumulación, se concederá un plazo de tres días a la parte no peticionaria para que exponga lo conveniente sobre ella. Transcurrido este plazo, haya o no respuesta, el tribunal resolverá.



Con todo, el juez tendrá siempre la facultad de desacumular las causas.



Artículo 448.- El procedimiento regulado en este Párrafo se desarrollará en dos audiencias, la primera preparatoria y la segunda de juicio, conforme a las reglas que se señalan en los artículos siguientes.



Artículo 449.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia preparatoria, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.



En la citación se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes, en dicha audiencia, deberán señalar al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia oral de juicio, como así también requerir las diligencias de prueba atinentes a sus alegaciones, para que el tribunal examine su admisibilidad.


Artículo 450.- El demandado podrá contestar la demanda en forma oral en la audiencia preparatoria o por escrito, en cuyo caso, deberá acompañarla al tribunal, al menos con un día de anticipación a la fecha de realización de dicha audiencia. 



El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 451.- En la audiencia preparatoria se aplicarán las siguientes reglas:



1) La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación de la demanda. Acto seguido, el demandado ratificará su contestación, si la hubiere formulado por escrito, o, en caso contrario, procederá a su contestación en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la demanda, aceptándolos o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.



Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.



Cuando el demandado no concurriere a la audiencia preparatoria; o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.



Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 455.



2) Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención  deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. En caso de haber demanda reconvencional, ésta se deberá formular por escrito conjuntamente con la contestación de la demanda, a lo menos, cinco días antes de la audiencia. En este caso, la contestación reconvencional se hará en la audiencia.



3) Terminada la etapa de discusión, el juez llamará a las partes a conciliación, a cuyo objeto deberá proponerles las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.



Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.



Se tramitará separadamente, si fuere necesario, el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.



4) Contestada la demanda, sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias, o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente, fijándose los hechos a ser probados. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella, sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.



De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 455.



5) El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida por las partes, pudiendo valerse de todas aquellas reguladas en la ley. Las partes podrán también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.



Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.



Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.



La prueba documental que haya sido ofrecida en la demanda y contestación deberá ser presentada hasta cinco días antes de la audiencia de juicio, no pudiendo el juez considerar los documentos presentados fuera de este plazo. 



6) La exhibición de instrumentos que hubiere sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia de juicio y en el plazo señalado en el numeral anterior. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquéllos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.



7) Se fijará la fecha para la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a cabo en un plazo no superior a treinta días. Las partes se entenderán citadas a esta audiencia por el solo ministerio de la ley.



8) Se decretarán las medidas cautelares que procedan, a menos que se hubieren decretado con anterioridad, en cuyo caso se resolverá si se mantienen.



9) El tribunal despachará todas las citaciones y oficios que correspondan cuando se haya ordenado la práctica de prueba que, debiendo verificarse en la audiencia de juicio, requieran citación o requerimiento.



La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en el acto al absolvente. La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.



La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, la que deberá despacharse con al menos ocho días de anticipación a la audiencia, al domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.



Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejándose constancia de ello.



Cuando se rinda prueba pericial, el informe respectivo deberá ser puesto a disposición de las partes en el tribunal al menos tres días antes de la celebración de la audiencia de juicio. El juez podrá, con el acuerdo de las partes, eximir al perito de la obligación de concurrir a prestar declaración, admitiendo en dicho caso el informe pericial como prueba. La declaración de los peritos se desarrollará de acuerdo a las normas establecidas para los testigos.



El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder a los tres días anteriores al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo disponer al efecto cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos.



10) En esta audiencia, el juez de la causa podrá decretar diligencias probatorias, las que deberán llevarse a cabo en la audiencia de juicio.



Artículo 452.- En la audiencia de juicio se aplicarán las siguientes reglas:



1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.



No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.



El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.



2) La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o en la de juicio.



3) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada, o compareciendo se negase a declarar o diere respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.



La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador, deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.



Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.



4) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos, y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad. El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.



El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.



5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.



Excepcionalmente, y por resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando, de acuerdo a la naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.



El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte, e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.



Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.



No se podrá formular tachas a los testigos. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el Nº 7) de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.



La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.



6) Cuando se rinda prueba que no esté expresamente regulada en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al juicio, adecuándola, en lo posible, al medio de prueba más análogo.



7) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán, asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.



Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.



8) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.



Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.



Artículo 453.- Al finalizar la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que constará el lugar, fecha e individualización del tribunal, de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados, y de toda otra circunstancia que el tribunal estime necesario incorporar.



Artículo 454.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.



Al hacerlo, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.



Artículo 455.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia de juicio o, en todo caso, dictarlo dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas del fallo, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, el juez deberá anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.



Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia de juicio o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.



Artículo 456.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes, en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquéllas.



Artículo 457.- La sentencia definitiva deberá contener:



1.- El lugar y fecha en que se expida;



2.- La individualización completa de las partes litigantes;



3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;



4.- El análisis de toda la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;



5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;



6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y



7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.



La sentencia que se dicte en la audiencia preparatoria, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 1, 2, 5, 6 y 7.



Artículo 458.- Si el juez que presidió la audiencia de juicio no pudiere dictar sentencia, aquélla deberá celebrarse nuevamente.



Artículo 459.- En caso de ser procedente, la sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto de que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, según corresponda. 



Artículo 460.- Una vez firme la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal, de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.

Párrafo 4º

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución
de los títulos ejecutivos laborales



Artículo 461.- La tramitación de los títulos ejecutivos laborales se desarrollará de oficio y por escrito por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.



Artículo 462.- Son títulos ejecutivos laborales:



1.- Las sentencias ejecutoriadas; 



2.- La transacción, conciliación y avenimiento que cumplan con las formalidades establecidas en la ley; 



3.- Los finiquitos suscritos por el trabajador y el empleador y autorizados por el Inspector del Trabajo o por funcionarios a los cuales la ley faculta para actuar como ministros de fe en el ámbito laboral;



4.- Las actas firmadas por las partes, y autorizadas por los Inspectores del Trabajo y que den constancia de acuerdos producidos  ante éstos o que contengan el reconocimiento de una obligación laboral o de cotizaciones de seguridad social, o sus copias certificadas por la respectiva Inspección del Trabajo;



5.- Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, y las copias auténticas de los mismos autorizadas por la Inspección del Trabajo, y



6.- Cualquier otro título a que las leyes laborales o de seguridad social otorguen fuerza ejecutiva.



Artículo 463.- En las causas laborales el cumplimiento de la sentencia se sujetará a las normas del presente Párrafo y, a falta de disposición expresa en este texto o en leyes especiales, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XIX del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 



Artículo 464.- Una vez ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 460, el tribunal ordenará el cumplimiento del fallo y lo remitirá, junto a sus antecedentes, dentro de quinto día al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución, de conformidad a las reglas de este Párrafo.



Recibidos los antecedentes por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra ejecutoriada, según sea el caso, se deberán remitir sin más trámite a la unidad de liquidación o al funcionario encargado para que se proceda a la liquidación del crédito, ya sea determinando los montos que reflejen los rubros a que se ha condenado u obligado el ejecutado y, en su caso, se actualicen los mismos, aplicando los reajustes e intereses legales. 



La liquidación deberá practicarse dentro de tercero día y será notificada por carta certificada a las partes, junto con el requerimiento al ejecutado para que pague dentro de los cinco días siguientes. En caso que la ejecución haya quedado a cargo de un tercero, la notificación deberá practicarse a éste en forma personal.



Artículo 465.- Iniciada la ejecución, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar a la Tesorería General de la República que retenga de las sumas que por concepto de devolución de impuestos a la renta corresponda restituir al ejecutado, el monto objeto de la ejecución, con sus reajustes, intereses y multas. Esta medida tendrá el carácter de cautelar.



Artículo 466.- En el caso que las partes pactaren una forma de pago del crédito perseguido en la causa, este pacto deberá ser ratificado ante el juez de la causa y la o las cuotas que se acuerden deberán consignar los reajustes e intereses del período. El no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, y dentro del plazo de sesenta días contado desde el incumplimiento, para que se ordene y cumpla el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento. El pacto así ratificado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales. 



Artículo 467.- Notificada la liquidación, las partes tendrán el plazo de cinco días para objetarla, sólo si de ella apareciere que hay errores de cálculo numérico, alteración en las bases de cálculo o elementos o incorrecta aplicación de los índices de reajustabilidad o de intereses emanados de los órganos competentes. 



El tribunal resolverá de plano la objeción planteada, pudiendo oír a la contraria si estima que los antecedentes agregados a la causa no son suficientes para emitir pronunciamiento.



Artículo 468.- La parte ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia, alguna de las siguientes excepciones: pago de la deuda, remisión, novación y transacción.



De la oposición se dará un traslado por tres días a la contraria y con o sin su contestación se resolverá sin más trámites, siendo la sentencia apelable en el solo efecto devolutivo.



Artículo 469.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 464, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 466, el ministro de fe designado por el tribunal procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas, tasando prudencialmente los mismos, consignándolo así en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.



Si no ha habido oposición oportuna o existiendo ha sido desechada, se ordenará sin más trámite hacer debido pago al ejecutante con los fondos retenidos, embargados o cautelados. En su caso, los bienes embargados serán rematados por cifras no menores al setenta y cinco por ciento de la tasación en primera subasta; en la segunda el mínimo será del cincuenta por ciento del valor de la tasación, y en la tercera no habrá mínimo. El ejecutante podrá participar en el remate y adjudicarse los bienes con cargo al monto de su crédito.



Los trámites y diligencias del procedimiento de apremio ya indicados, serán fijados por el tribunal consecuentemente con los principios propios de la judicatura laboral y teniendo como referencia las reglas de la ejecución civil, en lo que sean conciliables con dichos principios.



Artículo 470.- Las resoluciones que se dicten en los procedimientos regulados por este Párrafo serán inapelables, salvo lo dispuesto en el artículo 468.



Artículo 471.- Tratándose de títulos ejecutivos laborales distintos a los señalados en el número 1 del artículo 462, su ejecución se regirá por las disposiciones que a continuación se señalan y a falta de norma expresa, le serán aplicables las disposiciones de los Títulos I y II del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 



Una vez despachada la ejecución, el juez deberá remitir sin más trámite la causa a la unidad de liquidación o al funcionario encargado, según corresponda, para que se proceda a la liquidación del crédito, lo que deberá hacerse dentro de tercer día. 



En los juicios ejecutivos se practicará personalmente el requerimiento de pago al deudor y la notificación de la liquidación, pero si no es habido se procederá en la forma establecida en el  artículo 437, expresándose en la copia a que este mismo se refiere, a más del mandamiento, la designación del día, hora y lugar que fije el ministro de fe para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se trabará el embargo inmediatamente y sin más trámite.



En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículos 465, 466, 467; inciso primero del artículo 468, e incisos segundo y tercero del artículo 469.

Párrafo 5º

De los recursos



Artículo 472.- Los recursos se regirán por las normas establecidas en este Párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 473.- La reposición deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución que se impugna, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse al iniciarse ésta.



La reposición interpuesta en una audiencia deberá formularse verbalmente y resolverse en el acto.



Artículo 474.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas de primera instancia, las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.



Respecto del monto no cuestionado por el recurso, se seguirá su ejecución ante el tribunal que dictó la sentencia, como si esta estuviere ejecutoriada. En todo caso, la apelación requerirá del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que ella versa.



Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo. De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.



En caso de rechazarse el recurso, la garantía se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia.



Artículo 475.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:



a) Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de garantías constitucionales, o de normas legales que influya sustancialmente en lo dispositivo del fallo.



b) Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.



c) Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin alterar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.



Artículo 476.- La apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que la entabla. El apelante, al deducir el recurso, deberá fundarlo, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.



El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.



Artículo 477.- Los antecedentes se enviarán a la Corte de Apelaciones dentro de tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación.



Las partes se considerarán emplazadas en segunda instancia por el hecho de notificárseles la concesión del recurso de apelación.



No será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.



Artículo 478.- En segunda instancia no será admisible prueba. Excepcionalmente, la Corte de Apelaciones podrá admitir prueba documental, siempre que la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de rendirla en primera instancia.



Sin perjuicio de lo anterior, podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.



Artículo 479.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.



Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.



Artículo 480.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contado desde el término de la vista de la causa.



La Corte de Apelaciones se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes.



Artículo 481.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella.



Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.



Deberá la Corte, en todo caso, invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga el carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuere alguno de los contemplados en los objetivos contenidos en las causales a) o c) del artículo 475, y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 457, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.


Artículo 482.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y conocimiento en la Corte Suprema.
Párrafo 6º

Del Procedimiento de Tutela Laboral



Artículo 483.- El procedimiento contenido en este Párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de las normas laborales, que afecten los derechos fundamentales de los trabajadores, entendiéndose por éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 19, números 1º, inciso primero, siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral, 4º, 5º, en lo relativo a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, 6º, inciso primero, 12º, inciso primero, y 16º, en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a su libre elección y a lo establecido en su inciso cuarto, cuando aquellos derechos resulten lesionados en el ejercicio de las facultades del empleador. 



También se aplicará este procedimiento para conocer de los actos discriminatorios a que se refiere el artículo 2° de este Código, con excepción de los contemplados en su inciso sexto.



Se entenderá que los derechos y garantías a que se refieren los incisos anteriores resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquéllas sin justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su contenido esencial. En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de trabajadores, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.



Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos que proceda, no se podrá efectuar una denuncia de conformidad a las normas de este Párrafo, que se refiera a los mismos hechos.



Artículo 484.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá requerir su tutela por la vía de este procedimiento.



Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una acción conforme a las normas de este Párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, directamente o por intermedio de su organización de grado superior, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante. 



Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal caso como parte principal.



La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.



Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este Párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.



No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la Inspección del Trabajo deberá llevar a cabo, en forma previa a la denuncia, una mediación entre las partes a fin de agotar las posibilidades de corrección de las infracciones constatadas.



La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos fundamentales alegada. Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.



Artículo 485.- Este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales a que se refiere el artículo 483.



No cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en fundamentos diversos.



Artículo 486.- La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 



Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.



Artículo 487.- Si la vulneración de derechos fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 483, se hubiere producido con ocasión del despido, la legitimación activa para recabar su tutela, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo, corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.



La denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.



En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.



Con todo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de este Código, y además ello sea calificado como grave, mediante resolución fundada, el trabajador podrá optar entre la reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.



En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.



El juez de la causa, en estos procesos, podrá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 484.



Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, 

se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 446 y sólo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 



Artículo 488.- La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 444, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.



El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este Párrafo.



Artículo 489.- Admitida la denuncia a tramitación, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°.



Artículo 490.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar efectos irreversibles, ello, bajo apercibimiento de multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 



Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.



Artículo 491.- Cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios suficientes de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado explicar los fundamentos de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.



Artículo 492.- Con el mérito del informe de fiscalización, cuando corresponda, de lo expuesto por las partes y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 455.



Artículo 493.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 



1. La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada;



2. En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 490;



3. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 490, incluidas las indemnizaciones que procedan, y



4. La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.



En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado inmediatamente anterior a producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar cualquier tipo de acuerdo que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos fundamentales.



Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.

Párrafo 7°

Del procedimiento monitorio



Artículo 494.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a ocho ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.



Artículo 495.- El procedimiento monitorio se iniciará mediante la presentación del reclamo ante la Inspección del Trabajo. Las partes deberán concurrir a un comparendo de conciliación acompañando todos los instrumentos probatorios en que se funde su pretensión. El Inspector del Trabajo, al cursar la citación podrá instruir que se acompañen los contratos de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualquier otra documentación pertinente.



En dicho acto las partes que asistan deberán fijar domicilio dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funciona el tribunal respectivo.



Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo. 



Artículo 496.- En el caso de que el denunciante no se presentare al comparendo, se despachará una segunda citación para estos efectos.



Si nuevamente el denunciante no concurriere al comparendo, estando legalmente citado, los antecedentes serán archivados, sin perjuicio de su facultad para recurrir judicialmente de acuerdo a las reglas generales.



En el evento de que celebrándose el comparendo, en primera o segunda citación, aun sin la presencia del denunciado, no hubiere conciliación entre las partes, el Inspector del Trabajo remitirá al juzgado competente el acta de celebración del mismo y todos los instrumentos presentados por las partes.



De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan, y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.



Artículo 497.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del requirente, las acogerá inmediatamente; en caso contrario, las rechazará de plano.



En el caso de las partes que hayan asistido al comparendo a que se refiere el artículo 495, esta resolución les será notificada por carta certificada, al domicilio que hubieren señalado en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo, las que por este acto se entenderán emplazadas.



Artículo 498.- Las partes tendrán cinco días para reclamar de esta resolución ante el Tribunal que la dictó.



Presentado el reclamo, el juez citará a las partes a una audiencia que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes.



Artículo 499.- Esta audiencia será preparatoria y se desarrollará en conformidad con lo establecido en el artículo 451.



La audiencia de juicio tendrá lugar dentro de los 20 días siguientes, y se desarrollará de acuerdo a lo establecido en el artículo 452.



Artículo 500.- Contra la sentencia que se dicte en este procedimiento sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 475.”.



16. Sustitúyese el epígrafe del Título II del Libro V, por el siguiente: “Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas”.



17. Sustitúyese el artículo 474, que pasa a ser artículo 501, por el siguiente:



“Artículo 501.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.



En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4° de este Código.



La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días hábiles contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del Jefe de la Inspección Provincial o Comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.



Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I.



Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos lo dispuesto en el artículo 455.



Contra la sentencia que resuelva la reclamación sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en las letras a) y c) del artículo 475. La sentencia que falla la apelación no será objeto de recurso alguno.”.



18. Reemplázase el artículo 475, que pasa a ser artículo 502, por el que sigue:



“Artículo 502.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuere incompatible.”.



19. Reemplázase la numeración de los artículos 476, 477, 478, 478 bis, 479, 480, 481, 482 y 483, por la siguiente: 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510 y 511, respectivamente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1º transitorio.- La presente ley comenzará a regir el 1° de marzo de 2007.



Artículo 2º transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia de término, conforme al procedimiento en vigor al momento de la notificación de la demanda.”.

______________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecida en la ley Nº 19.779, con informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecida en la ley Nº 19.779, con informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.960-11, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión 39ª, ordinaria, de 5 de octubre de 2005, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, ocasión en que se estableció el correspondiente plazo para formular indicaciones, al término del cual ninguna fue presentada, por lo que el proyecto de ley se envió a la Comisión de Hacienda, en cumplimiento de las normas legales y reglamentarias sobre la materia. 



El señor Secretario General Subrogante manifiesta que la Comisión de Hacienda, de conformidad con su competencia, se pronunció sobre los artículos 1º y 3º de la iniciativa de ley, dándoles aprobación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, en los mismos términos en que lo hizo la Sala del Senado en la sesión 39ª, ordinaria, de 5 de octubre del año en curso. 



En discusión en particular el proyecto de ley, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei.



Cerrado el debate y puesta en votación en particular esta iniciativa legal, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 19.779, en los siguientes términos:



1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1° transitorio, el guarismo “2004”  por  “2006”.



2) Incorpórase el siguiente inciso segundo en el artículo 3° transitorio:



“El gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará mediante reasignaciones en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública. Durante el año 2006, se destinarán al otorgamiento de bonificaciones $ 800.000.000 con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública.”.



Artículo 2°.- Cada vez que los artículos 1° y 2° transitorios de la ley N° 19.779 se refieran al “decreto supremo” o al “reglamento”, se entenderá que se refieren al decreto supremo N° 310, de 2002, de los Ministerios de Salud y de Hacienda, publicado en el Diario Oficial del 17 de abril de 2003, y a sus modificaciones.



Artículo 3°.- Todas aquellas bonificaciones que hayan sido solicitadas al amparo de los artículos transitorios de la ley N° 19.779, desde el 1 de enero de 2005 hasta la fecha de publicación de esta ley, se entenderán comprendidas por aquélla y tendrán derecho al beneficio siempre que se haya cumplido a su respecto cada uno de los requisitos establecidos en los citados artículos transitorios y en su reglamento.”.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo propuesto por diversos señores Senadores en que solicitan a S. E. el Presidente de la República que la asignación de zona de los funcionarios fiscales de la provincia de Palena y de la Región de Aysén se calcule 

sobre la base del sueldo imponible



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Marcos Aburto Ochoa, Jorge Arancibia Reyes, Marco Cariola Barroilhet, Andrés Chadwick Piñera, Sergio Fernández Fernández, Eduardo Frei Ruiz Tagle, José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss, Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Jovino Novoa Vásquez, Sergio Páez Verdugo, Baldo Prokurica Prokurica, Mario Ríos Santander, Rodolfo Stange Oelckers, Ramón Vega Hidalgo, Andrés Zaldívar Larraín y Enrique Zurita Camps, correspondiente al Boletín Nº S 829-12, es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE ACUERDO:



La Asociación Nacional de Empleados Fiscales, “ANEF”, provincia de Palena, ha solicitado apoyo parlamentario para una modificación legal, pero cuya iniciativa es de exclusividad del Presidente de la República.


En efecto, los funcionarios fiscales que prestan sus servicios en la Provincia de Palena y en la Región de Aysén perciben una asignación de zona ascendente al 90%, 105% y 70% respectivamente, tal como lo dispone el decreto ley Nº 249, de 31 de Diciembre de 1973, calculada sobre el sueldo base. Es de todos conocido, que la remuneración base no ha experimentado aumentos o reajustes que correspondan a la realidad de lo percibido por los trabajadores, pero a éstos se les engrosa sus remuneraciones con asignaciones especiales.


Sin embargo, la forma de aplicar el cálculo de las asignaciones tiene sus excepciones, toda vez que para el personal médico y afines, Fuerzas Armadas y empleados del Poder Judicial se tiene como base el sueldo imponible en el porcentaje establecido en la ley. Respecto de los funcionarios del Poder Judicial tienen un tratamiento especial, dado que para estos efectos se considera el sueldo base de la escala de remuneraciones contenidas en el decreto ley Nº 249, ya citado, más la asignación de antigüedad y la suma resultante se aumenta en un 100%.


Lo que pretenden los trabajadores fiscales recurrentes, consiste en que la asignación de zona se calcule sobre la base del sueldo imponible, que es el monto realmente percibido por los trabajadores en retribución de la prestación de sus servicios y no en consideración a la ficción legal que es en la actualidad el sueldo base y que en la práctica ha pasado a ser una mera referencia numérica.


Para comprender el fundamento de esta aspiración de los Empleados Fiscales, es necesario considerar que la Provincia de Palena y la Región de Aysén son quizás las zonas más aisladas del país y, por lo tanto, el transporte de mercaderías o el valor de pasajes aumenta considerablemente en relación con el resto del país.


Para dar cumplimiento legal a esta aspiración se requiere modificar el artículo 7º del mencionado decreto ley, señalando que los porcentajes se calcularan para los trabajadores a quienes se aplica la escala del artículo de esa norma, sobre el “sueldo imponible”.


Consecuentemente con lo anterior, se acuerda solicitar al señor Presidente de la República se sirva estudiar la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja los aspectos anteriormente señalados.”.
- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

__________________

INCIDENTES



El señor Secretario General Subrogante informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--De los Honorables Senadores señores Cantero y Horvath, al señor Ministro de Salud y al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, sobre funcionamiento de la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas de la ciudad de Calama.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Educación, respecto de irregularidades que se estarían produciendo en el Complejo Educacional Victoria, de la comuna de Victoria.



2) Al señor General Director de Carabineros, en que reitera oficios números 25.780 y 25.781.



3) A la señora Subsecretaria de Salud, acerca de autorización para el funcionamiento de un Centro de Optometría.



4) Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Novena Región, respecto del estado de tramitación de la autorización de los planes de estudio del Curso de Auxiliares Paramédicos de Enfermería impartido por el Liceo EDUCASE de la comuna de Angol.



5) Al señor Director Regional de Vialidad de la Novena Región, sobre la reparación del puente Ñanco, comuna de Collipulli.



6) Al señor Director Regional de la Corporación Nacional Forestal, reiterando oficios números 25.776 y 25.779.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, al señor Subsecretario de Pesca y al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, respecto de las causas que originaron la Resolución Exenta Nº 3456 de la Subsecretaría de Pesca, de fecha 19 de octubre de 2005.



2) Al señor Ministro de Educación, a la señora Ministra de Bienes Nacionales, a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Medio Ambiente y al señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, sobre declaración como Santuarios de la Naturaleza de los Humedales de Río Murta y Río Baker, sector Los Ñadis, Undécima Región.



3) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a los señores Intendentes de la Undécima y Duodécima Regiones, a los señores Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y de Obras Públicas de las Regiones Undécima y Duodécima, al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, a los señores Directores Regionales de SERNATUR de las Regiones Undécima y Duodécima y a los Consejeros Regionales, integrantes de las Comisiones de Obras Públicas de las mencionadas Regiones, acerca del mejoramiento de la infraestructura portuaria en las referidas zonas del país.



4) Al señor Contralor General de la República, respecto de Resolución Exenta Nº 3456, de la Subsecretaría de Pesca, de fecha 19 de octubre de 2005.



5) Al señor Director Nacional de Vialidad y al señor Director de Vialidad de la Región de Aysén, en cuanto a la necesidad de construir una pasarela o puente colgante en el sector Río Murta.



--Del Honorable Senador señor Orpis, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, acerca de familias que se verían afectadas, por expropiación de terrenos en la ciudad de Iquique, para construcción de una carretera.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera Gallo, quien se refiere a la sesión que celebrará la Comisión de Salud con el objeto de analizar las implicancias de la denominada “gripe aviar”.

- - -



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere al conflicto que existe entre la propiedad privada y las emergencias públicas que se pueden presentar, como sería el caso de la mencionada gripe aviar.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Demócrata Cristiano y Partido Renovación Nacional.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE PRESUPUESTO DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2006

(3993-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"I.- CALCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS


Artículo 1º.-  Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2006, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	15.297.533.252
	533.562.397
	14.763.970.855

	IMPUESTOS
	11.835.979.503
	
	11.835.979.503

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	989.366.384
	
	989.366.384

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	177.403.916
	134.597.358
	42.806.558

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	253.610.308
	5.299.242
	248.311.066

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	372.910.061
	
	372.910.061

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	275.291.329
	
	275.291.329

	VENTA  DE   ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	21.527.894
	
	21.527.894

	VENTA  DE  ACTIVOS  FINANCIEROS
	285.117.960
	
	285.117.960

	RECUPERACION  DE  PRÉSTAMOS
	221.533.050


	
	221.533.050

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	429.701.402
	393.665.797
	36.035.605

	ENDEUDAMIENTO


	406.261.488
	
	406.261.488

	SALDO INICIAL DE CAJA


	28.829.957
	
	28.829.957

	
	
	
	

	GASTOS
	15.297.533.252
	533.562.397
	14.763.970.855

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL
	2.509.340.017
	
	2.509.340.017

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	1.014.354.790
	
	1.014.354.790

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	4.009.459.766
	
	4.009.459.766

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.046.937.255
	130.205.376
	3.916.731.879

	INTEGROS AL  FISCO
	18.319.557
	9.691.224
	8.628.333

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	361.934
	
	361.934

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	103.365.040
	
	103.365.040

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS FINANCIEROS
	615.284.658
	
	615.284.658

	INICIATIVAS  DE 

INVERSIÓN
	1.098.202.151
	
	1.098.202.151

	PRÉSTAMOS
	191.583.031
	
	191.583.031

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	1.458.446.921
	393.665.797
	1.064.781.124

	SERVICIO DE LA DEUDA


	217.610.841
	
	217.610.841

	SALDO FINAL DE CAJA


	14.267.291
	
	14.267.291


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	IMPUESTOS


	1.298.300
	
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	1.098
	
	1.098

	RENTAS  DE  LA  PROPIEDAD


	1.093.600
	
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	3.262
	
	3.262

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	58.988
	
	58.988

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	1.657
	
	1.657

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	31.493
	
	31.493

	RECUPERACION DE PRÉSTAMOS


	939
	
	939

	ENDEUDAMIENTO


	23.485
	
	23.485

	SALDO INICIAL DE CAJA


	6.300
	
	6.300

	GASTOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	122.212
	
	122.212

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	161.555
	
	161.555

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	760
	
	760


	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	62.516
	
	62.516

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	8.740
	
	8.740

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	718.065
	
	718.065

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	10.970
	
	10.970

	PRÉSTAMOS


	939
	
	939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	524.521
	
	524.521

	SERVICIO DE LA DEUDA


	904.726
	
	904.726

	SALDO FINAL DE CAJA


	4.118
	
	4.118



Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2006, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:


	
	

	IMPUESTOS


	11.835.979.503
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.814.776
	98


	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	138.538.922
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	5.568.901
	3.228

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	67.776.333
	19.878

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	58.472
	

	RECUPERACION DE PRÉSTAMOS


	5.390.483
	

	ENDEUDAMIENTO


	324.000.000
	20.900

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS


	12.387.127.390
	2.438.004

	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	7.405.773
	

	Congreso Nacional


	58.551.641
	

	Poder Judicial


	189.429.390
	

	Contraloría General de la República


	24.993.228
	

	Ministerio del Interior


	324.074.316
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	27.289.616
	131.726



	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	93.420.250
	

	Ministerio de Hacienda


	162.599.126
	

	Ministerio de Educación


	2.433.098.762
	

	Ministerio de Justicia


	312.332.594
	

	Ministerio de Defensa Nacional


	973.502.954
	157.276

	Ministerio de Obras Públicas


	633.823.584
	

	Ministerio de Agricultura


	159.628.783
	

	Ministerio de Bienes Nacionales


	5.646.591
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.412.639.386
	

	Ministerio de Salud


	949.750.066
	

	Ministerio de Minería


	20.787.145
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo


	438.147.952
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	41.516.552
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	29.518.198
	

	Ministerio de Planificación


	166.076.743
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	17.771.459
	

	Ministerio Público


	74.974.250
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	- Subsidios


	421.232.761
	

	- Operaciones    Complementarias


	1.224.226.724
	1.244.296

	- Servicio de la Deuda Pública


	184.689.546
	904.706

	TOTAL  APORTES


	12.387.127.390
	2.438.004


II Disposiciones Complementarias


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda  nacional  o  en  monedas  extranjeras,  hasta por la cantidad de US$ 620.900 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 179.100 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.

La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2006 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, conviniéndose a plazos que no podrán exceder en cinco años al promedio que reste para el servicio de las deudas que se extinguirán, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2006, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- En  conformidad  con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera  convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incremen​tarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Artículo 5°.- La identificación previa a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, se aplicará respecto de los fondos aprobados en la presente ley para el ítem 02 del subtítulo 29, rigiendo al afecto lo dispuesto en dicho artículo y su reglamento.


Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a la disposición citada en el inciso precedente. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2006, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos. 


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N°151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.


Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, mediante documento interno de administración del respectivo Servicio, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La emisión del referido documento y su visación podrán efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. 

 
Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9°.- Los órganos y servicios públicos, regidos presupuestariamente por el decreto ley N° 1.263, de 1975, necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para comprometerse mediante el sistema de contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado y para celebrar contratos de arrendamiento de inmuebles cuya renta mensual y/o plazo superen los que fije el referido Ministerio. 


Los organismos regidos por la ley N° 18.695 podrán requerir las autorizaciones previas a que se refiere el inciso anterior cuando acrediten que a la fecha de la solicitud, no adeudan aportes al Fondo Común Municipal ni registran ellos mismos o las corporaciones a través de las cuales administran los servicios traspasados en virtud del decreto con fuerza de ley N° 1-3063, de 1979, del Ministerio del Interior, deudas por concepto de cotizaciones previsionales. Tratándose de operaciones de venta de inmuebles con pacto de recompra en un plazo determinado mediante contratos del sistema señalado en el inciso anterior, no podrá incluirse bienes inmuebles de uso público y áreas verdes sin valor comercial o sin uso alternativo para el que financia, tales como plazas, parques y similares.


Artículo 10.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación a el o los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 


Artículo 11.- Durante el año 2006, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios con derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N°19.882.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para el pago de las bonificaciones devengadas conforme a la antes citada ley y para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 12.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


No obstante lo anterior, tales contrataciones estarán afectas a las autorizaciones previas, procedimientos y límites que se establezcan mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda.


Artículo 13.- Para los efectos de proveer durante el año 2006 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web  institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional y en el Diario Oficial, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 14.- Los órganos y servicios públicos de la administra​ción civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición a cualquier título de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que estos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motoriza​dos a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.


Artículo 15.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2006 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2005, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se  destinarán a los siguientes objetivos:


65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente, ni respecto de las enajenaciones que se efectúen de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 17.174, en el decreto ley N° 2.569, de 1979 y en la ley N° 19.229.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren  todo o  parte de los bienes  inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes  Nacionales dentro  del  plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 16.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos y a la asignación Provisión para Distribución  Suplementaria,  de la Partida  Tesoro Público, totalmente tramitados en el período,  dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.


4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurada en presupuesto inicial; presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial de Presupuestos.


Artículo 17.- Durante el año 2006, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$ 2.000.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 18.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, sustituya los pagarés emitidos en virtud del artículo 75 de la ley N° 18.768, por otros documentos o bonos emitidos por la Tesorería General de la República, cuyo plazo de vencimiento promedio será igual o inferior al de vencimiento de la deuda a que se refiere la ley N° 18.358. El procedimiento de sustitución, tasa de interés y demás características, condiciones y modalidad de dichos instrumentos serán los que se determinen en el respectivo decreto.


Una vez que se sustituyan los pagarés señalados en el inciso anterior o que se contraigan obligaciones con el propósito de pagar anticipadamente la deuda a que se refiere la ley N° 18.358 y sus modificaciones, se podrán celebrar contratos de canje de tasas de interés y de monedas relacionados con los pasivos resultantes. La suma de los montos involucrados en los contratos de canje no podrá exceder el total de los pasivos relacionados.


Artículo 19.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos.


Artículo 20.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N°3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley  N° 19.104, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


La fijación de montos y plazos a que se refiere el artículo 9° de esta ley, se efectuará por oficio del Ministro de Hacienda. 


Artículo 21.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2006, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.”.

****


Hago presente a V.E. que el artículo 3° del proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto conforme de 101 señores Diputados, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE COMPLEMENTA LA LEY Nº 19.950, PARA ESTABLECER PENA EN CASO DE HURTO FALTA EN GRADO DE FRUSTRADO

(3867-07)

Honorable Senado:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado por moción del Honorable Diputado señor Patricio Walker Prieto y copatrocinada por los Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, José Ramón Barros Montero y Leopoldo Sánchez Grunert.


La iniciativa ha sido declarada de suma urgencia por el Presidente de la República, según oficio del que se dio cuenta al Senado en la sesión de 2 de noviembre en curso.

- - - - - -


Cabe hacer presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión lo discutió sólo en general y, asimismo, propone debatirlo en general en la Sala del Senado, con el fin de abrir plazo de indicaciones para perfeccionar la iniciativa legal en el segundo informe, con motivo de su estudio en particular.

- - - - - -



Es dable señalar que el proyecto de la referencia fue recibido desde la Cámara de Diputados refundido con el Boletín 
Nº 3.931-07, correspondiente al proyecto de ley que sanciona como delito el hurto hormiga cualquiera que sea el valor de la cosa hurtada, iniciado en moción del Honorable Diputado señor Gonzalo Uriarte Herrera y copatrocinada por los Honorables Diputados señora Marcela Cubillos Sigall y señores Marcelo Forni Lobos, Javier Hernández Hernández, Zarko Luksic Sandoval, Pablo Prieto Lorca, Leopoldo Sánchez Grunert, Ignacio Urrutia Bonilla, Mario Varela Herrera y Patricio Walker Prieto.


Sin embargo, a raíz del debate desarrollado en la Cámara de origen, el señalado proyecto fue aprobado en general por la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, pero su artículo único fue rechazado en la discusión en particular, pronunciamiento que, en definitiva, la Cámara de Diputados mantuvo, por lo que su contenido no forma parte de la iniciativa en informe.

- - - - - -


A la sesión en que la Comisión analizó el proyecto concurrieron, en representación del Ejecutivo, el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa, el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena, el Director de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado y el Jefe del Departamento de Estudios y Proyectos de la Defensoría Penal Pública, señor Claudio Pavlic.

- - - - - -

ANTECEDENTES

1.- Objetivos fundamentales de la iniciativa

El proyecto en análisis tiene por finalidad complementar la ley Nº 19.950, que aumenta las sanciones a los hurtos y facilita su denuncia e investigación, estableciendo la pena de multa respecto del hurto falta cuando se encuentra en el grado de frustrado.

2.- Moción

El autor de la moción, al fundamentarla, señala que la ley Nº 19.950, publicada en el Diario Oficial el 5 de junio de 2004, que modificó el Código Penal y otros cuerpos legales, aumentó las sanciones a los hurtos y aprobó normas para facilitar su denuncia e investigación. Agrega que, para los efectos anteriores, se insertó un artículo 494 bis, nuevo, en el Código Penal, que castiga el hurto falta -esto es, aquel en que el valor de la especie hurtada es igual o inferior a media unidad tributaria mensual (U.T.M.)-, con la pena de prisión en su grado mínimo a medio (de 1 a 40 días de privación de libertad).


Dicho artículo, en su inciso final, establece que se sancionará también la falta frustrada y la tentativa, conforme a las definiciones del artículo 7º del Código mencionado. 


Explica, asimismo, que esta norma es fruto de una indicación senatorial que apuntaba a sancionar, en forma expresa y conforme a las reglas generales, estos grados del iter criminis -frustrado y tentativa-, a fin de eliminar el argumento sostenido por algunas Cortes de Apelaciones sobre la base del artículo 7º del Código Penal, en el sentido de que no son punibles la tentativa y la frustración de las faltas. 


Por otro lado, señala la moción, de acuerdo a las reglas generales contenidas en los artículos 50, 51 y 52 del Código Penal, aplicables a crímenes y simples delitos, la pena establecida para un delito se considerará siempre asignada para el delito consumado. En caso de delito frustrado, la pena deberá rebajarse en un grado y en el caso de la tentativa, en dos grados.


En ese contexto, el inciso final del artículo 494 bis incorporado al Código Penal, pretendió hacer aplicables los artículos citados al caso del hurto falta y, así, rebajar en un grado o dos la pena asignada al delito, según si la conducta se configuraba en grado de frustrada o de tentativa, respectivamente.


Lo anterior, agrega la iniciativa, tiene gran importancia práctica porque en muchos de los casos de hurto falta que se producen al interior de establecimientos comerciales, el autor es sorprendido y detenido antes de pasar las cajas de pago, lo que da lugar a un delito frustrado. 


En otro ámbito, explica la moción, las Cortes de Apelaciones de nuestro país han adoptado criterios distintos frente a la posibilidad de castigar el hurto falta frustrado. 


Así, por ejemplo, algunos tribunales han aceptado rebajar la pena establecida en el artículo 494 bis en un grado, aplicando la regla de los citados artículos 50 y siguientes del Código Penal, con lo cual -y de acuerdo al artículo 60 del mismo Código-, corresponde aplicar la pena de multa. 


Otros tribunales, sin embargo, han considerado que, si bien el legislador pretendió establecer una norma excepcional para este tipo de delitos, no les señaló una pena específica y, en consecuencia, se trataría de una ley penal en blanco donde la figura del hurto falta frustrado no estaría sancionada.


Esta última posición se fundamenta en que la regla general establecida en el artículo 9º del Código Penal señala que las faltas sólo son castigadas cuando son consumadas y las normas de los artículos 50 y siguientes sólo son aplicables a los crímenes y a los simples delitos.


Concluye la moción explicando que, frente a los diversos criterios jurisprudenciales, la Corte Suprema emitió su opinión en fallo del 20 de abril de 2005, conociendo de un recurso de nulidad interpuesto por el Fiscal Adjunto de Valparaíso. 


En efecto, el Máximo Tribunal, en el considerando noveno del aludido fallo, manifestó que es indudable que cuando se incorporó el artículo 494 bis al Código Penal, la intención del legislador fue castigar de manera más severa el delito falta de hurto, sancionando la falta frustrada y la tentativa que, por regla general, son conductas atípicas. Pero lo cierto, agrega la sentencia, es que lo anterior se hizo de manera incompleta, por cuanto no se estableció de forma precisa y determinada la sanción correlativa a esos grados de comisión del ilícito, que, por lo general, importan penas inferiores al delito consumado, al tenor de los artículos 51 y 52 del Código Penal, normas estas últimas que, además, sólo reciben aplicación tratándose de crímenes y simples delitos y que, por tanto, no se pueden aplicar por analogía a las faltas.

Más adelante, en el considerando décimo del fallo, se señala que sin lugar a dudas, y conforme a los preceptos antes citados, la penalidad que contiene el artículo 494 bis del Código Penal sólo está referida a las faltas consumadas y que la expresión “también” del inciso final de dicha norma, sólo representa una mera intención de hacer típica la falta frustrada y la tentativa, pero que, al no contener la ley sanción expresa y determinada respecto de dichas conductas, no ha satisfecho el principio básico, constitucional de establecer legalmente la pena que sería del caso aplicar.

3.- Legales

a) Código Penal:


En lo que respecta al presente proyecto, cabe mencionar las siguientes disposiciones:


El artículo 7º, que dispone que son punibles no sólo el crimen o simple delito consumado, sino el frustrado y la tentativa.


El inciso segundo de esta norma señala que hay crimen o simple delito frustrado cuando el delincuente pone de su parte todo lo necesario para que el crimen o simple delito se consume y esto no se verifica por causas independientes de su voluntad.


El inciso tercero agrega que hay tentativa cuando el culpable da principio a la ejecución del crimen o simple delito por hechos directos, pero faltan uno o más para su complemento.


El artículo 9º, que establece que las faltas sólo se castigan cuando han sido consumadas.


El artículo 50, conforme al cual a los autores de delito se impondrá la pena que para éste se halle señalada en la ley.


El inciso segundo de dicho artículo precisa que, siempre que la ley designe la pena de un delito, se entiende que la impone al delito consumado.


El artículo 51, que dispone que a los autores de crimen o simple delito frustrado y a los cómplices de crimen o simple delito consumado, se impondrá la pena inmediatamente inferior en grado a la señalada por la ley para el crimen o simple delito.


El artículo 52, que en su inciso primero sanciona a los autores de tentativa de crimen o simple delito, a los cómplices de crimen o simple delito frustrado y a los encubridores de crimen o simple delito consumado, con la imposición de la pena inferior en dos grados a la que señala la ley para el crimen o simple delito.


El artículo 60, cuyo inciso primero establece que la multa se considera como la pena inmediatamente inferior a la última en todas las escalas graduales.


El artículo 494 bis, conforme al cual los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio (de 1 a 40 días de privación de libertad) y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales
, si el valor de la cosa hurtada no pasa de media unidad tributaria mensual
.


El inciso segundo dispone que, en caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo (de 41 a 60 días de privación de libertad).


El inciso tercero agrega que, en los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentada en un grado, si éstos se han prevalido de los menores en la perpetración de la falta.


El inciso final establece que se sancionará también la falta frustrada y la tentativa, conforme a las definiciones del artículo 7º.


b) Ley Nº 19.950, que aumenta las sanciones a los hurtos y facilita su denuncia e investigación.

4.- Estructura del proyecto

El proyecto de ley en estudio consta de un artículo único, que sustituye el inciso final del artículo 494 bis del Código Penal, por otro mediante el cual se establece que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º del mismo Código, la falta de que trata el mencionado artículo 494 bis se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si se da en grado de frustrada.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general, el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil, señaló que el Ejecutivo apoya esta moción parlamentaria, la que se encuadra dentro de los objetivos propuestos con la dictación de la ley Nº 19.950 que se pretende complementar.


Explicó que el denominado hurto falta o hurto hormiga es un ilícito que resulta particularmente preocupante por el hecho de que, habitualmente, es cometido por bandas que comprometen en su actuar a menores de edad, constituyendo esto el inicio de muchas carreras delictuales. 


Esta preocupación, recordó, derivó en la dictación de la ley Nº 19.950, la que, en primer término, rebajó la cuantía mínima para configurar esta clase de hurto, así como también estableció que éste debía sancionarse cualquiera fuera el grado de comisión del delito, esto es, consumado, tentativa o frustrado. Asimismo, consagró en esta materia el registro de las condenas, lo cual es muy importante para los efectos de la reincidencia. Finalmente, aumentó las sanciones aplicables, tanto para el caso de la reincidencia como para aquel en que se involucren menores de edad.


Sin embargo, continuó, uno de los objetivos perseguidos por la ley Nº 19.950 no llegó a cumplirse, por cuanto dicha ley, si bien sancionó tanto el ilícito consumado como la tentativa y el delito frustrado, omitió señalar la pena específica a aplicar en cada grado del iter criminis. Recordó que ello fue advertido en su oportunidad por la Corte Suprema, la que indicó que, al no establecerse expresamente la penalidad correlativa, se vulneran los preceptos constitucionales sobre la legalidad de las penas.


Expresó que el proyecto que se analiza se hace cargo de este problema y establece una sanción determinada para el caso del hurto falta frustrado. Recordó que esta materia fue largamente discutida en la Cámara de Diputados, en particular en cuanto a si debía penalizarse también la tentativa, cuestión que contaba con el apoyo del Ejecutivo, pero que, finalmente, no prosperó.


Seguidamente, el señor Subsecretario destacó la importancia de la modificación que incorpora este proyecto, señalando que esta clase de ilícitos, por las especiales características que les son propias, cuando son descubiertos se frustran; por ejemplo, al sorprender a una persona en un supermercado ocultando mercaderías en su vestimenta o advirtiendo su conducta a través de cámaras de seguridad. En consecuencia, cuando estos delitos son detectados se transforman en frustrados y, por ende, quedan sin castigo. De ahí, entonces, la relevancia de contar con una pena expresa que sancione tales conductas aunque no hayan alcanzado a consumarse. Expresó que el Ejecutivo comparte este propósito y que, más aún, estima que lo óptimo sería sancionar también la tentativa, aunque sea con menor severidad, porque con ello efectivamente se seguiría en la misma línea de la ley Nº 19.950.


Finalmente, destacó la importancia del respectivo registro de sanciones y condenas con motivo de la comisión de estos delitos, porque ello redunda directamente en la efectiva posibilidad de castigar más drásticamente la reincidencia.


A continuación, hizo uso de la palabra el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena, quien destacó que, si bien la ley 
Nº 19.950 sancionó el hurto falta frustrado y la tentativa, la Corte Suprema, zanjando la jurisprudencia dispar de nuestros tribunales superiores de justicia sobre la materia, estimó que dicha ley no estableció una pena específica para esos casos. Además, sentenció el máximo tribunal, no resultan aplicables los artículos 52 y 53 del Código Penal, por cuanto éstos se refieren solamente a los crímenes y simples delitos, no así a las faltas, a las que no se les puede aplicar por analogía.


Coincidió con el señor Subsecretario del Interior en que la sanción de estos ilícitos efectivamente debe comprender tanto el delito consumado como la tentativa y el frustrado, por cuanto en la realidad se presenta una serie de situaciones que pueden ser calificadas en un sentido o en el otro, por la especial forma en que se producen, por ejemplo, escondiendo objetos en la vestimenta u ocultándolos al pasar por las cajas registradoras de pago. Ello, agregó, podría conducir a definir cada caso como simple tentativa dejando nuevamente estos hechos en la impunidad. Recordó que la jurisprudencia no ha sido uniforme en este tema, llegando incluso a considerar que, al no haber actos de disposición de las cosas hurtadas, no se consuma el delito, calificándolo en grado de frustrado y, por tanto, dejándolo sin sanción.


Puso énfasis en señalar que el daño que se produce con este tipo de delitos no sólo perjudica a las empresas afectadas, sino que también a todo el país porque, por un lado, las pérdidas son cuantiosas y se traducen en menor recaudación de impuestos y, por el otro, porque, conforme a los estudios de los economistas, el valor de las cosas hurtadas se traspasa al precio de las otras mercaderías y ese costo, en definitiva, lo asumen los consumidores. En consecuencia, siendo un problema que afecta a toda la comunidad, amerita una sanción, no necesariamente para imponer las penas más altas, pero sí para dar una clara señal de que estos ilícitos no quedarán sin castigo.


En relación a los proyectos que sobre esta materia estudia actualmente esta Comisión, esto es, el proyecto de la referencia que fue aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados y, por otro lado, una moción del Honorable Senador señor Fernández que se encuentra en su primer trámite constitucional
, el Fiscal Nacional, señor Piedrabuena, manifestó que esta última es más completa, en la medida que sanciona el hurto falta tanto en el grado de tentativa como de frustrado y, en ambos casos, con la misma pena del delito consumado, lo que no sucede con el proyecto despachado por la Cámara, que sólo penaliza el delito frustrado. Sin embargo, agregó, sería necesario hacer algunos ajustes en la referida moción, ya que contempla otros temas, como, por ejemplo, una reincidencia especial para este tipo de delitos que no se aplicaría a otros ilícitos. 


Seguidamente, intervino el Jefe del Departamento de Estudios y Proyectos de la Defensoría Penal Pública, señor Claudio Pavlic, quien indicó que, entre las diversas propuestas analizadas sobre esta materia, la entidad a la que representa adhiere principalmente al proyecto que fue aprobado en la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana de la Cámara de Diputados, en el cual se sanciona el hurto falta en tentativa y frustrado, fórmula que resuelve de mejor manera el vacío existente en este tema y que puso de manifiesto la decisión emitida por la Corte Suprema, ya antes mencionada. Además, dicha fórmula es coincidente con los propósitos perseguidos al establecerse el artículo 494 bis del Código Penal.


Asimismo, hizo presente que, de acuerdo a las cifras que arrojan los estudios estadísticos, este tipo de ilícitos se comete con mayor frecuencia en algunos supermercados y en ciertas grandes tiendas, lo que se relaciona directamente con el tema de la seguridad. 


En efecto, precisó, en los últimos veinte años el modelo de venta ha cambiado ostensiblemente, pasando de la modalidad de atención personal al cliente por parte del comerciante, a un sistema nuevo, basado en la confianza, donde los productos ofrecidos son puestos a disposición directa del público. Dentro de este esquema, añadió, adquieren especial importancia las medidas de seguridad que deben adoptarse en resguardo del establecimiento comercial, a fin de evitar estos delitos contra la propiedad. En ese orden de ideas, planteó la preocupación de que la solución de este problema se esté entregando por completo a la justicia penal, en circunstancias que el remedio también podría encontrarse en el ámbito de la seguridad al interior de los recintos privados.


El Honorable Senador señor Espina compartió la opinión del señor Fiscal Nacional, en cuanto a que si no se sanciona la tentativa habrá muchas situaciones que podrán ser calificadas de tal, quedando, finalmente, en la impunidad. Por tanto, agregó, lo más razonable parece ser penalizar este tipo de hurto en sus diversos grados de ejecución. Para tales efectos, señaló, existen dos procedimientos, uno consistente en establecer una pena específica para cada grado del iter criminis, y otro, por el cual se sanciona la tentativa y el delito frustrado con la misma pena establecida para el delito consumado. 


Finalizadas las intervenciones anteriores, los miembros de la Comisión se manifestaron contestes con la idea de legislar en esta materia.


- Sometido a votación en general el proyecto, fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Chadwick y Viera-Gallo.

- - - - - -


A continuación, y con la misma unanimidad anterior, la Comisión acordó dejar expresa constancia de lo siguiente:


Paralelamente a la tramitación de la presente iniciativa de ley, se encuentra en curso un proyecto, iniciado en moción del Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández, relativo al hurto falta, correspondiente al Boletín Nº 3.969-07 y que actualmente cumple su primer trámite constitucional en el Senado, en esta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


A pesar de que dicho proyecto trata similar materia a la contenida en la iniciativa sobre la que versa el presente informe, la acumulación de ambos proyectos es improcedente, por cuanto uno de ellos se encuentra en el segundo trámite constitucional (Boletín Nº 3.867-07), en tanto que el otro (Boletín Nº 3.969-07), como se dijo, está en el primero.


La acumulación de iniciativas en diferente estado de tramitación significaría privar a la cámara revisora de sus facultades para analizar, en segundo trámite constitucional, el proyecto que actualmente se encuentra en primer trámite en el Senado (Boletín Nº 3.969-07), lo que transgrede el inciso segundo del artículo 69 de la Constitución Política de la República, que requiere que todos los proyectos aprobados en la cámara de origen sean examinados por la revisora.


Considerando esta circunstancia, la Comisión acordó dejar constancia de que las disposiciones contenidas en el Boletín 
Nº 3.969-07 serán integradas al articulado del proyecto en informe por vía de indicación, y que se propondrá el archivo del referido boletín, una vez despachado el presente proyecto en el segundo trámite constitucional.


La referida moción es del siguiente tenor:


“Art. Único: Modifícase el Código Penal en el siguiente sentido:


1. En el inciso segundo del artículo 494 bis, sustitúyase el punto seguido por una coma, y agréguese a continuación la frase “salvo que el fiscal solicite una pena menor de prisión o multa, o de ambas conjuntamente.  Se entenderá que el imputado es reincidente cuando haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento.”

2. En el inciso segundo del artículo 494 bis, trasládese la oración que está a continuación del punto seguido, comenzando por la palabra “En” y terminando con la palabra “falta”, a un nuevo inciso tercero.


3. Sustitúyase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente: “La falta a que se refiere este artículo se sancionará como consumada desde que esté en estado de tentativa, y serán siempre aplicables los incisos precedentes.”.”.

- - - - - -


En mérito de los acuerdos anteriores, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer que aprobéis en general el proyecto de ley que se consigna a continuación:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales si se encontrare en grado de frustrada.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, 7 de noviembre de 2005.


(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,




Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SANCIONA CON MAYOR RIGOR EL ABIGEATO Y FACILITA SU INVESTIGACIÓN

(3038-07, 3495-07 y 3360-01)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en tres mociones refundidas de diversos señores Diputados, correspondientes a los Boletines Nos 3.038-07, 3.495-07 y 3.360-01.


Cabe señalar que, con fecha 7 de septiembre del presente año, la Comisión despachó en general el proyecto, solicitando expresamente a la Sala que desagregara el Boletín 2.369-07, en primer trámite constitucional, agregado por el Senado cuando se dio cuenta en la Sala por primera vez de este proyecto. En sesión de fecha 14 de septiembre pasado se acordó proceder a la desagregación solicitada por la Comisión y aprobar en general el texto propuesto.

- - - - - -


Asistió a la sesión en la cual la Comisión discutió el proyecto el jefe de la Dirección Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado Fuentes.

- - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Se deja constancia que el presente proyecto no contiene normas de quórum especial.

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1. Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones o modificaciones: ninguno.

2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 5 y 8.

3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: 2 y 9.

4. Indicaciones rechazadas: 3, 4, 6 y 7.

5. Indicaciones retiradas: 1.

6. Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Tal como se señaló en el primer informe, la idea matriz o fundamental del proyecto es sancionar con mayor rigor el delito de abigeato, es decir, el robo o hurto de animales, y facilitar su persecución criminal  

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES

1. Código Penal.

2. Código Procesal Penal.

3. Ley Nº 11.564, sobre mataderos clandestinos, de 1954.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Indicación Nº 1


Esta Indicación, formulada por el Honorable Senador señor Cariola, modifica el artículo 450 del Código Penal, que establece que el robo con violencia o intimidación en las personas y el robo con fuerza en las cosas, efectuados en lugar habitado o destinado a la habitación o en sus dependencias, se castigarán como consumados desde el momento en que se encuentren en grado de tentativa.


El autor de la Indicación la retiró.

- - - - - -

Artículo Único

Letra d)

Indicación Nº 2


Esta Indicación, formulada por el Honorable Senador señor Stange,  incide en la letra d) del artículo único del proyecto. Dicho literal intercala un nuevo párrafo 4 bis, “Del abigeato”, en el Título IX del Libro Segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, a continuación del actual artículo 448.


La Indicación propone modificar el nuevo artículo 448 ter agregado por el literal d), en el sentido de cambiar, en su inciso primero, el término “Podrán” por “Deberán”. El objetivo de este cambio es hacer que el aumento de las penas aplicadas a los autores, cómplices o encubridores del delito de abigeato, que corresponde por el hecho de tratarse justamente de un robo o hurto de animales, no sea una atribución facultativa del juez, sino una situación obligatoria. 


El Honorable Senador señor Cariola señaló que no es recomendable establecer en la ley penal tipos que pueden ser agravados a voluntad del juez, porque la práctica señala que, en tales casos, los jueces aplican el principio pro-reo y no agravan la pena.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que debería especificarse mejor el tipo penal propuesto, sobre todo el inciso tercero, a fin de vincularlo claramente con la circunstancia expresada en el inciso primero.


La Indicación Nº 2 fue aprobada con modificaciones de redacción, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Prokuriça, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.


Con la misma votación, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión modificó el inciso tercero del artículo 448 ter, acogiendo la proposición del Honorable Senador señor Viera-Gallo.

Indicación Nº 3


Esta Indicación, formulada igualmente por el Honorable Senador señor Stange, incide en el inciso cuarto del artículo 448 ter, ya mencionado, que sanciona como culpable de abigeato al que beneficie o destruya especies caballares, bestias de silla o carga, especies de ganado mayor, menor o porcino, para apropiarse de ellas o de alguna de sus partes. La modificación consiste en reemplazar los términos “Será castigado como culpable” por “Cometen delito de”.


El Honorable Senador señor Cariola expresó que es mejor ocupar la expresión “Será castigado como culpable”, porque técnicamente quién destruye estas especies animales comete delito de daño y no hurto o robo, que es la figura base del abigeato.


La Indicación Nº 3 fue rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Prokuriça, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

Indicación Nº 4


Esta Indicación, formulada por el Honorable Senador señor Stange, también incide en el inciso cuarto del aludido artículo 448 ter. La modificación consiste en agregar a las hipótesis planteadas en la disposición la conducta de “mutilar”.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que la agregación hecha por la Indicación queda comprendida en las conductas de “beneficiar o destruir”, ya incluidas en el tipo. 


La Indicación Nº 4 fue rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Prokuriça, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

Indicación Nº 5


Esta Indicación, formulada por el Presidente de la República,  incide en el artículo 448 quáter, agregado al Código Penal por la letra d) del artículo único del proyecto. El nuevo artículo incorporado  establece que se presumirá autor del delito de abigeato aquel que sea sorprendido con animales o partes del los mismos y no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia, al que sea sorprendido en un predio ajeno arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especiaes y al que sea sorprendido portando armas, herramientas o utensilios usualmente utilizados para cometer este delito, a menos que justifique razonablemente el porte de estos elementos.


La Indicación modifica la última parte de artículo antes citado, y postula aplicar a quien sea sorprendido portando armas, herramientas o utensilios usualmente utilizados para cometer el delito de abigeato se le aplique la sanción contemplada en el artículo 445 del Código Penal, que castiga con presidio menor en su grado mínimo
 al que fabrique, expenda o tenga en su poder llaves falsas, ganzúas u otros instrumentos ocupados comúnmente para ejecutar robos o hurtos, salvo que explique razonablemente la fabricación, expedición, adquisición o conservación de dichos elementos.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que  no es conveniente reenviar a la regla del artículo 445, que no tiene relación directa con el delito de abigeato, y recomendó atenerse también en este caso a la presunción que contiene el artículo 448 quáter.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo agregó que, en términos prácticos, hay una diferencia importante, porque la pena del artículo 445 siempre es la misma, en cambio, si se aplica la regla sobre  presunción la pena posible es variable.


El jefe de la División Jurídica de Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado Fuentes, expresó que es preferible la Indicación, porque si una persona es sorprendida con estos elementos aún no ha cometido un delito; por tanto, el juez no podrá determinar qué pena aplicar, si la del abigeato, la del robo o la del hurto en preparación.


La Indicación fue aprobada por mayoría, por los Honorables Senadores señores Espina, Cariola, Chadwick y Viera-Gallo. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide

Indicación Nº 6


Esta Indicación, formulada por el Honorable Senador señor Stange, incide en el artículo 448 quáter, tantas veces aludido. El inciso primero de este artículo, como se ha dicho, establece una presunción de autoría de abigeato, entre otras conductas, en el caso del que sea sorprendido portando armas, herramientas o utensilios usualmente utilizados para cometer este delito, a menos que justifique razonablemente el porte de estos elementos.


La Indicación  tiene por fin eliminar la palabra ”razonablemente”.


Esta Indicación ha perdido su justificación, porque la anteriormente aprobada, que reemplaza esta parte del precepto, no contiene el término en cuestión.


La Indicación Nº 6 fue rechazada por  unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Cariola, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

Indicación Nº 7


Esta Indicación, formulada por el Presidente de la República, incide en el inciso segundo del artículo 448 quáter, que establece que las marcas registradas, señales conocidas, autocrotales
 u otras de carácter tecnológico puestas sobre el animal constituirán presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.


La Indicación tiene por fin eliminar la expresión “autocrotales”.


El señor Francisco Maldonado señaló que es preferible sacar de la enunciación los autocrotales, porque son piezas de muy fácil colocación y extracción, por lo que esta norma se podría prestar para abusos.


El Honorable Senador señor Espina expresó que,  de ser aprobada esta norma, los autores de abigeato procederán,  inmediatamente después de perpetrado el delito, a cambiar los autocrotales para beneficiarse con la presunción.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que la expresión “autocrotal” tiene en Chile un significado mucho más técnico que hace prácticamente imposible las situaciones descritas. Agregó que la Resolución Exenta Nº 3.321, de 13 de septiembre de 2004, del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), estableció en Chile un programa oficial de trazabilidad sanitaria de bovinos. Este programa contempla la creación de un registro oficial de establecimientos pecuarios para bovinos.


Añadió que la misma resolución establece un registro de dispositivos de identificación individual oficial.  Este registro de dispositivos está regulado por un “manual de procedimientos”
 que, en virtud del artículo 2º de la resolución antes citada, se considera como parte de dicho cuerpo legal. El manual de procedimientos especifica que se aplicarán estos dispositivos de identificación individual oficial o autocrotales oficiales sólo a los bovinos de los establecimientos pecuarios registrados.


Por tanto, señaló el Honorable Señor Cariola, los autocrotales oficiales dan fe de la titularidad del dominio sobre los animales, porque hay todo un sistema de registros estatales para emitirlos y colocarlos.


El Honorable Senador señor Espina señaló que, entonces, debe mantenerse la norma pero, para efectos prácticos, es importante que se especifique que no se refiere a cualquier autocrotal sino sólo a los dispositivos que cumplen las regulaciones impartidas por la autoridad.


La Indicación fue rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Cariola, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.


Con la misma votación anterior, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de la Comisión reemplazó la palabra “autocrotales” por “Dispositivos de Identificación Individual Oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero”.

Indicación Nº 8


Esta Indicación, formulada igualmente por el Presidente de la República, incide en el inciso tercero del artículo 448 quáter, que establece que Carabineros de Chile deberá exigir al transportista de ganado la guía de libre tránsito y la boleta, factura o guía de despacho correspondiente. Si el transportista no cuenta con estos medios y no puede acreditar el domino, posesión o legítima tenencia, los funcionarios policiales incautarán las especies y sus partes y el medio de transporte y darán aviso a la fiscalía para iniciar una investigación por abigeato.


La Indicación reemplaza las palabras “por abigeato” por “que proceda”.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que la Indicación es apropiada, porque expande las posibilidades de la policía frente a los transportistas sorprendidos sin estos instrumentos públicos, pero que no han incurrido en la conducta típica del abigeato, sino en un ilícito diferente.


La Indicación fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Cariola, Chadwick, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

- - - - - -

Indicación Nº 9


Esta Indicación, formulada por el Honorable Senador señor Cariola, introduce un segundo inciso al artículo 206 del Código Procesal Penal. Esta disposición legal autoriza a la policía a entrar a un lugar cerrado y registrarlo, sin autorización previa del juez o del dueño, cuando escuche llamadas de auxilio desde el interior o cuando haya signos evidentes que indiquen que en el recinto se está cometiendo un delito.


La Indicación tiene por fin permitir a la policía, en casos de abigeato, ingresar a predios cerrados sin la autorización del juez o del propietario, cuando se cumplan las siguientes condiciones: que existan fundadas sospechas de que se está perpetrando un abigeato o generando las condiciones para hacerlo y que las circunstancias hagan temer que la demora en obtener la autorización del propietario o del juez facilitará la concreción del delito o la impunidad de los autores.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que una disposición como la propuesta facilitaría mucho la actuación de los carabineros, los que comúnmente tienen problemas para entrar a predios cerrados cuando hay sospechas de que se está perpetrando un abigeato en su interior, lo que facilita la acción de los cuatreros.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la norma propuesta en la Indicación es demasiado amplia y puede amagar la garantía constitucional de la inviolabilidad del hogar.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la Indicación se hace cargo de un problema real que se presenta a los carabineros en zonas rurales apartadas donde no hay cobertura de teléfonos celulares ni de radio, lo que impide comunicarse con el fiscal o con el juez. Agregó que hay que tener presente que esta regla beneficia a los pequeños propietarios de animales, que tienen todo su capital invertido en unas pocas cabezas; los poseedores de grandes masas de ganado no tienen este problema, porque tienen seguros; por tanto, el abigeato no los perjudica patrimonialmente pero, para los agricultores pobres, este delito es un verdadero desastre económico.


Añadió que el proyecto de ajustes a la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07) recientemente aprobado por ambas cámaras, establece que la policía puede ingresar a predios cerrados sin la autorización del juez o del dueño, sólo cuando persigue a una persona que ha cometido un delito flagrante, por tanto, esa modificación no incluye el caso que considera esta Indicación. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que el artículo 206 actual permite este ingreso cuando hay signos evidentes que indiquen que en el recinto se está cometiendo un delito. Estos “signos evidentes” pueden perfectamente comprender las “fundadas sospechas” a que alude la Indicación.


El Honorable Senador señor Espina señaló que los jueces han dado una interpretación extremadamente restrictiva al artículo 206. Expresó que también  hay que tener presente que cada vez que un juez declara ilegal una detención se oficia a la superioridad del funcionario policial que realizó la misma para que tome las medidas correspondientes, que pueden llegar hasta un sumario administrativo. Ello genera un incentivo para que la policía también interprete restrictivamente el artículo 206.  


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que el concepto “fundadas sospechas”, que emplea la Indicación, es más amplio que los restrictivos términos “signos evidentes”, que utiliza el artículo 206, por tanto, la Indicación efectivamente amplía el rango de acción de la policía en los delitos de abigeato.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó que la Indicación incluye la hipótesis de que se estén generando condiciones para cometer un abigeato, lo cual es tan amplio que debe ser eliminado.


El Honorable Senador señor Espina se mostró de acuerdo con la idea del Honorable Senador señor Viera-Gallo y señaló que, en todo caso, el resto de la Indicación debe ser aprobado.


La Indicación fue aprobada con modificaciones, por mayoría de tres votos contra dos. Estuvieron por la aprobación los Honorables Senadores señores Espina, Cariola  y Chadwick. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

- - - - - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos consignados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo único


Sustituir el enunciado del artículo por “Artículo 1º” (artículo 121 del Reglamento del Senado, Unanimidad 5x0).

- - - - - -

Letra d)


- Sustituir el inciso primero del artículo 448 ter, contenido en este literal, por el siguiente:


“Artículo 448 ter.Una vez determinada la pena que correspondería a los autores, cómplices y encubridores de abigeato sin el requisito de tratarse de la sustracción de animales y considerando las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal concurrentes, el juez deberá aumentarla en un grado.”. (Indicación Nº 2, Unanimidad 5x0).


- Sustituir, en el inciso tercero del mismo artículo 448 ter, la frase “con prescindencia de la expresada circunstancia”, por “con prescindencia del requisito de tratarse de la substracción de animales”. (artículo 121 del Reglamento del Senado, Unanimidad 5x0).

- - - - - -


- Sustituir, en el inciso primero del artículo 448 quáter, introducido al Código Penal por la letra d) del artículo 1º del proyecto, las palabras “o portando armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas y no puedan justificar razonablemente su porte”, reemplazando la coma (,) que le antecede por un punto (.) seguido, por la siguiente oración final: ”El porte, en dichas circunstancias, de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas, se castigará de conformidad con lo establecido en el artículo 445.”.(Indicación Nº 5, Mayoría 4x1 abstención).


- Sustituir, en el inciso segundo del citado artículo 448 quáter, la palabra “autocrotales” por “Dispositivos de Identificación Individual Oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero”. (artículo 121 del Reglamento del Senado, Unanimidad 5x0).


- Sustituir, en el inciso tercero del artículo 448 quáter, la expresión “por abigeato”, por “que proceda”. (Indicación Nº 8, Unanimidad 5x0).

- - - - - -


- Agregar el siguiente artículo 2º, nuevo:


“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 206 del Código Procesal Penal:


“Tratándose del delito de abigeato, la policía podrá ingresar a los predios cuando existan fundadas sospechas de que se está perpetrando dicho ilícito, siempre que las circunstancias hagan temer que la demora en obtener la autorización del propietario o del juez, en su caso, facilitará la concreción del mismo o la impunidad de sus hechores.”.”. (Indicación Nº 9, Mayoría 3x2)

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


De ser aprobadas las modificaciones propuestas por la Comisión, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

 
“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Modificase el artículo 449 en los siguientes términos:


- En el inciso primero, elimínanse las frases “, de caballos o bestias de silla o carga, de ganado mayor, menor o porcino,” y “sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.


- Deróganse los incisos tercero y quinto.


- En el inciso cuarto, suprímese la expresión “beneficie o”.


b) Deróganse los incisos segundo y tercero del artículo 454.


c) En el artículo 456 bis A, reemplázase la frase “especies hurtadas o robadas” por la siguiente: “especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato”.


d) Intercálase, en el Título IX del Libro segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, a continuación del artículo 448, el siguiente párrafo 4 bis, nuevo.


“4 bis. Del Abigeato


Artículo 448 bis. El que robe o hurte uno o más caballos o bestias de silla o carga, o especies de  ganado mayor, menor o porcino, comete abigeato y será castigado con las penas señaladas en los párrafos 2, 3 y 4.


Artículo 448 ter. Una vez determinada la pena que correspondería a los autores, cómplices y encubridores de abigeato sin el requisito de tratarse de la substracción de animales y considerando las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal concurrentes, el juez deberá aumentarla en un grado.  


Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Si la pena consta de dos o más grados, el aumento establecido en el inciso primero se hará después de determinar la pena que habría correspondido al imputado, con prescindencia del requisito de tratarse de la substracción de animales.


Será castigado como culpable de abigeato el  que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.


La regla del inciso primero de este artículo se observará también en los casos previstos en el artículo 448, si se trata de animales comprendidos en el artículo anterior.


Artículo 448 quáter. Se presumirá autor de abigeato aquel en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos, referidos en este párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte, en dichas circunstancias, de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas, se castigará de conformidad con lo establecido en el artículo 445.

Las marcas registradas, señales conocidas, Dispositivos de Identificación Individual Oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.


Para los efectos previstos en el inciso primero, en los casos de traslado de animales o de partes de los mismos, realizado en vehículos de transporte de carga, Carabineros de Chile deberá exigir, además de la guía de libre tránsito, la boleta, factura o guía de despacho correspondiente, a efectos de acreditar el dominio, posesión o legítima tenencia de las especies.  Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio, posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados documentos o por negarse a su exhibición, los funcionarios policiales se incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación que proceda y al Servicio de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.


Artículo 448 quinquies. El que se apropie de las plumas, pelos, crines, cerdas o cualquier elemento del pelaje de animales ajenos, por cualquier medio que ello se realice, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.


e) Reemplázase el epígrafe del párrafo 5 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, por el siguiente: “Disposiciones comunes a los cuatro párrafos anteriores.”.


Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo al artículo 206 del Código Procesal Penal:


“Tratándose del delito de abigeato, la policía podrá ingresar a los predios cuando existan fundadas sospechas de que se está perpetrando dicho ilícito, siempre que las circunstancias hagan temer que la demora en obtener la autorización del propietario o del juez, en su caso, facilitará la concreción del mismo o la impunidad de sus hechores.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 19 de Octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), (Baldo Prokuriça Prokuriça), Marco Cariola Barroihet, Andrés Chadwick Piñera, Mariano Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney  


Valparaíso, a 25 de Octubre de 2005.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN DOS PROYECTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADOS EN MOCIONES, LA PRIMERA, DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y OMINAMI, Y, LA SEGUNDA, DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA FREI Y SEÑORES RUIZ-ESQUIDE Y PÁEZ, Y DE LOS EX SENADORES SEÑORES DÍAZ Y HORMAZÁBAL, QUE ESTABLECEN LA OBLIGATORIEDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA

(3682-07 y 1737-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros los proyectos de reforma constitucional de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciados en dos Mociones, la primera de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo y Carlos Ominami, que  establece la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia ( Boletín N° 3.682-07), y la segunda, de los Honorables Senadores señora Frei y señores Ruiz-Ezquide y Páez, y de los Ex Senadores señores Díaz y Hormazábal, que sustituye el inciso cuarto del número 10º del artículo 19 de la Carta Fundamental, estableciendo la obligatoriedad de la educación pre-básica (Boletín N° 1.737-07).


Se deja constancia que el artículo único que se propone incide en el Capítulo III de la Carta Fundamental, por lo que debe ser aprobado por los dos tercios de los Honorables señores Senadores en ejercicio.


Asimismo, se pone de manifiesto que la Comisión acordó tratar en forma conjunta ambas Mociones y que, no obstante ser éstas de artículo único, las estudió y aprobó únicamente en general.

- - - - - -

ANTECEDENTES

1.- Objetivos fundamentales de las iniciativas




Ambos proyectos de reforma constitucional tienen por objetivo establecer la obligatoriedad de la enseñanza parvularia. Uno de ellos la propone para el nivel denominado “de transición”, en tanto que la otra la sugiere para el “segundo nivel de transición”, esto es, los niños y niñas con cinco años cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación, según lo dispuesto en el artículo 7° del D.F.L N° 2, de 1996, de ese Ministerio, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales. Para ello, las Mociones modifican el número 10° del artículo 19 de la Constitución Política. 

2.- Mociones

La primera Moción, de los Honorables Senadores señora Frei y señores Ruiz-Ezquide y Páez, y de los Ex Senadores señores Díaz y Hormazábal (Boletín Nº 1.737-07), inicia un proyecto de reforma constitucional que sustituye el inciso cuarto del número 10º del artículo 19 de la Carta Fundamental, estableciendo la obligatoriedad de la educación pre-básica, en el nivel conocido como de “transición”. Sostiene que es importante estimular el desarrollo intelectual, físico y social de los niños desde temprana edad, de manera que su ingreso a la vida escolar en la enseñanza básica se lleve a cabo en forma armónica.

Establece que es ventajoso incorporar en la educación pre-básica a las nuevas generaciones, implementando la obligatoriedad de este nivel dentro del sistema de educación pública para los sectores de la población que, por razones económicas o de lejanía, no tienen acceso a ella.

                                     Propone un artículo único que sustituye, en el inciso cuarto del número 10° del artículo 19, la palabra “básica” por las expresiones “pre-básicas nivel transición y básica”.

 
La segunda Moción, de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, contenida en el Boletín N° 3.682-07, dispone la obligatoriedad y gratuidad del segundo nivel de transición de la educación parvularia. Indica que el acceso a la educación es uno de los principales instrumentos para lograr la igualdad de oportunidades para todos los niños y niñas, de modo que, junto a sus familias, puedan romper el círculo de la pobreza.



Expresa que los diversos gobiernos democráticos han ido generando las condiciones para que la educación sea cada vez más accesible para todos los sectores de nuestra población.

 
Recuerda que en 1860 se sentaron las bases del sistema público de educación del nivel básico. Agrega que el 20 de agosto de 1920 se promulgó Ley de Educación Primaria Obligatoria, que estableció la obligatoriedad de los niños de concurrir a las escuelas durante cuatro años, situación que aumentó, en 1929, a seis años y posteriormente, a ocho años al ampliarse la enseñanza básica hasta 8º grado.

 


Añade que, en mayo de 2003, como una forma de responder a los nuevos desafíos de la modernidad, nuestro país estableció constitucionalmente la enseñanza media obligatoria y gratuita. De este modo, acota, la obligatoriedad de doce años de educación para los niños y niñas de nuestro país se inscribe dentro de una reforma educacional destinada al mejoramiento de la calidad y equidad de la educación, que, entre otras cosas, ha implicado el establecimiento de la Jornada Escolar Completa, la implementación de diversos programas como el “Liceo para Todos”, y el aumento progresivo de la cobertura de la educación parvularia en sus diversos niveles.

 


Explica la Moción que uno de los hechos que ha tenido mayor impacto en las últimas décadas sobre el sistema educacional ha sido el aumento explosivo de las matrículas a nivel de la educación parvularia, ya que mientras en 1960, sólo el 2% de los niños tenía acceso a este tipo de educación, en  1966 este porcentaje había aumentado a un 26%, siendo hoy más de 500 mil menores los que  asisten a algunos de sus distintos niveles.

 

      Destaca que el gran desarrollo de la educación parvularia se debe, entre otras cosas, a los cambios que ha sufrido la organización familiar, ya que, en la actualidad, ambos padres desarrollan actividades laborales dejando a sus hijos al cuidado de terceros; a la toma de conciencia de la importancia que tiene para el desarrollo de los menores el que asistan a un jardín infantil, y a la preocupación del Estado por responder a estos requerimientos.  

 


Señala la Moción que en octubre de 1999 se modificó la Constitución Política de la República, estableciendo en su artículo 19, número 10°, inciso cuarto, que “El Estado promoverá la educación parvularia.”. 

 

Luego, manifiesta que la ampliación de la cobertura de la educación parvularia implica, en última instancia, el goce de un derecho y el otorgamiento de un beneficio que el Estado chileno debe garantizar, más aún cuando su acceso se ve limitado por motivos económicos. En efecto,  los padres de alrededor del 50% de los menores que asisten a un jardín infantil pertenecen al quintil de mayores recursos; en el caso del quintil más pobre, sólo lo hace el 23%.

 

Afirma que, en este contexto, se hace necesario avanzar hacia la universalización de la atención educativa para los párvulos de entre 5 a 6 años, es decir, aquellos que pertenecen al segundo nivel de transición, cuyas matrículas durante el año 2002, alcanzaban alrededor de 275.000 menores, considerando que, según el Censo del mismo año, la población infantil entre  5 a 6 años alcanzaba a 557.352 niños.

 


Agrega que diversos estudios consideran una desventaja para los niños que ingresan al primer año de enseñanza básica el hecho de no haber asistido previamente a un jardín infantil, ya que a éstos se les entregan diversas destrezas y habilidades que les permiten una mejor adaptación y aprendizaje al iniciar sus estudios.

 


Indica que los especialistas concuerdan en que estos primeros años de estudios son muy importantes en el desarrollo cognoscitivo de los menores. En efecto, estudios recientes de las neurociencias sobre la infancia temprana indican que en esta etapa (5 a 6 años) se desarrollan procesos neurofisiológicos que configuran las conexiones y funciones cerebrales a niveles de velocidad y eficiencia de tal rapidez, que no vuelven a ser alcanzados en el resto de sus vidas. Este desarrollo no sólo es el resultado del despliegue de procesos biológicos genéticamente determinados, sino que es también el fruto de experiencias físicas, cognitivas y socio-emocionales.

 


Añade que, por lo anterior, los cimientos de la desigualdad educativa se gestan en la infancia. De este modo, plantea que extender la escolaridad es una consecuencia lógica y necesaria de la transformación del sistema educativo chileno. Expresa la Moción que garantizar trece años de acceso y permanencia en el sistema educativo representa la continuidad histórica del esfuerzo de generaciones por ampliar las oportunidades en un sistema en continua expansión.

 
    

Concluye manifestando que lo anterior no es un camino fácil, ya que la obligatoriedad puede ser un mecanismo ineficaz si no se dan las condiciones para hacerla efectiva.





Sobre la base de tales razones, la Moción propone agregar a la Constitución Política de la República en su  artículo 19, numeral 10º, párrafo quinto,  antes de las palabras “La educación básica”, lo siguiente: “La educación parvularia en su segundo nivel de transición, ”.

3.- Antecedentes Legales
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA

Artículo 19

 



 La Constitución asegura a todas las personas:                   

 



“10º.- El derecho a la educación.                                

 



La educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida.   

 



Los padres tienen el  derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho.   

 



El Estado promoverá la educación parvularia.     

 



La educación básica y la educación media son obligatorias, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso de la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se extenderá hasta cumplir los 21 años de edad. 

 



Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.   

 

Es deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación; “. 
LEY N° 18.962, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE ENSEÑANZA

Artículo 2°

     



Dispone que la educación es el proceso permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo moral, intelectual, artístico, espiritual y físico mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas, enmarcados en nuestra identidad nacional, capacitándolas para convivir y participar en forma responsable y activa en la

comunidad.

    



Su inciso segundo declara que la educación es un derecho de todas las personas. Corresponde, preferentemente, a los padres de familia el derecho y el deber de educar a sus hijos; al Estado, el deber de otorgar especial protección al ejercicio de este derecho; y, en general, a la comunidad, el deber de contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.

  



 A continuación, preceptúa que el embarazo y la maternidad no constituirán impedimento para ingresar y permanecer en los  establecimientos de educación de cualquier nivel. Estos últimos deberán, además, otorgar las facilidades académicas del caso.

     



Establece también, como deber del Estado, el de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles, en especial la educación parvularia, y promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, fomentar la paz, estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del deporte y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.           

    



Sanciona las infracciones a lo dispuesto en el inciso  tercero precedente con multas de hasta  50 unidades tributarias mensuales, las que podrán doblarse en caso de reincidencia. 

Artículo 6º bis

 



 Define la educación parvularia como el nivel educativo que atiende integralmente niños y niñas desde su nacimiento hasta su ingreso a la enseñanza básica, sin constituir antecedente obligatorio para ésta. Dispone que su propósito es favorecer de manera sistemática, oportuna y pertinente, aprendizajes relevantes y significativos en los párvulos, apoyando a la familia en su rol insustituible de primera educadora.

    



Agrega que la educación parvularia no exige requisitos mínimos para acceder a ella, ni permite establecer diferencias arbitrarias.

Artículo 21 bis

 



 Fija los requisitos para alcanzar el reconocimiento oficial a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza parvularia.





Son los siguientes:

     



 a) Tener un sostenedor que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 21 precedente y que no haya sido condenado a pena aflictiva;

      



b) Tener un proyecto educativo que tenga como referente las Bases Curriculares de la Educación Parvularia elaboradas por el Ministerio de Educación;

      



c) Contar con el personal idóneo y calificado;

      



d) Disponer del mobiliario, equipamiento y material didáctico necesario, de acuerdo con los niveles de atención respecto de los cuales solicite reconocimiento, y

     



 e) Acreditar que el local en el cual funciona el establecimiento, cumple con las normas de general aplicación previamente establecidas.

     



 Los requisitos contemplados en las letras c) y d), serán reglamentados mediante decreto supremo del Ministerio de Educación.

D.F.L N° 2, DE 1998, DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DEL D.F.L N° 2, DE 1996, SOBRE  SUBVENCIÓN DEL ESTADO A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

Artículo 7°





Establece que los párvulos de 2º Nivel de Transición deberán tener, a lo menos,  cinco años cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación y serán considerados alumnos para los efectos de la presente ley.

- - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, autor de una de las iniciativas en estudio, expresó que en países europeos, así como en Estados Unidos y Canadá, se han realizado estudios que demuestran que la mayor permeabilidad del cerebro del niño se produce durante los tres últimos meses de gestación dentro del útero materno, y que su mayor potencialidad la alcanza entre los 5 y 6 años de edad, fase clave y determinante para su rendimiento futuro.





Agregó que si se compara el rendimiento de la prueba SIMCE de 8° básico entre dos niños, uno de los cuales ha tenido educación parvularia y el otro no, el resultado favorece al primero de ellos, de manera que, a su parecer, si se implementa la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición se obviaría este problema de desigualdad, otorgándose las mismas posibilidades de desarrollo a todos los niños del país. 

 



Hizo presente que, en la actualidad, sólo entre un 35% al 40% de los niños tiene acceso a este nivel de educación parvularia. 





Señaló que los esfuerzos dispuestos para implementar una buena educación básica, media y universitaria quedan truncos si no se cuenta con una educación parvularia obligatoria. Añadió que tal trascendencia tiene este tema que ha sido incluido en los programas gubernamentales de todos los candidatos que competirán en la próxima elección presidencial.





Advirtió, finalmente, que por ser ésta una reforma constitucional, no requiere de una discusión o aprobación previa de disponibilidad de recursos económicos por parte del Ejecutivo, ya que sólo más adelante, cuando ésta se ponga en práctica, se hará necesario contar con los fondos del caso. 





El Honorable Senador señor Prokurica señaló que  apoyaba el planteamiento del Honorable Senador señor Ruiz- Esquide, asistiéndole, sin embargo, dudas respecto de la disponibilidad de fondos para la implementación de esta reforma. Manifestó que si se consideran los porcentajes expuestos por el citado señor Senador, en orden a que alrededor del 40% de los niños gozan de educación parvularia en su nivel de transición, faltaría, por ende,  incluir en ella a casi la mitad de los menores con sus consiguientes costos.

 



El Honorable Senador señor Cariola concordó con la importancia de esta reforma constitucional, cuyo objetivo consideró mucho más importante que su financiamiento. Hizo presente, además, que se  deberá poner especial cuidado en el lenguaje que se utilice en su redacción para especificar qué nivel de educación parvularia se desea hacer obligatorio, ya que esta terminología corresponde a conceptos técnicos que tienen implicancias y alcances específicos.





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide acotó que la Ley Orgánica de Enseñanza y el D.F.L N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, utilizan el término de “educación parvularia” y “2° nivel de transición”. Acotó que la intención de la reforma es hacer obligatorio sólo el señalado segundo nivel de transición.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo estimó conveniente agregar al proyecto una norma transitoria que establezca un plazo dentro del cual se implemente todo lo necesario para dar cabal cumplimiento a este mandato constitucional que torna obligatoria la educación parvularia en su segundo nivel de transición, de manera de disponer de un período adecuado para ocuparse de los respectivos fondos.





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que, como autor de una  de las Mociones en estudio, concordaba con el señalado artículo transitorio.   





Finalizado el debate, los miembros de la Comisión resolvieron dar su aprobación en general a ambas Mociones, acordando una redacción única para ellas. En ésta, se acordó proponer la obligatoriedad del denominado segundo nivel de transición de la educación parvularia, que, como se ha dicho, corresponde a la fase inmediatamente anterior al ingreso a la educación básica. Se dejó constancia, además, que durante el trámite de discusión particular podrán introducirse a este texto los perfeccionamientos del caso, a través de las indicaciones que puedan presentarse.





Lo anterior fue acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Prokurica , Ruiz-Esquide y Viera-Gallo. 

- - - - - -



En mérito del acuerdo precedentemente consignado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar, en general, el siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

 



“Artículo único.- Antepónese, en el párrafo quinto del número 10° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, la expresión: “La educación parvularia en su segundo nivel de transición”, seguida de una coma (,), reemplazándose la letra “L” mayúscula del artículo “La” con el que se inicia el referido párrafo, por una letra “l” minúscula.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 19 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), Marco Cariola Barroilhet, Andrés Chadwick Piñera, Baldo Prokurica Prokurica  y Mariano Ruiz-Esquide Jara. 


Sala de la Comisión, a 21 de octubre  de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Secretario de la Comisión.
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 SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE AGRICULTURA ORGÁNICA

(3674-01)

HONORABLE SENADO: 


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Concurrieron, especialmente invitados, en representación del Ejecutivo, el Ministro de Agricultura, señor Jaime Campos; su asesor, señor Pedro Correa y el Fiscal, señor Mario Caussade; por el Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, el Director, señor Francisco Bahamonde; el abogado, señor Roberto Rojas y del Área de Agricultura Orgánica, el señor Gonzalo Narea. 

- - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones:  1º, 2º, 4º, 7º, 9º, 10 y 11.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 2, 3 y 4.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo.  


4.- Indicaciones rechazadas: la número 1.

5.- Indicaciones retiradas:  no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles:  no hubo.

- - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las distintas indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY

Artículo 3º

Establece que el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos.  Prescribe, sin embargo, que sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente a aquél y cumplan con sus normas podrán usar, para rotular, identificar o denominar los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.


La indicación número 1 del Honorable Senador señor Gazmuri propone incorporar en este precepto, el siguiente inciso segundo nuevo:


“En el caso de comercialización directa a los consumidores, ya sea en ferias, tiendas, mercados locales u otros, por parte de agricultores ecológicos (pequeños productores, familiares, campesinos e indígenas), insertos en procesos propios de organización y control social, previamente registrados en el organismo fiscalizador, estos podrán tener sistemas propios y alternativos de certificación, una vez que esté asegurada a los consumidores y al órgano fiscalizador, la rastreabilidad del producto y el libre acceso a los locales de producción o procesamiento.”.


El señor Ministro de Agricultura hizo presente que en el primer trámite constitucional se debatió el contenido de esta indicación.  En aquella oportunidad, el Ejecutivo explicitó, en primer término, que el asunto compete a la potestad reglamentaria del Presidente de la República, pues en el reglamento se deberán establecer las formas concretas de certificación, lo que hace improcedente normarlo directamente en la ley.  Agregó que, en consecuencia, se formalizó el compromiso del Gobierno y del Ministerio a su cargo, en orden a que las certificaciones de producción orgánica de los pequeños productores, si requirieran procedimientos especiales, sea en lo concerniente a la simplificación de su tramitación, sea en lo que se refiere a los costos del mismo, serán asumidos por vía de los programas que desarrolla el Instituto de Desarrollo Agropecuario.  


También, expresó que le informó, por escrito, a la Comisión de Agricultura de la Cámara de origen, mediante oficio despachado el 20 de julio de 2005, el firme compromiso de subsidiar los costos que para los pequeños agricultores orgánicos irrogare la obtención del certificado que los integre al nuevo sistema, una vez promulgada la ley.  Enfatizó que la cuestión radica, más que en un procedimiento simplificado, en el costo del financiamiento.



El Honorable Senador señor Coloma advirtió que, no obstante su buena intención, la indicación desvirtúa el fondo del proyecto que es la certificación objetiva de la calidad del producto orgánico, pues el artículo 7° regula que dicha operación debe efectuarla una entidad certificadora debidamente acreditada; resaltó que esa es la clave del sistema, la que es incompatible con el hecho de que el mismo cuerpo legal genere la posibilidad para los pequeños productores, o para cualquier otra categoría, de exceptuarse o de hacerlo bajo una fórmula distinta; si se actuara en esa forma, argumentó, no tiene sentido el proyecto en la forma en que está concebido.  Por la razón expuesta, anunció que votará en contra de la indicación.


El Honorable Senador señor Moreno compartió los argumentos de Su Señoría y agregó que se está creando un nicho nuevo cuyos efectos internos podrán extenderse incluso a la exportación de productos, lo que impide consagrar la facultad de la autocertificación sobre la base de la existencia de algunas peculiaridades étnicas o regionales, incluso, de localización;  consagrarlo en la ley, puntualizó, le resta toda seriedad al proyecto.  Por otra parte, acotó, tornará imposible la rastreabilidad del producto.


El Honorable Senador señor Naranjo indicó que es de la esencia del Sistema que la certificación sea resultante de un proceso objetivo porque su finalidad es precisa y determinada: abrir una vía a la exportación de los productos, lo que es inconciliable con dejar disponible la  certificación a procedimientos que no sean transparentes.  Por lo demás, aseveró, la lógica del proyecto es la de una adscripción a un sistema no obligatorio, y así como es una opción este tipo de producción agrícola, lo es acogerse o no al sistema de certificación.


Finalmente, el Honorable Senador señor Cariola estimó que la proposición trata un factor que hace extremadamente vulnerable a la iniciativa.


- Puesta en votación la indicación número 1, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cariola, Coloma, Moreno y Naranjo.

Artículo 5º

Dispone que, en ningún caso, la responsabilidad que pueda emanar de una certificación realizada en conformidad con esta ley comprometerá la responsabilidad pecuniaria del Estado, siempre que la entidad certificadora cumpla todos los requisitos exigidos para su inscripción en el registro de certificadores.


La indicación número 2 del Honorable Senador señor Cariola  tiene por finalidad suprimir este artículo.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que su indicación se funda en una observación acerca de la inconstitucionalidad de este precepto, surgida con ocasión de la discusión en general, pues se entiende que la disposición aprobada por la Cámara de origen vulnera el inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política de la República, que habilita a cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, a reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.  Señaló que la responsabilidad del Estado operará siempre sin perjuicio de la posibilidad de repetir contra quien efectivamente causó el daño, pero la misma nacería del hecho de entregar o delegar al certificador una potestad que es naturalmente de aquél.


El señor Ministro de Agricultura expuso que el artículo es una norma inocua que no está dentro de la competencia del ministerio técnico, de forma que los razonamientos esgrimidos serán de índole constitucional más que agrícola.  La disposición se relaciona con acotar o limitar la responsabilidad del Estado y plantear que la misma sólo surgiría en aquellos casos en que las certificaciones sean extendidas por empresas que no hayan cumplido con los requisitos exigidos para su inscripción en el registro de certificadores;  a contrario, razonó, la norma en cuestión dispone que si se trata de una empresa cuya inscripción cumple todos los requisitos establecidos por la ley, el contenido de su certificación, por errado que sea, no afecta la responsabilidad patrimonial del Estado.  


El Honorable Senador señor Coloma aclaró que la norma, a su parecer, carece de relevancia jurídica porque no puede alterar la eficacia de los principios generales que en materia de responsabilidad civil del Estado señala la Constitución, esto es, que todo ciudadano que sea afectado por una actuación u omisión de los órganos del Estado, cuando concurran los requisitos legales, podrá exigirla.  En segundo término, su redacción es confusa porque, junto con establecer la exención de responsabilidad, la sujeta a la especificación de que la exención tendrá lugar sólo si la entidad certificadora cumple todos los requisitos exigidos para su inscripción en el registro de certificadores.  Destacó que una ley no puede reglamentar la forma y los casos en que responde el Estado al margen –ni en contra- del precepto constitucional; el artículo en examen, precisó, circunscribe aquélla a una hipótesis particularísima, en circunstancias de que procede que la misma se rija por los principios generales.


El Honorable Senador señor Moreno mantuvo una opinión distinta, y expresó que aun reconociendo que existe un problema aparente de redacción, lo que se quiere afirmar es la seriedad del certificador, institución que se halla en vías de extensión a numerosos marcos regulatorios, como es el caso de la acreditación de la calidad de la educación superior o de las bonificaciones de fomento al bosque nativo.


Agotado el debate de la indicación y puesta en votación, se registró un doble empate. Por la afirmativa votaron los Honorables Senadores señores Cariola y Coloma, y por el rechazo, los Honorables Senadores señores Moreno y Naranjo.  Por aplicación del artículo 182, del Reglamento del Senado quedó pendiente para el tiempo de votaciones de la sesión siguiente.


En la sesión del 12 de octubre de 2005, con arreglo a lo prescrito en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a definir la votación de la indicación examen.


En consecuencia, la indicación número 2, fue aprobada sin modificaciones con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Cariola, Coloma y Vega (Ríos), y el voto en contra del Honorable Senador señor Moreno. 

TÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 6º

Su inciso primero, manda que los procedimientos, requisitos y protocolos para la adscripción al Sistema de los distintos intervinientes y para la ejecución de las diferentes fases de operación del mismo, se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto y, en su caso, mediante normas técnicas.  Asimismo, establece que tanto el reglamento como las normas técnicas referidas precedentemente serán aprobadas y oficializadas, respectivamente, mediante decretos del Ministerio de Agricultura, los que, en consecuencia, tendrán el carácter de obligatorios.


El inciso segundo fija para que se dicte dicho reglamento un plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.


La indicación número 3 del Honorable Senador señor Cariola propone eliminar en el inciso primero la palabra “procedimientos”.


Al respecto se tuvo presente que la Constitución Política de la República en su artículo 63 Nº 18, dispone que son materias de ley las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la administración pública, por ello se propone eliminar que los procedimientos para la adscripción al Sistema queden entregados al Reglamento.

Por las consideraciones expuestas, sometida a votación, la indicación número 3 fue aprobada sin modificaciones con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Cariola, Coloma y Moreno, y el voto en contra del Honorable Senador señor Naranjo. 

Artículo 8º



Previene que la certificación que establece el artículo 7º no obstará a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que le corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.


La indicación número 4 de S. E. el Presidente de la República reemplaza este artículo por uno del siguiente tenor:


“Artículo 8º.- Las certificaciones que se establecen en los artículos precedentes no obstarán  a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.”.


La indicación número 4, fue aprobada en los términos propuestos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cariola, Coloma, Moreno y Naranjo. 

- - - - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado.

Artículo 5º


Suprimirlo.


(Mayoría de votos 3x1.  Indicación Nº 2).

Artículo 6°


Pasa a ser 5°, con la siguiente enmienda:


Suprimir en el inciso primero el vocablo “procedimientos” y la coma (,) que le sigue.


(Mayoría de votos 3x1.  Indicación Nº 3).
Artículo 7°


Pasa a ser 6°, sin enmiendas.

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 7°, sustituido por el siguiente:


“Artículo 7º.- Las certificaciones que se establecen en los artículos precedentes no obstarán  a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.”.


(Unanimidad 4x0.  Indicación Nº 4).


Artículos 9°, 10 y 11


Pasan a ser artículos 8°, 9° y 10, respectivamente, sin modificaciones.
- - - - -


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY


Artículo 1º.-  Esta ley regula el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, en adelante el Sistema.


El objeto del Sistema es asegurar y certificar que los productos orgánicos sean producidos, elaborados, envasados y manejados de acuerdo con las normas de esta ley y su reglamento.


Artículo 2º.-  Para los efectos de esta ley, se entiende por “productos orgánicos agrícolas” aquellos provenientes de sistemas holísticos de gestión de la producción en el ámbito agrícola, pecuario o forestal, que fomenta y mejora la salud del agroecosistema y, en particular, la biodiversidad, los ciclos biológicos y la actividad biológica del suelo.


La certificación de productos orgánicos agrícolas se regirá exclusivamente por las disposiciones establecidas en este cuerpo legal y su normativa complementaria.


Artículo 3º.-  El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos.  Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación, identificación o denominación de los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.


Artículo 4º.-  El Servicio Agrícola y Ganadero será la autoridad competente encargada de fiscalizar el cumplimiento de esta ley y su normativa complementaria, y de sancionar las infracciones señaladas en los artículos 10 y 11, de acuerdo con el procedimiento de sanción y reclamación contenido en el Párrafo IV, del Título I de la ley N° 18.755.


Asimismo, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero administrar y controlar el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas, pudiendo encomendar la aplicación del mismo a entidades certificadoras inscritas en su registro.


Las atribuciones que esta ley le otorga al Servicio Agrícola y Ganadero serán ejercidas por dicho organismo, sin perjuicio de aquellas que les correspondan a otros organismos públicos.

TÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 5°.- Los requisitos y protocolos para la adscripción al Sistema de los distintos intervinientes y para la ejecución de las diferentes fases de operación del mismo, se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto y, en su caso, mediante normas técnicas.  El reglamento y las normas técnicas referidas precedentemente serán aprobadas y oficializadas, respectivamente, mediante decretos del Ministerio de Agricultura, los que, en consecuencia, tendrán el carácter de obligatorios.


Dicho reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 6º.-  La certificación de los productos que cumplan con las normas a que se refiere esta ley, para ser considerados como productos orgánicos agrícolas, deberán efectuarla entidades acreditadas en certificación de productos.  Dicha certificación se hará de acuerdo con normas internacionales o con normas técnicas chilenas equivalentes, inscritas en el registro que para tal efecto llevará el Servicio Agrícola y Ganadero.


Asimismo, dicho Servicio podrá reconocer, respecto de productos importados, la certificación efectuada de acuerdo con sistemas nacionales de certificación de productos orgánicos de terceros países.



El reglamento establecerá la forma de acreditar el cumplimiento del requisito señalado en el inciso primero y las exigencias que deberá cumplir el personal de dichas entidades para llevar a cabo la certificación.



Artículo 7º.- Las certificaciones que se establecen en los artículos precedentes no obstarán  a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.


Artículo 8º.- Por la inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas autorizado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4°, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cobrar tarifas, las que se determinarán en la forma señalada en la letra ñ) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES


Artículo 9°.- Constituyen infracciones, susceptibles de ser sancionadas con multas a beneficio fiscal de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, las siguientes conductas:



a) Rotular, identificar, comercializar o denominar un producto como orgánico o su equivalente, con infracción de esta ley y su normativa complementaria, y las de quienes, por cualquier medio de publicidad con fines comerciales, usaren indebidamente las expresiones indicadas en el artículo 2º.



b) Incumplir las normas del Sistema que puedan dar origen a fraudes en la producción y comercialización de productos orgánicos.



c) Hacer uso de envases o embalajes que lleven las expresiones “producto orgánico” o sus equivalentes, en productos que no cumplan con tal condición.


Artículo 10.-  Se sancionará con la medida de suspensión de diez a noventa días en el ejercicio de su función de certificación y con multas de 25 a 500 unidades tributarias mensuales, a los certificadores que incurran en alguna de las siguientes conductas:


a) Emitir informes o certificados respecto de productos que no hayan sido inspeccionados.


b) No cumplir o cumplir inadecuadamente los procedimientos y protocolos sobre controles e inspecciones de los productos objeto de control.


c) Incurrir en cualquier acción u omisión que induzca a error en cuanto a la condición de producto orgánico certificado.



d) Ocultar o negar la información requerida por el Servicio en un proceso de auditoría o de control.


En la misma sanción incurrirá quien ejerza actividades de certificador de productos orgánicos sin estar habilitado oficialmente para ello o utilice indebidamente el sello oficial de producto orgánico certificado.


En caso de reincidencia, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cancelar la inscripción de un certificador acreditado.”.

- - - - -


Acordado en las sesiones celebrada los días 12 y 19 de octubre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Marco Cariola Barroilhet (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Rafael Moreno Rojas, Jaime Naranjo Ortiz y Ramón Vega Hidalgo (Mario Ríos Santander).


Sala de la Comisión, a 31 de octubre de 2005.





(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN








Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE AGRICULTURA ORGÁNICA

(3674-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Mario Caussade, y el asesor de dicha Cartera de Estado, señor Pedro Correa.

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Agricultura.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 8°, 9° y 10 del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Agricultura, en su segundo informe, como reglamentariamente corresponde.


Cabe hacer presente que las disposiciones mencionadas no fueron objeto de indicaciones en el segundo informe de la Comisión de Agricultura, que despachó dichos preceptos en los mismos términos en que fueron aprobados en general por el Senado.

DISCUSIÓN


Al darse inicio al análisis de la iniciativa, el señor Fiscal del Ministerio de Agricultura explicó que el proyecto en informe establece un sistema integral de certificación de productos orgánicos agrícolas.

Hizo presente que el Ejecutivo tiene interés en el pronto despacho de la iniciativa, atendido el hecho de que para ser reconocidos como tercer país por la Unión Europea y poder dar comienzo al envío hacia allá de productos orgánicos, es menester tener aprobado el sistema de certificación oficial durante el año 2005.


Señaló que el proyecto se gestó en colaboración con la Asociación de Agricultores Orgánicos de Chile. Observó que la participación que cabe al Estado consiste en que el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), va a administrar el sistema de registro de las entidades privadas de certificación, quienes tendrán a su cargo el trabajo directo con los productores.


A continuación se describen los artículos del proyecto de competencia de la Comisión de Hacienda aprobados en general por el Honorable Senado, así como los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo 9° que pasó a ser 8°

Este precepto dispone que por la inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas autorizado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4°, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cobrar tarifas, las que se determinarán en la forma señalada en la letra ñ) del artículo 7° de la ley N° 18.755.


- La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Páez.

Artículo 10 que pasó a ser 9°


Señala que constituyen infracciones, susceptibles de ser sancionadas con multas a beneficio fiscal de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, las siguientes conductas:



a) Rotular, identificar, comercializar o denominar un producto como orgánico o su equivalente, con infracción de esta ley y su normativa complementaria, y las de quienes, por cualquier medio de publicidad con fines comerciales, usaren indebidamente las expresiones indicadas en el artículo 2º.



b) Incumplir las normas del Sistema que puedan dar origen a fraudes en la producción y comercialización de productos orgánicos.



c) Hacer uso de envases o embalajes que lleven las expresiones “producto orgánico” o sus equivalentes, en productos que no cumplan con tal condición.


- Este precepto se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Páez.

Artículo 11 que pasó a ser 10


En su inciso primero sanciona con la medida de suspensión de diez a noventa días en el ejercicio de su función de certificación y con multas de 25 a 500 unidades tributarias mensuales, a los certificadores que incurran en alguna de las siguientes conductas:


a) Emitir informes o certificados respecto de productos que no hayan sido inspeccionados.


b) No cumplir o cumplir inadecuadamente los procedimientos y protocolos sobre controles e inspecciones de los productos objeto de control.


c) Incurrir en cualquier acción u omisión que induzca a error en cuanto a la condición de producto orgánico certificado.


d) Ocultar o negar la información requerida por el Servicio en un proceso de auditoría o de control.


En su inciso segundo establece que la misma sanción incurrirá quien ejerza actividades de certificador de productos orgánicos sin estar habilitado oficialmente para ello o utilice indebidamente el sello oficial de producto orgánico certificado.


En su inciso tercero prescribe que en caso de reincidencia, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cancelar la inscripción de un certificador acreditado.


- El artículo 10 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Páez.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala lo siguiente:


“Mediante este proyecto de ley se regula el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas otorgándole atribuciones al Servicio Agrícola y Ganadero sobre esta materia.


Los gastos asociados a estas actividades serán financiados con el presupuesto normal del Servicio, más los ingresos que se perciban por las actividades relacionadas con el Registro de las Empresas en el Sistema Nacional de Acreditación, Análisis y Evaluación de antecedente y Auditorías.”.


En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Agricultura, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY


Artículo 1º.-  Esta ley regula el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, en adelante el Sistema.


El objeto del Sistema es asegurar y certificar que los productos orgánicos sean producidos, elaborados, envasados y manejados de acuerdo con las normas de esta ley y su reglamento.


Artículo 2º.-  Para los efectos de esta ley, se entiende por “productos orgánicos agrícolas” aquellos provenientes de sistemas holísticos de gestión de la producción en el ámbito agrícola, pecuario o forestal, que fomenta y mejora la salud del agroecosistema y, en particular, la biodiversidad, los ciclos biológicos y la actividad biológica del suelo.


La certificación de productos orgánicos agrícolas se regirá exclusivamente por las disposiciones establecidas en este cuerpo legal y su normativa complementaria.


Artículo 3º.-  El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos.  Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación, identificación o denominación de los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.


Artículo 4º.-  El Servicio Agrícola y Ganadero será la autoridad competente encargada de fiscalizar el cumplimiento de esta ley y su normativa complementaria, y de sancionar las infracciones señaladas en los artículos 10 y 11, de acuerdo con el procedimiento de sanción y reclamación contenido en el Párrafo IV, del Título I de la ley N° 18.755.


Asimismo, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero administrar y controlar el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas, pudiendo encomendar la aplicación del mismo a entidades certificadoras inscritas en su registro.


Las atribuciones que esta ley le otorga al Servicio Agrícola y Ganadero serán ejercidas por dicho organismo, sin perjuicio de aquellas que les correspondan a otros organismos públicos.

TÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 5°.- Los requisitos y protocolos para la adscripción al Sistema de los distintos intervinientes y para la ejecución de las diferentes fases de operación del mismo, se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto y, en su caso, mediante normas técnicas.  El reglamento y las normas técnicas referidas precedentemente serán aprobadas y oficializadas, respectivamente, mediante decretos del Ministerio de Agricultura, los que, en consecuencia, tendrán el carácter de obligatorios.


Dicho reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 6º.-  La certificación de los productos que cumplan con las normas a que se refiere esta ley, para ser considerados como productos orgánicos agrícolas, deberán efectuarla entidades acreditadas en certificación de productos.  Dicha certificación se hará de acuerdo con normas internacionales o con normas técnicas chilenas equivalentes, inscritas en el registro que para tal efecto llevará el Servicio Agrícola y Ganadero.


Asimismo, dicho Servicio podrá reconocer, respecto de productos importados, la certificación efectuada de acuerdo con sistemas nacionales de certificación de productos orgánicos de terceros países.



El reglamento establecerá la forma de acreditar el cumplimiento del requisito señalado en el inciso primero y las exigencias que deberá cumplir el personal de dichas entidades para llevar a cabo la certificación.



Artículo 7º.- Las certificaciones que se establecen en los artículos precedentes no obstarán  a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.


Artículo 8º.- Por la inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas autorizado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4°, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cobrar tarifas, las que se determinarán en la forma señalada en la letra ñ) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES


Artículo 9°.- Constituyen infracciones, susceptibles de ser sancionadas con multas a beneficio fiscal de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, las siguientes conductas:



a) Rotular, identificar, comercializar o denominar un producto como orgánico o su equivalente, con infracción de esta ley y su normativa complementaria, y las de quienes, por cualquier medio de publicidad con fines comerciales, usaren indebidamente las expresiones indicadas en el artículo 2º.



b) Incumplir las normas del Sistema que puedan dar origen a fraudes en la producción y comercialización de productos orgánicos.



c) Hacer uso de envases o embalajes que lleven las expresiones “producto orgánico” o sus equivalentes, en productos que no cumplan con tal condición.


Artículo 10.-  Se sancionará con la medida de suspensión de diez a noventa días en el ejercicio de su función de certificación y con multas de 25 a 500 unidades tributarias mensuales, a los certificadores que incurran en alguna de las siguientes conductas:


a) Emitir informes o certificados respecto de productos que no hayan sido inspeccionados.


b) No cumplir o cumplir inadecuadamente los procedimientos y protocolos sobre controles e inspecciones de los productos objeto de control.


c) Incurrir en cualquier acción u omisión que induzca a error en cuanto a la condición de producto orgánico certificado.


d) Ocultar o negar la información requerida por el Servicio en un proceso de auditoría o de control.


En la misma sanción incurrirá quien ejerza actividades de certificador de productos orgánicos sin estar habilitado oficialmente para ello o utilice indebidamente el sello oficial de producto orgánico certificado.


En caso de reincidencia, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cancelar la inscripción de un certificador acreditado.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 7 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Edgardo Boeninger Kausel, José García Ruminot, Jaime Orpis Bouchon y Hosain Sabag Castillo (Sergio Páez Verdugo).


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2005.


(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,



Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA FONDO DE INNOVACIÓN PARA COMPETITIVIDAD 

(3588-08)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto en general.


A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Edgardo Boeninger Kausel y Jaime Gazmuri Mujica.


En representación del Ejecutivo, concurrieron:


Del Ministerio de Hacienda: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Coordinador de Políticas Económicas, señor Marcelo Tokman; y los asesores, señores Jorge Rodríguez y Juan Francisco Galli. 


Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Sergio Bitar; la Jefa de la División de Educación Superior, señora Pilar Armanet; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Rodrigo González, y el asesor, señor Cristián Inzulza. 


Del Ministerio de Economía: el Subsecretario, señor Carlos Alvarez y los asesores señora Inés Montalva, y señor Gonzalo Herrera. 


De la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT): el Presidente, señor Eric Goles, acompañado del Director Ejecutivo, señor Patricio Velasco; del Director Programa FONDEF, señor Jorge Yutronic, y del asesor del Presidente, señor Andrés Venegas.


De la Federación de Trabajadores del Cobre: el Presidente Pro Defensa del Cobre en la II Región y representante de los trabajadores en el Directorio de Codelco, señor Birmarck Robles; el asesor legislativo, señor Héctor Olivares; el periodista y asesor, señor Jorge Varas, y el abogado y asesor, señor Domingo Zamora.


De FONDAP, Universidad de Chile: la Directora, señora Cecilia Hidalgo; el Director, señor Andrés Stutzin, y la Secretaria Ejecutiva, señora María Angélica Edwards.


Asimismo, asistieron, especialmente invitados:


De la Universidad de Concepción: el Rector, señor Sergio Lavanchy; el Director de Investigaciones, señor Jaime Baeza, y el Jefe de la Unidad de Transferencias Tecnológicas, señor Marcelo Molina. 


De la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso: el Rector, señor Alfonso Muga, y el Vicerrector de Investigación, señor Gabriel Yani.


De la Universidad de Chile: el Rector, señor Luis Riveros; el Vicerrector de Investigaciones, señor Camilo Quezada, y el Presidente de la Academia de Ciencia, señor Servet Martinez.


De la Fundación Ciencia para la Vida: el Director, señor Pablo Valenzuela.


De la Pontificia Universidad Católica de Santiago: el Director Académico de Desarrollo de la Vicerrectoría Académica, señor Vladimir Marianov; la Directora Innovación y Proyectos de la Vicerrectoría Académica, señora Rosario Retamal. 


De la Universidad de Talca: el Rector, señor Álvaro Rojas, y el Director de Investigación, señor Iván Palomo. 


De la Confederación de la Producción y el Comercio: el Presidente de la Comisión Ciencia y Tecnología, señor Tadashi Asahi, y la asesora económica, señorita Claudia Albertini. 
- - - - - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los Numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza.


b) La Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, Nº 18.962.


c) Decreto Ley N° 1.263 de 1975 que fija la Ley Orgánica Constitucional de la Administración del Estado en su artículo 52.


d) Ley N° 18.575 Orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2001 de la Secretaría General de la Presidencia en los artículos 52, 52 y 62.


e) Ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo cuyo texto refundido, sistematizado y coordinado consta en el decreto con fuerza de ley N° 29 del Ministerio de Hacienda del año 2000 en su artículo 80.


f) Ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional en su artículo 19.


g) Ley N° 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto supremo N° 291 del Ministerio del Interior del año 1993 en su artículo 75.


h) Ley N° 18.097 Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras.


i) Decreto con fuerza de ley N° 2 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Orgánico del Consejo de Rectores del Ministerio de Educación Pública del año 1985.


j) Ley N° 20.026 que establece un Impuesto a la Actividad Minera.


k) Ley N° 19.653 sobre Probidad Administrativa Aplicable de los Órganos de la Administración del Estado.


l) Decreto ley N° 1.349 que crea la Comisión Chilena del Cobre y modifica la ley N° 16.624 del Ministerio de Minería del año 1976.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO



Con fecha 6 de julio de 2004 ingresó a la H. Cámara de Diputados el Mensaje N° 126-351 de S. E. el Presidente de la República, en el que sometía a la consideración del Congreso Nacional un proyecto de ley que establecía una regalía minera y creaba el fondo de innovación para la competitividad. 



El proyecto proponía el establecimiento de una obligación impuesta por las concesiones mineras de explotación, consistente en el pago de una regalía ad valorem al Estado, por la explotación de recursos mineros, aplicable a toda la minería. Dicha nueva obligación se incorporaría en la Ley Orgánica Constitucional N° 18.097, sobre Concesiones Mineras.


Por otra parte, la mencionada iniciativa creaba un Fondo de Innovación para la Competitividad, cuyo objeto sería financiar las iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país. Los recursos del Fondo se aplicarían a la ciencia y la tecnología, así como también a apoyar la innovación.



El proyecto de ley, en lo atinente a las normas de carácter orgánico constitucional correspondientes al establecimiento de una obligación impuesta por las concesiones mineras de explotación, consistente en el pago de una regalía ad valorem al Estado, por la explotación de recursos mineros, aplicable a toda la minería, fue desechado en general por la Cámara de Diputados, por no reunirse el quórum constitucional exigido para su aprobación. Sin embargo, allí se aprobó el resto del articulado, correspondiente a las normas que creaban un Fondo de Innovación para la Competitividad y que se aplicarían a la ciencia y a la tecnología.



Su Excelencia el Presidente de la República, mediante Oficio N° 257-351, de 4 de agosto de 2004, solicitó a la H. Cámara de Diputados el envío de este proyecto de ley al H. Senado, para los efectos del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 



El Presidente de la República expresó que el rechazo en general de la iniciativa por la Cámara de Diputados despojó totalmente de sentido este proyecto, al romper su carácter de un todo armónico y sistemático entre la parte rechazada y la aprobada. Agregó que el artículo 65 de la Carta Fundamental no distingue si se trata del rechazo del proyecto en su totalidad o de una parte de él, y que tampoco se precisa la oportunidad para ejercer la potestad contenida en dicha norma constitucional.



La aprobación en general del Senado debía contar con el voto conforme de los dos tercios de sus miembros presentes.


El Senado no reunió el quórum exigido por el artículo 65 de la Constitución Política de la República, para aprobar en general la disposición pertinente del proyecto de ley originado en el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República Nº 126-351, de 5 de Julio de 2.004, sobre el establecimiento de una regalía minera ad-valorem y la creación del Fondo de Innovación para la Competitividad, correspondiente al Boletín Nº 3.588-08 y en sesión de 3 de agosto de 2004, acordó remitir el proyecto a la Comisión de Educación y a la de Hacienda, en su caso, por el hecho de que las normas aprobadas se referían a la creación de un Fondo de Innovación para la ciencia y la tecnología.



Con fecha 4 de agosto de 2005, el Ejecutivo presentó una Indicación Sustitutiva al proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad. (Boletín N° 3588-08).


La Indicación Sustitutiva consta de 15 artículos permanentes y 6 transitorios.



Sus fundamentos son los siguientes:



a) La necesidad de construir ventajas comparativas dinámicas;



b) La superación de los rezagos en innovación para la competitividad;



c) El rol público en el fomento a la innovación, y



d) La eficiencia intertemporal en la administración de los recursos del país.



Con respecto a la necesidad de construir ventajas comparativas dinámicas, se plantea que a pesar del alto crecimiento económico experimentado por el país existen diversos límites al modelo de desarrollo. En particular, se indica que existe un desafío para construir ventajas competitivas dinámicas, ya que las ventajas estáticas de los recursos naturales son de carácter vulnerables, principalmente por la apertura comercial de países con recursos naturales similares, pero a menores costos de mano de obra y/o mayor cercanía a los centros de consumo.



En relación con el fundamento de superar los rezagos en la innovación para la competitividad, se arguye que el país aún presenta importantes rezagos en esta materia, porque existe una baja incorporación de la innovación tecnológica como factor competitivo. En efecto, se señala que Chile sólo invierte el 0,7% del PIB en I+D, mientras que países como Suecia y Finlandia invierten un porcentaje al menos seis veces mayor. 



Por otra parte, se indica que en Chile existe una baja proporción de investigación aplicada, lo que se ha traducido en bajos niveles de investigación con impacto productivo. 


Asimismo, se señala que a nivel nacional no se ha planteado una estrategia explícita que oriente las prioridades de la política de innovación para la competitividad, ni una instancia de coordinación y evaluación de los esfuerzos en dicho ámbito.



En cuanto al rol público en el fomento a la innovación, se plantea que en la experiencia internacional el sector público tiene un rol protagónico en la superación de las carencias en el ámbito de la innovación. En este sentido, esta Indicación busca que el Estado emprenda una política en el mencionado ámbito y evite todas las posibles fallas, tales como: la captura por parte de los grupos de interés, los esfuerzos no pertinentes y las ineficiencias en términos de descoordinación y gastos administrativos.



Con respecto a la eficiencia intertemporal en la administración de los recursos del país, se señala que Chile dispone de una excepcional combinación de altos precios del cobre y una base institucional, política y económica sólida. Asimismo, se hace referencia al impuesto específico a la minería, mediante el cual se dispondrá de los recursos necesarios para financiar la capacidad innovadora del país. De este modo, se establece que se reemplazará el recurso minero, finito y no renovable, por activos con capacidad generadora de ingresos permanentes.



En cuanto a los contenidos de la iniciativa, estos son los siguientes:



1.- Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad.



La presente iniciativa en su Título I reglamenta la elaboración y contenidos de la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad, la que deberá ser formulada por el Presidente de la República, debiendo abarcar todos los campos de la ciencia, tecnología y recursos humanos, teniendo como base la propuesta formulada por el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.



Asimismo, dispone que las estrategias se formularán por un período a largo plazo de doce años y, por ende, deberán estar desvinculadas de toda coyuntura política. Con todo, para mantener su eficacia se establece su capacidad de adaptación a los cambios relevantes, haciéndose obligatoria su revisión y actualización cada cuatro años.



Además, agrega que las estrategias de innovación y sus actualizaciones serán oficializadas a través de un decreto supremo suscrito por los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, Educación y Hacienda. Asimismo, establece que, con el fin de generar una adecuada difusión y posterior rendición de cuentas respecto a la ejecución de la estrategia, éstas serán publicadas y presentadas ante las Comisiones correspondientes del Congreso Nacional.


2.- El Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.

a) Naturaleza, objeto y funciones del Consejo.


El proyecto crea el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, que tiene por objeto asesorar al Presidente de la República en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas en dicho ámbito, incluyendo los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. Además, este Consejo se constituirá como una instancia de coordinación de las instituciones y de las políticas públicas de innovación para la competitividad.


Las principales funciones del Consejo son:


Desarrollo y actualización cada cuatro años de la Estrategia Nacional de Innovación que se presenta al Presidente de la República;


Proponer anualmente los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito; 


Proponer iniciativas legales o administrativas orientadas a elevar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad;


Proponer programas y acciones orientados a fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, y


Proponer acciones para difundir la ciencia, la tecnología y la innovación. 


Por otra parte, se expone que la composición del Consejo debe mantener un equilibrio entre los ámbitos público y privado, así como de los ámbitos científico-académico y empresarial, ya que la experiencia internacional muestran que las estrategias de innovación exitosas surgen como consensos de actores de todas estas áreas. En particular, el Consejo se integrará de la siguiente manera:


- Un experto en políticas públicas, quien lo presidirá, el cual será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado;


- Los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Educación y de Hacienda;


- Un experto en ciencias elegido por el Presidente de la República a propuesta de una quina de la Academia de Ciencias; 


- Un empresario innovador elegido por el Presidente de la República a propuesta en quina de los empresarios usuarios de la Corporación de Fomento de la Producción, y 


- Un experto en formación de capital humano especializado elegido por el Presidente de la República a propuesta en quina del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. 


Además, establece que participarán de manera permanente, pero sin derecho a voto, el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción y el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.


A fin de otorgar cierta autonomía al Consejo, se propone que los Consejeros sean elegidos por un período de seis años, renovable por un período adicional, salvo el caso del experto en políticas públicas, quien será designado por el Presidente de la República por un período de cuatro años. 


El proyecto también establece las normas de funcionamiento del Consejo, debiendo éste sesionar al menos una vez al mes. Finalmente, se formula que las sesiones y las propuestas del Consejo serán de carácter público.


b) Secretaría Ejecutiva del Consejo:

A continuación, el proyecto crea la Secretaría Ejecutiva del Consejo, la que le servirá de apoyo técnico y administrativo. Esta Secretaría estará radicada en la Subsecretaría de Economía y serán de su cargo todos los gastos en que se incurra para su funcionamiento. El cargo de Secretario Ejecutivo será desempeñado por el Subsecretario de Economía, quien deberá realizar todas las actividades que sean necesarias para implementar los acuerdos del Consejo. Asimismo, se dispone que los Ministerios de Educación y Hacienda tendrán representantes en la Secretaría Ejecutiva. Conjuntamente, se crea el cargo de Secretario Técnico en la planta de la Subsecretaría de Economía, quien tendrá el carácter de Jefe de División.


c) El Fondo de Innovación para la Competitividad:

Enseguida, el proyecto crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con el objeto de financiar las iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país y de sus regiones, de manera consistente con la Estrategia Nacional de Innovación que se encuentre vigente. 


Este Fondo se constituirá como un elemento ordenador de los restantes programas públicos en el ámbito de la innovación. Para cumplir este rol, se espera incorporar paulatinamente la totalidad de los recursos públicos de fomento a la innovación, para que bajo su alero cada programa sea evaluado y reciba recursos acorde a su eficiencia y la prioridad que le asigne la Estrategia de Innovación vigente.


Los recursos del Fondo serán los que contemple anualmente la Ley de Presupuestos, a sugerencia del Consejo. Con todo, durante los primeros ocho años de vigencia del Fondo se asegura un piso de recursos igual a la recaudación esperada del impuesto específico a la minería.


La administración del Fondo le corresponderá a la Subsecretaría de Economía, en su calidad de Secretaría Ejecutiva del Consejo. Esta Subsecretaría monitoreará y evaluará la implementación de los distintos programas que se enmarquen en la estrategia de innovación vigente.


Por otra parte, se establece que se podrán destinar parte de estos recursos por vía convenios a la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) y a la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), con el objeto de destinarse a la ejecución de programas regionales, pertinentes a la realidad de cada región según lo que acuerden los respectivos actores regionales. En estos casos, las respectivas instituciones (CORFO y CONICYT) deberán, a su vez, suscribir convenios con uno o más Gobiernos Regionales mediante los cuales se obliguen a aportar tres veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales, hasta completar el total establecido por región en la Ley de Presupuestos respectiva. 


En lo referente al arreglo institucional para ejecutar estos recursos regionales, el proyecto opta por un marco general que permite adaptarse a la realidad de cada región, aprovechando lo que el Gobierno Regional y los demás actores relevantes hayan desarrollado en cada una de ellas. Con todo, el marco general propuesto incentiva a las regiones a aportar recursos propios al ámbito de la innovación, lo que busca asegurar la pertinencia de los proyectos y aumentar los recursos totales movilizados.


En relación a la cuantía de los recursos del Fondo de Ejecución Regional, este proyecto garantiza los montos específicos para ser destinados a cada una de las regiones durante los primeros cuatro años de vigencia del fondo. Lo anterior tiene por objetivo asegurar que en dicho período las regiones cuenten con los recursos necesarios para realizar diagnósticos sobre sus ventajas competitivas, fortalezas y debilidades, construyan estrategias de desarrollo regionales y fortalezcan las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad. Así, esta iniciativa busca que las regiones desarrollen capacidades básicas para que en el futuro estén en condiciones de competir por la totalidad de los recursos del Fondo.


En cuanto a la distribución de los recursos del Fondo de Ejecución Regional, se plantea que éstos sigan los siguientes criterios:


- El 60% se ejecutará en regiones mineras (definidas como aquellas que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo carbón, petróleo y gas). Estos recursos se distribuirán según su participación en la actividad minera nacional y según los criterios socioeconómicos mediante los cuales se asigna el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), y


- El 40% se ejecutará en las regiones restantes, distribuido según los criterios socioeconómicos mediante los cuales se asigna el FNDR. 


Conforme a lo anteriormente expuesto, los objetivos del proyecto son:



1.- El Fortalecimiento del Esfuerzo Nacional en Innovación. La idea central planteada por el Ejecutivo se dirige a fortalecer el esfuerzo público y privado en el campo de la innovación, con el fin de impactar positivamente en la competitividad nacional y en las perspectivas de crecimiento del país. En consecuencia, se estima que Chile cierre una brecha de al menos 2,5 puntos porcentuales del PIB para así homologarse con los países líderes en innovación y



2.- La Estructuración de un Sistema Nacional de Innovación eficiente. Este objetivo se enmarca en la necesidad de crear y consolidar una estructura institucional eficiente que sea capaz de diseñar una estrategia participativa y consensuada, que oriente y coordine las políticas en el campo de la innovación para la competitividad, que movilice recursos del sector privado, que fomente la cooperación público- privada y que monitoree y evalúe las políticas públicas al respecto.

- - - - - -

DISCUSIÓN GENERAL


Durante la discusión general del proyecto, la Comisión escuchó a representantes de diversas entidades vinculadas a la materia en estudio.


El Ministro de Educación señala que este trabajo ha sido formulado por el Ministerio de Hacienda y luego ha sido consultado a los Ministerios de Educación y Economía, respectivamente. Agrega que el eje central de esta iniciativa está en el uso adecuado de los fondos provenientes del impuesto al cobre para así fomentar y estimular la innovación tecnológica.


Luego indica que este fondo será coordinado por un Consejo con el fin de que organice la política científica y tecnológica nacional, operando a través de CORFO y CONYCIT.


El Vicepresidente Ejecutivo de CONYCIT expone que CONYCIT se incorporó a la discusión de este proyecto aproximadamente a fines del año 2004. Destaca que es muy positivo para el desarrollo de la ciencia y de la tecnología la llegada de recursos de esta magnitud, aproximadamente unos 100 millones de dólares. Con respecto al modo en que se distribuirán estos fondos, acota que esto dependerá exclusivamente del destino que se dé a esta iniciativa.


A continuación, sostiene que la nueva institucionalidad que se crea con el objeto de coordinar este fondo deberá tener una mirada general y global sobre toda la ciencia y la tecnología nacional, puesto que este proyecto propone que el Consejo administre los fondos provenientes del royalty y, además, maneje global y paulatinamente todas las instituciones del gobierno que otorgan recursos para desarrollar la ciencia y la tecnología.


Asimismo, manifiesta que es conveniente determinar explícitamente el destino que se le dará a este fondo, en el sentido de definir si sólo se utilizará para fomentar la innovación o, también, se está involucrando a todo el sistema de la ciencia, tecnología e innovación. 


En caso de incorporar a todo el sistema científico nacional, considera que se deberá tomar en cuenta las opiniones de la comunidad científica, formada por la Academia de la Ciencia, las universidades más destacadas del país y las sociedades científicas. Por otra parte, señala que deberá determinar el rol que desempeñarán las universidades que se dedican a la investigación en la formulación de la estrategia nacional. 


En términos globales, señala que la llegada de estos recursos al área de la ciencia, tecnología e innovación será muy positiva, siempre que el Consejo tenga el debido cuidado de formular una estrategia nacional de carácter societaria. En este sentido, propone la implementación de un sistema de consulta nacional a instituciones, grupos societarios y otros, con el fin de que el Consejo pueda adoptar la decisión más adecuada para la realidad del país.


A continuación, el Ministro de Hacienda expone que se intentará enmarcar este proyecto de ley entre los principales desafíos de la economía nacional. 


Señala que en las últimas décadas Chile ha estado situado entre las economías mundiales que han experimentado y mantenido un alto crecimiento. No obstante, agrega que este crecimiento no ha permitido que nuestro país traspase la barrera del subdesarrollo. En este sentido, se cuestiona qué se debe hacer para alcanzar el anhelado desarrollo.


Retomando el análisis de la economía nacional, hace referencia a las causales que han permitido un crecimiento sostenido de la economía chilena, las cuales son, a saber:


1.- La implementación de una estrategia de economía abierta, y


2.- Las reformas que han fomentado un mercado dinámico.


Considera indispensable planificar un sistema económico nacional que evite caer en un desarrollo frustrado. En consecuencia, propone implementar un sistema que permita continuar avanzando y que contrarreste la gran vulnerabilidad de las estrategias de desarrollo nacional.


Por otra parte, sostiene que la estructura productiva chilena es muy similar a la estructura que tienen la gran mayoría de los países desarrollados, en cuanto a su institucionalidad, a sus políticas macroeconómicas, al riesgo país e incluso a la penetración de las tecnologías de la información. Sin embargo, enfatiza que en Chile existen ciertas áreas muy atrasadas, que provienen de la vulnerabilidad de la estrategia de desarrollo nacional.


En relación a la estrategia nacional, señala que ésta se basa en una economía de ventajas comparativas, por tratarse de un país que cuenta con una gran dotación de recursos naturales, especialmente en el área de la minería, agroindustria y pesca. Añade que nuestro país se ha convertido en un gran vendedor de este tipo de productos.


No obstante, acota que a pesar de los resultados positivos que ha tenido nuestra estrategia nacional debe tenerse en consideración la historia, la cual ha demostrado que los países que no han sido capaces de desarrollar esas ventajas para transformarlas en ventajas dinámicas finalmente se estancan.


Las amenazas que tiene nuestro sistema, se refieren a la existencia de otras economías que pueden emular nuestra dotación de recursos, puesto que nuestra producción no tiene singularidad. Según su parecer, existen sólo dos casos en que contamos con ventajas comparativas muy propias de Chile, a saber: la dotación minera de cobre y la producción de salmón. Luego, indica que el resto de nuestras ventajas comparativas son fácilmente replicables por otras nacionales que cuenten con desarrollo tecnológico, trayendo a colación el caso del salitre. Incluso, señala que las ventajas comparativas propias de Chile pueden ser amenazadas por el desarrollo tecnológico.


En consecuencia, concluye que el desarrollo tecnológico es de suma importancia y, por ende, debe estar incorporado y planificado dentro de una estrategia nacional a largo plazo. Cita como ejemplo el caso de Suecia, el cual basaba su economía en la producción minera, al agotársele este recurso, comenzó a dedicarse a la exportación de maquinarias para la minería. Agrega que esta conversión de la economía sueca fue posible gracias a su estrategia a largo plazo de desarrollo tecnológico.


Luego, señala que el Ejecutivo plantea una estrategia que se nutre de los ejemplos de los países que en su matriz originaria son similares al nuestro, es decir, se trata de países productores de materias primas que han evolucionado hacia el desarrollo integral de sus economías transformándose en productores de bienes secundarios. Continúa, indicando que el modelo a aplicar es el de los países escandinavos, Nueva Zelanda, Australia y en alguna medida Irlanda.


Posteriormente, acota que este modelo no es la vieja doctrina que postula agregar valor agregado, puesto que para él este paradigma no es más que una tautología, porque en Economía agregar valor agregado es sinónimo de producto. Por tanto, afirma que no tiene sentido sostener que para generar más productos necesitamos más productos. De este modo, expone que el gobierno tiene la misión de hallar el modelo económico a seguir y potenciar efectivamente nuestras ventajas comparativas.


En seguida, se refiere al retraso que experimentó Chile en el período de entreguerras mundiales, el cual, según él se debió a la realización de un diagnóstico equivocado que llevó a pensar que nuestro patrón de especialización propio del siglo XIX basado en la exportación de productos agrícolas y en la importación de bienes manufacturados era la única alternativa que tenía nuestro país. Señala la gran vulnerabilidad de este modelo, debido a la posición geopolítica de Chile, la cual podía provocar la interrupción de los flujos de entrada y salida de estos envíos. Frente a esta situación, agrega que se postuló que nuestra economía estaba destinada a estancarse porque se perdía el precio relativo entre el producto básico y el manufacturado, lo que se traduciría en el deterioro secular de los términos de intercambio.


Bajo este contexto, concibe que la teoría del deterioro secular de los términos de intercambio es completamente falsa, porque si uno observa los casos de China e India como productores fabriles a bajo precio no se ha generado un deterioro de la relación entre el precio de los “commodities” (bienes físicos, recursos naturales, insumos) y el precio de los bienes industriales. 


Asimismo, señala que esta teoría entendía que el desarrollo era parte de un proceso mecánico, el cual comenzaba con la generación de un producto básico para evolucionar hacia la producción industrial. Acto seguido, explica que esta estrategia se conoce como el proceso de encadenamiento hacia adelante y agrega que al encadenar hacia adelante las ventajas comparativas de un producto básico se pierde paulatinamente esa ventaja natural, lo cual es obviamente muy perjudicial para una economía. 


En consecuencia, siguiendo el ejemplo escandinavo, neozelandés y australiano propone la instauración en Chile de un modelo económico que encadene hacia atrás y hacia los lados, asumiendo así nuestra calidad de productor de minerales y de centro de consumo de todos los insumos industriales y maquinarias relacionados con la minería. De este modo, señala que nuestro país no sólo debe potenciar su condición de productor de cobre, sino también potenciar toda la industria relacionada con la extracción del cobre. Así, concluye, nos convertiríamos en los oferentes y demandantes del producto final que nosotros mismos generamos, abaratando, en consecuencia, todos los costos de transportes involucrados en las importaciones. Lo mismo, sostiene, podría implementarse respecto a la extracción de salmón, la cual constituye otra ventaja comparativa nacional.


De este modo, propone mutar la estructura productiva nacional, relacionando nuestras ventajas comparativas estáticas basadas en la dotación de recursos naturales con el desarrollo de la tecnología, con el objeto de encadenar hacia atrás, para mantenerse lo más cerca posible de la ventaja natural. En caso contrario, sostiene, si se mantiene un encadenamiento hacia adelante perderemos nuestras ventajas comparativas y nos limitaremos a replicar mecánicamente lo que han hecho los países industriales.


Posteriormente analizando la experiencia internacional, indica que los países desarrollados del hemisferio norte producen grandes cantidades de recursos naturales, por lo mismo tienen un alto porcentaje de exportación de manufacturas básicas y de productos primarios. Asimismo, destaca que estos países han desarrollado un patrón que ha aprovechado sus ventajas comparativas, encadenando hacia atrás y hacia los lados, como lo ha hecho Finlandia, país que tiene más de un 50% de sus exportaciones ligadas a recursos naturales. Luego, agrega que únicamente los países que no tienen grandes dotaciones de recursos naturales han tenido que desarrollar otras áreas como la electrónica y la computación, como ha sucedido en Japón. 


En el caso de Chile, afirma que tenemos un 85% de nuestras exportaciones relacionadas a recursos naturales. En consecuencia, vislumbra que nuestra economía está muy expuesta a ser replicada o desplazada. En este sentido, considera que el ideal es rebajar nuestras exportaciones de materias primas a un 50% y comenzar a encadenar hacia atrás y a los lados como lo han hecho los países desarrollados productores de recursos naturales. 


Bajo este contexto, señala que el desafío país consiste en comenzar a trabajar en la introducción de innovación en los recursos productivos, con el fin desarrollar nuestras ventajas comparativas de productos más sofisticados anclados en los recursos naturales. Nuevamente trae a colación el caso de Finlandia, país que en menos de 25 años ha mutado su estructura productiva hacia exportaciones tecnológicas más sofisticadas, aumentando su presupuesto en innovación y desarrollo de 1,5 a 3,5 de su producto interno bruto (PIB).


En materia de innovación y desarrollo, manifiesta que Chile está bastante mal, ya que sólo gasta el 0,7 de su PIB. De este modo, concluye que Chile gasta poco y gasta mal en esta área. Continúa señalando que sólo el sector público gasta en investigación tecnológica, distinto a lo que ocurre en los países desarrollados en donde el sector privado invierte grandes sumas de dinero en desarrollar la investigación científica. Por otra parte, comenta que en Chile la escasa investigación que se realiza se enfoca únicamente hacia la investigación básica, más que hacia la investigación aplicada y de desarrollo experimental.


A continuación, señala que en la actualidad existe un sistema nacional de innovación tecnológica, fundado en los esfuerzos desplegados por CONYCIT, CORFO y el grupo Milenium. No obstante, reitera que en Chile en materia de innovación tecnológica se gasta mal y poco, lo que se ha traducido en el escaso número de patentes que Chile tiene registrado por año ( 1 patente por cada millón de habitantes) y en el bajo número de científicos graduados a nivel nacional (sólo 3 por cada millón de habitantes).


Asimismo, señala que este sistema es disperso y está mal articulado. Continúa indicando que en él interactúan los Ministerios de Educación, Economía, Agricultura y de Planificación Ministerial. Por otra parte, agrega que en él participan numerosas instituciones que tienen por objetivo operacionalizar los fondos que el Estado destina a la investigación científica, como CORFO, el programa Milenium, la Fundación para la Innovación Agraria (FIA), universidades e institutos.


Luego, expone que los evaluadores externos coinciden que nuestro Sistema Nacional de Innovación presenta las siguientes deficiencias:


a) No hay lineamientos orientadores;


b) No hay instancias de coordinación;


c) Desconexión empresa-universidad (investigación básica no se transforma en aplicaciones comerciales);


d) Exceso de “ventanillas” dispersas (más de 30 instituciones que operacionalizan el sistema);


e) Duplicidad de esfuerzos;


f) Programas bien evaluados pero sin masa crítica, y


g) Desaprovechamiento de economías de escala y de ámbito.

Bajo este contexto, manifiesta que este proyecto de ley busca vertebrar armónicamente los fondos destinados a la investigación científica, tal como lo han hecho los países desarrollados con características similares a nosotros. Asimismo, expresa que se intenta aumentar el presupuesto estatal que se invierte en esta área.


Dentro de los lineamientos del proyecto, destaca que se busca:


1.- Estructurar una institucionalidad eficiente, capaz de plantear una estrategia participativa y consensuada que oriente y coordine las políticas en el campo de la innovación para la competitividad, que movilice recursos del sector privado, que fomente la cooperación público-privada y entre el sector investigador y el sector productivo, y que monitoree y evalúe sistemáticamente las políticas públicas al respecto. 


2.- Fortalecer y hacer más eficiente el esfuerzo nacional -público y privado- en el campo de la innovación para la competitividad.


Posteriormente hace referencia al contenido del proyecto, el cual se basa en tres grandes temas, a saber:


1.- Una Estrategia Nacional de Innovación.


2.- La implementación de un Consejo Nacional de Innovación.


3.- La creación de un Fondo de Innovación para la Competitividad.


En cuanto a la Estrategia Nacional de Innovación, indica que el Consejo Nacional de Innovación será el órgano encargado de proponerla cada 12 años, actualizándola cada 4 años. Acto seguido, expone que el Consejo deberá remitir su propuesta al Presidente de la República, para que la formule mediante un decreto supremo.


Asimismo, continúa, el Consejo será la entidad encargada de difundir, implementar y coordinar la estrategia aprobada. Por otra parte, indica que esta entidad deberá evaluar anualmente el estado de avance de la estrategia aprobada.


En relación al Consejo Nacional de Innovación, señala que éste tendrá las misiones de:



- Asesorar al Presidente de la República en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas de innovación para la competitividad, incluyendo los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, y



- Constituir una instancia de coordinación de las instituciones y políticas públicas de innovación para la competitividad


Luego, destaca que las principales funciones del Consejo son:


1.- Proponer, cada doce años, una Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad, revisarla y actualizarla cada cuatro años.


2.- Proponer anualmente los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito. 


3.- Proponer iniciativas legales o administrativas orientadas a elevar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad.


4.- Proponer programas y acciones orientados a fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad.


5.- Proponer acciones para difundir la ciencia, la tecnología y la innovación.


6.- Conocer e informar al público y al Congreso Nacional, acerca del seguimiento y control de la ejecución de la estrategia de innovación.


7.- Establecer instancias de participación en las cuales considere la opinión de actores privados y públicos, nacionales y regionales.


En cuanto a los miembros del Consejo, señala que éste tendrá una composición mixta y se integrará de la siguientes manera:


A) Del ámbito privado:


1.- Un experto en políticas públicas, quien presidirá el Consejo, designado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado.


2.- Un experto en ciencias, designado por el Presidente de la República según quina propuesta por la Academia de Ciencias.


3.- Un empresario innovador, designado por el Presidente de la República, según quina propuesta por los empresarios usuarios CORFO.


4.- Un experto en formación de capital humano especializado, designado por el Presidente de la República, según quina propuesta por Consejo de Rectores.


B) Del ámbito público:


1.- El Ministro de Economía.


2.- El Ministro de Educación.


3.- El Ministro de Hacienda.


Además, agrega que la iniciativa dispone que el Vicepresidente Ejecutivo de CORFO y el Presidente de CONICYT serán invitados permanentes, con derecho a voz.


Por otra parte, sostiene que existirá una Secretaría Ejecutiva que estará radicada en la Subsecretaría de Economía, que servirá de apoyo técnico y administrativo al Consejo. 


Con respeto al Fondo de Innovación para la Competitividad, señala que éste tendrá como objetivo fundamental el financiar las iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país y sus regiones. Asimismo, indica que el destino de este fondo serán los programas públicos de innovación que contemplen un proceso de asignación transparente a beneficiarios finales, preferentemente competitivo y sujetos a evaluaciones permanentes.


Posteriormente, expone que este fondo se formará con los recursos que anualmente destine la Ley de Presupuestos a sugerencia del Consejo, la recaudación proveniente del impuesto específico a la minería y el conjunto de los recursos públicos asignados para el fomento de la innovación, los que se incorporarán gradual y crecientemente a este fondo.

Luego, se refiere a la asignación de los recursos a nivel regional, indicando que esta iniciativa propone que el 60% de este fondo se destine a las regiones mineras, las cuales se definen como “aquellas que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo el carbón, el petróleo y el gas”. El 40% restante se asignará a las otras regiones.

Por otra parte, en relación a la dinámica de ejecución de los programas vinculados a este fondo, señala que tanto CORFO como CONICYT, en conjunto, suscribirán convenios con uno o más Gobiernos Regionales, con el objeto que dichas instituciones se obliguen a proporcionar un aporte equivalente a tres veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos. Destaca que durante el primer año de vigencia de esta normativa, los aportes de CORFO y CONICYT serán independientes de los recursos regionales y que durante el segundo año este aporte será cinco veces los mismos.


Asimismo, sostiene que en caso que un Gobierno Regional no suscriba convenios al 31 de Marzo del año respectivo, los recursos que le correspondan quedarán disponibles para complementar los convenios de las regiones restantes. Finalmente, indica que la Secretaría Técnica del Consejo será órgano encargado de verificar que los programas específicos considerados en los convenios sean consistentes con la estrategia de innovación vigente.



El Honorable Senador señor Rafael Moreno manifiesta dudas respecto de lo que sucederá con los organismos que actualmente reciben aportes del Fisco para realizar investigación. Al respecto, consulta cómo este fondo gestionará armónicamente los recursos que actualmente se asignan para la investigación o desarrollo científico y tecnológico, ascendentes a 222 millones de dólares y que dada la exposición del Ministro de Hacienda, para administrar este fondo será necesario trabajar en sintonía con todos los organismos involucrados.



En consecuencia, sostiene que las organizaciones que reciben recursos para la investigación, tendrán que adecuarse en el tiempo a esta iniciativa legal, lo que podría significar, a la larga, que dichas entidades perdieran parte o la totalidad de estos recursos.



Luego, señaló que esta iniciativa significará un aporte adicional de cerca de 120 millones de dólares, lo que constituye prácticamente un poco más del 50% de lo que actualmente se está invirtiendo, por lo tanto, indica que se requerirá mirar en conjunto todo lo que se invertirá en los próximos años. A continuación, agregó que en total se destinarán para el desarrollo tecnológico alrededor de 342 millones de dólares anuales.

El Rector de la Universidad de Concepción en relación al proyecto en estudio señala que es una necesidad nacional formular una estrategia de innovación para la competitividad. No obstante, resaltó que previo a la estrategia se requiere de una política nacional que establezca con claridad los objetivos que se desean alcanzar. En este sentido, considera que es indispensable la existencia de una política si se desea potenciar nuestro accionar como país en las áreas de la ciencia y la tecnología, con especial énfasis en la formación de recursos humanos.
Continúa señalando que para fortalecer los programas de formación a nivel de postgrado y particularmente de doctorado se requiere duplicar la oferta de los programas de doctorado y triplicar la graduación de los mismos. Asimismo, agregó que se debe implementar un sistema para insertar a los doctores al sistema universitario.

En la actualidad, indica que sólo un 30% de los académicos tienen el Grado de Doctor, lo que no se condice con un escenario de crecimiento del sistema universitario. Por otra parte, añade que para desarrollar la formación de postgrado se debe estimular a las empresas en la contratación de doctores, ya que sería la vía más idónea para que las empresas creen departamentos de investigación y desarrollo.
Con respecto a la coordinación de los fondos de investigación, plantea la necesidad de una mejor distribución de los fondos que actualmente existen de apoyo a la investigación, lo que según él ayudaría a un uso más eficiente de los mismos. En este sentido, opina que el Consejo Nacional que se propone crear en esta iniciativa legal con seguridad contribuirá a cumplir con este objetivo. Destaca como un buen modelo de coordinación el trabajo desempeñado en conjunto por CONICYT (Programa Bicentenario), CORFO y FIA.

En la asignación de recursos, considera que debe priorizarse el fortalecimiento de los fondos de financiamiento que actualmente existen, los que son ejecutados por CONICYT (FONDECYT, FONDEF, Programa Bicentenario) y CORFO (Programa INNOVA-Chile), puesto que todas estas instituciones han aprobado recientemente programas que requieren una mayor cantidad de recursos para su implementación. 
Por otra parte, comenta que en la VIII Región la única agencia regional de financiamiento es Innova Bío Bío, la cual se forma a partir de una iniciativa conjunta de CORFO y el Gobierno Regional de la VIII Región, la que puede servir de modelo para una política de estímulo a la investigación a nivel regional.

Destaca que a nivel nacional, las Universidades son los centros del desarrollo científico y tecnológico, debiendo asumir en forma creciente los costos de esta actividad utilizando parte importante de su capacidad humana e infraestructura. Por esta razón, considera imprescindible aumentar los porcentajes de gastos de administración “overhead” y reconocer los costos de los estudios de los programas de postgrado. 
En relación al Consejo Nacional de Innovación, señala que es indispensable que éste incorpore a los principales actores del área de la ciencia y tecnología. De este modo, plantea que CORFO y CONYCIT tengan derecho a voz y a voto, por ser las principales entidades administradoras de los recursos destinados a la investigación. Asimismo, considera fundamental que en este Consejo participen a lo menos dos representantes del Consejo de Rectores, porque son las Universidades las principales ejecutoras de los proyectos de investigación. También, enfatiza que en este Consejo debe imperar un espíritu descentralizador con el objeto de estimular la investigación en regiones. Al mismo tiempo, propone reducir el período de permanencia de los Consejeros de 6 a 4 años y eliminar su inamovilidad. 

Por otra parte, opina que es un avance el que esta propuesta reconozca la necesidad de establecer los programas y acciones orientadas a fortalecer las capacidades regionales. No obstante, considera muy engorroso el mecanismo por el cual se asignan los recursos a las regiones, citando como ejemplo a la Región del Bío Bío ubicada en el undécimo lugar, destinándosele sólo $672 millones equivalentes a U$ 1.2 millones. Considera que el ideal es que estas asignaciones se realicen teniendo en consideración los programas de ciencia y tecnología que presente cada región, ya que éstos puede constituir claros indicadores de desempeño.

La Honorable Senadora señora Matthei consulta sobre las ventajas que podría traer aparejada el aumento de los estudiantes de doctorado a nivel nacional.

El Rector de la Universidad de Concepción responde que este aumento implicaría un mayor desarrollo científico, porque las tesis de estos doctores se tendrían que formular necesariamente en temas de interés para el país. Asimismo, abarataría los costos de los interesados en doctorarse y, además, agrega que nuestros científicos se desarrollarían y quedarían en el país. Obviamente, acota que esta mayor oferta de doctorados no excluye el perfeccionamiento en el extranjero. 

El Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso señala que en la actualidad se están consolidando alianzas entre las universidades chilenas y prestigiosas universidades extranjeras, lo que permite pensar que en un futuro cercano se formarán zonas fronterizas en el ámbito de la educación superior.

La Honorable Senadora señora Matthei en relación a los costos de “overhead” de las universidades consulta si el no aumento de estos fondos implicaría el despido del actual personal de las Universidades.

El Rector de la Universidad de Concepción responde que no y aclara que lo que se está proponiendo es que a través de este aumento de fondos las universidades puedan contar con una nueva planta especial dedicada exclusivamente a la investigación.

El Honorable Senador señor Moreno piensa que el aumento del número de doctorados no siempre va acompañado de la calidad real que corresponde a ese Grado Académico.

El Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso expone que la Sociedad del Conocimiento plantea la existencia de un nuevo paradigma, el cual requiere ser incorporado mediante un conjunto de transformaciones necesarias en los distintos sistemas, como serían, en este caso, los sistemas de educación y de capacitación y los de ciencia y tecnología. Añade que es conveniente tener en cuenta que el conocimiento, en sus distintos ámbitos, tiene una frontera móvil y que cualquier diseño debe tener clara conciencia de ello. 

El Proyecto de Ley en estudio, comenta, procura colocar a la ciencia y a la tecnología como componentes de la innovación para la competitividad, en una ubicación central en las políticas de desarrollo, lo cual tiene mucha importancia futura. Aunque considera que el Sistema Nacional de Innovación tiene que ser un esfuerzo de construcción de la sociedad y no solamente gubernamental.

Agrega que se requiere de la definición de un rumbo estratégico junto con la creación de un contexto que facilite y propicie un gran número de acciones convergentes desde los distintos actores involucrados en esta tarea sistémica. Por cierto, acota que mientras se parta del supuesto que para hacer todas las acciones requeridas, es necesario tener una estrategia general escrita y posiblemente una entidad planificadora y coordinadora de todo el proceso de reforma. Considera que esta iniciativa legal plantea un diseño basado en esquemas anclados en el pasado. En consecuencia, sostiene que el nuevo diseño necesita de principios organizativos novedosos que lo sustenten. 

En cuanto a la formulación de la estrategia de innovación, señala que ésta debe ser flexible y aportar un marco para la toma de decisiones y constituir una herramientas para la construcción de un sistema de información. Asimismo, indica que esta estrategia no puede quedar limitada por períodos de revisión, ni mucho menos a una vigencia de 12 años. En este sentido, sugiere que se debe establecer un mecanismo participativo y cooperativo en su formulación, más allá de los espacios informales que puedan darse al interior del Consejo de Innovación. A continuación, exterioriza su disconformidad con el hecho de que esta estrategia se contenga en un decreto supremo. 

Con respecto al Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, expone que se le han atribuido importantes competencias, como la de asesorar al Presidente de la República en todos los aspectos relacionados con las políticas de innovación, incluyendo en ello la ciencia y la formación de recursos humanos especializados, junto con ser una instancia de coordinación de las instituciones y de las políticas públicas de innovación para la competitividad. 

Asimismo, indica que se le responsabiliza de la proposición al Presidente de la República de la estrategia de innovación, como de los usos del Fondo de Innovación y de las restantes asignaciones presupuestarias públicas asociadas a fondos de fomento en este ámbito. También, continúa, se le atribuye igual facultad respecto de las transferencias fiscales directas a instituciones públicas y privadas en el ámbito de la innovación. 

Desde otro ángulo, enfatiza que llama la atención que no se aborde el componente de información que un sistema de este tipo requiere, ya que más que una coordinación central fuerte, es necesario la implementación de canales de información con datos bien estructurados y homogéneos, a través de los cuales sea posible supervisar el funcionamiento de redes complejas integradas por entidades muy diferenciadas y que gozan de amplia independencia. 

Por otra parte, sostiene que dada la composición del Consejo y la conformación de una estructura de apoyo, se corre el riesgo que sea ésta última, la Secretaría Ejecutiva, la que cumpla las tareas que parecen ser sobredimensionadas en el seno de un aparato público moderno. Luego, prosigue señalando que acrecienta este riesgo el hecho de que el soporte esté dado por una Subsecretaría ya existente, la cual podría tener sesgos sectoriales, dadas las atribuciones del Ministerio respectivo. 

También, menciona que hay labores que se efectúan actualmente con eficiencia en otras instancias gubernamentales y que no requieren, por ende, que se involucre a nuevos actores, como por ejemplo las asignaciones que el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda hacen respecto del Aporte Fiscal Directo a las Universidades. 

Asimismo, exterioriza que no entiende bien el sentido del argumento esgrimido en el texto del Mensaje de este proyecto de ley cuando manifiesta que es conveniente separar el rol de diseño de políticas del de ejecución de las mismas. De este presupuesto, infiere que tanto CONYCIT como CORFO sean sólo invitados de este Consejo. De la experiencia práctica, arguye que cuando instituciones encargadas de ejecutar políticas son eficaces comienzan a participar en la interfaz de la definición de las mismas, mediante la proposición de contextos propicios para incentivar a los diversos actores institucionales. De este modo, concluye que la dicotomía que se presenta es más aparente que real y, por lo mismo, no sirve de justificación para dejar fuera del Consejo a estas dos instancias. 

De igual modo, critica la conformación del Consejo porque no deja espacio suficiente para la inclusión de quienes hasta hoy han sido actores relevantes en la investigación y el desarrollo tecnológico en el país, como son las Universidades del Consejo de Rectores. Añade, que tampoco incorpora apropiadamente a los actores privados, cuyas acciones presentes y futuras pueden ser determinantes para la agregación de nuevas tecnologías en las cadenas de valor. 

Por otra parte, resalta el hecho de que el aparato institucional público relacionado con las regiones, tanto a nivel central como regional, no tenga presencia en este Consejo y sugiere que la Subsecretaría de Desarrollo Regional lo integre a nombre de las regiones. Acto seguido, destaca que el acceso a la innovación y a las nuevas tecnologías es parte del desarrollo armónico del país, de allí la importancia de la representatividad regional. 

En definitiva, concluye que el Consejo contaría con atribuciones que deben ser replanteadas con una perspectiva más moderna sobre el significado de la red de instituciones, públicas y privadas, cuya interacción es indispensable promover para asegurar los resultados de una política de desarrollo en este relevante sector. Por otra parte, precisa que su conformación debe ser ampliada y también se debe proceder a revisar la presencia de algunos actores del gobierno central, como sería en este caso la Subsecretaría de Economía.

En relación al Fondo de Innovación que se crea para fomentar la competitividad, comenta que debe aclararse de qué manera los objetivos propios de las instancias públicas existentes en el ámbito del financiamiento de fondos para la investigación serán recogidos por el Fondo de Innovación para la Competitividad. 

A continuación, sostiene que el piso de los recursos asegurados para el Fondo de Innovación para la Competitividad debe ser, pues, un aumento real de los montos que se invierten actualmente en investigación fundamental aplicada y desarrollo tecnológico. En el proyecto en comento, acota que no se contemplan mecanismos que garanticen la existencia y el nivel de financiamiento de fondos que están cumpliendo en el presente un papel muy determinante en áreas de interés, como ser el sostenimiento de una plataforma que es fundamental para el desarrollo en un sentido más amplio del conocimiento en las instituciones formadoras de nivel superior del país. 

Dicho de otro modo, indica que la buena noticia que trae la constitución del Fondo de Innovación para la Competitividad, no debe generar incertidumbre respecto al nivel de financiamiento y a la existencia misma de otros fondos conducentes a fines que se vinculan muy lejanamente con el propósito de la innovación. 

En cuanto al procedimiento que vincula al Fondo de Innovación con los Gobiernos Regionales y Programas Regionales, señala que este proyecto de ley no contempla mecanismos que aseguren las contrapartes financieras de nivel regional. Asimismo, sostiene que tampoco contempla la retención de tales fondos en la región respectiva, para el caso en que el nivel de ejecución anual sea insuficiente. 

Finalmente critica el artículo segundo transitorio de la Indicación Sustitutiva, por implementar un régimen provisional mientras se dicta la Estrategia Nacional de Innovación, que lo habilita para disponer del nuevo fondo e intervenir en los actualmente fondos existentes, generando con ello incertidumbres no convenientes a los objetivos que se pretenden con esta iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Parra señala que llama la atención la tendencia recurrente de asociar la creación de un Fondo con la creación de una nueva institucionalidad con el objeto de administrar ese fondo. Acto seguido, expone que percibe una desvalorización sostenida del rol de CONYCIT, cuya institucionalidad ha sido sobrepasada por los Consejos Administradores de FONDECYT y actualmente por el nuevo Consejo que se crea. En este sentido, considera que se pierde una nueva oportunidad de hacer un rediseño completo de la institucionalidad existente en materia científica y tecnológica. Luego, insta al Presidente de la Comisión de Investigación y Postgrado del Consejo de Rectores a que se pronuncie sobre este punto.

El Presidente de la Comisión de Investigación y Postgrado del Consejo de Rectores, señor Jaime Baeza, señala que esta iniciativa legal es una gran oportunidad para el mundo científico, pues permite contar con los recursos necesarios para estimular esta área. 

No obstante, expone que esta iniciativa en una primera etapa debería centrarse en hacer funcionar los sistema que actualmente existen en el país, fundamentalmente hace referencia a la institucionalidad de CONYCIT. Finalmente, destaca que CONYCIT cuenta con una gran experiencia en la administración y asignación de recursos para la investigación.

A continuación, hace uso de la palabra el Rector de la Universidad de Chile quien inicia su exposición señalando que la Universidad de Chile cumple un papel fundamental en el desarrollo científico y tecnológico del país e indiscutiblemente es una de las instituciones que más contribuye a la investigación y a la formación de recursos humanos con capacidad de generar y aplicar conocimientos en Chile. Bajo este contexto, sostiene que esta Universidad asume su responsabilidad para expresar su opinión acerca del proyecto de ley en estudio e indica que la institución que representa entiende que esta iniciativa es de extraordinaria importancia, ya que insta a formular una política nacional en materia de investigación básica y aplicada.

Por otra parte, indica que considera esencial que se modifique y modernice la actual institucionalidad del área de la ciencia y tecnología, porque no ha sido capaz de generar una política integral de desarrollo de la misma que permita al país usarla como herramienta para solucionar los problemas relativos al progreso socioeconómico y cultural.

Asimismo, añade que esta institucionalidad tampoco ha facilitado las tareas de coordinación entre los diferentes mecanismo que el Estado ha dado para desarrollar esta área, ni menos ha prestado el asesoramiento necesario a las autoridades sobre los temas relacionados con los nuevos conocimientos en el campo teórico y práctico.

Luego, agrega que CONYCIT carece de un Consejo o Comisión que le permita cumplir con su tarea de generar los principales lineamientos del desarrollo científico y tecnológico, ya que depende exclusivamente del Ministerio de Educación.

Manifiesta su conformidad en cuanto a que esta iniciativa legal establece que las mayores contribuciones de las grandes empresas mineras sean destinadas para fomentar la ciencia y la tecnología a nivel nacional y regional.

Con respecto a la institucionalidad que se propone crear, sostiene que ésta debe estar asesorada por una Comisión Nacional, la cual debe constituirse como un organismo público consultor de carácter amplio y representativo de todos los sectores, para así poder analizar y formular los criterios de acción y estrategias que conduzcan al desarrollo nacional en ciencia, tecnología e innovación. Así, arguye que esta Comisión se integrará por representantes del gobierno, del parlamento, de la comunidad científica, de las universidades y del sector empresarial. 

Asimismo, indica que esta Comisión tendrá como tarea fundamental colaborar en la formulación de la estrategia nacional de innovación y asesorar calificada y técnicamente al Consejo Nacional de Innovación y a su Secretaría Ejecutiva. Al mismo tiempo, añade que esta Comisión debiera encargarse de evaluar periódicamente a los diferentes instrumentos que administren los fondos públicos para incentivar la ciencia y la tecnología. Por otra parte, añade que esta Comisión debería estar presidida por uno de los miembros del Consejo Nacional de Innovación.

En relación a las Universidades que se dedican a la investigación, sostiene que deberían ser más valoradas por la nueva institucionalidad que se crea, jugando un rol más activo, especialmente por aportar el recurso humano dedicado a la investigación. Esta dotación, prosigue, se ha ido formando en los doctorados y magíster que imparten las universidades. A su vez, señala que estas universidades aportan los laboratorios e infraestructura necesaria para desarrollar la labor investigativa. En este sentido, acota que deberían realizarse las correcciones necesarias para incorporar los recursos destinados para la capacitación humana e infraestructura de las universidades, mediante el aporte real de los “overheads” (costo adiciona) de los proyectos que se implementen. 

Luego, indica que le parece muy positivo que se avance en el desarrollo tecnológico e innovativo del país, pero acota que esta labor debe desempeñarse bajo un adecuado equilibrio, con el objeto de evitar potenciar un área del conocimiento en desmedro de otra, haciendo así alusión al dilema existente entre la investigación básica y las aplicaciones.

Con respecto a la estrategia de innovación para la competitividad, expone que es imprescindible incorporar una política de recursos humanos, ya que ésta es clave para contar con los actores necesarios para un desarrollo activo de la investigación y desarrollo a más corto plazo. Esto, continúa, requiere de destinar más recursos para la formación de graduados, renovación de académicos y para la incorporación de los equipos dedicados a la alta investigación científica nacional.

Asimismo, precisa que esta iniciativa legal debe considerar la relación explícita existente entre la ciencia básica, la tecnología y la innovación, reconociendo así los diversos criterios que ameritan de financiamiento separados o en conjunto. Además, sugiere que este proyecto incluya a las Ciencias Sociales , Humanidades y las Artes, ya que considera que estas áreas no puede quedar excluidas de una estrategia nacional.

Posteriormente, enfatiza que una estrategia nacional en esta área es de crucial importancia, puesto que constituye una vía para incorporar mayor valor agregado a la producción, especialmente la destinada a la exportación. En este sentido, precisa que esto debe transformarse en un real incentivo para la incorporación activa de la empresa en los programas públicos de desarrollo de la ciencia y tecnología, mediante el establecimiento de alianzas permanentes entre las instituciones de investigación y la empresa. En consecuencia, considera fundamental la incorporación del mundo empresarial en el Consejo Nacional, al igual que a la comunidad científica.

Luego, critica este proyecto de ley porque otorga amplias facultades a la Secretaría Ejecutiva del Consejo, en cuanto puede verificar la coherencia de los programas específicos con la estrategia nacional de innovación. De este modo, sugiere que esta atribución sea ejercida con consulta a la Comisión Nacional de Desarrollo. 

Por otra parte, considera inadecuada la inclusión en el artículo 15 N° 3 del proyecto el vocablo “regional”, ya que estima que esta normativa debería incorporar un término más general que alcance a todos los proyectos de investigación a nivel nacional. Por último, precisa que CONYCIT debería tener una actuación más relevante como ejecutor de las políticas de los programas de innovación de la investigación. En tal sentido, plantea que CONYCIT se constituya como una Comisión Presidencial, con el objeto de superar su actual situación de dependencia con el Ministerio de Educación.

El Honorable Senador señor Moreno consulta sobre la propuesta de constituir a CONYCIT como una Comisión Presidencial. Asimismo, pregunta si sería más conveniente que esta entidad dependiera directamente de la presidencia.

El Presidente de la Academia Nacional de la Ciencia responde que es un tema crucial elevar la condición de CONYCIT, ya que estima que ésta sería la vía más idónea para agilizar su quehacer.

Por otra el Honorable Senador señor Moreno consulta al Rector de la Universidad de Chile sobre el término de duración de la estrategia nacional de 12 años.

El Rector de la Universidad de Chile estima que este plazo es muy extenso. En consecuencia, propone un plazo de 6 años con revisiones periódicas anuales.

Al respecto, el Honorable Senador señor Arancibia comenta su experiencia en la Marina, explicando que la Armada cuenta con planes generales diseñados a nivel nacional que duran 10 años, planes medianos que fija cada Comandante en Jefe por una duración de 4 años y planes a corto plazo que son anuales. 

El Honorable Senador señor Vega manifiesta su preocupación por la excesiva globalidad que vislumbra en esta área, ya que arguye que cada cierto tiempo se van determinando nuevas definiciones, delimitaciones y prioridades que conllevan a la autoridad a reformular un plan.

El Vicerrector de Investigaciones de la Universidad de Chile considera que para adoptar las decisiones adecuadas al momento de formular la estrategia nacional de investigación se requiere de transversalidad. En este sentido, estima fundamental la creación de una Comisión o grupo asesor del Consejo Nacional, que se integre con representantes de todos los sectores. Entre ellos cita al sector productivo, empresarios, universidades y científicos.


El Honorable Senador señor Moreno comenta que normalmente las universidades han sido las protagonistas en materia de investigación y el Estado con el objeto de apoyar esta iniciativa se ha esforzado por crear instituciones que colaboren con este quehacer. No obstante, acota que el mundo científico se ha visto poco desarrollado, por lo mismo el país se ha visto en la necesidad de importar tecnología. Bajo este contexto, consulta por los recursos invertidos en materia de tecnología, el destino de los mismos y, además, pregunta cuáles son las áreas en que deben invertirse estos nuevos fondos.


El Honorable Senador señor Parra señala que comparte la inquietud del Honorable Senador señor Moreno y añade que cree que este proyecto tiene una visión estática de la investigación científica, debido a la nueva institucionalidad que crea. De este modo, manifiesta su preocupación en cuanto a que este proyecto termine siendo un esfuerzo sin futuro, en circunstancias que es una gran oportunidad para desarrollar el área científica.


Luego, en relación al tema de la formación del recurso humano acota que nuestra capacitación científica está doblemente limitada, ya que los presupuestos de las universidades que se dedican a la investigación no alcanzan para financiar esta actividad, ni tampoco cuentan con un reforzamiento del Estado para desarrollarla. En este sentido, considera que la incorporación de un recurso adicional en la Ley de Presupuestos es la salida más apropiada que tienen las universidades para potenciar el área científica y tecnológica.


A continuación, sugiere la instauración de un sistema de evaluación del impacto generado por los recursos adicionales en la investigación científica, teniendo como base la experiencia de FONDEF, delimitando el financiamiento fiscal y privado.


Posteriormente, con respecto a la propuesta formulada por el Rector de la Universidad de Chile en torno a la idea de crear un órgano consultor y asesor del Consejo Nacional arguye que está en contra de la superposición de órganos, porque considera que podrían complicar y entorpecer la administración del Consejo Nacional.


El Presidente de la Academia Nacional de la Ciencia concuerda con la idea de la insuficiencia de los recursos destinados para estimular el área científica. En consecuencia, opina que estos nuevos fondos pueden constituir la oportunidad para que Chile gane una postura a nivel mundial en materia de ciencia y tecnología. Añade que los recursos anteriores se han empleado principalmente en la formación de ingenieros y doctores, con el fin de potenciar el área de las exportaciones de frutas y de minerales.


Acto seguido, señala que estos nuevos fondos deben dirigirse para formar especialistas y para potenciar las investigaciones en materia de recursos naturales destinados a la exportación de salmones, vinos y productos mineros.


Por otra parte, indica que en la actualidad existen numerosos fondos que apoyan a la investigación científica, agregando que dichos fondos deben ser potenciados con los nuevos recursos. Hace presente, que el ideal es que este proyecto no comience de cero, sino que potencie lo ya existente, es decir, que destine fondos para las universidades que se dedican a la investigación y para FONDEF, FONDECYT; FONDART entre otros.


Con la idea de legislar a partir de nuestra realidad nacional, el Honorable Senador señor Muñoz Barra solicita que se oficie a CONYCIT y a CORFO, con el objeto de que informen sobre la inversión destinada para desarrollar la investigación, proyectos ejecutados y sus resultados.


Asimismo, acota que no está a favor de una burocratización de las instituciones. En este sentido, no apoya la idea propuesta por la Universidad de Chile para crear un órgano consultor y asesor del consejo Nacional.


El Rector de la Universidad de Chile considera que estos nuevos fondos deben destinarse para potenciar las ventajas comparativas del país, es decir, pesca, minería, energía y agricultura. Al mismo tiempo, agrega que deben fomentarse las publicaciones ISI (Institute for Scientific Information) e incentivar la inversión privada.


Luego, el Director de Fundación Ciencia para la Vida, señor Pablo Valenzuela, comienza su exposición señalando que le preocupa la composición del Consejo Nacional de Innovación para la Competividad, ya que considera que éste debe representar a toda la realidad nacional. Por otra parte, acota que una estrategia nacional debe formularse a largo plazo, lo que implica un período entre 10 a 20 años. No obstante, concuerda con que la revisión de la estrategia debe realizarse cada cuatro años o al menos anualmente.


En relación con la inversión destinada para la investigación científica, indica que actualmente se destinan alrededor de 600 millones de dólares al año, de los cuales sólo 180 millones corresponden a fondos concursables. Añade que el resto de los fondos son asignados para los gastos de los funcionarios de la institucionalidad del mundo científico.


En consecuencia, arguye que con este proyecto se duplicarán los fondos concursables para desarrollar el área científica. De este modo, entiende que se está ante una gran oportunidad para invertir en una forma más creativa, mediante el diseño de un proyecto nacional en materia de ciencia y tecnología.


En relación al Consejo, sostiene que su composición es demasiado política y dependiente del Ejecutivo y, por ende, no se configura como un órgano técnico. Critica que está integrado por tres o cuatro Ministros de Estado, quienes asegura no podrán ejercer sus funciones en este Consejo, dado la gran carga laboral que tienen en el ejercicio de sus cargos ministeriales. Asimismo, rechaza que este Consejo tenga radicada a su Secretaría Ejecutiva en la Subsecretaría de Economía. De este modo, considera más adecuado que se incorpore con derecho a voz y a voto a los Presidentes de CORFO y CONYCIT:


Por otra parte, expone que sería muy conveniente incluir en este Consejo a tres o cuatro representantes del mundo científico y a las universidades que se dedican a la investigación. También, sostiene que deben incorporarse a los empresarios. Al mismo tiempo, arguye que la presidencia de este Consejo debe estar radicada en un científico y no en un experto en ciencia públicas.


También, acota que la composición de este Consejo es tan amplia y heterogénea que frente a una coyuntura determinada podría generarse irresponsabilidad entre sus integrantes, ya que por incluir a tantos sectores se podría caer fácilmente en una situación de incertidumbre y acefalía. En consecuencia, considera más adecuado que este Consejo se constituya como un órgano independiente con poder centralizado. En este sentido, cree muy conveniente adoptar el modelo de administración del Consejo del Banco Central, con integrantes de tiempo completo, técnicos y menos politizados.

El Presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC) señaló que comparte el diagnóstico acerca del avance que se ha tenido en materia de innovación en nuestro país consignado en el Mensaje de esta iniciativa legal. 

Luego, enfatizó que la inversión en investigación y desarrollo nacional sólo representa un 0,7% del PIB, cifra que consideró insuficiente y planteó la necesidad que tiene el país de alcanzar los niveles de los países más desarrollados.

Al mismo tiempo, indicó que está de acuerdo con los lineamientos generales del proyecto, en cuanto a tener una estrategia de país, con metas y criterios bien definidos. También, destacó la importancia de la creación de un Consejo Nacional, desvinculado de la coyuntura política y del Fondo para la Competitividad.

Por otra parte, precisó que existen algunos aspectos que deberían mejorarse. Dentro de estos aspectos, destacó que este proyecto debe potenciar la participación privada en el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad. A continuación, acotó que este proyecto de ley, en su artículo 6º determina la integración de dicho Consejo, contempla la representación del sector privado únicamente en la figura de un “empresario innovador” elegido por el Presidente de la República a propuesta en quina de los empresarios usuarios de CORFO. Acto seguido, sostuvo que esta propuesta es insuficiente y poco representativa del sector privado. 

En consecuencia, arguyó que el empresariado debe estar representado por un número mayor de personas que tengan una visión global de la innovación para la competitividad y que conozcan el rol que juega esta materia en la economía. Asimismo, destacó que serán los empresarios los que aplicarán estas innovaciones y, por lo tanto, concluyó que este sector debe participar más activamente en el diseño de la estrategia nacional en materia de innovación. Además, agregó que estos representantes deben provenir de organizaciones empresariales más representativas y no sólo limitarse a los empresarios usuarios de CORFO, ya que así, arguyó se difundiría más rápidamente el tema entre sus pares. 

Por las razones antes expuestas, propuso que sería más adecuado elegir a lo menos dos representantes del sector empresarial, designados a través de una quina presentada por la organización empresarial más representativa, similar a lo que se plantea en este proyecto de ley para el caso del experto en ciencias.

Luego, indicó que este proyecto de ley debe incorporar nuevos instrumentos para desarrollar la innovación para la competitividad y no limitarse a destinar los nuevos recursos a programas públicos de innovación que hayan sido debidamente probados. Acto seguido, sugiere la inclusión de instrumentos que enriquezcan y potencien el aporte de los privados en materia de innovación. Citó como ejemplo, el fomentar el capital de riesgo y las franquicias tributarias. 

Posteriormente, criticó la asignación de los recursos, aludiendo al artículo 13 del proyecto de ley en comento, el cual establece que todos los recursos serán asignados a instituciones ejecutoras de programas públicos que contemplen un proceso transparente de asignación a beneficiarios finales, “preferentemente competitivo”, y que estén sujetos a evaluaciones periódicas. Refutó la inclusión del término “preferentemente” y sugirió que esta norma debería incorporar el vocablo “competitivo”, para así optimizar la asignación de los fondos.

Finalmente, enfatizó que este proyecto de ley debe propender a la descentralización al momento de elaborar la estrategia nacional de innovación para la competitividad. En consecuencia, planteó reformular el artículo 1º de este proyecto, el que dispone que el Presidente de la República establecerá una estrategia nacional de innovación para la competitividad, y que para tales fines deberá “considerar” la propuesta que le presente el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad. Al respecto, comentó que este artículo centraliza la toma de decisiones y otorga una excesiva influencia al gobierno de turno. En este sentido, planteó la necesidad de desvincular a este Consejo de la coyuntura política. 

El Honorable Senador señor Parra consultó la opinión del representante de la CPC acerca el desempeño de FONDEF. Además, comentó que la experiencia en esta materia ha demostrado que toda la iniciativa en esta área ha sido impulsada y desarrollada por el sector público y las universidades.

El Presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Confederación de la Producción y del Comercio respondió que FONDEF es un instrumento destinado a desarrollar la investigación en las universidades. Al respecto, indicó que debe reformularse el sentido de estas investigaciones, ya que se han centrado en ejecutar proyectos de investigación básica. Acto seguido, añadió que estas investigaciones deberían encausarse a mejorar la producción.

El Honorable Senador señor Moreno comentó que en varias ocasiones los Honorables miembros de esta Comisión se han cuestionado sobre la escasa inversión privada en materia de ciencia y tecnología. Luego, consultó sobre la manera de incentivar la inversión de este sector en el área de la innovación.

El Presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Confederación de la Producción y del Comercio expresó que comparte lo expuesto por el Honorable Senador señor Moreno. No obstante, indicó que en la actualidad existen varias formas de participación privada en el campo de la investigación. Citó a vía de ejemplo, el caso de los productores de salmón y de vino.

La Directora de Innovación y Proyectos de la Vicerrectoría Académica de la Pontificia Universidad Católica de Chile luego de realizar un análisis general de la situación nacional en materia de innovación, ciencia y tecnología se refirió al proyecto de ley en comento, formulando una serie de sugerencias con respecto a la composición del Consejo y al Fondo de Innovación para la Competitividad.

En relación a la composición del Consejo, planteó que éste además debe estar integrado por un número mayor de representantes del sector productivo e investigadores. Asimismo, indicó que este Consejo debería constituirse como un Consejo Director, equivalente a un Directorio de una sociedad anónima.

Al mismo tiempo, sugirió la implementación de un Consejo Consultivo de carácter técnico, formado por empresarios e investigadores que asesoren al Consejo Nacional. También, planteó la creación de comités temáticos en el campo de la ciencia y la tecnología, con el objeto de especializar las áreas de la investigación.

Con respecto al Fondo de Innovación, precisó que la asignación de fondos debe ser más transparente y competitiva. Añadió que la asignación directa no debe superar a más del 5% de los fondos y, también, propuso disminuir los fondos destinados a regiones. Luego, sugirió la implementación de un sistema de evaluación independiente y permanente de todas las agencias, especialmente de CORFO, CONICYT y FIA (Fundación para la Innovación Agraria del Ministerio de Agricultura).

Acto seguido, el Director Académico de la Vicerrectoría Académica de la Pontificia Universidad Católica de Chile, ratificó lo expuesto por la Directora de Innovación y Proyectos de la Vicerrectoría Académica, haciendo hincapié en la necesidad de aumentar la representación del sector empresarial en el Consejo Nacional de Innovación. Asimismo, planteó que ésta no puede restringirse a los empresarios exitosos relacionados con CORFO. También, insistió en la creación de un Consejo Consultivo de carácter técnico, que cumpla la función de asesorar al Consejo.

Por otra parte, se refirió a la evaluación permanente de los proyectos, mediante un proceso dirigido por las instituciones permanentes que existen en el sistema nacional de innovación. Para desarrollar esta evaluación, sugirió utilizar criterios basados en indicadores objetivos y específicos.

Luego, se refirió a la asignación de los fondos, planteando una disminución de los recursos destinados para regiones y proponiendo implementar un sistema de asignación de carácter nacional pero con impacto a nivel regional.

Posteriormente, retomando la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Moreno, indicó que el sector privado no invierte en materia de ciencia y tecnología por una cuestión cultural, ya que los empresarios buscan obtener ganancias al mínimo costo. Asimismo, señaló que nuestra educación no incentiva la investigación y en este sentido considera que el ideal es implementar un sistema educativo orientado a la innovación.

El Rector de la Universidad de Talca, comenzó su exposición señalando que la innovación y el desarrollo tecnológico juegan un papel decisivo en los incrementos de la productividad y la calidad requeridos por el sector productivo en sus esfuerzos de insertarse a nivel nacional e internacional. Asimismo, indicó que la investigación científica y tecnológica, además de generar un nuevo conocimiento, da sustento a la formación de recursos humanos y científicos altamente calificados, capaces de conducir el proceso de desarrollo tecnológico nacional.
Luego, comentó que existe un consenso nacional respecto al retraso que vive el país en la formación de doctorados y en la baja participación del sector privado en la generación del nuevo conocimiento científico y tecnológico.
Al mismo tiempo, destacó que en Chile únicamente se ha desarrollado una “oferta investigativa”, a través de la concursabilidad de fondos públicos. Añade que esta estrategia ha logrado resultados satisfactorios en el ámbito de las ciencias básicas, pero no en el sector productivo. 
Añadió que el financiamiento con que se ha contado ha provenido de fondos del presupuesto de la nación, los que se han incrementado a  una tasa algo superior al 6% anual en la última década y que sólo a partir del año 2004 se ha dispuesto de un fondo especial con aportes del Banco Mundial.

Con respecto al proyecto de ley en estudio, expuso que éste responde a una parte importante de los requerimientos de la política pública que se requiere para el desarrollo futuro del país. Acto seguido, enunció los objetivos que debería perseguir esta política pública, a saber:
a) Elevar el gasto público en innovación y desarrollo tecnológico, con el objeto de estimular significativamente el gasto privado y público;

b) Desarrollar una nueva institucionalidad de I+D+I (Invesigación + Desarrollo + Innovación), que permita lograr un salto cualitativo en el desarrollo científico y tecnológico del país;

c) Aumentar la demanda por innovación y desarrollo científico de las empresas, para así reorientar la oferta de la investigación y de los recursos humanos postgraduados;

d) Incrementar la formación de doctores especialmente en ciencias aplicadas, capaces de satisfacer los requerimientos de I +D + I (Investigación + Desarrollo + Innovación);

e) Vincular la formación técnica (carreras cortas) a modalidades de educación dual, estrechamente vinculadas al sector productivo e innovación tecnológica;

f) Transformar la cooperación científica y tecnológica internacional en uno de los ejes de la política de fomento y desarrollo;

g) Inducir y promover el desarrollo científico y tecnológico en regiones, a través de programas específicos de fomento a la generación de capacidad de investigación y transferencia, y

h) Fomentar la innovación, desde la educación media, mediante la implementación laboratorios de computación en todos los liceos medios municipalizados.
Luego, formuló algunas observaciones al articulado de esta iniciativa legal. Comenzó haciendo referencia al artículo 2° e indicó que el plazo de 12 años le parece excesivamente rebuscado, por lo mismo sugirió que la estrategia nacional sea formulada a largo plazo sin fijar un límite de años, revisable cada 4 años, lo que coincidiría con los períodos presidenciales.


En relación con el artículo 3°, propuso incorporar el seguimiento y la realización de Estudios Prospectivos. Acto seguido aludió al artículo 4° en el que aconseja incorporar difusión de innovaciones y tecnologías.


Para el artículo 5° propone agregar o cambiar en las letras que a continuación se señalan, lo siguiente:

a) Proponer estrategia de largo plazo

c) usos del Fondo de Innovación para la Competitividad y  la Calidad 

d) efectividad de los instrumentos de las…… 
e) Orientados a dotar y fortalecer…….

g) cambiar opinión pública en vez de público.

     Al Congreso Nacional se debería dar cuenta.

j) encargar estudios sobre, en vez de Estudiar

k) misión en vez de objeto. Eventualmente objetivos.



En cuanto al artículo 6°, señaló que le parece compleja la elección del empresario que integrará el Consejo, ya que no hay un cuerpo especializado para ello. De este modo, precisó que debe buscarse otro mecanismo de designación, que incluya la consulta de los organismos del sector privado como la SOFOFA, la Sociedad Nacional de Agricultura y la Confederación de la Producción y el Comercio.

Con respecto al artículo 7°, señaló que le parece excesivo que los consejeros enunciados en las letras b), c) y d) del artículo 6° duren en sus cargos 6 años, puesto que los temas relativos a la ciencia y tecnología requieren de mayor dinamismo. En consecuencia, propuso que todos los consejeros duren en sus cargos un máximo de tres años, renovables por otro período.

Además, se refirió al artículo 13, el cual crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, sugiriendo que la denominación de este fondo incorpore la frase “y la Calidad”. Asimismo, sugiere agregar la palabra “técnicos”, a continuación de “recursos humanos” e incorporar “promover la inserción internacional” al sistema de innovación nacional.

Asimismo, hizo referencia al artículo 15, proponiendo una redistribución de los recursos asignados, disminuyendo los fondos asignados a las regiones de 60% a 50% en aquellas regiones que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera. Para el resto de las regiones aumentar de un 40 a un 50%. 

Incorporar estudios prospectivos y paneles de expertos (Metodología Delphi).


En cuanto al artículo cuarto transitorio, sugiere que los fondos regionales sean asignados conformes a criterios nacionales y objetivos, que garanticen excelencia. Por lo tanto propone que no queden supeditados a instancias de administración política o administrativa.


Luego, formuló la necesidad de incorporar un artículo transitorio nuevo, que centralice en este fondo iniciativas de innovación sectoriales ya existentes. 

Finalmente, sugirió que este proyecto de ley debería incorporar la creación de comisiones regionales, que sirvan de orientación e información regional, radicadas en las Secretarías Regionales Ministeriales de Economía. 

A continuación, expuso la Federación de Trabajadores del Cobre.

Federación de Trabajadores del Cobre (CFT)

El Representante de los Trabajadores en el Directorio de CODELCO expuso que la Federación de Trabajadores del Cobre valora el hecho que esta Comisión discuta y transforme en ley el proyecto que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad. Luego indicó que los trabajadores del cobre, a través de su federación han sido actores y promotores permanentes del Royalty a la minería. En este sentido, acotó que hoy se sienten plenamente capacitados para contribuir en la planificación, distribución y evaluación de los fondos recaudados por este impuesto específico a la actividad minera, acorde con las necesidades de un desarrollo integral del país.
Con respecto al uso de los recursos recaudados, explicó que le parece fundamental que un porcentaje significativo de los mismos sea destinado a las regiones que aportan con su patrimonio minero. De este modo, sostuvo que comparte el criterio del legislador de asignar un 60% de estos fondos a las regiones mineras, de manera de garantizar así el financiamiento de un fondo de proyectos que haga factible la disposición de capacidades permanentes de generación de ingresos futuros en estas regiones.

Asimismo, añadió que este fondo debe asumir todas las iniciativas de desarrollo del capital humano, de desarrollo tecnológico y de innovación. En suma, acotó que debe propender a una relación virtuosa entre la explotación racional de los recursos mineros y la economía del conocimiento.

Por otra parte, postuló la necesidad de incorporar en el Consejo de Innovación a un representante de los trabajadores del sector minero, quien deberá ser elegido por el Presidente de la República, a propuesta en quina de las organizaciones sindicales de carácter nacional, vinculadas a la minería. Agregó que esta propuesta se funda en su experiencia de gestión participativa con la empresa de CODELCO, en donde los trabajadores han contribuido con proposiciones concretas para la modernización y desarrollo de la Corporación.

Finalmente, señaló que se requiere promover un cambio en la ley de inscripción de patentes, con el objeto de simplificar y agilizar este proceso y así generar un marco adecuado que promueva y estimule el desarrollo tecnológico y la innovación. También, hizo mención a la necesidad de diseñar un modelo nacional con el fin de aumentar la capacitación del recurso humano a nivel técnico, especialmente el destinado para satisfacer los requerimientos de la minería. 

El Honorable Senador señor Parra concuerda con la demanda planteada por el representante de la CFT en torno a implementar los centros de formación técnica. En este sentido, expone que abordar el tema del desarrollo futuro del país debe centrarse en la educación superior, mediante la creación de una red estatal de centros de formación técnica de alta pertinencia con las localidades en donde se instalen.

El Honorable Senador señor Vega comentó que la composición del Consejo Nacional aún no está determinada. Añade que al respecto existen diversas propuestas, por una parte se ha formulado aumentar la participación de los empresarios y del mundo científico, como así también, se ha propuesto crear un consejo técnico que lo asesore en el desempeño de sus tareas.

El Asesor del Federación de los Trabajadores del Cobre destacó la participación que ha tenido esta Federación en la instauración del impuesto a la minería. Asimismo, trajo a colación el Protocolo suscrito con el Ministro de Hacienda y algunos parlamentarios el 8 de marzo del año en curso e indicó que éste no ha sido respetado, ya que este Protocolo disponía otra forma de asignación de estos recursos. Al mismo tiempo, insistió en la necesidad de incorporar a un representante de los trabajadores del sector minero en el Consejo Nacional.

El Honorable Senador señor Moreno aclaró que este proyecto de ley no corresponde al proyecto original del Royalty, ya que éste no logró los quórum necesarios para ser aprobado en el Senado. Así, concluyó que esta iniciativa legal fracasó.

A raíz de lo anteriormente expuesto, continuó señalando que el Ejecutivo tuvo que presentar un segundo proyecto de ley en materia de impuestos, con el objeto de evitar así los altos quórum requeridos para establecer un tributo a las actividades mineras.

En consecuencia, arguyó que el Protocolo firmado por el Ministro de Hacienda y algunos parlamentarios no es vinculante para todos los parlamentarios, dada las modificaciones que han debido realizarse a esta iniciativa legal. 

Acto seguido, expuso que esta Comisión está abierta a aprobar en general este proyecto de ley e incorporar todas las propuestas formuladas, mediante la presentación de Indicaciones que incorporen las inquietudes planteadas por la Federación de los Trabajadores del Cobre, con el objeto de que éstas sean debatidas y votadas en el seno de esta Comisión.

El Representante de los Trabajadores en el Directorio de CODELCO precisó que con posterioridad harán llegar formalmente las inquietudes de la Corporación que representa en torno a este proyectote ley.

CONICYT (Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica)
El Director Ejecutivo de CONICYT explicó que CONICYT actúa como la institución coordinadora y articuladora del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología. Luego, añadió que su función es promover y fortalecer la investigación científica y tecnológica en diversos ámbitos a través de sus programas. Asimismo, destacó que promueve el financiamiento de la formación de recursos humanos, el desarrollo de nuevas áreas del conocimiento y de la innovación productiva, para lo cual administra, a nivel nacional gran parte de los recursos públicos destinados a estas materias. 
Acto seguido, precisó que el presupuesto anual asignado para CONICYT desde el año 1996 a la fecha se ha incrementado en un 46%, lo que permitido fortalecer los fondos y programas estables y, además, crear nuevas iniciativas. En la actualidad, acotó este presupuesto asciende a 50.618.832 miles de pesos.
Luego, hizo referencia al Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (FONDECYT) creado en el año 1981, el cual se ha destinado a fortalecer y estimular el desarrollo de la investigación básica en todas las áreas del conocimiento, mediante el financiamiento de proyectos de investigación de excelencia, a través de concursos públicos y competitivos. 

Destacó, que desde el año 1982 a la fecha se han adjudicado alrededor de 10.000 proyectos por un monto de 319.000 millones de pesos actuales. Al mismo tiempo, indicó que estos fondos se han destinado principalmente para apoyar la formación de recursos humanos. De partida, precisó se han ayudado a financiar más de 8.000 tesis doctorales, de magíster y pregrado. 

También, explicó que Chile posee un muy buen índice de impacto, que sitúa a nuestro país en la posición número 21 a nivel mundial. Continúa señalando que esta ventajosa posición se debe a la existencia de este tipo de fondos que financian proyectos del área de la investigación básica. De este modo, arguyó que resulta necesario potenciar los fondos de esta naturaleza, porque constituyen la base del desarrollo científico y tecnológico nacional.

Luego, agrega que existe una necesidad imperiosa de fomentar la capacitación en recursos humanos, precisando que de acuerdo a un estudio realizado por la Academia de la Ciencia hoy existen a nivel nacional alrededor de 2.300 científicos y tecnólogos. En consecuencia, postula que debe potenciarse la formación de doctorados. En este sentido, indicó que CONICYT está financiando aproximadamente unas 230 becas de doctorado al año, cifra que debe ser doblada.

El Honorable Senador señor Parra consulta si esta cifra incluye las becas Presidente de la República. 

El Director Ejecutivo de CONICYT respondió que esta cifra no considera las becas del Presidente de la República. Añadió que las becas otorgadas a nacional incluyendo las becas del Ministerio de Educación a través de MECESUP (Mejoramiento de la Calidad y la Equidad de la Educación Superior) bordean las 500 becas al año.
Posteriormente, hizo referencia a los programas  del Fondo de Investigación Avanzada en Áreas Prioritarias, conocidos como los centros de excelencia FONDAP. Estos programas, explicó, concitan el trabajo en equipo de los investigadores en las distintas áreas temáticas con un alto nivel de desarrollo, donde se cuenta con un número significativo de investigadores con productividad demostrada y que pueden hacer una contribución significativa en problemas pertinentes para el desarrollo del país.

Después, indicó que los centros del FONDAP, en conjunto, han producido alrededor de 683 publicaciones ISI, 322 manuscritos y han apoyado en la formación del capital humano altamente calificado, promoviendo la realización de 48 tesis de doctorado, 18 de magíster y 57 de pregrado.

También hizo referencia al Departamento de Formación de Recursos Humanos y Becas de Postgrado, el cual a través de su Programa Nacional de Becas de Postgrados y del Programa de Becas al Extranjero, estimula el desarrollo de la educación a nivel de postgrado, adjudicando hasta la fecha unas 2.614 becas.

Con respecto al Fondo al Desarrollo Científico y Tecnológico de CONICYT (FONDEF), explicó que desde su creación en 1991, los proyectos financiados a través de este fondo tienen un alto impacto económico-social, por tratarse de proyectos financiados conjuntamente por esta entidad y el sector productivo y estar orientados principalmente a crear negocios tecnológicos relevantes.

Luego, indicó que a partir del año 2001, FONDEF ha generado nuevas iniciativas, las cuales han aprovechado la experiencia adquirida en los concursos regulares y la maduración de la actividad de la investigación y desarrollo alcanzado por las universidades, empresas e institutos tecnológicos. Añade que dichos programas se han centrado en las siguientes áreas temáticas:

a) Genoma en Recursos Naturales Renovables, en asociación con el Fondo de Desarrollo e Innovación (FDI) y la Fundación para la Innovación Agraria (FIA).

b) Genoma en Biominería, en asociación con el FDI.

c) Tecnologías de Información aplicada a la Educación.

d) Acuicultura de Nivel Mundial.

e) Marea Roja, en asociación con el FDI.

f) Fondo de Ciencia y Tecnología en Salud, Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo en Salud (FONIS), en asociación con el Ministerio de Salud. 

En relación a la iniciativa sobre genoma en el área de los recursos naturales, explicó que ésta se creó con el propósito de incorporar al país masiva y sistemáticamente en el desarrollo mundial de la genómica, proteómica y bioinformática de los recursos naturales renovables y de la biominería. Continuó, indicando que este programa en el ámbito de la Biominería comenzó a implementarse a partir del año 2001, con el fin de abocarse al mejoramiento de los procesos de lixiviación bacteriana de los minerales.

Luego, se refirió al programa de las tecnologías de información y comunicación aplicadas en la educación, el cual fue creado a fines del año 2002 con la finalidad de mejorar la calidad, equidad y cobertura de la educación de todas las personas a lo largo de su vida.

Acto seguido, aludió al programa hacia una acuicultura de nivel mundial (HUAM), que tiene por finalidad proporcionar nuevas perspectivas para la acuicultura en el país, consolidando el desarrollo de tecnologías de cultivo de diversas especies que permitan la diversificación de esta industria. 

Por otra parte, mencionó el programa de marea roja, el cual se articula como un programa de investigación y desarrollo sobre el fenómeno de la Marea Roja, con el objeto de contrarrestar y prevenir sus efectos en el corto, mediano y largo plazo.

Con respecto al Fondo de Desarrollo e Investigación Nacional en Salud, expresó que éste permitirá disponer de información actualizada y confiable para mejorar la salud de la población, a través de un avance cualitativo en el nivel de la toma de decisiones. Además, agregó que este programa busca incentivar y multiplicar las iniciativas de investigación aplicada que apunten al quehacer asistencial en materia de salud. 

Asimismo, hizo mención al Programa Regional de Desarrollo Científico y Tecnológico, cuya finalidad es promover la capacidad de investigación y formación de masa crítica a nivel regional en las distintas disciplinas específicas, para así convertirse en referentes nacionales en el área temática de su competencia. 

Continuó, con el Programa Explora, el cual fue creado en el año 1995 con el objeto de contribuir a la conformación de una cultura científica y tecnológica en la población, particularmente en los jóvenes en edad escolar, mediante acciones de educación no formal.

También, aludió al Programa Bicentenario de Ciencia y Tecnología, financiado por el convenio CONICYT y Banco Mundial. Además, señaló que este proyecto apoya y lidera el proceso de transformación hacia una economía y sociedad basadas en el conocimiento, a través de la inversión en los distintos ámbitos de la ciencia, tecnología e innovación, con una adecuada integración con el sector empresarial del país.

Prosiguió con el Sistema de Información en Ciencia, Tecnología e Innovación (SICTI) e indicó que este programa constituye una plataforma que permitirá administrar información acerca de los proyectos ejecutados y sus resultados. 

Finalmente, se refirió al Departamento de Relaciones Internacionales, el cual tiene por finalidad implementar una política de cooperación internacional, promover y apoyar la vinculación de los distintos programas de CONICYT con el extranjero, fomentar la integración de la comunidad científica nacional con sus pares extranjeros y vincula la labor institucional con los organismos extranjeros en el ámbito de la ciencia y la tecnología.

Antes de concluir su exposición, criticó la composición del Consejo Nacional, ya que expuso que considera insuficiente la participación de CONICYT con sólo derecho a voz. En este sentido, planteó que CONICYT tenga también derecho a voto, dada su experiencia en la ejecución de programas relacionados con los temas científicos y tecnológicos. Por otra parte, propuso la revisión de las funciones de este Consejo, teniendo en consideración la necesidad de promover especialmente la investigación básica.

A continuación, el Honorable Senador señor Parra consultó si existe un desagregado en la información proporcionada al inicio de esta exposición entre los proyectos FONDECYT de la línea ciencia y de la línea tecnológica, ya que considera que este dato es relevante para esta Comisión, porque permite conocer el número de proyectos que se presentan anualmente ante cada uno de estos fondos y si existen problemas de administración dado este paralelismo de fondos.

Con respecto al FONDAP, acotó que este programa nació a partir de asignaciones presupuestarias, cuya administración se delegó en CONICYT. Añadió que en la asignación de estos fondos ha imperado un cierto regionalismo y por lo mismo pregunta cómo ha operado este sistema de asignación.

Por otra parte, consultó si existe preocupación en CONICYT frente a este proyecto, ya que la forma en que está formulado puede provocar un desmantelamiento progresivo de esta institución, dado el tenor literal de los artículos 14 y 15 de este proyecto de ley, los cuales establecen una incorporación gradualmente de los fondos asignados a CONICYT al Fondo de Innovación para la Competitividad.

Finalmente, preguntó sobre el enlace entre los programas FONDAP y los programas Milenio.

Por su parte, el Honorable Senador señor Moreno consultó sobre los resultados que se han obtenido con todos los fondos que se han invertido para estimular la investigación. Asimismo, preguntó en qué áreas se han invertido dichos recursos. 

El Director Ejecutivo de CONICYT aclaró que dentro de la información proporcionada se encuentra desagregado lo que corresponde al Consejo de Ciencias y al Consejo de Desarrollo Tecnológico. También, indicó que si un proyecto se encuentra mal enfocado y se presenta ante otro el Consejo, internamente se traspasa la solicitud a la entidad competente.

Con respecto al desarrollo regional, señaló que efectivamente existe una cierta asimetría entre las capacidades científicas regionales y la Región Metropolitana. Continuó, indicando que con el objeto de superar esta diferencia CONICYT ha implementado un programa regional que tiene como propósito desarrollar las capacidades de cada región con colaboración directa de las distintas instituciones de carácter regional. Destacó que en la actualidad existen nueve centros regionales financiados por CONICYT, los gobiernos regionales, institutos tecnológicos y empresas de cada región.

También, manifestó su preocupación por el posible desmantelamiento de la investigación científica por contemplarse en esta normativa la facultad del Consejo de determinar la asignación de los recursos provenientes del impuesto a la minería y de los asignados presupuestariamente.

Luego, hizo referencia al enlace entre FONDAP y Milenio e indicó que se tratan de centros de excelencia, en los cuales se agrupan a destacados científicos. El programa de Milenio, explicó, se ejecuta a través de tres institutos y en el caso del proyecto del FONDAP existen en la actualidad 7 centros de investigación. De este modo, acotó, existen 10 centros de investigación altamente calificada con un presupuesto anual de 600 millones de pesos para cada uno.

Finalmente, precisó que estos nuevos fondos constituyen una gran oportunidad para el desarrollo de Chile, pero también hizo hincapié en que la institucionalidad imperante deberá focalizar estos recursos hacia aquellas iniciativas que han sido exitosas. Con un alto nivel de impacto nacional.

FONDAP (Fondo de Investigación Avanzada en Áreas Prioritarias).


La Presidenta del Centro de FONDAP de Estudios Moleculares de la Célula señaló que existe una limitada inversión tanto del Estado como de los privados en ciencia y tecnología, situada actualmente en torno al 0,7% del PIB, lo que ha producido un insuficiente desarrollo de estas actividades en nuestro país. Luego, indicó que esto ha incidido en una disminución significativa de la evaluación de la competitividad de Chile, como ha quedado en evidencia en estudios internacionales recientes.


Esta situación, prosiguió, junto a otras variables, ha motivado que en la actualidad exista en nuestro país una clara percepción de la necesidad de innovación como factor relevante para asegurar un modelo sostenible de crecimiento. Acto seguido, hizo referencia a la experiencia de países con un alto nivel de desarrollo e indicó que un desarrollo exitoso de la innovación requiere de un fuerte desarrollo científico y tecnológico local. 

Esta nueva percepción del país, explicó, se está reflejando en que una de las prioridades de la agenda pública actual consista en destinar los recursos provenientes del impuesto específico a la minería a la investigación y desarrollo, incrementando con ello el esfuerzo que realiza el país en materia de gasto en este ámbito. De este modo, señaló que se está frente a una oportunidad poco frecuente para hacer efectivamente de la ciencia y la tecnología uno de los factores claves del desarrollo del país. 


Sin embargo, precisó que si bien parece evidente que el desarrollo tecnológico del país pueda incidir directamente en el despegue de la innovación, no es menos obvio que esto, también, requiera de un fuerte desarrollo de la ciencia. En consecuencia, arguyó que su propósito es destacar la importancia de la ciencia en este contexto. 

Con respecto al presente proyecto de ley, indicó que le parece pertinente aclarar algunos aspectos, pues ha apreciado una falta de claridad respecto a qué se entiende por ciencia, tecnología e innovación y cuáles son sus ámbitos particulares. De hecho, continuó, en este proyecto de ley se abordan conceptualmente la ciencia, la tecnología y la innovación como un todo único en circunstancias que poseen componentes distintos y no constituyen una unidad funcional. Por lo tanto, arguyó que debe asegurarse el desarrollo de cada uno estos elementos, pero teniendo en consideración sus diferentes perfiles y requerimientos. 


Bajo este contexto, consideró indispensable definir qué debe entenderse por ciencia, tecnología e innovación, ya que según lo anteriormente expuesto cada uno de estos elementos tiene objetivos y plazos de maduración distintos. Inmediatamente, explicó que la ciencia puede concebirse como una actividad centrada en la generación de nuevos conocimientos y por lo mismo requiere de la inversión de recursos para generar este conocimiento. Por su parte, expresó que la tecnología se centra en la utilización de conocimientos para el desarrollo de nuevos productos, que se protegen comercialmente mediante la obtención de patentes. Y la innovación, acotó, consiste en la creación o modificación de productos para su posterior inserción en el mercado. En este sentido, señaló, requiere de conocimientos aportados por la ciencia para generar estos recursos.


Luego, añadió que el avance en ciencia se mide en publicaciones e impacto de las mismas, y la tecnología, por el número de patentes generadas. Asimismo, indicó que existen parámetros económicos que permiten evaluar la innovación.

Destacó que esta propuesta de ley no aborda este aspecto. Es más, aseveró que ésta propone instaurar un Consejo al más alto nivel, con un control general de todos los fondos de la ciencia, tecnología e innovación, sin considerar las diferencias fundamentales entre estas actividades.


También, sostuvo que no es posible replicar en Chile sin más los modelos de los países hoy desarrollados que han surgido en los últimos 10 años desde una posición relativamente similar a la chilena, ya que la innovación es una conducta humana que surge como consecuencia de una historia, cultura y estructura particular de la sociedad.

Asimismo, explicó que la innovación depende de presiones internas o externas que ponen a prueba los liderazgos y hegemonías de cada país. En este sentido, indicó que la innovación depende de manera fundamental del nivel de desarrollo de la ciencia y de la educación y del grado de apertura de la sociedad. 

A continuación, citó como ejemplo el caso de Finlandia, cuyo desarrollo se originó a partir de una aguda crisis derivada del colapso de la Unión Soviética y de los países de Europa del Este, que constituían el principal mercado de destino de sus exportaciones, centradas principalmente en recursos naturales. Prosiguió, señalando que la sociedad finlandesa fue capaz de transformar esa crisis en una oportunidad de reconversión productiva sobre la base del desarrollo alcanzado previamente, que tenía como pilar central el alto estándar educacional existente en ese país. 


En cambio, precisó que en el caso de Chile, se aprecia un cierto rezago estructural y cultural, que se ha traducido en la idea que “es más rentable importar”. No obstante, aclaró que un análisis más profundo de esta idea demuestra que no se sustenta en la realidad, pues no es posible importar ni ciencia ni tecnología foránea si no existen en el país las personas capaces de comprenderlas y de trabajar con ellas. Posteriormente, acotó que la única forma de tener este capital humano es haciendo buena ciencia, compitiendo internacionalmente y posibilitando el ambiente necesario para el buen desarrollo de la tecnología y la innovación.

En consecuencia, arguyó que dentro de las condiciones imprescindibles para materializar un modelo de desarrollo sostenible en la ciencia y la tecnología, además de un balance equilibrado de los esfuerzos públicos y privados en materia de I+D se debe considerar la disposición de capital humano acorde con la calidad, cantidad y las necesidades del país.

Por otra parte, señaló que si bien este objetivo está aún distante en Chile, el país actualmente cuenta con una comunidad de científicos radicada principalmente en algunas universidades, aunque reconoció que esta comunidad es pequeña, destacó que lidera las publicaciones de América Latina en revistas internacionales indexadas por ISI, lo que se refleja en el crecimiento de publicaciones científicas, el cual se ha duplicado en el período comprendido entre 1990 y 2002, pasando de 1.100 a 2.109 por año.

Más aún, agregó que se están formando nuevas generaciones de científicos que regresan a establecerse en Chile tras un período de entrenamiento postdoctoral en el extranjero y que representa un capital humano que llevaría muchos años reemplazar, si se pierde. Asimismo, destacó que en forma creciente muchos de estos científicos han optado por la biotecnología u otras nuevas tecnologías, lo que en el mediano plazo debería redundar en un mayor progreso tecnológico del país, siempre que se aseguren las condiciones para el exitoso desarrollo científico y tecnológico nacional.

Inmediatamente, manifestó que este proyecto de ley aborda el problema desde una perspectiva reduccionista, aludiendo al concepto de innovación allí planteado, el cual desde su óptica es inadecuado porque no considera a las ciencias sociales, espacio fundamental para comprender los fenómenos que hoy enfrenta la sociedad chilena, tales como la segregación urbana y la crisis de representación.



También, se refirió a la poca comprensión de la ciencia y la tecnología por la población general y las dificultades que implica la introducción de los cambios culturales necesarios al interior de las empresas que hagan posible efectivamente la incorporación de tecnología avanzada en sus procesos productivos.


Luego, señaló que el desarrollo actual de Chile en materia de I+D tiene por característica una agregación inorgánica tanto de recursos como de institucionalidad, lo que se ha traducido en resultados limitados, sobre todo en desarrollo tecnológico e innovación, en relación con los recursos y esfuerzo invertidos, lo que puede observarse, por ejemplo, en el escaso número de patentes originadas en el país, pese a que se han implementado iniciativas destinadas específicamente a este fin.

En el marco del proyecto de ley en cuestión, sostuvo que se desaprovecha la oportunidad de articular orgánicamente la ciencia, tecnología e innovación, de manera que se pierde la posibilidad de contar con un dispositivo eficaz y coherente. 

Con respecto al Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, afirmó que se concibe, tanto por su composición como por sus atribuciones, como una unidad funcional en circunstancias que la ciencia, tecnología e innovación tienen objetivos y plazos de maduración distintos. También, criticó que este Consejo tenga un sólo científico entre sus integrantes.


En consideración a lo anterior, postula que esta iniciativa legal debe reconocer explícitamente que la ciencia es esencial para que se desarrollen tanto la tecnología como la innovación en el país. Para ella, éste es un punto central del debate. Asimismo, indicó que en Chile se ha logrado desarrollar una comunidad científica que está formando gente joven competitiva en el ámbito internacional. Pero, además, precisó es necesario promover este desarrollo para poder contar con el capital humano que lleve a cabo la investigación tecnológica y la innovación que el país requiere. En consecuencia, planteó que es conveniente priorizar en exceso el destino de los nuevos fondos a la innovación, pues se corre el riego de desmantelar una comunidad frágil que necesita consolidarse. 

Por otra parte, postuló que debe reconocerse explícitamente que la ciencia, la tecnología y la innovación son tres actividades independientes, aunque interrelacionadas. Por lo tanto, sugirió que cada una de ellas posea un financiamiento autónomo que le permita un desarrollo exitoso y armónico con el de los otros dos componentes. Inmediatamente acotó que de esto se desprende, que un Consejo único como el propuesto para las tres actividades que no constituyen una unidad funcional, corre el riesgo de desaprovechar la oportunidad de articular orgánicamente la ciencia, la tecnología y la innovación.

Por lo anteriormente expuesto, arguyó que se debe concebir a esta institucionalidad en concordancia con los espacios claramente separados, mediante la constitución de un Consejo Nacional de Ciencia, otro de Tecnología y otro de Innovación, como apoyos al Consejo único contemplado en el proyecto de ley en estudio. Además, postuló que estos Consejos deberían tener atribuciones para definir las políticas y asignar coordinadamente los fondos, incluidos los actualmente asignados a C+I+D y los derivados de la ley Royalty II, ya que esto permitiría poner en práctica una nueva institucionalidad acorde a las características y necesidades particulares de cada uno de los componentes involucrados.

Por último, propuso reforzar y reestructurar en forma coordinada los tres Consejos con las instancias actuales vigentes (CONICYT, CORFO, Milenio, etc.) de manera orgánica y con una visión de futuro a largo plazo.

El Honorable Senador señor Flores señaló que respecto de este proyecto existen dos concepciones distintas: una, que concibe este fondo para un desarrollo de la ciencia y de las universidades y otra, que busca convertir a Chile en un país más competitivo. Posteriormente precisó que, en lo personal, se inclina por la segunda concepción. 

Agregó que si el fondo busca convertir a Chile en un país más competitivo no se requiere de tanta investigación que tenga por objeto traducirse en la publicación de “papers” en revistas científicas, sino más bien, inscribir unas 12 patentes al año, ya que para la competitividad se requiere encauzar la investigación hacia la productividad.

Para la competitividad, enfatizó, se requiere de innovación, procesos, relaciones y de un buen uso del tiempo. Luego, añadió que está por aprobar este proyecto de ley, pero considera que debe cambiarse la forma en que se está abordando este tema.

El Honorable Senador señor Arancibia comentó que acaba de participar en una comisión que visitó España e Inglaterra, con el objeto de conocer los esfuerzos que dichos países han realizado para abordar el tema de la investigación científica y tecnológica en el área de la pesca. 

Luego, precisó que comparte lo expuesto por el Honorable Senador señor Flores, ya que en estos países se percataron de la dificultad que han tenido estos Estados al momento de distribuir los fondos destinados para la investigación. Asimismo, indicó que esta dificultad se manifiesta principalmente en determinar si estos fondos se destinan a estimular la ciencia aplicada, la cual se traduce generalmente en un “paper” publicado en una revista científica o en desarrollar la productividad, que apuntan a obtener un resultado concreto en materia de la producción.

Acto seguido, acotó que esta Comisión deberá definir la composición de la estructura que resolverá esta coyuntura y también señaló que se deberá delimitar la asignación de estos fondos para determinar cuánto se destinará a tecnología y a innovación. 

El Honorable Senador señor Vega observó que existe una dicotomía entre el sector académico, el productivo y la estructura del Estado. Considera que lo óptimo sería que el trabajo desarrollado por las universidades en esta materia sirviera directamente al sector productivo. En este sentido, también concuerda con la expuesto por los Honorables Senadores señores Flores y Arancibia.

Por otra parte, expuso que debe aumentarse considerablemente los recursos destinados para la investigación, ya que el 0,7% del PIB es insuficiente. Luego, se refirió a un proyecto del Servicio de Medio Ambiente de la Universidad de Chile, en el cual Japón aportó 25 millones de dólares y Chile otros 10 millones. En la actualidad, señaló que este proyecto prácticamente ha fracasado por la falta de recursos.

A continuación, expresó que está por aprobar esta iniciativa legal, porque viene a mejorar la coordinación de las instituciones que se dedican a fomentar la investigación científica.

El Honorable Senador señor Parra expuso que este proyecto de ley tiene el nombre de Fondo de Innovación para la Competitividad. Sin embargo, acotó que la innovación es sólo uno de los componentes de esta iniciativa. 

Acto seguido, indicó que la mayoría de los artículos de esta iniciativa se dedican a crear un Consejo Nacional que deberá formular las políticas a largo plazo en el campo de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación para la competitividad. Luego, sostuvo que esta normativa realiza un esfuerzo muy mal logrado, porque desconoce, por una parte, todo lo que el país ha hecho en esta materia y, por otra, la institucionalidad existente, ya que superpone este Consejo a los órganos que se han encargado de fomentar el desarrollo científico. 

Asimismo, señaló que esta normativa no alcanza a realizar una reingeniería del sistema imperante, lo que según él es lo realmente necesario para potenciar el desarrollo del área científica.

Luego, manifestó su conformidad con la propuesta expuesta por el FONDAP (Fondo Investigación Avanzada en Áreas Prioritarias), ya que ésta tiende a simplificar el sistema nacional al crear un Consejo que formulará las propuestas al Presidente de la República de las políticas a largo plazo en materia de innovación científica, concebidas como un tema de política de Estado y no como política contingente. Añadió que esta idea de concebir un gran Consejo ya estaba contenida en la norma que creó a CONYCIT en el año 1968, pero éste nunca llegó a operar, razón por la cual se centralizó toda la responsabilidad en el Presidente de CONICYT. Así, por las razones antes expuestas, indicó que toda la primera parte de este proyecto de ley demanda un mayor esfuerzo legislativo, que sea capaz de plasmar todas estas inquietudes.

Con respecto al Fondo de Innovación, manifestó su conformidad con el hecho que el Estado desee aumentar la asignación de recursos para el área científica. 

Posteriormente, aludió al desorden que impera en esta materia y agrega que este proyecto de ley no contribuye a ordenar el sistema, ni menos permite utilizar óptimamente los recursos existente. 

Acto seguido, hizo referencia a la gran necesidad de contar con capital humano capacitado. Agregó que hoy se cuenta con la capacitación promovida por CONICYT con un presupuesto para el año 2006 de 3.185 millones de pesos, más las becas Presidente de la República que se destinan para cursar estudios de postgrado en el extranjero. Además, trajo a colación el trabajo en redes que desempeñan las universidades chilenas a nivel de postgrado. En este sentido, indicó que considera que es perfectamente posible hacer un esfuerzo más ordenado y orgánico, con el objeto de incorporar todas las becas e investigaciones asociadas, para así potenciar más las capacidades locales. Sin embargo, arguyó que en la actualidad no existe ningún nexo entre todos los esfuerzos desplegados en esta área y por lo mismo plantea que debe articularse un sistema que tienda a dar un tratamiento orgánico y vertebrado de todos estos fondos.

Luego, precisó que algo similar sucede en materia de pesca, cuya investigación se conduce principalmente a través de FONDECYT (Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico), del Consejo de Tecnología, FONDEF (Fondo de Fomento al Desarrollo Científico y Tecnológico) y del Fondo de Investigación Pesquera. En seguida, acotó que tampoco existe una coordinación interna entre todos estos esfuerzos de investigación.

Después aludió al caso expuesto por el Honorable Senador señor Vega relativo a la cooperación internacional que se dio en la década de los noventa, que permitió implementar un Centro de Estudios Ambientales en la Región Metropolitana con respaldo del gobierno de Chile y de Japón. Continuó, indicando que lo mismo sucedió en Concepción con la creación del Centro EULA con cooperación italiana. No obstante, precisó que afortunadamente este segundo proyecto alcanzó los objetivos propuestos.


En general, concluyó que en todos los casos expuestos existe una dispersión y falta de coordinación, la cual se aumenta con la desagregación del sistema, ya que no se ha creado una instancia adecuada para su ordenación.


Acto seguido, expresó que votará a favor este proyecto de ley, a pesar de todas las reservas que formuló a la primera parte de esa normativa. Por otra parte, reiteró que comparte la propuesta del FONDAP de revivir el Consejo que se había diseñado originalmente para CONICYT, pero agregó que para él el ideal sería constituir tres consejos dependientes, los dos ya existentes radicados en CONICIY de ciencia y tecnología y, otro, de innovación que podría quedar radicado en el Ministerio de Economía.


Finalmente, precisó que esta Comisión deberá conocer con detalle el trabajo de CORFO y de la Subsecretaría de Economía, como los responsables del área de la innovación. 


El Honorable Senador señor Moreno comenzó señalando que luchó varios años por el establecimiento de un royalty a la minería, por lo mismo la concretización de este fondo con recursos del impuesto a la minería para él es un verdadero logro.


Con respecto a este proyecto de ley, expuso que le parece muy confusa la denominación de este fondo, porque junta objetivos diversos. De este modo, indicó que prefiere un nombre más directo.


En cuanto a lo sustantivo del proyecto, acotó que le parece muy peligroso la creación de una estructura administrativa que a través de distintas comisiones burocratice el manejo de estos fondos. En este sentido, manifestó su duda sobre la creación de una estructura superior con dos o tres consejos asesores, ya que podría crearse un mecanismo que puede entrampar la disposición de estos recursos.


Acto seguido, precisó que preferiría que este Consejo quedara adscrito a la Presidencia de la República, para así elevar el rango de esta entidad, como se ha establecido en otros países, como Estados Unidos.


Por otra parte, indicó que como legisladores no pueden prejuzgar una estrategia formulada para 12 años. Sin embargo, precisó que sí se pueden establecer las áreas en que dicha estrategia se diseñará. De este modo, acotó que se pueden determinar las áreas de aplicación de estos fondos, con el fin de evitar que estos nuevos recursos se destinen para mejorar la situación de los actuales funcionarios del sistema imperante o de asumir los costos de “overhead” de las universidades. En este sentido, sostuvo que se debe evitar que estos fondos se destinen a complementar los presupuestos existentes.


Asimismo, hizo hincapié en la necesidad de buscar una fórmula adecuada con el objeto de asumir la demanda regional. En este sentido, trajo a colación las demandas de los Trabajadores del Cobre, las cuales consideró muy válidas. No obstante, explicó que también este fondo debe beneficiar a otras regiones del país.


Finalmente, sostuvo que también está por aprobar esta iniciativa legal, a pesar, de que reconoce que requiere de grandes ajustes. 


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada unánimemente por los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Fernando Flores Labra, Rafael Moreno Rojas, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.
- - - - - -


El texto del proyecto de ley que se transcribe a continuación, es el de la Indicación Sustitutiva presentada por el Ejecutivo:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

De la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad



Artículo 1º.- El Presidente de la República establecerá una estrategia nacional de innovación para la competitividad, en adelante “la estrategia de innovación”, que abarque los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. Para tales fines deberá considerar la propuesta que le presente el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.



Artículo 2º.- La estrategia de innovación deberá ser diseñada para un período de doce años, debiendo ser revisada y actualizada cada cuatro años.



La estrategia de innovación y sus actualizaciones serán aprobadas mediante decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación. Los decretos supremos deberán dictarse dentro del plazo de 120 días, contado desde la fecha en que el Presidente del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad presente las propuestas respectivas al Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 9° de la presente ley.



El Secretario Ejecutivo del Consejo deberá remitir, de acuerdo al cronograma que establezca el reglamento, una copia de los decretos supremos a que se refiere el inciso precedente a las comisiones de Hacienda, Educación y Economía de ambas cámaras del Congreso Nacional y a la comisión especial a que se refiere el artículo 19 de la Ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.



Artículo 3º.- La estrategia de innovación deberá abarcar, al menos, lo siguiente:



a) Diagnóstico de la posición competitiva del país y sus regiones;



b) Visión de desarrollo de largo plazo;



c) Objetivos estratégicos;



d) Líneas de acción;



e) Metas; y,



f) Criterios de evaluación del cumplimiento de las mismas.

TÍTULO II

Del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad

Párrafo 1°

Naturaleza, Objeto y Funciones del Consejo



Artículo 4º.- Créase el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, en adelante también “el Consejo”, con el objeto de asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas en dicho ámbito, incluyendo los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología; y constituir una instancia de coordinación de las instituciones y de las políticas públicas de innovación para la competitividad.



Artículo 5º.- El Consejo tendrá, en especial, las siguientes funciones:



a) Proponer, cada doce años, una estrategia nacional de innovación para la competitividad, que contenga lo señalado en el artículo 3° de la presente ley;



b) Revisar, cada cuatro años, la estrategia de innovación vigente y proponer las medidas necesarias para su actualización, considerando para tal efecto una evaluación de la estrategia realizada por uno o más organismos internacionales competentes;



c) Proponer, anualmente y de manera fundada, los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito;



d) Proponer iniciativas legales o administrativas orientadas a aumentar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad;



e) Proponer programas y acciones orientados a fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad;



f) Proponer acciones para difundir la ciencia, la tecnología y la innovación y para sensibilizar a la población, en particular al sector empresarial, acerca de su relevancia para el desarrollo competitivo nacional;



g) Conocer, e informar al público y al Congreso Nacional, acerca del seguimiento y control de la ejecución de la estrategia de innovación que anualmente realice la Secretaría Ejecutiva del Consejo;



h) Conocer, e informar al público, los resultados de las evaluaciones de los programas a que se refiere el artículo 52 del decreto ley N°1.263, de 1975, cuando estos correspondan al campo de la innovación para la competitividad y, de ser necesario, proponer perfeccionamientos a los mismos a fin de darles coherencia con la estrategia de innovación;



i) Establecer instancias de participación en las cuales considere a actores privados y públicos, nacionales y regionales, incluyendo al menos a las instituciones ejecutoras de la política de innovación para la competitividad y a la Subsecretaría de Desarrollo Regional; 



j) Estudiar temas emergentes y tendencias que puedan impactar el perfil competitivo del país; y,



k) Las demás que le correspondan en el cumplimiento de su objeto.



Artículo 6º.- El Consejo estará compuesto por los siguientes siete miembros:



a) Un experto en políticas públicas;



b) Un experto en ciencias;



c) Un empresario con vasta experiencia innovadora;



d) Un experto en políticas de formación de capital humano especializado;



e) Ministro de Hacienda;



f) Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; y



g) Ministro de Educación.



El Presidente de la República nombrará directamente, previo acuerdo del Senado, al consejero señalado en la letra a) precedente, quien presidirá el Consejo. Los consejeros señalados en las letras b), c) y d) precedentes serán designados por el Presidente de la República a propuesta en quinas, respectivamente, de la Academia Chilena de Ciencias, del conjunto de empresarios que han utilizado en forma exitosa instrumentos de fomento a la innovación de la Corporación de Fomento de la Producción, y del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas a que se refiere el DFL N°2 de 1985 del Ministerio de Educación. El procedimiento de formulación de cada una de las quinas propuestas, así como los requisitos que deban cumplir los consejeros señalados en el presente inciso, deberán sujetarse a lo que para tales efectos determine el reglamento.



Asistirán como invitados permanentes a las sesiones del Consejo, el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción y el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, quienes sólo tendrán derecho a voz. 



Artículo 7º.- El consejero señalado en la letra a) del artículo anterior, será designado en su cargo por un período de cuatro años, renovable. Los consejeros señalados en las letras b), c) y d) del artículo anterior serán designados en sus cargos por un período de seis años, renovable por un período adicional. La integración del Consejo se formalizará por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación.



Durante el ejercicio de sus funciones, el consejero señalado en la letra a) del artículo anterior, percibirá una dieta equivalente a dieciocho unidades tributarias mensuales por sesión asistida, pudiendo percibir hasta un máximo de ciento ocho unidades tributarias mensuales dentro de un trimestre. En el caso de los consejeros señalados en las letras b), c) y d) del artículo anterior, la dieta ascenderá a nueve unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, no pudiendo percibir más de cincuenta y cuatro unidades tributarias mensuales dentro del trimestre. 



Para efectos de lo señalado en el inciso precedente se consideran como sesiones las ordinarias, extraordinarias y especiales.



Artículo 8º.- La calidad de miembro del Consejo, respecto de los consejeros a que se refiere el artículo anterior, se pierde por cualquiera de las siguientes causales:



a) Renuncia aceptada por el Presidente de la República; 



b) Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas o a cinco sesiones durante un año calendario; o,



c) Remoción por parte del Presidente de la República, causal que será sólo aplicable al consejero señalado en la letra a) del artículo 6°.



Artículo 9º.- En caso que cualquiera de los consejeros pierda dicha calidad, se procederá a la designación de un nuevo consejero, de acuerdo al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, por el período que restare.



Los consejeros a que se refiere el artículo 7° se encontrarán sujetos a las normas de probidad a que se refieren los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley N°1 /19.653, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y a las incompatibilidades a que se refiere el artículo 80 de la ley N°18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño de cargos docentes y la participación en consejos o juntas directivas de organismos estatales, siempre que estos últimos no administren recursos públicos orientados al fomento de la innovación.



El Consejo deberá reunirse en sesión ordinaria una vez al mes y podrá sesionar de manera extraordinaria de acuerdo con lo que disponga el reglamento. El quórum de funcionamiento será la mayoría de sus miembros, sus acuerdos deberán ser adoptados por la mayoría de sus miembros en ejercicio, y en caso de empate decidirá el voto del presidente del Consejo.



Una vez al año, el presidente del Consejo convocará a una sesión especial en la cual se invitará al Presidente de la República. En la sesión especial que se realice durante los años en que corresponda establecer una nueva estrategia de innovación o una actualización de la misma de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la presente ley, el presidente del Consejo entregará al Presidente de la República las propuestas del Consejo a este respecto.



Asimismo, una vez al año, el Secretario Ejecutivo del Consejo remitirá un informe acerca del estado de avance en la implementación de la estrategia de innovación, de acuerdo al cronograma que establezca el reglamento, a las comisiones de Hacienda, Educación y Economía de ambas cámaras del Congreso Nacional y a la comisión especial a que se refiere el artículo 19 de la Ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Todas las actas de las sesiones del Consejo y las propuestas que éste presente serán públicas.



Artículo 10.- La constitución y el funcionamiento del Consejo se reglamentarán por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación.

Párrafo 2°

De la Secretaría Ejecutiva del Consejo.



Artículo 11.- El Consejo contará con una Secretaría Ejecutiva que le servirá de apoyo técnico y administrativo, la que estará radicada en la Subsecretaría de Economía. Esta Subsecretaría destinará el personal y los recursos que se requieran, con cargo a sus disposiciones presupuestarias. Asimismo, esta Subsecretaría pagará con cargo a los recursos que para estos efectos se consulten en su presupuesto, la dieta que corresponda a los miembros del Consejo, así como la contratación, cada cuatro años, por uno o más organismos internacionales competentes para que realice la evaluación de la estrategia de innovación a que hace referencia la letra b) del artículo 5° de la presente ley.



La labor de Secretario Ejecutivo será desempeñada por el Subsecretario de Economía. Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo organizar y dirigir la Secretaría Ejecutiva, realizar las tareas que le encomiende el Consejo y, en general, desempeñar todas aquellas actividades que sean necesarias para implementar los acuerdos del Consejo.



Para el adecuado cumplimiento de las funciones de la Secretaría Ejecutiva, los Ministros de Hacienda y de Educación nombrarán representantes ante la misma, los que se coordinarán en la forma que determine el reglamento.



Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario Técnico del Consejo en la planta de la Subsecretaría de Economía, el cual será parte de la planta de directivos con grado 4° E.U.S. y que tendrá el carácter de Jefe de División para todos los efectos legales.

TÍTULO III

Del Fondo de Innovación para la Competitividad



Artículo 13.- Créase el Fondo de Innovación para la Competitividad, en adelante también “el Fondo”, el que tendrá por objeto financiar iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país y sus regiones. Estos recursos se aplicarán a ciencia, formación de recursos humanos especializados, desarrollo, transferencia y difusión de tecnología incluyendo el fortalecimiento de las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, todo de acuerdo a la Estrategia Nacional de Innovación a que se refiere el artículo 1°.



Todos los recursos serán asignados a instituciones ejecutoras de programas públicos que contemplen un proceso transparente de asignación a beneficiarios finales, preferentemente competitivo, y que estén sujetos a evaluaciones periódicas.



Artículo 14.- El Fondo a que se refiere el artículo precedente estará constituido por:



a) Los recursos que, para este objeto, contemple anualmente la Ley de Presupuestos, y



b) Los recursos aportados por personas naturales o jurídicas, u organismos internacionales que sean recibidos, a cualquier título, para este propósito.



Con todo, el conjunto de los recursos públicos destinados al fomento de la innovación se incorporará gradual y crecientemente al Fondo.



Artículo 15.- El Fondo será administrado por la Subsecretaría de Economía, la cual, de acuerdo con lo que establezca la Ley de Presupuestos de cada año, deberá transferir, mediante convenios, los recursos del mismo a las instituciones encargadas de ejecutar programas públicos en el ámbito de la innovación para la competitividad con las características señaladas en el inciso final del artículo 13° precedente.



Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los convenios que se suscriban con la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, éstos deberán destinar parte de los recursos a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad según lo determine la Ley de Presupuestos de cada año. En estos casos, para disponer de estos recursos estas instituciones deberán suscribir, en conjunto, convenios con uno o más Gobiernos Regionales, obligándose en ellos a un aporte igual a tres veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos, hasta completar el total por región establecido en la Ley de Presupuestos.



En todo caso, la Secretaría Ejecutiva del Consejo verificará que los programas específicos considerados en los convenios a que se refiere el inciso precedente sean coherentes con la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad vigente y tengan por objeto únicamente lo siguiente:



1) Realizar diagnósticos sobre ventajas competitivas, fortalezas y debilidades y estrategias de desarrollo regionales; y/o,



2) Fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad; y/o, 



3) Financiar proyectos regionales en los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. 



Con todo, los recursos del Fondo que la Ley de Presupuestos de cada año destine a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad deberán distribuirse regionalmente de la siguiente forma:



1) Un 60% de ellos deberá distribuirse entre aquellas regiones que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural. 



Los recursos que se destinen a cada una de las regiones señaladas en este numeral, se determinarán de acuerdo a un indicador construido anualmente como el promedio ponderado de las siguientes variables, donde la primera de ellas se ponderará el cuádruple que la segunda:



a) los porcentajes, reponderados para este conjunto, que para cada región resultan de aplicar lo establecido en el artículo 75° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, Ley N°19.175; y, 



b) la participación de la actividad minera de cada región en el total de la actividad minera del conjunto de regiones a que se refiere este numeral, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural.



2) El 40% restante deberá distribuirse entre aquellas regiones no incluidas en el numeral anterior, de acuerdo a los porcentajes, reponderados para este conjunto, que para cada región resultan de aplicar lo establecido en el artículo 75° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, Ley N°19.175.



Todas las variables señaladas en el inciso anterior serán determinadas cada año por el Ministerio de Hacienda. El reglamento establecerá el procedimiento para la determinación de las variables y su difusión.



Si al 31 de marzo del año correspondiente existiesen recursos del Fondo que, debiendo ser destinados por la Corporación de Fomento de la Producción o la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, no hayan sido convenidos con el o los Gobiernos Regionales correspondientes, éstos quedarán disponibles para complementar los convenios vigentes con los restantes Gobiernos Regionales en la proporción que corresponda según el presente artículo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 7°, en la conformación del primer Consejo a partir de la vigencia de esta ley, los consejeros a que hacen referencia las letras a) y d) del artículo 6° serán designados por un período de dos años, mientras que el consejero a que hace referencia la letra c) de dicho artículo será designado por un período de cuatro años.



Artículo 2º transitorio.- El Consejo deberá elaborar la primera propuesta de estrategia nacional de innovación dentro de los primeros 12 meses siguientes a su constitución. Con todo, dentro de los primeros 6 meses siguientes a su constitución deberá establecer orientaciones para las políticas de innovación para la competitividad, mediante las cuales proponga los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito, así como medidas administrativas tendientes a aumentar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad.



Artículo 3º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14°, la Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar al Fondo, en los primeros ocho años de vigencia del mismo, al menos el monto, en miles de unidades de fomento, que se señala en el siguiente cuadro: 

	Año
	Monto 

	1
	2.411

	2
	2.734

	3
	4.007

	4
	4.205

	5
	4.256

	6
	4.256

	7
	4.256

	8
	4.256




Artículo 4º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15°, La Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, en los primeros cuatro años de vigencia del Fondo, al menos los montos por región, en miles de unidades de fomento, que se señalan en el siguiente cuadro: 

	        Año

Región
	1
	2
	3
	4

	I
	51,2
	58,0
	85,1
	89,3

	II
	77,3
	87,6
	128,4
	134,8

	III
	45,8
	51,9
	76,0
	79,8

	IV
	52,3
	59,3
	86,9
	91,2

	V
	44,7
	50,7
	74,2
	77,9

	VI
	51,2
	58,0
	85,1
	89,3

	VII
	38,5
	43,6
	63,9
	67,1

	VIII
	38,9
	44,1
	64,7
	67,9

	IX
	40,8
	46,3
	67,8
	71,2

	X
	43,6
	49,5
	72,5
	76,1

	XI
	46,0
	52,1
	76,4
	80,2

	XII
	33,3
	37,8
	55,3
	58,1

	Metropolitana
	39,3
	44,6
	65,4
	68,6




Artículo 5º transitorio.- Para cada uno de los siguientes cuatro años de vigencia del Fondo, La Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, al menos 1.064.000 unidades de fomento.



Artículo 6º transitorio.- Sin perjuicio de los demás requisitos establecidos en el artículo 15° de la presente ley, durante el primer año de vigencia del Fondo los convenios a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo podrán contemplar aportes de la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica con independencia de los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos. Durante el segundo año de vigencia del Fondo el aporte al que se obligan la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica en el inciso segundo del artículo 15° será igual a cinco veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos, hasta completar el total por región establecido en la Ley de Presupuestos.”.
- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de agosto, 14 de septiembre, 12 y 19 de octubre y 2 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Evelyn Matthei Fornet (Sergio Fernández Fernández), Jorge Arancibia Reyes (Sergio Fernández Fernández), Roberto Muñoz Barra, Fernando Flores Labra (Roberto Muñoz Barra), Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.


Sala de la Comisión, a 7 de noviembre de 2005.

(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, SOBRE REMUNERACIONES EN EL EXTERIOR DE PERSONAL QUE SE DESEMPEÑE EN UNIDADES MILITARES EN OPERACIONES DE PAZ O MISIONES EQUIVALENTES

(4008-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Marina, señor Gonzalo García, y el asesor del Ministerio de Defensa Nacional, señor Francisco Belmar.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, establecer reglas que permitan que los militares destinados como unidad a comisiones de servicio en el exterior, cuando se trata de operaciones de paz o misiones equivalentes, puedan cubrir sus necesidades y las de su grupo familiar, contando con un estímulo que compense los riesgos que traen aparejados este tipo de operaciones, y, al mismo tiempo, asegurar el más eficiente uso de los recursos fiscales.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


El decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se inicia este proyecto de ley destaca que la necesidad de abordar la materia sobre la cual recae la presente iniciativa tiene su origen en el hecho de que, en el último tiempo, nuestras fuerzas militares han ido aumentando significativamente su participación en operaciones de paz en el exterior. No obstante los enormes beneficios que ha reportado para Chile y la comunidad internacional, ello ha debido materializarse sin una normativa legal idónea, que permita abordar con eficiencia este tipo de misiones, afectando las necesidades familiares de los militares en servicio y, consecuencialmente, el gasto fiscal en la materia.


En razón de lo anterior, el presente proyecto busca introducir algunas modificaciones legales, a objeto de establecer reglas que permitan que los militares destinados a comisiones de servicio al exterior, cuando se trata de operaciones de paz, puedan, por una parte, cubrir sus necesidades y las de su grupo familiar y, por la otra, contar con un estímulo que compense los riesgos que, por su naturaleza, traen aparejados este tipo de operaciones.


A ello se suma la necesidad adicional de buscar el uso más eficiente de los recursos fiscales, toda vez que se estima que la aplicación de una norma como la que se propone en el presente Mensaje supondrá, en los hechos, una reducción de un 23% en el gasto en personal que sea enviado a desempeñarse en una unidad chilena que participe en operaciones de paz de Naciones Unidas u otras operaciones equivalentes.


El Mensaje recuerda que, en la actualidad, el régimen jurídico que regula las remuneraciones del personal militar que es enviado al exterior se encuentra recogido en los artículos 196, 197 y 198 del ya aludido Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.


Sobre la base de dicho marco legal, el presente proyecto de ley contiene un precepto por el cual se añade una nueva categoría de misiones en el exterior para las Fuerzas Armadas, consistente en todas aquellas operaciones militares realizadas en el extranjero, en las cuales el personal actúa encuadrado en unidades militares chilenas, incluyendo las operaciones de paz mandatadas o autorizadas por Naciones Unidas.


Sobre el particular, cabe precisar que la iniciativa se refiere expresamente al “personal comisionado al extranjero que participa como unidad en operaciones de paz, mandatadas o autorizadas por Naciones Unidas, o misiones equivalentes”, ampliando, de esta manera, el tipo de operaciones consideradas a otras de naturaleza diferente, pero en las cuales también se participe como unidad. Lo anterior, permitirá precaver eventuales situaciones futuras en que unidades chilenas sean enviadas a otro tipo de operaciones, otorgando así mayor flexibilidad al empleo de las fuerzas.


Con la aplicación de esta norma, el personal comisionado a que se refiere el artículo 1º del proyecto percibirá, adicionalmente a su remuneración en el país, un monto equivalente al cincuenta por ciento de la remuneración en el exterior a que tuviere derecho según el artículo 197 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.


S.E. el Presidente de la República agrega que, a objeto de circunscribir los alcances del presente proyecto de ley, cabe tener en consideración, en lo fundamental, los siguientes elementos:


El primero, referido al hecho de que, a diferencia del personal que participa en operaciones de paz de la ONU en calidad de observadores, el personal que actúa en operaciones de paz, como las que aborda el presente proyecto, forma parte de unidades militares completas, las que proveen alimentación, alojamiento y servicios de bienestar al contingente que las integra. 


De esta manera, se trata de contingente que no requiere de un financiamiento similar al de otro tipo de misiones en el exterior, en las cuales el personal debe cancelar gastos de alojamiento, alimentación y otros, tal como el que erogan los agregados militares o de defensa. Así, en el caso de las unidades enviadas a operaciones de paz u operaciones de no guerra, un porcentaje significativo de las necesidades son provistas por la logística de la propia unidad, estimado en un treinta por ciento del total.


Un segundo elemento a considerar se refiere al hecho de que la mantención de la remuneración que percibe el personal en moneda nacional en Chile, mientras se encuentre comisionado al extranjero participando como unidad en operaciones de paz, mandatadas o autorizadas por Naciones Unidas o misiones equivalentes, asegura que se sigan solventando adecuadamente sus gastos familiares, estableciendo, de este modo, una suerte de garantía o protección a las familias del personal en cuestión. Asimismo, permite que las Fuerzas Armadas mantengan vigente, durante este tipo de misiones, la estructura de incentivos a la carrera profesional, que fueron creados por el Estatuto del Personal que las rige, el cual premia con mayores ingresos la especialización y formación continua de sus miembros. Adicionalmente, se reduce el número de transacciones de dinero que debe realizar el personal en cuestión a sus familias en Chile, desde el lugar de su destinación.


Por último, y en lo sustancial, el Mensaje subraya que con esta modificación al aludido Estatuto se facilita la administración de fondos destinados a financiar las operaciones de paz, por cuanto no se requerirá la transferencia de remuneraciones en moneda nacional a dicho fondo, cuestión que demanda un decreto del Ministerio de Hacienda en cada oportunidad. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En primer término, el señor Subsecretario de Marina reiteró los fundamentos del proyecto, contenidos en el Mensaje del Ejecutivo, destacando que aborda dos materias. La primera, cual es su objetivo fundamental, consiste en regular específicamente la determinación de las remuneraciones en el exterior del personal militar, que se desempeñe, como unidad, en operaciones de paz o misiones equivalentes. Un segundo aspecto de esta iniciativa, busca corregir una desigualdad que se produjo, en el segundo semestre del año 2004, en cuanto a asignaciones en el exterior para agregados en el ámbito de la defensa respecto de personal civil comisionado en el extranjero, puesto que este último recibió un reajuste de la asignación de costo de vida, lo que no ocurrió con aquéllos.


En relación con la primera materia enunciada, cabe tener presente que la participación chilena en operaciones de paz se ha incrementado en los últimos años. Lo anterior, ha significado que los miembros de nuestras fuerzas militares acudan a tales operaciones como unidades y no sólo en calidad de observadores, como había sido habitual en el pasado. Ahora bien, estas unidades militares completas proveen alimentación, alojamiento y servicios de bienestar al contingente que las integra, lo que justifica regular la asignación correspondiente de costo de vida de manera distinta a la que reciben los observadores o los agregados militares o de defensa, que sí deben financiar los aludidos rubros.


El señor Subsecretario recalcó que, en todo caso, este personal que participa como unidad militar en operaciones de paz o misiones equivalentes merece ser estimulado o premiado, percibiendo parte de la asignación de costo de vida en el exterior, lo que se ha estimado en un porcentaje equivalente al 50% de dicha asignación. Destacó que, con esta propuesta, se permite una mejor participación de Chile en las operaciones de paz, disminuyéndose su costo.


Por otra parte, con esta iniciativa se resuelven problemas prácticos, ya que, además de la asignación que se entregará en el exterior al personal en cuestión, se le mantendrá la remuneración que percibe en Chile, evitando que se vea obligado a realizar transferencias en dinero al país para solventar sus gastos familiares.


Finalmente, el señor Subsecretario de Marina recalcó que la normativa propuesta no será aplicable a los militares que actúen en operaciones de paz de manera individual -es decir, no como unidad-, ya que ellos seguirán recibiendo los emolumentos que perciben en la actualidad.


El Honorable Senador señor Fernández consultó en qué variará la situación del personal que actualmente está como unidad en este tipo de operaciones de paz, respecto a la del contingente que se regiría por la normativa que propone el proyecto.


El señor Subsecretario de Marina expresó que, hoy en día, el aludido personal recibe el 100% de la asignación mensual de costo de vida, la que pasaría a ser de un 50%, atendidos los gastos ya señalados que asume la logística institucional. Esto se propone, con el objeto de evitar distorsiones, ya que, de otra manera, sería prácticamente imposible seguir sosteniendo este tipo de operaciones de paz.


El Honorable Senador señor Flores preguntó acerca de la situación que se daría respecto del personal militar que se encuentra desplegado en la misión de paz en Haití.


El señor Subsecretario de Marina manifestó que la situación del personal militar desplegado actualmente como unidad en operaciones de paz o misiones equivalentes -como es el caso de la unidad que se desempeña en Haití- se considera en el artículo transitorio de esta iniciativa, en el sentido de que la ley en proyecto no le será aplicable.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Adolfo, consultó si el personal destacado en este tipo de operaciones de paz cuenta con seguro de vida.


El señor Subsecretario expresó que dicho personal está adscrito al sistema de Naciones Unidas, que cuenta con el seguro de vida correspondiente.


El Honorable Senador señor Fernández preguntó qué pasaría con el personal destacado en este momento en Haití, en el caso de que, vigente esta normativa, se prorrogara la operación de paz en ese país.


El señor Subsecretario hizo presente que, de ocurrir tal situación, como el contingente se renueva completamente, a éste le serían aplicables las nuevas disposiciones legales.


El Honorable Senador señor Flores preguntó por qué el porcentaje de la asignación mensual de costo de vida en el exterior a otorgar al personal destacado como unidad en operaciones de paz, se fija en un 50% de la misma.


El señor Subsecretario de Marina precisó que ello responde a los cálculos realizados por el Ministerio de Hacienda, en consideración a lo que representan los costos de alimentación y alojamiento en estas operaciones.


En atención al debate anterior, vuestra Comisión resolvió aprobar la idea de legislar, sin perjuicio de los perfeccionamientos que se introduzcan a la iniciativa, con motivo de su discusión en particular.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Zaldívar, don Adolfo.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley contenido en el Mensaje del Ejecutivo, y que vuestra Comisión de Defensa Nacional os propone aprobar en general:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Agrégase una nueva letra e) al artículo 198 del DFL Nº 1 (G) de 1997 que se transcribe a continuación, pasando la actual letra e) a constituirse en letra f:


“e) El personal comisionado al extranjero que participa como unidad en operaciones de paz, mandatadas o autorizadas por Naciones Unidas, o en misiones equivalentes, percibirá, adicionalmente a su remuneración en el país, el cincuenta por ciento de la remuneración en el exterior a que tuviere derecho según el artículo 197 precedente.”.


Artículo 2º.- Los gastos que irrogue la aplicación de esta ley se financiarán con cargo al presupuesto vigente de las respectivas instituciones.


Artículo transitorio.- La presente ley no se aplicará al personal que, a la fecha de su entrada en vigencia, se encuentre desplegado como unidad en operaciones de paz o misiones equivalentes. 


La asignación reajustada del costo de vida será aplicada al personal de las Fuerzas Armadas que haya sido comisionado en el exterior en el segundo semestre de 2004, en misiones de una duración mayor a 31 días.


El reajuste de dicha asignación operará con efecto retroactivo al 1º de julio de 2004 y hasta el 31 de diciembre de ese año, por el período que corresponda a la comisión de servicios.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Fernández Fernández (Presidente), Julio Canessa Robert, Fernando Flores Labra y Adolfo Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 4 de noviembre de 2005.



(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,




Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, CON EL OBJETO DE INCLUIR EL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN DEL VEHÍCULO EN INSCRIPCIONES PRACTICADAS EN REGISTRO NACIONAL DE VEHÍCULOS MOTORIZADOS

(3285-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en una Moción de los Honorables Diputados señores Gonzalo Uriarte, Claudio Alvarado, Ramón Barros, Jorge Burgos, Marcelo Forni, René García, Patricio Hales, Felipe Salaberry y Marcela Cubillos.
- - - - - -


Dejamos constancia, para los efectos reglamentarios, que este proyecto de ley no contiene normas de ley orgánica constitucional, ni de quórum calificado, ni disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda o por la Excma. Corte Suprema.


Se deja constancia, también, que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión acordó proponer a la Sala discutir en general y en particular a la vez este proyecto de ley, por constar de un artículo único.

- - - - - -


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz; del Asesor Legislativo de dicha Subsecretaría, señor Lautaro Pérez; del Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), señor Julio Urzúa; del Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Aldo Signorelli; del Subdirector de Estudios del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Manuel Godoy; del Jefe del Registro de Vehículos Motorizados, señor Pedro Rojas y de la Subjefe del Registro de Vehículos Motorizados, señora Marcela Basualto.

- - - - - -

i. OBJETIVO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN


La iniciativa legal en estudio tiene por objetivo permitir al Servicio de Registro Civil e Identificación eliminar los documentos y demás antecedentes que sirvan de fundamento a las inscripciones y anotaciones que se practiquen en el Registro de Vehículos Motorizados, transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción, y sólo una vez que los datos contenidos en dichos documentos y antecedentes sean incorporados a su base de datos computarizada. Mediante resolución, el Director Nacional fijará los requisitos y el procedimiento de eliminación de dicha documentación y, dentro de este procedimiento, se deberá contemplar una instancia de publicidad adecuada de la medida. Además, se faculta, mediante un artículo transitorio, con los mismos requisitos y condiciones, la eliminación de todos aquellos documentos y antecedentes que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan fundado inscripciones con más de 5 años de antigüedad. La destrucción de estos instrumentos, sólo podrá cumplirse transcurrido un año desde la publicación de esta ley.


Por otra parte, el proyecto de ley  sanciona con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales al propietario o a la compañía de seguros que no de cumplimiento a la obligación de solicitar la cancelación de inscripción.  


Finalmente, la Comisión deja entregada a la potestad reglamentaria la inclusión del número de identificación del vehículo, ya que se encuentra actualmente regulada en el Nº 6 del artículo 10 del Decreto Supremo Nº 1111, del Ministerio de Justicia.

ANTECEDENTES

ii. 
1.- De hecho


En la moción se plantea que en el país se ha incrementado notoriamente la cifra de vehículos robados, situación que produce un tremendo daño económico para sus propietarios. Además, existe en la actualidad una complicada situación procesal penal, lo que hace muy difícil la recuperación de los vehículos. 


Se señala, además, que existen vicios preexistentes en la situación jurídica de algunos automóviles, por cuanto los roban o los desmantelan y los transfieren a terceros, en abierta violación de la ley. Tal situación ha perjudicado a numerosos compradores, que se han visto perturbados en el goce del bien adquirido, llegando incluso a ser privados de la posesión del mismo.


Se indica en la iniciativa en estudio que, para prevenir las maquinaciones fraudulentas por parte de las bandas organizadas, la actual Ley de Tránsito y los reglamentos respectivos han impuesto la obligación de inscribir una serie de datos de los vehículos, tanto al inscribirlos en el Registro de Vehículos Motorizados en el momento de su internación al país como en cada transferencia o cambio en el dominio que experimenten.


Señalan que, desafortunadamente, estas medidas han evidenciado ser ineficaces y obsoletas. Ineficaces por cuanto las maniobras dolosas han perseverado en el engaño, obsoletas por cuanto la industria automotriz dispone de herramientas más modernas y seguras que permiten mantener la identidad cierta de los vehículos.


Indican que es así como hace más de 30 años los fabricantes de automóviles vienen dotando a sus productos con el V.I.N., sigla que en lengua inglesa se entiende como “Vehicle Identification Number” y cuya traducción a la lengua castellana significa “Número de Identificación del Vehículo”. 


El V.I.N. es un número único y universal, compuesto por números y letras, que el fabricante asigna a un vehículo, principalmente para su registro e identificación.


A mediados de la década de 1950, los fabricantes de automóviles de Estados Unidos comenzaron a estampar números identificatorios en los automóviles y sus partes.  El propósito obvio de esa medida era dar una descripción exacta del vehículo cuando los números de producción masiva comenzaban a subir en cantidades significativas.  A comienzo de la década de 1980, la Administración Nacional de Seguridad del Tráfico en Carretera, dependiente del Departamento de Transporte del Gobierno de Estados Unidos de Norteamérica, exigió que todos los vehículos automotrices contuvieran un número de identificación del vehículo de 17 caracteres.  Así, todo vehículo fabricado a partir de 1981 posee un V.I.N. de 17 caracteres.  Al decodificarlo, cada carácter de este número indica detalles específicos del vehículo en cuestión, como marca, modelo, año, estilo de carrocería, tamaño del motor, etcétera.  En definitiva, el V.I.N. constituye un verdadero código genético o huella digital de cada vehículo fabricado en el mundo, y proporciona información mucho más sólida y veraz que la que se obtiene a través de los datos que contiene la inscripción de un vehículo en Chile.  El V.I.N. es muy difícil de adulterar por delincuentes.


Si el V.I.N. no tiene 17 caracteres, lo más probable es que dicho número de identificación corresponda a un vehículo anterior al año 1981.  Los números de identificación de los vehículos anteriores a 1981 tienen entre 11 y 17 caracteres.


El V.I.N. puede encontrarse en el parabrisas (mirando el tablero de instrumentos desde fuera del vehículo, en el extremo donde se sienta el conductor), o bien, en el poste de la puerta del conductor (donde la puerta se cierra con seguro).  También puede figurar en la factura de venta del vehículo o en la póliza de seguro del mismo.


Además, la moción expone la existencia de otra maniobra dolosa que es preocupante y que se ha hecho común: la suplantación de un vehículo por otro, utilizándose para tal efecto la sustracción de las patentes de vehículos inexistentes. En tales casos, los antisociales se apoderan de las placas patente de los vehículos siniestrados y declarados como pérdida total por las compañías de seguros para dotar a otros automóviles ‑robados o adulterados‑ con una nueva identificación. En un procedimiento de blanqueamiento de antecedentes, los números de patente del vehículo dado de baja por la aseguradora sirven para dar nueva existencia a un bien que era perseguido por su legítimo dueño (haciendo ineficaz esa búsqueda), o bien para engañar al comprador respecto del historial del dominio o de las especificaciones técnicas del mismo.

Finalmente, se destaca que, desafortunadamente, todas las medidas enunciadas anteriormente no han dado el resultado deseado, por lo que se hace imprescindible legislar sobre esta materia.


2.- Jurídicos

La iniciativa legal en informe se relaciona, entre otras, con las siguientes normas legales vigentes:


1.- Ley Nº 18.290, de Tránsito.


Sus artículos 34 y 35 obligan al Servicio de Registro Civil e Identificación a llevar un Registro de Vehículos Motorizados en su base de datos central, en el cual deben inscribirse los vehículos, individualizarse a sus propietarios y anotarse las placas patente únicas que otorgue.  Dicha inscripción debe ajustarse a los datos contenidos en los documentos fundantes, tales como facturas de venta, declaración de importación, etcétera.  En relación con los vehículos, el propietario debe dar cuenta al Registro de todas las alteraciones que hagan cambiar la naturaleza de los mismos, sus características esenciales o las que los identifican, como asimismo su abandono, destrucción o su desarmaduría total o parcial,  todo lo cual debe anotarse en el Registro, así como también las variaciones de dominio. (artículos 34 y 35).


La ley también detalla, en su artículo 47, las menciones que debe contener el certificado de inscripción de los vehículos:


1. Oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación que lo expida; 


2. Número de registro, para los efectos de su patente única; 


3. Nombres, apellidos y domicilio del propietario del vehículo; 


4. Marca, año, modelo del vehículo y los números de fábrica que lo individualicen; 


5. Fecha de emisión del certificado de inscripción, y 


6. Fecha en que se practicó la inscripción, así como la data del cambio de propietario, si lo hubiere.  


Además, en el caso de los camiones y tractocamiones cuyo peso bruto vehicular sea igual o superior a 3.860 kg, el certificado de inscripción deberá contener las siguientes menciones:


1.
Peso bruto vehicular.


2.
Número y disposición de los ejes.


3.
Potencia del motor.


4.
Tipo de tracción.


5.
Tipo de carrocería.


6.
En el caso de los camiones internados de acuerdo con el inciso segundo del artículo 21 de la ley Nº 18.483, la calificación especial en virtud de la cual ingresaron al país y las rectificaciones o modificaciones posteriores.


7.
Placa patente única.


8.
Las demás que exija el reglamento.


2.- Decreto supremo Nº 1.111, de 1984, del Ministerio de Justicia, publicado en el Diario Oficial el 9 de marzo de 1985, que contiene el Reglamento de Registro de Vehículos Motorizados.


Su artículo 10 indica las menciones que debe contener la inscripción de dominio de los vehículos.  Dichas menciones son: número de la inscripción, que corresponderá al código de la patente única que se otorgue; marca, modelo y tipo de vehículo, año de fabricación, color, número de motor, número del chasis o cualquiera otra característica que permita su cabal identificación; nombres, apellidos y cédula de identidad del propietario; número del repertorio asignado a la solicitud, fecha en que se practicó la inscripción, así como la fecha del cambio del propietario, si lo hubiere, y oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación en la que se solicitó la inscripción; mutaciones en el dominio del vehículo, y gravámenes, prohibiciones, embargos y medidas precautorias que les afecten, cuya anotación se hubiere requerido o que por disposición de la ley deban practicarse de oficio.


Cabe hacer presente que este Decreto fue modificado por el Decreto Supremo Nº 856, de Justicia, publicado en el Diario Oficial el 10 de febrero de 2004, agregando a la inscripción de dominio de los vehículos  el número de identificación del vehículo (VIN).


3.- Oficio de la Superintendencia de Valores y Seguros de fecha 23 de julio de 2003, enviado a las entidades aseguradoras y a los liquidadores de seguros, por el cual instruye acerca del estricto cumplimiento que debe darse a lo dispuesto en el inciso final del artículo 34 de la Ley de Tránsito.


En su oficio, la Superintendencia de Valores y Seguros señala que “ha tomado conocimiento de situaciones derivadas del uso indebido de placas únicas, de vehículos motorizados ofrecidos al público en venta privada o remates públicos, por lo que ordenó a los destinatarios del oficio que “declarada la pérdida total de un vehículo asegurado como resultado de su destrucción o desarmaduría total o parcial, la compañía aseguradora deberá requerir la cancelación de la inscripción del vehículo respectivo ante el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, informando de ello al asegurado.


En caso de que la pérdida total sea declarada respecto de vehículos asegurados que no estén comprendidos en el párrafo anterior y que sean susceptibles de reparación, las compañías de seguros deberán regularizar la propiedad de los vehículos siniestrados, requiriendo su inscripción en el citado Registro a su nombre o a nombre de los compradores respectivos, en el plazo de 60 días contado desde la firma del finiquito, por el asegurado, o del pago de la indemnización.


Mientras no se efectúen las inscripciones, anotaciones y cancelaciones ordenadas por la ley, los vehículos que se encuentren en las situaciones descritas quedarán bajo el cuidado y responsabilidad de la aseguradora.


Sin perjuicio de lo anterior, las compañías de seguros deberán informar a esta Superintendencia, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la recepción del presente Oficio, los trámites y procedimientos que actualmente se siguen en caso de pérdida total, dejación de restos, venta directa o remate de vehículos siniestrados y las medidas que se adoptarán complementariamente para dar cumplimiento a la presente instrucción.”.

iii. ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto de ley en informe se encuentra estructurado sobre la base de un artículo único, el que a través de 4 numerales modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito.

Nº 1


Modifica el inciso primero del  artículo 34, en el sentido de anotar en la base de datos del Registro de Vehículos Motorizados el número de identificación del vehículo, además de las menciones que hoy se exigen (propietarios y placas patentes únicas).

Nº 2


El artículo 37, señala que el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá guardar en lugar seguro y adecuado los documentos y demás antecedentes que sirvan de fundamento a las inscripciones y anotaciones. Este numeral le agrega un inciso segundo, nuevo, que estipula que estos datos podrán ser eliminados transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción, y sólo una vez que los datos contenidos en dichos documentos y antecedentes sean incorporados a la base de datos computarizada del Servicio de Registro Civil e Identificación. Además, agrega que mediante resolución, el Director Nacional fijará los requisitos y el procedimiento de eliminación de dicha documentación. Dentro de este procedimiento se deberá contemplar una instancia de publicidad adecuada de la medida.

Nº 3


Este numeral modifica el articulo 47, que señala las menciones que deberá contener el certificado de inscripción, agregándole un número 7, nuevo, que señala el número de identificación del vehículo o V.I.N.

Nº 4


El artículo 49 señala que en el caso de que la plata patente original se extravíe, inutilice o deteriore, el propietario del vehículo podrá adquirir un duplicado que cumpla con las especificaciones establecidas por el Ministerio de Transportes y  Telecomunicaciones. Este numeral agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 49, que dispone que en aquellos casos en que un vehículo asegurado sufra un siniestro que origine la declaración de pérdida total del mismo, la compañía de seguros respectiva podrá remitir las placas patente únicas del bien asegurado al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que, a través del Registro Nacional de Vehículos Motorizados, hará recepción y guarda de las mismas.

iv. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Artículo único

Nºs 1 y 3


En relación al número de identificación del vehículo (VIN) se explicó que de acuerdo a una norma internacional todos los vehículos cuenta con un número de identificación, compuesto de una serie de letras y números y esta Moción plantea incorporar ese número de identificación en los datos de identificación del vehículo. 


El fundamento de la inscripción de este número de identificación dice relación con el hecho de que parte importante de la venta de los vehículos robados, principalmente de lujo, no pueden ser identificados porque se les altera este número. De este modo, a través de esta inscripción se podría contar con una señal de alerta para la policía y para eventuales compradores y evitar fraudes y dificultar en mayor medida las transacciones de vehículos robados.


Por otra parte, se explicó que el Servicio Nacional de Aduanas registra este número de identificación de los vehículos y los transmite en línea al Registro Nacional de Vehículos Motorizados. En la práctica, el Registro tiene incorporado el VIN pero no lo publicita en el certificado que acredita la inscripción.


Se hizo presente que la inscripción del VIN (Número de Identificación del Vehículo)  es una medida útil, que permite en muchos casos evitar fraudes e ilícitos en la transferencia de automóviles, en especial de los usados. Sin embargo, esta inscripción es obligatoria en nuestro país de acuerdo con la modificación al decreto supremo N° 1.111, del Ministerio de Justicia, de 1985, que aprueba el Reglamento del Registro de Vehículos Motorizados, que fue efectuada por el decreto supremo Nº 856, publicado en el Diario Oficial de 10 de febrero de 2004. Su artículo 10, que indica el contenido de la inscripción de dominio de los vehículos, en su número 2, señala “marca, modelo, y tipo de vehículo, año de fabricación, color, Número de Identificación del Vehículo (VIN), número de motor, número del chasis o cualquier otra característica que permita su cabal identificación.


Estando ya establecida en el Reglamento la Comisión consideró innecesario incorporar en la ley esta inscripción. Además, se trata de una materia esencialmente técnica, que evoluciona rápidamente. Es preferible que la inscripción de estas menciones no requieran una ley porque cada vez que cambie la nomenclatura para la identificación de los vehículos, será necesaria la dictación de una nueva ley.  Por ello es conveniente dejarla entregada a la potestad reglamentaria con un mayor grado de especificidad y cuya modificación, con el transcurso del tiempo, sea más fácil.


El Jefe del Registro de Vehículos Motorizados, señor Pedro Rojas, expresó que la reciente modificación reglamentaria estableció la posibilidad de incorpora el VIN, pero la diferencia que existe en relación al proyecto de ley es que en la iniciativa legal la inscripción del VIN se establece como una obligación para todos los vehículos que ingresen al país. Con la inscripción del VIN se permitiría una mejor fiscalización y se dificultaría la comisión de actos ilícitos en la adquisición de vehículos motorizados.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que la Subsecretaría de Transportes tiene la facultad para determinar las exigencias en la importación de los vehículos motorizados.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, señaló que las normas que se dicten en virtud de la potestad reglamentaria también son obligatorias y si en el reglamento, dictado conforme a la ley, se establece la obligatoriedad de registrar el VIN, ello significa que no se pueden importar vehículos sin VIN. 


El Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz, señaló que, en su opinión, es más imperativa una norma establecida en una ley que obligue a inscribir un código de identificación de un vehículo en un registro, que un reglamento que contenga la misma norma.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que las exigencias de la importación de los vehículos las establecen las autoridades del país importador. En Chile, no se hacen ciertas exigencias, pero en cambio, en Estados Unidos, existe un listado taxativo de los requisitos que deben contener los vehículos importados, incluso ciertos vehículos que no cumplen con determinados elementos de seguridad no pueden ingresar al mercado americano.



Luego, se explicó que el VIN es una norma que se exige a los vehículos americanos, en cambio, en Europa tienen otro número de registro y en Asia están creando uno nuevo. La industria de vehículos adapta su tecnología a las normas de los mercados, como es el caso de las normas de emisión, que en Chile son bastantes estrictas y los vehículos que se importan deben cumplirlas.


Como consecuencia de los planteamientos anteriores la Comisión consideró innecesario incorporar en la ley la mención del VIN porque ya está establecida en el Reglamento del Registro de Vehículos Motorizados y, además, porque en el futuro se pueden establecer otras exigencias y es más fácil modificar el reglamento.


Por lo tanto, acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa y Prokurica, suprimir los numerales 1 y 3 del artículo único.
Nº 2


En seguida, el Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Aldo Signorelli, explicó que esta iniciativa legal tiene por finalidad rebajar a 5 años el plazo indefinido que tiene el Registro Nacional de Vehículos Motorizados para guardar la documentación fundante de las primeras inscripciones que se realizan en el sistema computacional.


La ley vigente obliga al Servicio a mantener en forma indefinida esta documentación y como el Registro Nacional de Vehículos Motorizados opera desde hace 20 años existen más de 28 millones de documentos guardados, para lo que se han destinado más de 1.500 metros cuadrados en el edificio nuevo del Servicio y no hay más espacio para guardar documentos, debiendo ocuparse bóvedas de otros servicios.


La mantención de estos documentos en forma indefinida es innecesaria por lo que mediante este proyecto de ley se pretende que se autorice al Servicio para informar al público que se destruirán los documentos correspondientes a determinados años pero que quedarán registrados en el sistema.


Se estima que el plazo de 5 años, a contar de la fecha de la solicitud de la inscripción del vehículo es prudente y concordante con los plazos establecidos para la prescripción en el caso que existieran dudas con la transferencia del dominio de un vehículo.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que podría no existir un registro documental y entrar en un proceso de validación de los sistemas computacionales, que es lo que se está realizando en el ámbito tributario.


El Subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz, explicó que durante la discusión de este proyecto de ley en la Honorable Cámara de Diputados se tomó conocimiento de la documentación que el Registro Civil está obligado a mantener, por lo que se consideró oportuno regular esta situación.


Señaló, además, que parece prudente considerar el plazo de 5 años para la mantención física de la documentación porque la tecnología de acreditación de firma electrónica aún no opera en todos los servicios del país y seguramente en el futuro se podrá acceder a transacciones en línea. 



El Asesor del Subsecretario de Transportes, señor Lautaro Pérez, informó que en la Honorable Cámara de Diputados se discutió en detalle el plazo de 5 años para la destrucción de documentos y se abordó desde la perspectiva de los eventuales delitos documentales que se pudieran cometer, ilícitos que son simples delitos y prescriben en 5 años. 


Desde el punto de vista de la prescripción de las acciones civiles se determinó que 5 años es un plazo suficiente para la mantención de los documentos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que pudiera existir un reclamo judicial que interrumpa la prescripción.


El Director del Registro Civil, señor Aldo Signorelli, señaló que en ese caso el Registro tendría conocimiento de esa situación porque existiría un oficio del tribunal solicitando antecedentes respecto de ese caso, por lo tanto, no se destruirían esos documentos.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra manifestó su preocupación por el hecho de que las personas entiendan mal esta norma y procedan a la destrucción de todos los documentos relativos al vehículo.


Se explicó que no existe ese riesgo porque está el registro computacional de los documentos fundantes de la inscripción.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, hizo presente que la inscripción de un vehículo en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados no constituye prueba de dominio, sino que sólo constituye una presunción por lo que no existiría inconveniente en la destrucción de los documentos después de 5 años. En opinión del señor Senador es un error de la ley vigente establecer que la documentación se guarde sin límite de tiempo.


En mérito a lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa y Prokurica, aprobar el numeral 2 del artículo único, que pasó a ser número 1, en los mismos términos que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

Nº 4


En seguida, la Comisión abordó otro elemento contenido en este proyecto de ley que dice relación con la obligación que se pretende imponer a las compañías de seguros cuando un vehículo asegurado sufra una pérdida total. 


Se hizo presente que una pérdida total no siempre implica que exista una destrucción total del vehículo asegurado, sino que puede obedecer a un convenio entre el asegurado y el asegurador para pagar un siniestro, con lo cual la compañía repara el vehículo y lo vende. Con esta norma se pretende evitar el uso de placas patentes de vehículos destruidos que se venden por piezas.


Se señaló que el problema se presenta cuando los delincuentes utilizan placas patentes de vehículos destruidos, por lo que se propuso regular esta situación, que está contemplada en el artículo 34 de la Ley N° 18.290, de Tránsito, para que efectivamente se cumpla esta norma.


Cuando ocurre la destrucción total de un vehículo asegurado, generalmente, las compañías de seguro no inscriben el vehículo a su nombre y de acuerdo al artículo 34 deberían solicitar la cancelación de la inscripción y devolver las placas patentes, situación que no ocurre, pese a que existe una instrucción de la Superintendencia de Valores y Seguros en ese sentido.


Finalmente, la Comisión acordó sustituir el Nº 4 del proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, que pasó a ser Nº 2, contemplando una modificación al artículo 201 de la ley N° 18.290, sancionando con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales al propietario o a la compañía de seguros que no de cumplimiento a la obligación de solicitar la cancelación de inscripción a que alude el inciso cuarto del artículo 34.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa y Prokurica.

Artículo transitorio nuevo


En el tema que dice relación con facultar al Registro Nacional de Vehículos Motorizados para destruir la documentación de la inscripción de los vehículos motorizados pasados 5 años desde la fecha de la inscripción, se acordó contemplar una norma transitoria que autorice al Registro para que dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, proceda a la destrucción de todos los documentos que a esa fecha tengan más de 5 años.


Este acuerdo se adoptó por los mismos Honorables Senadores y con la misma votación anterior.


Sometido a votación este proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular, con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Prokurica, Muñoz Barra y Novoa. 

- - - - - - 

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1


- Suprimirlo.

Nº 2


- Pasa a ser Nº 1, sin enmiendas.

Nº 3


- Suprimirlo.

Nº 4


- Pasa a ser Nº 2, sustituido por el siguiente:


“2.- Agrégase, a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 201 de la ley Nº 18.290, la siguiente oración: “Será sancionado con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales el propietario o la compañía de seguros que no de cumplimiento a la obligación de solicitar la cancelación de inscripción a que alude el inciso cuarto del artículo 34.”.

- - - - - - -


Agregar, a continuación del Nº 4 que pasó a ser Nº 2, el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.- La facultad prevista en el inciso segundo del artículo 37, permitirá, con los mismos requisitos y condiciones, la eliminación de todos aquellos documentos y antecedentes que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan fundado inscripciones con más de 5 años de antigüedad. La destrucción de estos instrumentos,  sólo podrá cumplirse transcurrido un año desde la publicación de esta ley.”.
- - - - - - - 


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:


1.- Añádese en el artículo 37, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin embargo, transcurridos cinco años desde la respectiva inscripción, y sólo una vez que los datos contenidos en dichos documentos y antecedentes sean incorporados a la base de datos computarizada del Servicio de Registro Civil e Identificación, ellos podrán ser eliminados. Mediante resolución, el Director Nacional fijará los requisitos y el procedimiento de eliminación de dicha documentación. Dentro de este procedimiento se deberá contemplar una instancia de publicidad adecuada de la medida.”.


2.- Agrégase, a continuación del punto final del inciso segundo del artículo 201 de la ley Nº 18.290, la siguiente oración: “Será sancionado con multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales el propietario o la compañía de seguros que no de cumplimiento a la obligación de solicitar la cancelación de inscripción a que alude el inciso cuarto del artículo 34.”.

Artículo transitorio


“Artículo transitorio.- La facultad prevista en el inciso segundo del artículo 37, permitirá, con los mismos requisitos y condiciones, la eliminación de todos aquellos documentos y antecedentes que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan fundado inscripciones con más de 5 años de antigüedad. La destrucción de estos instrumentos,  sólo podrá cumplirse transcurrido un año desde la publicación de esta ley.”.
- - - - - - 


Acordado en sesiones realizadas los días, 11 y 19 de octubre y 2 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Novoa (Presidente), Muñoz Barra (Nuñez), Prokurica y Sabag.


Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2005.


(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,

Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, ORPIS Y PROKURICA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE SANCIÓN PARA CASO DE INASISTENCIA DE PARLAMENTARIOS A SESIONES DE LA CÁMARA RESPECTIVA

(4039-07)

honorable senado:
Un principio elemental de responsabilidad que se aplica a todas las actividades laborales es el del cumplimiento de los deberes que corresponden al empleo o cargo que libremente se ha aceptado, y en especial el de concurrir al lugar de trabajo de acuerdo a los horarios establecidos para el desempeño de las funciones.

En virtud de este principio, se acepta como natural que no se tenga derecho a remuneración por el tiempo no trabajado, descontándose por ello los días no trabajados, salvo los casos en que existe justificación, como enfermedad, fuerza mayor u otro grave motivo involuntario. Por lo mismo, siempre se ha aceptado como justa causal de despido la inasistencia injustificada al trabajo, cuando existe reiteración.

En efecto, en conformidad a nuestra legislación laboral, salvo casos excepcionales, el empleador no está obligado a pagar los días no trabajados y, aun más, en conformidad al artículo 160 del Código del Trabajo, el contrato de trabajo termina sin derecho a indemnización alguna en caso de no concurrencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo; termina asimismo el contrato por la falta injustificada o sin aviso previo de parte del trabajador que tuviere a su cargo una actividad, faena o máquina cuyo abandono o paralización signifique una perturbación grave en la marcha de la obra.

Estos principios, que son generalizadamente aplicados a toda clase de actividades, no se aplican de la misma manera a quienes ejercemos una de las más altas funciones públicas, en las que está envuelta la representación de millares de trabajadores chilenos, pues la inasistencia a nuestro trabajo no trae efecto alguno en nuestras remuneraciones ni en la estabilidad de nuestro empleo, salvo que se incurra en una casual de cesación prevista en la Constitución.

Tal situación, si bien se justifica en cuanto la mantención del cargo por el período por el cual se ha sido elegido -pues en ello está envuelta una cuestión de soberanía, al haber sido la ciudadanía la que nos ha elegido por determinado período y será únicamente ella la llamada a juzgarnos en la próxima elección-, no se justifica en absoluto tratándose de las remuneraciones que se perciben. En este caso, no existe razón valedera para percibir la misma remuneración si se ha concurrido a todas las sesiones, a la mitrad o a ninguna de ellas. Y es lo que ocurre en la actualidad, al no estar previsto el descuento de la remuneración de los parlamentarios del tiempo no trabajado, como es lo razonable y justo, debido al principio de igualdad que debe primar por sobre cualquier privilegio o trato especial.

Por las razones señaladas, he estimado necesario proponer un proyecto de ley destinado a establecer, en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el descuento proporcional de las remuneraciones de los parlamentarios, por su inasistencia injustificada a las sesiones de la Cámara a que pertenezca.

En virtud de lo expuesto, tengo el honor de proponer el siguiente

proyecto de ley:
Artículo único.- Agrégase a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, a continuación del artículo 5º A, el siguiente artículo nuevo:

"Artículo 5° A bis.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara a que pertenezcan, salvo que una causa grave justifique su ausencia.

En caso imposibilidad de asistir a una sesión, el parlamentario comunicará al Presidente de la Cámara respectiva la causa que justifica su inasistencia, para que sea puesta en conocimiento de la comisión de ética correspondiente, la que procederá a su calificación.

En caso de no haberse justificado la o las inasistencias, se descontará de la dieta del parlamentario una cantidad proporcional a las inasistencias. Para este efecto se dividirá el total de la dieta mensual por el número de sesiones celebradas el mes respectivo, y la cantidad resultante se multiplicará por el número de inasistencias no justificadas.".






(Fdo.):Baldo Prokurica Prokurica,









Senador.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA REAJUSTE DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO, CONCEDE AGUINALDOS QUE SEÑALA, REAJUSTA ASIGNACIONES FAMILIAR Y MATERNAL, DEL SUBSIDIO FAMILIAR, Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(4035-05)


Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2005, un reajuste de 5,0% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean establecidas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, fijadas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2005.


Artículo 2º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $ 28.837 para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2005 sea igual o inferior a $ 350.000 y de $ 15.299, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 4º.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 5º.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 6º.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las corporaciones de asistencia judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


Artículo 7º.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.


Artículo 8º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2006 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2006, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $ 37.835 para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2006, sea igual o inferior a $ 350.000, y de $ 26.355, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo 5º de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.


Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles.


Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; y a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980 y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible, por cada hijo de entre cinco y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $ 37.280, el que será pagado en dos cuotas iguales de $ 18.640 cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2006. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2006, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 15.595 por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $ 350.000, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 15.- Concédese durante el año 2006, a los trabajadores no docentes que se desempeñen en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrán los trabajadores no docentes que tengan las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñen en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 16.- Durante el año 2006 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $64.799.


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Artículo 17.- Increméntase en $ 2.327.014 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2005. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2005.


Artículo 18.-  Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2006, los montos de "$ 158.068", "$ 179.260" y "$ 192.818", a que se refiere el artículo 21 de  la ley  Nº  19.429, por “$ 165.971“, “$ 188.223“ y “$ 202.458“, respectivamente.


Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8º y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $ 1.300.000, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2006, el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:


"Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2006, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Unico de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


- De $ 4.126 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 128.445;


- De $ 4.014 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 128.445 y no exceda los $ 251.585;


- De $ 1.307 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 251.585 y no exceda los $ 392.387, y


- Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 392.387 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores; dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.".


Artículo 21.- Fíjase en $ 4.126 a contar del 1 de julio del año 2006, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.


Artículo 22.- Concédese por una sola vez en el año 2006, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, un bono de invierno de $ 32.862.


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2006, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Artículo 23.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2006, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2006, de $ 10.372.  Este aguinaldo se incrementará en $ 5.339 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho a los aguinaldos a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho a los aguinaldos en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2006 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8º de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, líquidas.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga este artículo o el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 25 de diciembre del año 2006, un aguinaldo de Navidad del año 2006 de $ 11.896. Dicho aguinaldo se incrementará en $ 6.715 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero, sexto y séptimo de este artículo.


Artículo 24.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Artículo 25.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2006, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $137.336 trimestrales.


Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.


La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 3.975 personas.


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.


Artículo 26.- Durante el año 2006, el porcentaje de la asignación establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.041, no podrá ser inferior al determinado para el año 1999.


Artículo 27.- Modifícase la ley Nº 19.464 en la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso primero del artículo 7º la frase  "y enero del año 2005" por ", enero del año 2005 y enero del año 2006," y


b) Sustitúyese en el artículo 9º, el guarismo "2006" por "2007".


Artículo 28.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en los artículos 2°, 3°, 5° y 6°, un bono especial no imponible, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2005, cuyo monto será de $ 55.000 para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2005 sea igual o inferior a $ 350.000, y de $ 27.500 para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de $1.300.000 de remuneración líquida.


Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida la referida en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley.


Artículo 29.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2005 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.


El gasto que irrogue durante el año 2006 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8º, 13 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2006, dispuestas por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los que podrán ser dictados en el mes de diciembre de 2005.


Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo trigésimo cuarto de la ley N° 19.882:


a.- Al inciso primero:


a.1.- Suprímese la frase siguiente: “, durante los años 2003 al 2006,”, y sustitúyese el guarismo “25%” por “40%”.


a.2.- Agrégase antes de la coma (,) que sigue a la oración “de los establecimientos antes indicados”, las palabras “de cada región”. 


a.3.- Agrégase al final del punto (.) aparte que pasa a ser punto (.) seguido la oración siguiente: “Además, tendrán derecho a este incentivo los funcionarios que ejerzan sus funciones en las dependencias centrales de las direcciones regionales, siempre que pertenezcan a las cinco regiones cuyos establecimientos en promedio obtengan los mejores resultados comparativos conforme al procedimiento que establezca el reglamento.”.


b.- Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente: “El incentivo que trata este artículo sólo podrá concederse hasta el monto de los recursos financieros que contemple para estos efectos la Ley de Presupuestos de cada año. Durante el año 2006, este incentivo sólo podrá concederse hasta un monto total ascendente a $ 306.189.000.”.


Lo dispuesto en el presente artículo, entrará en vigencia a contar del 1 de enero de 2006.


Artículo 31.- Concédese, por una sola vez, un bono de $ 20.000, al personal no docente señalado en el artículo 2° de la ley N° 19.464, que haya desempeñado funciones durante los meses de marzo a octubre del año 2005 y que en el mes de octubre de 2005 haya percibido una remuneración bruta igual o inferior a $ 200.000, siempre que desempeñe una jornada de trabajo de 45 ó 44 horas semanales, según corresponda. Para aquellos que se desempeñen por jornadas parciales de trabajo, la remuneración y el monto del bono se calcularán proporcionalmente a una jornada laboral de 45 horas.


Este bono no será imponible ni tributable y se pagará a partir del mes siguiente al de la publicación de la presente ley al personal señalado en el inciso anterior, siempre que se encuentre en funciones a la fecha de su pago.


La cantidad máxima de personal no docente que tendrá derecho a este bono será de 18.000 personas, priorizándose a aquellos de menor remuneración.


Este bono será de cargo fiscal y el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los establecimientos educacionales subvencionados, tanto del sector municipal como particular, y de los establecimientos de educación técnico profesional regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, y además determinará  los mecanismos de resguardo de su aplicación para su pago. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 32.- Reemplázase en la letra c) del inciso primero del artículo 10 de la ley N°19.933, las cantidades “$ 7.400” y “$ 7.788” por las siguientes: “$ 7.437” y “$ 7.826”, respectivamente.


Artículo 33.- Concédese, por una única vez, un bono no imponible de $ 135.000, a los profesionales de planta y a contrata, nombrados o asimilados a la planta de profesionales, entre los grados 17° al 10° de la escala de sueldos base del decreto ley N° 249, de 1973, que se desempeñen en unidades de apoyo clínico terapéutico y diagnóstico de los establecimientos asistenciales dependientes de los Servicios de Salud, y que no perciban la asignación de turno a que se refiere el decreto ley N° 2.763, de 1979, en sus artículos 72 al 75.


El pago del bono se efectuará en una sola cuota en el curso del mes de diciembre de 2005. Será percibido por aquellos funcionarios formalmente destinados a prestar servicios en las unidades de trabajo mencionadas, a lo menos a contar del 1° de mayo de 2005 y que, además, se encuentren en servicio a la fecha del pago.


El derecho a este bono estará limitado a una cantidad máxima de 550 profesionales. El Ministerio de Salud, por resolución, asignará el cupo máximo de profesionales beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud. 


Artículo 34.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.059, antes del punto (.) seguido la oración siguiente: “o se hayan acogido a dicho beneficio entre el 1 de enero de 2004 y el 1 de octubre de 2005, ambas fechas inclusive.”.


Artículo 35.- El Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá contratar, según las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, al personal que se desempeña en la Orquesta de Cámara de Chile y el Ballet Folclórico Nacional, hasta el máximo de trabajadores que autorice la Ley de Presupuestos. 


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, durante el año 2006 el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes podrá contratar hasta 87 trabajadores cuyo gasto será imputado al ítem 09-16-01-24-03.098, de la Partida Presupuestaria del Ministerio de Educación.


El mayor gasto fiscal que representa el pago de las cotizaciones de previsión y salud del personal señalado en el inciso anterior para dicho año, será con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.


Artículo 36.- Establécese un bono pro calidad de la dotación docente, para los profesionales de la educación que presten servicios en los establecimientos educacionales del sector municipal, administrados ya sea directamente por las municipalidades o a través de las corporaciones municipales, que habiendo sido evaluados de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, hayan dejado de pertenecer a la dotación docente por encontrarse en la situación señalada en el inciso séptimo del artículo antes mencionado. Este bono ascenderá a los montos siguientes, según corresponda:


a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.


b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.


c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.


d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.


Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en el inciso anterior, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable y será de cargo del empleador.


Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.


Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviere por tercer año consecutivo de evaluación y cualquiera de ellos se deba a la aplicación de la presunción antes referida, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, a mas tardar al término del año laboral docente, sin derecho a percibir el bono a que se refiere este artículo.


Durante el año 2006, el bono del presente artículo se financiará con cargo al ítem 09-01-04-24-03.519 de la Ley de Presupuestos de dicho año, y su monto ascenderá a las cantidades establecidas en el inciso primero de este artículo según sea el promedio de remuneraciones indicada en dicha Ley de Presupuestos.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL MIXTA DE PRESUPUESTOS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2006

(3993-05)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

La Comisión Especial Mixta encargada de estudiar el proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006, tiene el honor  de informaros respecto de esta iniciativa  legal. El referido proyecto -conforme a las normas constitucionales- fue iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República.

A las sesiones de la Comisión concurrieron, además de sus integrantes, el Presidente del Senado, Honorable Senador señor Sergio Romero; el Vicepresidente de esta Corporación, Honorable Senador señor Jaime Gazmuri; los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei y señores Alberto Espina, Fernando Flores, Jorge Pizarro, y Baldo Prokurica y el Honorable Diputado señor Carlos Montes.

Asistieron también, el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre; el Ministro Secretario General de la Presidencia de la República, señor Eduardo Dockendorff; la Subsecretaria de Hacienda, señora María Eugenia Wagner; la Jefa de Gabinete del Ministro de Hacienda, señora Marta Tonda; el Director de Presupuestos, don Mario Marcel; el Subdirector de Presupuestos, señor Sergio Granados, y los asesores de dicha Dirección señoras Susana González, Verónica Lara, Sereli Pardo, Jacqueline Canales y señores Hugo Zúñiga, Beltrán de Ramón, Eduardo Azócar, Marcelo Cerna, José Pisero, José Espinoza, Rodrigo Cuadra, Claudio Martínez, Juan Carlos Manosalva y Sergio Castillo.

Como es de conocimiento de la Honorable Cámara de Diputados, el estudio del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público se realiza por una Comisión Especial integrada por Honorables  Senadores y Diputados.

Esta Comisión Especial Mixta, a su vez, designa Subcomisiones para el estudio de las diferentes Partidas. En esta oportunidad, se constituyeron cinco Subcomisiones, cada una de las cuales ha emitido un informe relativo a las Partidas de su respectiva competencia. Estos informes van dirigidos a la Comisión Especial Mixta y en ellos se especifican los acuerdos adoptados respecto de cada Partida; las constancias que se haya acordado  dejar; las modificaciones introducidas - cuando haya sido el caso -, y sus fundamentos.

Vuestra Comisión sólo consignará en este informe los acuerdos adoptados por ella, con sus pertinentes votaciones, y las constancias que se hubieren dejado. No obstante, como Anexos a este informe, se dejará testimonio de los principales aspectos del debate producido en el seno de la Comisión Especial.

Asimismo, este informe contiene una relación de los acuerdos adoptados respecto del articulado del proyecto, el que no es estudiado por las Subcomisiones.

En lo que dice relación con las Partidas, consigna las modificaciones que se les han introducido.

En lo relativo al debate habido en las Subcomisiones, a las indicaciones allí presentadas y a las constancias que en ellas se haya acordado dejar, es necesario remitirse a los informes de dichas Subcomisiones, que constituyen parte integrante del presente informe.


Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos casos en que la Comisión Especial Mixta introdujo modificaciones a las proposiciones de las Subcomisiones, también se deja constancia en este informe de los cambios efectuados.


Se deja testimonio de que se adjuntan como principales anexos de este informe -y, en consecuencia, formando parte integrante de él- textos, debidamente certificados, de los folletos de todas las Partidas -en ejemplar único- en los que se han introducido las modificaciones aprobadas por vuestra Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión Especial Mixta deja constancia de que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 63, número 7, y 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República, el artículo 3º del proyecto de ley debe ser aprobado con quórum calificado en las Salas de ambas Cámaras del Congreso Nacional, esto es, por la mayoría absoluta de los Diputados y Senadores en ejercicio.

- - -

PRIMERA SESIÓN

Con fecha martes 6 de septiembre de 2005, se llevó a cabo la primera sesión de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la que quedó integrada, conforme a lo decidido por el Honorable Senado y por la Honorable Cámara de Diputados, por los siguientes parlamentarios: Honorables  Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Edgardo Boeninger Kausel, Juan Antonio Coloma Correa, Alejandro Foxley Rioseco, José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss, Roberto Muñoz Barra, Jaime Naranjo Ortiz, Carlos Ominami Pascual, Jaime Orpis Bouchon, Sergio Páez Verdugo, Hosain Sabag Castillo y Ramón Vega Hidalgo, y los Honorables  Diputados señores Claudio Alvarado Andrade, Rodrigo Álvarez Zenteno, Julio Dittborn Cordua,  Camilo Escalona Medina, Carlos Hidalgo González, Enrique Jaramillo Becker, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Lorenzini Basso, José Miguel Ortiz Novoa, José Pérez Arriagada, Exequiel Silva Ortiz, Eugenio Tuma Zedán y Gastón Von Mühlenbrock Zamora.

La Comisión Especial Mixta procedió a constituirse, eligiendo, por unanimidad, como su Presidente, al Honorable Senador señor Carlos Ominami Pascual.


Además, la Comisión acordó que se constituyeran las Subcomisiones en la sesión siguiente, que se celebraría el 14 de septiembre; y en cuanto al plazo para formular indicaciones se fijó hasta el comienzo del estudio de la respectiva partida o del articulado del proyecto, en su caso. En cuanto al quórum para sesionar y tomar acuerdos la Comisión aprobó que éste fuera de cinco Honorables Senadores y cinco Honorables Diputados.


Se acordó, asimismo, que el funcionamiento de la Comisión Especial Mixta y de la Subcomisiones se rigiera por el Reglamento del Senado, excepto el reemplazo de los Honorables  Diputados, el que se realizará conforme a las normas del Reglamento de la Honorable Cámara de Diputados.

SEGUNDA SESIÓN

En la segunda sesión, celebrada el día miércoles 14 de septiembre de 2005, se procedió a escuchar la exposición del Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, sobre el estado de la Hacienda Pública. 

Enseguida, vuestra Comisión Especial Mixta puso en votación y aprobó la constitución de las cinco Subcomisiones, en la forma que se pasa a detallar:

PRIMERA SUBCOMISIÓN: Quedó integrada por los Honorables Senadores señores Edgardo Boeninger, Alejandro Foxley y José García; y los Honorables Diputados señores Julio Dittborn, Eugenio Tuma y Gastón Von Muhlenbrock. Se eligió como su Presidente al Honorable Diputado señor Dittborn.

Esta Subcomisión procedió a estudiar las partidas de Tesoro Público, y de los Ministerios de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda y de Planificación y Cooperación.

SEGUNDA SUBCOMISIÓN: Quedó integrada por los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra, Jaime Orpis y Ramón Vega y los Honorables Diputados señores Carlos Ignacio Kuschel (reemplazado posteriormente por el Honorable Diputado señor Carlos Hidalgo) y Pablo Lorenzini. Se eligió como su Presidente al Honorable Senador Muñoz Barra.

Esta Subcomisión analizó los presupuestos asignados a la Presidencia de la República, Contraloría General de la República y los Ministerios de Defensa Nacional, Secretaría General de la Presidencia de la República y Secretaría General de Gobierno.

TERCERA SUBCOMISIÓN: Quedó integrada por los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia y  Juan Antonio Coloma, y los Honorables Diputados señores Camilo Escalona, José Miguel Ortiz y José Pérez. Se eligió como su Presidente al Honorable Diputado señor Escalona.

Esta Subcomisión estuvo encargada del estudio de las Partidas del Poder Judicial, el Ministerio Público y los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Justicia, de Trabajo y Previsión Social y de Salud.
CUARTA SUBCOMISIÓN: Quedó integrada por los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo, Carlos Ominami y Hosaín Sabag y los Honorables Diputados señores Rodrigo Álvarez, Carlos Hidalgo (reemplazado posteriormente por el Honorable Diputado señor Carlos Ignacio Kuschel). Se eligió como su Presidente al Honorable Diputado señor Kuschel.

La Subcomisión tuvo a su cargo el estudio de las Partidas del Congreso Nacional y de los Ministerios del Interior, de Educación, de Vivienda y Urbanismo, y de Bienes Nacionales.

QUINTA SUBCOMISIÓN: Quedó integrada por los  Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Sergio Páez y los Honorables Diputados señores Claudio Alvarado, Enrique Jaramillo y Exequiel Silva. Se eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Páez.

La Subcomisión se abocó al estudio de las Partidas destinadas a los Ministerios de Minería y Energía, de Agricultura, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones.

TERCERA SESIÓN

En esta sesión, celebrada el día 18 de octubre de 2005, vuestra Comisión Especial Mixta despachó todas las Partidas presupuestarias y el articulado del proyecto.

En primer lugar, vuestra Comisión Especial Mixta consideró las Partidas aprobadas, sin modificaciones, por las Subcomisiones y que no fueron objeto de indicaciones en la Comisión Mixta. Tales son:

· Partida 01 Presidencia de la República,

· Partida 03 Poder Judicial,

· Partida 04 Contraloría General de la República,

· Partida 10 Ministerio de Justicia,

· Partida 11 Ministerio de Defensa Nacional,

· Partida 14 Ministerio de Bienes Nacionales,

· Partida 15 Ministerio de Trabajo y Previsión Social,

· Partida 16 Ministerio de Salud,

· Partida 17 Ministerio de Minería,

· Partida 18 Ministerio de Vivienda y Urbanismo,

· Partida 21 Ministerio de Planificación, y

· Partida 23 Ministerio Público.


Las antedichas Partidas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes, sin modificaciones.

- - - -

Seguidamente, vuestra Comisión analizó y votó el resto de las Partidas Presupuestarias, como consta a continuación:

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL

Esta Partida fue discutida solamente por vuestra Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

S.E. el Presidente de la República formuló la siguiente indicación:

02 CONGRESO NACIONAL

Capítulo 01 Senado, Programa 01:

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897” y en su ítem 01 sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”.

En el Subtítulo 21 Gastos en Personal sustituir la cantidad de “10.112.468” por “9.610.883”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo sustituir la cantidad de “6.626.722” por “5.947.296”.

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes sustituir la cantidad de “3.370.438” por “4.675.134” y en su ítem 01 Al Sector Privado sustituir la cantidad de “3.331.832” por “4.636.528” y en su asignación 010 A Personas sustituir la cantidad de “3.204.079” por “4.508.775”.

En el Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros sustituir la cantidad de “215.373” por “307.873” y en su ítem 06 Equipos Informáticos sustituir la cantidad de “89.301” por “181.801”.

Capítulo 02 Cámara de Diputados, Programa 01:
En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295” y en su ítem 01 sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295”.

En el Subtítulo 21 Gastos en Personal sustituir la cantidad de “16.508.232” por “17.508.232”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo sustituir la cantidad de “9.449.123” por “10.269.838”.

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes sustituir la cantidad de “3.583.769” por “4.383.769” y en su ítem 01 Al Sector privado sustituir la cantidad de “3.556.270” por “4.356.270” y en su asignación 010 A Personas sustituir la cantidad de “3.556.270” por “4.356.270”.

En el Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros sustituir la cantidad de “407.527” por “607.527” y en su ítem 06 Equipos Informáticos sustituir la cantidad de “138.889” por “338.889”.

Capítulo 03 Biblioteca del Congreso, Programa 01:

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal sustituir la cantidad de “4.278.678” por “4.528.737” y en su ítem 01 sustituir la cantidad de “4.278.678” por “4.528.737”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo sustituir la cantidad de “1.014.156” por “1.264.215”.

- Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes.

- Luego, la Comisión Especial Mixta aprobó esta Partida, por unanimidad, con las enmiendas antes señaladas.
PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR

La Cuarta Subcomisión informó la Partida correspondiente al Ministerio del Interior, aprobándola, sin modificaciones.

En el curso del debate de vuestra Comisión Especial Mixta, recayeron en esta Partida las siguientes indicaciones de S. E. el Presidente de la República:

1.- 05 MINISTERIO DEL INTERIOR

En la glosa 02, común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales, agregar los siguientes numerales:

“21. En los proyectos de desnivelaciones de cruces de calles o caminos con vías férreas de uso de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado o de sus filiales, que decidan financiar los gobiernos regionales, la unidad técnica será la Empresa de los Ferrocarriles del Estado o la filial que dicha empresa designe.

22. Con estos recursos se podrá financiar la adquisición de vehículos destinados al funcionamiento de las municipalidades, incluso de camiones aljibe, maquinaria y otros vehículos que requiera el municipio para la conservación de calles y caminos incluidos en el ámbito de su competencia.”

2.- 05 MINISTERIO DEL INTERIOR

En el numeral 19 de la glosa 02, común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales, efectuar las siguientes modificaciones:

“- Sustituir el guarismo “1%” por “2%”. 

-Intercalar a continuación de la palabra “municipalidades” la siguiente frase:“,incluido el funcionamiento de los teatros municipales que operen,”

- Puestas en votación las indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes.

- En consecuencia, la Partida fue aprobada con enmiendas, en los términos ya señalados.

PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Esta Partida fue informada por la Tercera Subcomisión que la aprobó con las siguientes modificaciones:
Capítulo 05

Agencia de Cooperación Internacional de Chile

Programa 01

Agencia de Cooperación Internacional de Chile

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “2.491.462” por “2.722.594”.

Ítem 01

Reemplazar la cantidad de “2.491.462” por “2.722.594”.

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “1.383.917” por “1.615.049”. 

Ítem 01 Al Sector Privado

Reemplazar la cantidad de “1.383.917” por “1.615.049”. 

Asignación 548 Proyecto de Cooperación Técnica entre Países en Desarrollo

Sustituir la cantidad de “1.253.156” por “1.484.288”.

Glosa 05

Reemplazar las cantidades “493.937 miles” por “725.069 miles” y “$231.132 miles” por “$462.264 miles”.

- - - 


Además, la Comisión Especial consideró la siguiente indicación presentada por el Ejecutivo:

Capítulo 02 : Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales

Programa 02: Promoción de Exportaciones
En la glosa 01 incorporar las siguientes letras a) y b), pasando la actuales letras a) y b) a ser c) y d), respectivamente:

“a) Dotación máxima de personal                                                              115

No regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.

b) Horas extraordinarias año                                                                  53.653

- Sustituir en la letra b), que pasó a ser d), la cantidad “1.438.469” por “340.803.”.


- Esta indicación fue aprobada unánimemente por los miembros presentes.


Asimismo, la Partida fue aprobada, por unanimidad, con la enmienda propuesta por la Subcomisión.

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION.

Esta Partida fue informada por la Primera Subcomisión que la aprobó sin modificaciones, dejando pendientes para ser considerada por la Comisión Especial Mixta, los siguientes acápites:
En el Capítulo 04 Servicio Nacional de Pesca, la glosa 04, letra d).

En el Capítulo 05 Superintendencia de Electricidad y Combustibles, la glosa 04, y
El Capítulo 09 Servicio Nacional de Turismo.
- - - 


La Comisión Especial, asimismo, se pronunció sobre las siguientes indicaciones del Ejecutivo:

1.- 07 MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONTRUCCION

Capítulo 16 : Servicio de Cooperación Técnica

Programa 02: Chile Emprende

Reemplazar la Glosa 02 por el siguiente texto:

“02 La transferencia de estos recursos se efectuará a través de convenios entre SERCOTEC y los organismos ejecutores, para el cofinanciamiento de iniciativas contempladas en los Planes de Desarrollo Económico Territorial de aquellos territorios que hayan sido definidos como tales por el Directorio del Programa Chile Emprende a propuesta del Intendente Regional. Cuando SERCOTEC actúe como ejecutor, tales estipulaciones constarán en la resolución de dicho organismo.

Las Instituciones que participen en el Programa, en cada región, deberán rendir cuentas conjuntamente, del grado de avance de las metas territoriales comunes definidas para el mismo.”

2.- 07 MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONTRUCCION

Capítulo 01 : Secretaría y Administración General

Programa 07: Programa Fondo de Innovación para la Competitividad

En la columna Glosa N°, suprimir el número “04” asociado al ítem 02 e incorporar el mismo “04” asociado al ítem 03, ambos del Subtítulo 24 Transferencias Corrientes.


- Estas indicaciones fueron aprobadas unánimemente por los miembros presentes.


- Asimismo, la Partida fue aprobada en su totalidad, por unanimidad, por los miembros presentes de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA

Esta Partida fue informada por la Primera Subcomisión que la aprobó con las siguientes modificaciones:
Capítulo 08: Superintendencia de Valores y Seguros

Programa 02 : Apoyo a Cuerpos de Bomberos

- En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes, Item 01 Al Sector Privado, asignación 001 Gastos de Operación de Cuerpos de Bomberos sustituir la cantidad de “2.668.500”  por “3.168.500”, en la asignación 002 Ayuda Extraordinaria, Reparaciones y Mantenciones de Cuerpos de Bomberos sustituir la cantidad de “2.166.043” por “1.629.387” y en la asignación 003 Funcionamiento de la Junta Nacional y Organismos Dependientes sustituir “613.344” por  “650.000”.

- En el Subtítulo 33 Transferencias de Capital, Item 01 Al Sector Privado, asignación 001 Inversiones de Cuerpos de Bomberos sustituir la cantidad de “1.064.242” por “1.426.330” y, eliminar la asignación 002 Ayuda Extraordinaria, Adquisiciones y Construcciones Menores de Cuarteles de Cuerpos de Bomberos, monto y glosa 07 asociados, en consecuencia, las asignaciones 003 y 004 pasan a ser 002 y 003, respectivamente.

- Eliminar Glosa 02, su texto y asociación a nivel de Programa Apoyo a Cuerpos de Bomberos.

- Crear una nueva Glosa 02 asociada a las asignaciones 001 Gastos de Operación de Cuerpos de Bomberos, 002 Ayuda Extraordinaria, Reparaciones y Mantenciones de Cuerpos de Bomberos y 001 Inversiones de Cuerpos de Bomberos, como sigue:

“02 Los recursos incluidos en este Programa se distribuirán entre los Cuerpos de Bomberos, constituidos conforme a lo dispuesto por el Art.17 de la Ley N° 18.959, mediante resolución de la Superintendencia, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. Dicha proposición se basará en procedimientos y criterios acordados entre la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y la Superintendencia de Valores y Seguros, los cuales deberán quedar establecidos y publicados en las respectivas páginas web en el mes de diciembre de 2005. 

Los aportes serán entregados a los Cuerpos de Bomberos por la Superintendencia de Valores y Seguros, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre. En el caso de la ayuda extraordinaria, los fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en la oportunidad que sea requerida dentro del período presupuestario, a los respectivos Cuerpos de Bomberos que hayan solicitado dicha ayuda a través de los Consejos Regionales.”

- Se sustituyen las Glosas 01, 03, 04, 05 y 06, respectivamente, por las que se indica:

Glosa 01 

“a) De las Rendiciones de Cuentas

La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y los Cuerpos de Bomberos de Chile, deberán rendir cuenta anual del uso y destino de los fondos que les sean asignados o transferidos por ley. 

La rendición de cuenta de los Cuerpos de Bomberos, deberá efectuarse mediante un estado de ingresos y gastos, que se presentará a la Intendencia Regional o a la Gobernación Provincial que corresponda, dentro del primer trimestre del año 2007. Copia de esta última deberá remitirse dentro de igual plazo a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y a la Superintendencia de Valores y Seguros. 

La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile efectuará su rendición mediante la confección de estados financieros auditados por auditores externos inscritos en el Registro que al efecto lleva la Superintendencia, los que deberán ser presentados dentro del primer cuatrimestre del año siguiente, ante la Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Justicia. 

Los estados financieros y de ingresos y gastos, serán confeccionados de acuerdo con los principios y normas de contabilidad de aceptación general y las normas que sobre el particular imparta la Superintendencia de Valores y Seguros, mediante Circulares de acceso público, sea en papel o en soporte digital, previa consulta a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, disposiciones que deberán establecer mecanismos que fortalezcan la transparencia en el uso de los recursos fiscales.

b) De las Adquisiciones y Proveedores

- La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile elaborará los procedimientos de asignación, adquisición y contratación de bienes y servicios, así como los Registros de Proveedores de Material Mayor y Menor que correspondan, los cuales deberán velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones deberán ser consultados en forma previa con la Superintendencia de Valores y Seguros, y deberán publicarse en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente.

c) De las Ayudas Extraordinarias

- Las solicitudes de Ayudas Extraordinarias que no hayan sido resueltas por el Consejo Regional, dentro del plazo de 30 días siguientes a su presentación, o cuando en el documento mediante el cual se rechace o posponga la ayuda, no contenga los fundamentos de la resolución, podrán ser sometidas por el Cuerpo de Bomberos al conocimiento de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, quien deberá resolver dentro de los 15 días contados desde su presentación. Si dentro del plazo señalado, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, no aprueba o no expresa los fundamentos del rechazo o posposición de la ayuda solicitada, el Cuerpo de Bomberos podrá recurrir ante la Superintendencia de Valores y Seguros, quien solicitará a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile se pronuncie al respecto. Si la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile no se pronuncia o no expresa los fundamentos de su rechazo o posposición, dentro del plazo de 7 días contados desde su notificación, se tendrá por aprobada la ayuda solicitada.

Una vez recibida la solicitud de ayuda por la Superintendencia, ésta deberá pronunciarse al respecto informando a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile en un plazo máximo de quince días.”

Glosa 03 

“Dichos fondos están destinados a cubrir las necesidades de funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos para el buen cumplimiento del servicio, comprendiendo gastos de operación y equipamiento menor.”

Glosa 04
“Estos fondos están destinados a financiar reparaciones y mantenciones de material bomberil mayor y menor y reparaciones y ampliaciones menores de cuarteles de Cuerpos de Bomberos.”

Glosa 05 

“Estos recursos se distribuirán mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. 

Dichos fondos están destinados a cubrir las necesidades de funcionamiento de la referida Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de sus organismos dependientes.

Estos fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en cuotas iguales, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre.”

Glosa 06 

“Estos fondos están destinados a cubrir las necesidades de adquisición de bienes de inversión para el funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos, incluido material mayor, menor y construcciones menores de cuarteles.”

Se sustituyen las Glosas 08 y 09, que pasan a ser 07 y 08, respectivamente, por lo que sigue:

Glosa 07
“Estos recursos serán entregados a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.

Dichos fondos están destinados a financiar la adquisición de material mayor o menor y al pago de compromisos en moneda extranjera, de acuerdo a los procedimientos de adquisición que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile fije anualmente, los que deben velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones, deberán ser publicados en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente. 

Estos fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en moneda extranjera convertida a dólares estadounidenses, debiendo la suma total no ser inferior a US$ 6.077.000.”

Glosa 08 

“Estos recursos se distribuirán mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.

Estos fondos están destinados a financiar la adquisición de material mayor o menor y al pago de obligaciones generadas por tal concepto, de acuerdo a los procedimientos de adquisición que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile fije anualmente, los que deben velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones, deberán ser publicados en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente. 

Dichos recursos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en cuotas iguales, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre.”

En la Glosa 10 que pasa a ser 09, se sustituye la frase “del Cuerpo” por “de los Cuerpos”.

- - - 


La Comisión Especial, asimismo, se pronunció sobre la siguiente indicación del Ejecutivo:

08 MINISTERIO DE HACIENDA

Capítulo 04: Servicio Nacional de Aduanas

Programa 01 : Servicio Nacional de Aduanas

Incorporar asociada al Subtítulo 31, Item 02, la siguiente Glosa N° 04: 

“04 Incluye $ 107.779 miles para el proyecto “Construcción de aplicaciones para la modernización del sistema de comercio exterior”. La aplicación de estos recursos sólo podrá efectuarse previa suscripción del compromiso con la Dirección de Presupuestos para aplicar las recomendaciones formuladas en la evaluación del proyecto efectuada el año 2005.”. 


- La indicación del Ejecutivo individualizada fue aprobada unánimemente por los miembros presentes.


Asimismo, la Partida fue aprobada, en forma unánime, por los miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACIÓN

Esta Partida fue aprobada por la Cuarta Subcomisión, con las siguientes modificaciones:

En el Capítulo 01, Programa 03, Mejoramiento de la Calidad de la Educación:

1.- Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 08:

“Antes del mes de septiembre de cada año deberán informarse a la Comisión Permanente de Presupuestos los programas que se financien con cargo a esta asignación, los montos destinados a cada uno de ellos, sus objetivos, beneficiarios y los procesos de evaluación periódica que se lleven a cabo para analizar su impacto.”.

2.- Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 09:

“Antes del mes de septiembre de cada año deberán informarse a la Comisión Permanente de Presupuestos los programas que se financien con cargo a esta asignación, los montos destinados a cada uno de ellos, sus objetivos, beneficiarios y los procesos de evaluación periódica que se lleven a cabo para analizar su impacto.”.

En el Capítulo 01, Programa 11, Recursos Educativos:

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 02:

“Antes del mes de octubre de cada año se informarán a la Comisión Permanente de Presupuestos los resultados de los procesos de licitación especificando los criterios de elección, además el nombre de los autores, las empresas editoriales e imprentas que participaron en el proceso de elaboración de los textos escolares seleccionados.”.

En el Capítulo 01, Programa 30, Educación Superior:

1. Sustituir, en la Glosa 04, letra b), la frase “ instituciones de educación superior privadas que hayan alcanzado la plena autonomía”, por “instituciones de educación superior privadas autónomas y acreditadas por la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado”.

2. Agregar al primer párrafo de la glosa, luego del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: ”Se podrán otorgar becas a estudiantes extranjeros provenientes de América Latina y el Caribe de comprobada necesidad socioeconómica, que se matriculen en las instituciones de educación mencionadas, que cumplan con los requisitos de admisión relativos a calidad académica asimilables a los puntajes de la Prueba de Selección Universitaria de las universidades chilenas, en la forma que establezca el reglamento.”.

En el Capítulo 01, Programa 31, Gastos de Operación de Educación Superior:

Agregar, en la Glosa 02, la siguiente letra e), nueva:

“e) Autorización máxima para cumplimiento artículo septuagésimo tercero de la Ley N° 19.882, Asignación por Funciones Críticas:

- N° de personas                      3

- Miles de $                     20.270”.

La Subcomisión dejó pendiente para su consideración y resolución por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, los siguientes acápites:


- la letra c) de la glosa 04, correspondiente al Capítulo 01, Programa 30, de Educación Superior, y


- el Subtítulo 24, ítem 03 156, del Consejo de Monumentos Nacionales, en el Capítulo 05, Programa 01.

-----

Respecto de esta Partida, el Presidente de la República formuló las siguientes indicaciones:

1.- 09 MINISTERIO DE EDUCACION

Capítulo 01 :
Subsecretaría de Educación

Programa 30 :
Educación Superior

Incorpórase, asociada al Subtítulo 30 Adquisición de Activos Financieros ítem 01 “Compra de Títulos y Valores, la siguiente Glosa N° 08:

“08  Estos recursos se podrán destinar exclusivamente a las adquisiciones a que se refiere el número 2.- del artículo 5° de la ley N° 20.027 y su reglamento.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.027, el  monto  máximo  de  garantía  estatal que  el Fisco  podrá  otorgar  durante  el  año  2006,  será  de $ 20.000.000 miles”.

2.- 09 MINISTERIO DE EDUCACIÓN

Capítulo 01:  Subsecretaría de Educación, Programa 20, 

En la Glosa 03 

Agregar los siguientes párrafos, luego del punto final que pasa a ser punto aparte:

“Con cargo a estos recursos, aquellas municipalidades o corporaciones municipales que no tengan disponibilidad inmediata para solventar íntegramente las indemnizaciones que proceda pagar por aplicación de los artículos 37, 38 y 39 transitorios del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, podrán solicitar, para estos efectos, anticipos de la subvención de escolaridad a que se refiere el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.  El reintegro de los recursos deberá hacerse a partir del mes siguiente a su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad antes señalada.

Por resolución del Ministerio de Educación, visada por el Ministerio de Hacienda, se fijará el monto del anticipo solicitado, el que no podrá exceder del total de las indemnizaciones a pagar; el valor y número de cuotas mensuales en las cuales deberá ser devuelto, el cual no podrá ser inferior a 24 meses ni superior a 36 meses, sin perjuicio que las municipalidades o corporaciones municipales puedan solicitar al Ministerio de Educación que la devolución del anticipo que se les haya otorgado, pueda efectuarse en un plazo menor al mínimo señalado.

Con todo, los descuentos señalados no podrán exceder, en conjunto, para una misma municipalidad o corporación municipal, de un 3% del monto de la subvención que tenga derecho a percibir en el mes de enero de 2006, hasta completar el pago del total anticipado.”.

3.- 09 MINISTERIO DE EDUCACION


Capítulo 05: Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos,

Programa 01: Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos,

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal y en su ítem 01 sustituir la cantidad  de “12.040.247” por “12.082.247”

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes, sustituir la cantidad de “1.395.790” por “1.437.790”, en su ítem 03 sustituir “1.337.383” por “1.379.383” y en la asignación 156, sustituir la cantidad de “279.441” por “321.441”.

En la Glosa 05 agregar después del punto final, que pasa a ser seguido lo siguiente:

“Con cargo a estos recursos se podrán solventar gastos en inmuebles o monumentos relacionados con la difusión o reconocimiento de los derechos humanos.”. 


- Las modificaciones propuestas por la Subcomisión, la parte sometida a la resolución de la Comisión Mixta y las indicaciones del Ejecutivo antes individualizadas, fueron aprobadas en forma unánime por los miembros presentes de la Comisión.

En consecuencia, quedó despachada la Partida con las enmiendas antes señaladas.

- - - -

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

La Quinta Subcomisión aprobó la Partida con las siguientes enmiendas:

Capítulo 02 Dirección General de Obras Públicas

Programa 04 Dirección de Vialidad

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

“Sustituir la cantidad de “422.117.040” por “420.117.040”.”.

Ítem 01

“Sustituir la cantidad de “417.515.906” por “415.515.906”.”.

Subtítulo 31 Iniciativas de Inversión

“Sustituir la cantidad de “379.851.696” por “377.851.696”.”.

Ítem 02 Proyectos

“Sustituir la cantidad “379.749.724” por “377.749.724”.”.

Programa 08 Administración Sistema Concesiones

Glosa 02

Eliminar la coma (,) que sigue a la palabra “Presupuestos”.

Agregar después de la frase “Dirección de Presupuestos” la siguiente: “y a la Quinta Subcomisión Especial de Presupuestos del Congreso Nacional,”.

Programa 11 Dirección de Planeamiento

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

“Sustituir la cantidad de “82.039.817” por “81.539.817”.”.

Ítem 01

“Sustituir la cantidad de “81.933.691” por “81.433.691”.”.

Subtítulo 33 Transferencias de Capital

“Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Ítem 01 Al Sector Privado

“Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Asignación 026 Empresa Metro S.A.

“Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Programa 12 Agua Potable Rural

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “12.932.609” por “14.932.609”.”.

Ítem 01

“Sustituir la cantidad de “12.932.609” por “14.932.609”.”.

Subtítulo 31 Iniciativas de Inversión

“Sustituir la cantidad de “12.360.000” por “14.360.000”.”.

Ítem 02 Proyectos

“Sustituir la cantidad de “12.360.000” por “14.360.000”.”.

Como consecuencia de esta Indicación se entienden modificados los rubros superiores de agregación.

- - - 


Los Honorables Senadores señores Ominami y Sabag y el Honorable Diputado señor Silva presentaron una indicación del siguiente tenor:

Partida 12 Obras Públicas

Capítulo 02 Dirección General

Programa 08 Administración Sistema de Concesiones

Glosa 03 

Para eliminar la letra d) de dicha glosa.


Los autores de la indicación señalaron que la letra d) Convenios con personas naturales de la glosa 03 Programa 08 Administración Sistema Concesiones limita los fondos para contratar personal a honorarios a la suma de $ 3.428.451 miles, lo cual no es suficiente atendida la importancia de las funciones del Sistema de Concesiones, de modo que es preferible suprimir dicha letra, puesto que el Subtítulo 21 Gastos en Personal contempla fondos por $ 4.321.606 miles.


El Director de Presupuestos, señor Mario Marcel, explicó que en el Subtítulo 21, como se ha dicho, están asignados 4.321 millones de pesos para Gastos en Personal, y luego lo que hace la letra d) de la Glosa 03, es indicar cuántos de esos recursos están autorizados para aplicarse a convenios con personas naturales, es decir, a honorarios, versus lo que corresponde a contrata. Dado que la administración del Sistema de Concesiones no tiene personal de planta, es esencial determinar cómo los gastos de personal se dividen entre el personal de contrata y a honorarios. La eliminación de la letra d), a su entender, significa que el Ministerio no podría contratar personas a honorarios, por lo tanto tendría el efecto contrario al que se ha señalado.


Indicó a continuación que han sostenido conversaciones con el Ministerio de Obras Públicas, para la entrega de información necesaria para hacer la combinación adecuada de contrata y honorario, de manera que sea representativa de la forma en que va a funcionar la institución durante el año. Añadió que aún no concluye el proceso, y en todo caso, tienen las facultades para hacer posteriormente las modificaciones dentro del marco que la ley aprueba, que son los 4.321 millones de pesos para Personal. De manera que esto tiene que ver con la forma en que va a funcionar la Unidad de Concesiones, cómo divide sus recursos al interior del Subtítulo Gastos en Personal, pero lamentablemente eliminar la Glosa tendría el efecto contrario al deseado.

Los señores Parlamentarios que suscribieron la indicación manifestaron que en ningún momento pretenden perjudicar el Sistema de Concesiones sino, todo lo contrario, su idea es apoyarlo. Añadieron que si el Director de Presupuestos garantiza que el Servicio contará con los recursos suficientes podrían retirar la indicación, dejando constancia de ello en el Protocolo adicional a la Ley de Presupuestos que se suscribirá en los próximos días.

En atención al compromiso adquirido por el Director de Presupuestos de incorporar esta materia en el Protocolo referido, la indicación fue retirada por sus autores. 

- - - 

Posteriormente, el Honorable Senador señor Horvath conjuntamente con los Honorables Diputados señores Claudio Alvarado, Camilo Escalona, Carlos Ignacio Kuschel y Exequiel Silva, presentaron dos indicaciones para agregar las Glosas 06 y 07 al Subtítulo 31, Ítem 02 de la Dirección de Vialidad, en donde se establece la realización de un estudio de prefactibilidad y conservación de caminos respectivamente. Luego, el señor Senador señaló que la Quinta Subcomisión acordó con el Ministerio de Obras Públicas que este estudio se mencionara en forma más acotada, lo que únicamente se lograría a través de la incorporación de una Glosa 06 del siguiente tenor: “el estudio de prefactibilidad mejoramiento conexión vial Puerto Montt - Chaitén considera sólo alternativas dentro de un corredor continuo y contempla su impacto para la Provincia de Palena y la XI Región”. De este modo, se define con mayor precisión el destino de estos fondos. Reiteró que estas Indicaciones corresponden a un acuerdo unánime de la Subcomisión con las autoridades del Ministerio de Obras Públicas. 

El Director de Presupuestos expuso que entendió que este acuerdo quedaría registrado en el informe de la Subcomisión y no en la Ley de Presupuestos. Asimismo, precisó que en la Ley de Presupuestos no se pueden agregar glosas para cada proyecto y estudio que realice la Dirección de Vialidad. 

El Honorable Senador señor Ominami indicó que existe pleno acuerdo sobre el compromiso adoptado entre la Subcomisión y el Ministerio de Obras Públicas, el cual ha sido reconocido por el Ejecutivo. No obstante, expuso que no considera adecuado que este acuerdo se incorpore como una Glosa en la Ley de Presupuestos. Agregó que además una glosa de este carácter es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. De tal modo, añadió que sería más apropiado que este compromiso quedara consignado en el Informe respectivo y en el Protocolo de la Ley de Presupuestos. Agregó que, en su opinión, no se pueden hacer este tipo de indicaciones por cuanto si, por esa vía, se reasignan los recursos -en este caso los correspondientes a la Dirección de Vialidad-, se desnaturalizaría completamente la Ley de Presupuestos. A mayor abundamiento, enfatizó, la facultad de determinar el destino específico de los recursos públicos que se contemplan en esta ley, es una atribución exclusiva del Presidente de la República. 

Sin embargo, añadió, más allá de las discusiones de orden jurídico que se puedan sostener, lo más importante es que ya existe un compromiso sólido en torno al proyecto en referencia, concordado durante el estudio de la Partida en la Subcomisión y, sobre esa base, debería resolverse el problema planteado. 

El Honorable Senador señor Sabag indicó estar plenamente de acuerdo con el fondo del asunto planteado por el Honorable Senador señor Horvath; sin embargo declaró no compartir el procedimiento propuesto por éste. En efecto, explicó, le resulta inadecuado incorporar este tema en una glosa del Presupuesto, sin perjuicio de que, además, no existen las facultades para ello. A mayor abundamiento, agregó, se establecería un precedente que no se condice con una correcta técnica legislativa. Sostuvo entonces que, para zanjar el problema, corresponde que en el Protocolo se deje expresamente establecido el compromiso de la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas de ocuparse de estos proyectos que son tan importantes para la comunidad. El señor Senador agregó que en la nómina de respaldo de los proyectos para el próximo año, figura precisamente el proyecto en referencia, sobre estudio de prefactibilidad de caminos para mejorar la conexión vial entre Puerto Montt y Chaitén, así como también aparece su respectiva asignación. Indicó que, entonces, lo que está pidiendo el Honorable Senador señor Horvath es que se especifique mayormente algo que ya está señalado.

El Director de Presupuestos, señor Mario Marcel, explicó que en la nómina a que hace referencia el Honorable Senador señor Sabag, se registran 300 proyectos, cada uno con distintas importancias estratégicas para las diferentes regiones del país. En ese contexto, indicó, el Ejecutivo preferiría no incorporar ninguno de dichos proyectos en una glosa especial, porque eso podría significar dar una señal equívoca en cuanto a que sólo se ejecutará ese proyecto en particular, dejando pendiente los restantes. 

Explicó que, cuando se analiza el presupuesto, los Ministerios presentan los distintos programas que respaldan las asignaciones de recursos, los que luego son estudiados en las subcomisiones, donde, finalmente, se aprueban las asignaciones de fondos a nivel de subtítulos, que en este caso, corresponde al Subtítulo de Inversión. Indicó que es más apropiado mantener ese orden de cosas porque, si dada la importancia de los proyectos, se empiezan a incorporar glosas por cada uno de ellos, el presupuesto se transformaría en una lista interminable de especificaciones.

En ese entendido, reiteró, es mejor mantener el mecanismo de aprobar los recursos por Subtítulos y luego refrendar los acuerdos logrados en las Subcomisiones. Si existe alguna aclaración que hacer en esta materia se puede efectuar en el Protocolo, sin perjuicio del compromiso del que ya se ha dado cuenta.

Advirtió que el Ejecutivo comparte la preocupación en torno al proyecto en referencia y le atribuye tanta importancia como la aquí planteada. Ello justifica su financiamiento a través del presupuesto de la Dirección de Vialidad como asimismo el compromiso asumido en esta materia.

El Honorable Senador señor Ominami respondió que lo que él propone es corregir el informe de la Subcomisión e incorporar el compromiso adquirido por el Ejecutivo en el Protocolo respectivo, todo lo cual se acordó unánimemente. 

Por último, respecto de la indicación de los mismos señores Parlamentarios para agregar una Glosa 07 al Subtítulo e Ítem antes referido de la Dirección de Vialidad, del siguiente tenor: Los programas de conservación de la Red Vial de la X - Región consideran la habitlitación de los caminos Río Negro - Hornopirén - Pichanco y Leptepú - Fiordo Largo, se acordó seguir el mismo predicamento.


- En consecuencia, la Partida fue aprobada con las enmiendas antes referidas, por la unanimidad de los miembros presentes.

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA

La Quinta Subcomisión aprobó la Partida, con las siguiente modificación:

Agregar en el Capítulo 03, Instituto de Desarrollo Agropecuario, Programa 01, Subtítulo 24, ítem 01, asignación 385, la siguiente glosa 12:

“12. Redúcense a 60 días corridos los plazos para la asignación de créditos de enlace para la reforestación. Se informará trimestralmente dicha asignación a la Comisión Mixta Especial de Presupuestos durante el año.”.


- Respecto de esta Partida no se formularon indicaciones, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, sólo con la enmienda antes referida.

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

La Quinta Subcomisión aprobó la Partida, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 Secretaría y Administración General de Transportes

Programa 01 Secretaría y Administración General de Transportes

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

“Sustituir la cantidad de “6.266.818” por “6.766.818”.

Ítem 01

“Sustituir la cantidad de “6.266.818” por “6.766.818”.”.

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

“Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”.

Ítem 01 Al Sector Privado

“Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”. 

Asignación 511 Subsidios al Transporte Regional

“Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”.”.


- Esta Partida, que no fue objeto de indicaciones en la Comisión Especial Mixta,  fue aprobada con la modificaciones antes referidas, en forma unánime, por los miembros presentes.

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO

La Partida fue analizada por la Segunda Subcomisión, la que la aprobó, con las enmiendas que se señalan a continuación:

1.Reducir a $1.000 la asignación 318 Fondo de Fortalecimiento  de Organizaciones y Asociaciones de Interés Público del Subtítulo 24, Ítem 03.
2. Capítulo 01: Secretaría General de Gobierno,

Programa 01: Secretaría General de Gobierno

Incorporar en el Subtítulo 24, Item 03, Asignación 316, la siguiente Glosa Nº 05:

“05 La Subsecretaría deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de la aplicación de los recursos de esta asignación, especificando las características de los programas de difusión realizados, el monto utilizado y su ejecutor. Dicha información será remitida dentro de los treinta días siguientes al de término del respectivo trimestre.”.

3. Capítulo 01  Secretaría General de Gobierno

Programa 01  :Secretaría General de Gobierno

Sustituir la Glosa N° 03, letra c), por la siguiente:

“c) Los resultados de estudios, encuestas y sondeos de opinión pública que se financien con estos recursos, de ser solicitados, deberán ser proporcionados a los medios de difusión, salvo que la autoridad ministerial los defina como parte de su análisis político estratégico.”.
4.Capítulo 03 : Instituto Nacional de Deportes

Programa 02 : Fondo Nacional para el Fomento del Deporte

Incorporar en los Subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital la siguiente Glosa N° 04:

“04 Al menos un 70% del total de estos recursos, descontados aquellos sobre los que deciden los Consejos Regionales, serán asignados mediante concurso público. Si los proyectos postulados y/o seleccionados son insuficientes en relación a los recursos dispuestos para el concurso, éstos se destinarán a proyectos que postulen a financiamiento por asignación directa, cumpliendo con todos los requerimientos que se establecen en los instructivos que rigen dicha asignación.”.
 - -- -

Respecto de la Partida, S.E. el Presidente de la República, formuló la siguiente indicación:

20 MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO

a)   Capítulo 01 :    Secretaría General de Gobierno,

Programa 01 : Secretaría General de Gobierno



Sustituir en el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes ítem 03 A Otras Entidades Públicas, asignación 318 “Fondo de Fortalecimiento de Organizaciones y Asociaciones de Interés Público, la cantidad de “1” por “875.500.”

b) Como consecuencia de esta indicación, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- En consecuencia, la Partida fue aprobada con las enmiendas antes referidas, por la unanimidad de los miembros presentes.

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

La Segunda Subcomisión aprobó esta Partida del Presupuesto con la siguiente enmienda:

Capítulo 03 Servicio Nacional del Adulto Mayor

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Reducir a M $1 sus fondos.


El Ejecutivo formuló la siguiente indicación a la Partida en estudio:

Capítulo 03 :Servicio Nacional del Adulto Mayor


Programa 01 :Servicio Nacional del Adulto Mayor


En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal sustituir la cantidad de “3.390.828” por “3.490.828” y en su ítem 01 sustituir la cantidad de “3.328.467” por “3.428.467”.

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes sustituir la cantidad de “1” por  “3.450.989” e incrementar su asignación 700 Fondo Nacional del Adulto Mayor en la  cantidad de “100.000”.

 Incorporar en la glosa 05 el  siguiente párrafo final: 

“Incluye $ 100.000 miles, para el desarrollo de un proyecto piloto  de asesoría técnica a municipios de menores recursos, para la presentación de proyectos al Fondo.”. 


- La Partida fue aprobada con las enmiendas antes referidas, por la unanimidad de los miembros presentes.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO

Esta Partida fue estudiada por la Primera Subcomisión, que la aprobó, con la siguiente enmienda:

En el Capítulo 01, 

Programa 01, 

Subtítulo 08, Ítem 99, Asignación 008, y en el 

Programa 03, 

Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 042; y en el 

Subtítulo 33, Ítem 03, Asignaciones 414 y 415:

Sustituir el número “20.052” por 20.063”.  

- - - -


La Subcomisión dejó pendientes para ser resueltos por la Comisión Mixta de Presupuestos, los siguientes acápites:


En el Capítulo 01, Programa, la glosa 11 y en el Programa 03, la glosa 14. 


Respecto de ambos acápites, recayeron sobre ellos sendas indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el seno de la Comisión Mixta, como se expresa en seguida.


En efecto, S. E el Presidente de la República formuló las siguientes indicaciones:

1.- 50 TESORO PUBLICO

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03:Operaciones Complementarias

Sustituir el texto de la Glosa 14 por el siguiente:

“14 Con cargo a estos recursos se podrán efectuar aportes a organismos del Sector Público, definidos en el decreto ley N° 1.263, de 1975, e incluidos en la presente ley, que determine el Ministerio de Hacienda, hasta el 31 de julio de 2006, extinguiéndose  esta autorización respecto del monto que no conste en decretos ingresados a la Contraloría General de la República hasta dicha fecha inclusive. 

No regirán las limitaciones anteriores respecto de los recursos de este ítem que se consideren como fuente de financiamiento en los respectivos informes financieros de proyectos de ley ingresados al Congreso Nacional hasta el 31 de Julio de 2006, que irroguen gastos durante el ejercicio. ” 

2.- 50 TESORO PUBLICO

Capítulo 01 :   Fisco

Programa 03:  Operaciones Complementarias

Incorporar  la siguiente  Glosa 19, asociada a la asignación 120 Programa Contingencia Contra el Desempleo:

“19 Excedible mediante decretos del Ministerio de Hacienda expedidos en la forma dispuesta en el artículo 70 del Decreto Ley N° 1.263, de 1975, por el monto de recursos necesarios para financiar un número tal de empleos que, sumados a los generados a través de los programas y proyectos incluidos en los presupuestos institucionales incorporados en la presente ley, permita alcanzar 180.000 empleos durante el tercer trimestre del año. Los decretos sólo podrán dictarse, siempre que la tasa nacional de desocupación determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas supere el 10% o cuando dicha tasa sea superior al 9% y el Ministerio de Hacienda prevea que en el transcurso de los próximos tres meses la tasa pudiere mantenerse por sobre ese nivel. Con todo, los aludidos decretos podrán dictarse sin sujeción  a las condiciones y plazos antes señalados, cuando en una o más regiones determinadas se registre una tasa de desocupación igual o superior al 10%, con el objeto de aplicar los recursos en las comunas de la correspondiente región que presenten las tasas más altas y cuando en alguna comuna la tasa de desocupación sea igual o superior a dicho porcentaje, aunque la de la respectiva región sea inferior a éste.

El monto de incremento efectivo que se disponga para el fondo conforme al inciso anterior, se considerará utilización de la autorización de aumento de gasto de 10% contenida en el inciso tercero del artículo 4° de esta ley.

Los excesos que se produzcan por aplicación de lo señalado precedentemente deberán ser regularizados dentro de los treinta días siguientes al de tramitación del decreto que los disponga con reasignaciones presupuestarias, con mayores ingresos tributarios, con el producto de la venta de activos y con la incorporación de mayor saldo inicial de caja de la Partida Tesoro Público.

Con cargo a estos recursos se podrán efectuar aportes a organismos del Sector Público para desarrollar programas o proyectos de inversión intensivos en uso de mano de obra y al Programa Proempleo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

La Dirección de Presupuestos elaborará mensualmente una nómina de los decretos que se dicten con cargo a este ítem, la que se remitirá a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.”.

3.- 50 TESORO PUBLICO

Capítulo 01 : Fisco

Programa 02: Subsidios

Sustituir el texto de la Glosa 11 por el siguiente:

“11 Mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula por orden del Presidente de la República, podrá disponerse la suspensión del procedimiento de concesión del subsidio forestal que correspondería aplicar conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de decreto ley N° 701, de 1974 y mantener el aplicado durante el año 2005. Lo anterior, de acuerdo a las recomendaciones que se consignen en el informe de evaluación de impacto del programa.”

4.- 50 TESORO PUBLICO

Capítulo 01 : Fisco
Programa 05: Aporte Fiscal Libre

En el Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre,09 Ministerio de Educación, Asignación 005 Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, sustituir la cantidad de “14.088.531” por “14.130.531”.

Programa 03: Operaciones Complementarias

En el Subtítulo 35 Saldo Final de Caja, susttuir la cantidad de “4.900.000” por “4.858.000”. 

5.- 50 TESORO PUBLICO

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03: Operaciones Complementarias

En el Subtítulo 35 Saldo Final de Caja sustituir “5.000.000” por “4.900.000”.

Programa 05: Aporte Fiscal

En el Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre en su ítem 22 Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República sustituir la cantidad de “17.671.459” por 17.771.459” y en su asignación 003 Servicio Nacional del Adulto Mayor sustituir la cantidad de “3.328.467” por 3.428.467”.

6.- 50 TESORO PUBLICO

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03: Operaciones Complementarias

Subtítulo 24:


Reducir el ítem 03.104, Provisión para Financiamientos Comprometidos en la cantidad de $ 3.286.959 miles

Programa 05: Aporte Fiscal Libre

En el Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre en su ítem 02 Congreso Nacional sustituir la cantidad de “55.264.682” por “58.551.641” y en su asignación 001 Senado sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”, en su asignación 002 Cámara de Diputados sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295”, en su asignación 003 Biblioteca del Congreso sustituir la cantidad de “4.721.390” por “4.971.449”.


- Estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes.

- En consecuencia, la Partida fue aprobada con las enmiendas antes señaladas, en forma unánime.

ARTICULADO DEL PROYECTO

El articulado del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006 fue estudiado por vuestra Comisión Especial Mixta, la que lo aprobó íntegramente y en forma unánime, con los siguientes acuerdos:

Artículo 1º


Como consecuencia de los cambios de cifras aprobados en las Partidas, se sustituye el artículo 1º en los términos que se indican en las modificaciones. 

Artículo 2º


Como consecuencia de los cambios de cifras aprobados en las Partidas, se sustituye el artículo 2º por el que se indica en las modificaciones.

Artículo 3º


Como se señaló anteriormente, este artículo debe ser aprobado con quórum calificado, esto es, por la mayoría de los Senadores y Diputados en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 63, Nº 7, y 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Artículo 16

Respecto de este artículo, S.E. el Presidente de la República  formuló la siguiente indicación:

Sustitúyese en los números 3 y 4, los vocablos “cuarenta y cinco” por “treinta”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes.

- - - 

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión Especial Mixta de Presupuestos tiene el honor de proponeros lo siguiente:

PARTIDA 01

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Aprobarla, sin modificaciones.
PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 : Senado

Programa 01 : Senado

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”  

Ítem 01 

Sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”

En el Subtítulo 21 Gastos en Personal 

Sustituir la cantidad de “10.112.468” por “9.610.883”

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo

sustituir la cantidad de “6.626.722” por “5.947.296”

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “3.370.438” por “4.675.134” 

Ítem 01 Al Sector Privado 

Sustituir la cantidad de “3.331.832” por “4.636.528”  

Asignación 010 A Personas 

Sustituir la cantidad de “3.204.079” por “4.508.775”

En el Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros

Sustituir la cantidad de “215.373” por “307.873”

Ítem 06 Equipos Informáticos 

Sustituir la cantidad de “89.301” por “181.801”

Capítulo 02 : Cámara de Diputados

Programa 01 : Cámara de Diputados

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295” 

Ítem 01 

Sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295”

En el Subtítulo 21 Gastos en Personal 

sustituir la cantidad de “16.508.232” por “17.508.232”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo 

Sustituir la cantidad de “9.449.123” por “10.269.838”.

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “3.583.769” por “4.383.769”

Ítem 01 Al Sector privado 

Sustituir la cantidad de “3.556.270” por “4.356.270”

Asignación 010 A Personas

Sustituir la cantidad de “3.556.270” por “4.356.270”.

En el Subtítulo 29 Adquisición de Activos No Financieros

Sustituir la cantidad de “407.527” por “607.527”

Ítem 06 Equipos Informáticos 

Sustituir la cantidad de “138.889” por “338.889”.

Capítulo 03 : Biblioteca del Congreso

Programa 01 : Biblioteca del Congreso

En el Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “4.278.678” por “4.528.737”

Ítem 01 

Sustituir la cantidad de “4.278.678” por “4.528.737”.

En el Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo

Sustituir la cantidad de “1.014.156” por “1.264.215”.

PARTIDA 03

PODER JUDICIAL

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 04

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

En el numeral 19 de la glosa 02, común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales:

Sustituir el guarismo “1%” por “2%”, e

Intercalar a continuación de la palabra “municipalidades” la siguiente frase: “,incluido el funcionamiento de los teatros municipales que operen,”

En la glosa 02, común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales.

Agregar los siguientes numerales:

“21. En los proyectos de desnivelaciones de cruces de calles o caminos con vías férreas de uso de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado o de sus filiales, que decidan financiar los gobiernos regionales, la unidad técnica será la Empresa de los Ferrocarriles del Estado o la filial que dicha empresa designe.

22. Con estos recursos se podrá financiar la adquisición de vehículos destinados al funcionamiento de las municipalidades, incluso de camiones aljibe, maquinaria y otros vehículos que requiera el municipio para la conservación de calles y caminos incluidos en el ámbito de su competencia.”

PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 02 : Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales

Programa 02: Promoción de Exportaciones
Glosa 01

Incorporar las siguientes letras a) y b), pasando la actuales letras a) y b) a ser c) y d), respectivamente:

“a) Dotación máxima de personal                                                              115

      No regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.

b) Horas extraordinarias año                                                                  53.653

- Sustituir en la letra b), que pasó a ser d), la cantidad “1.438.469” por “340.803.”.

Capítulo 05 Agencia de Cooperación Internacional de Chile

Programa 01 Agencia de Cooperación Internacional de Chile

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “2.491.462” por “2.722.594”

Ítem 01

Reemplazar la cantidad de “2.491.462” por “2.722.594”

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “1.383.917” por “1.615.049”

Ítem 01 Al Sector Privado

Reemplazar la cantidad de “1.383.917” por “1.615.049”

Asignación 548 Proyecto de Cooperación Técnica entre Países en Desarrollo

Sustituir la cantidad de “1.253.156” por “1.484.288”

Glosa 05

Reemplazar las cantidades “493.937 miles” por “725.069 miles” y “$231.132 miles” por “$462.264 miles”.

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 16 : Servicio de Cooperación Técnica

Programa 02: Chile Emprende

Reemplazar la Glosa 02 por el siguiente texto:

“02 La transferencia de estos recursos se efectuará a través de convenios entre SERCOTEC y los organismos ejecutores, para el cofinanciamiento de iniciativas contempladas en los Planes de Desarrollo Económico Territorial de aquellos territorios que hayan sido definidos como tales por el Directorio del Programa Chile Emprende a propuesta del Intendente Regional. Cuando SERCOTEC actúe como ejecutor, tales estipulaciones constarán en la resolución de dicho organismo.

Las Instituciones que participen en el Programa, en cada región, deberán rendir cuentas conjuntamente, del grado de avance de las metas territoriales comunes definidas para el mismo.”.

Capítulo 01 : Secretaría y Administración General

Programa 07: Programa Fondo de Innovación para la Competitividad

En la columna Glosa N°, 

Suprimir el número “04” asociado al ítem 02 e incorporar el mismo “04” asociado al ítem 03, ambos del Subtítulo 24 Transferencias Corrientes.

PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 04: Servicio Nacional de Aduanas

Programa 01 : Servicio Nacional de Aduanas

Subtítulo 31, Ítem 02

Incorporar asociada a este ítem la siguiente Glosa N° 04: 

“04 Incluye $ 107.779 miles para el proyecto “Construcción de aplicaciones para la modernización del sistema de comercio exterior”. La aplicación de estos recursos sólo podrá efectuarse previa suscripción del compromiso con la Dirección de Presupuestos para aplicar las recomendaciones formuladas en la evaluación del proyecto efectuada el año 2005.”. 

Capítulo 08: Superintendencia de Valores y Seguros

Programa 02 : Apoyo a Cuerpos de Bomberos

En el Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Ítem 01 Al Sector Privado

Asignación 001 Gastos de Operación de Cuerpos de Bomberos 

Sustituir la cantidad de “2.668.500”  por “3.168.500”

Asignación 002 Ayuda Extraordinaria, Reparaciones y Mantenciones de Cuerpos de Bomberos 

Sustituir la cantidad de “2.166.043” por “1.629.387”

Asignación 003 Funcionamiento de la Junta Nacional y Organismos Dependientes 

Sustituir “613.344” por  “650.000”.

Subtítulo 33 Transferencias de Capital

Ítem 01 Al Sector Privado

Asignación 001 Inversiones de Cuerpos de Bomberos 

Sustituir la cantidad de “1.064.242” por “1.426.330”

Asignación 002 Ayuda Extraordinaria, Adquisiciones y Construcciones Menores de Cuarteles de Cuerpos de Bomberos, monto y glosa 07 asociados
Eliminarla, en consecuencia, las asignaciones 003 y 004 pasan a ser 002 y 003, respectivamente.

Glosa 02, su texto y asociación a nivel de Programa Apoyo a Cuerpos de Bomberos

Eliminarla.

Crear una nueva Glosa 02 asociada a las asignaciones 001 Gastos de Operación de Cuerpos de Bomberos, 002 Ayuda Extraordinaria, Reparaciones y Mantenciones de Cuerpos de Bomberos y 001 Inversiones de Cuerpos de Bomberos, como sigue:

“02 Los recursos incluidos en este Programa se distribuirán entre los Cuerpos de Bomberos, constituidos conforme a lo dispuesto por el Art.17 de la Ley N° 18.959, mediante resolución de la Superintendencia, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. Dicha proposición se basará en procedimientos y criterios acordados entre la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y la Superintendencia de Valores y Seguros, los cuales deberán quedar establecidos y publicados en las respectivas páginas web en el mes de diciembre de 2005. 

Los aportes serán entregados a los Cuerpos de Bomberos por la Superintendencia de Valores y Seguros, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre. En el caso de la ayuda extraordinaria, los fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en la oportunidad que sea requerida dentro del período presupuestario, a los respectivos Cuerpos de Bomberos que hayan solicitado dicha ayuda a través de los Consejos Regionales.”

Sustituir las Glosas 01, 03, 04, 05 y 06, respectivamente, por las siguientes:

Glosa 01 

“a) De las Rendiciones de Cuentas

La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y los Cuerpos de Bomberos de Chile, deberán rendir cuenta anual del uso y destino de los fondos que les sean asignados o transferidos por ley. 

La rendición de cuenta de los Cuerpos de Bomberos, deberá efectuarse mediante un estado de ingresos y gastos, que se presentará a la Intendencia Regional o a la Gobernación Provincial que corresponda, dentro del primer trimestre del año 2007. Copia de esta última deberá remitirse dentro de igual plazo a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y a la Superintendencia de Valores y Seguros. 

La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile efectuará su rendición mediante la confección de estados financieros auditados por auditores externos inscritos en el Registro que al efecto lleva la Superintendencia, los que deberán ser presentados dentro del primer cuatrimestre del año siguiente, ante la Superintendencia de Valores y Seguros y el Ministerio de Justicia. 

Los estados financieros y de ingresos y gastos, serán confeccionados de acuerdo con los principios y normas de contabilidad de aceptación general y las normas que sobre el particular imparta la Superintendencia de Valores y Seguros, mediante Circulares de acceso público, sea en papel o en soporte digital, previa consulta a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, disposiciones que deberán establecer mecanismos que fortalezcan la transparencia en el uso de los recursos fiscales.

b) De las Adquisiciones y Proveedores

- La Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile elaborará los procedimientos de asignación, adquisición y contratación de bienes y servicios, así como los Registros de Proveedores de Material Mayor y Menor que correspondan, los cuales deberán velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones deberán ser consultados en forma previa con la Superintendencia de Valores y Seguros, y deberán publicarse en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente.

c) De las Ayudas Extraordinarias

- Las solicitudes de Ayudas Extraordinarias que no hayan sido resueltas por el Consejo Regional, dentro del plazo de 30 días siguientes a su presentación, o cuando en el documento mediante el cual se rechace o posponga la ayuda, no contenga los fundamentos de la resolución, podrán ser sometidas por el Cuerpo de Bomberos al conocimiento de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, quien deberá resolver dentro de los 15 días contados desde su presentación. Si dentro del plazo señalado, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, no aprueba o no expresa los fundamentos del rechazo o posposición de la ayuda solicitada, el Cuerpo de Bomberos podrá recurrir ante la Superintendencia de Valores y Seguros, quien solicitará a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile se pronuncie al respecto. Si la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile no se pronuncia o no expresa los fundamentos de su rechazo o posposición, dentro del plazo de 7 días contados desde su notificación, se tendrá por aprobada la ayuda solicitada.

Una vez recibida la solicitud de ayuda por la Superintendencia, ésta deberá pronunciarse al respecto informando a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile en un plazo máximo de quince días.”

Glosa 03 

“Dichos fondos están destinados a cubrir las necesidades de funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos para el buen cumplimiento del servicio, comprendiendo gastos de operación y equipamiento menor.”

Glosa 04
“Estos fondos están destinados a financiar reparaciones y mantenciones de material bomberil mayor y menor y reparaciones y ampliaciones menores de cuarteles de Cuerpos de Bomberos.”

Glosa 05 

“Estos recursos se distribuirán mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile. 

Dichos fondos están destinados a cubrir las necesidades de funcionamiento de la referida Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de sus organismos dependientes.

Estos fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en cuotas iguales, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre.”

Glosa 06 

“Estos fondos están destinados a cubrir las necesidades de adquisición de bienes de inversión para el funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos, incluido material mayor, menor y construcciones menores de cuarteles.”

Se sustituyen las Glosas 08 y 09, que pasan a ser 07 y 08, respectivamente, por lo que sigue:

Glosa 07
“Estos recursos serán entregados a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.

Dichos fondos están destinados a financiar la adquisición de material mayor o menor y al pago de compromisos en moneda extranjera, de acuerdo a los procedimientos de adquisición que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile fije anualmente, los que deben velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones, deberán ser publicados en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente. 

Estos fondos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en moneda extranjera convertida a dólares estadounidenses, debiendo la suma total no ser inferior a US$ 6.077.000.”

Glosa 08 

“Estos recursos se distribuirán mediante resolución de la Superintendencia de Valores y Seguros, a proposición fundada de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile.

Estos fondos están destinados a financiar la adquisición de material mayor o menor y al pago de obligaciones generadas por tal concepto, de acuerdo a los procedimientos de adquisición que la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile fije anualmente, los que deben velar por la debida transparencia y objetividad de los mismos. Dichos procedimientos y sus futuras modificaciones, deberán ser publicados en la página web de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y de la Superintendencia de Valores y Seguros, respectivamente. 

Dichos recursos serán entregados por la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, en cuotas iguales, en la primera quincena de los meses de enero, abril, julio y octubre.”

En la Glosa 10 que pasó a ser 09, 

Sustituir “del Cuerpo” por “de los Cuerpos”.

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACION

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 03: Mejoramiento de la Calidad de la Educación:

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 08:

“Antes del mes de septiembre de cada año deberán informarse a la Comisión Permanente de Presupuestos los programas que se financien con cargo a esta asignación, los montos destinados a cada uno de ellos, sus objetivos, beneficiarios y los procesos de evaluación periódica que se lleven a cabo para analizar su impacto.”.

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 09:

“Antes del mes de septiembre de cada año deberán informarse a la Comisión Permanente de Presupuestos los programas que se financien con cargo a esta asignación, los montos destinados a cada uno de ellos, sus objetivos, beneficiarios y los procesos de evaluación periódica que se lleven a cabo para analizar su impacto.”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 11: Recursos Educativos:

Agregar, el siguiente texto, como inciso final de la glosa 02:

“Antes del mes de octubre de cada año se informarán a la Comisión Permanente de Presupuestos los resultados de los procesos de licitación especificando los criterios de elección, además el nombre de los autores, las empresas editoriales e imprentas que participaron en el proceso de elaboración de los textos escolares seleccionados.”.

Capítulo 01:  Subsecretaría de Educación

Programa 20: Subvenciones a los Establecimientos Educacionales

Glosa 03 

Agregar los siguientes párrafos, luego del punto final que pasa a ser punto aparte:

“Con cargo a estos recursos, aquellas municipalidades o corporaciones municipales que no tengan disponibilidad inmediata para solventar íntegramente las indemnizaciones que proceda pagar por aplicación de los artículos 37, 38 y 39 transitorios del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, podrán solicitar, para estos efectos, anticipos de la subvención de escolaridad a que se refiere el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.  El reintegro de los recursos deberá hacerse a partir del mes siguiente a su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad antes señalada.

Por resolución del Ministerio de Educación, visada por el Ministerio de Hacienda, se fijará el monto del anticipo solicitado, el que no podrá exceder del total de las indemnizaciones a pagar; el valor y número de cuotas mensuales en las cuales deberá ser devuelto, el cual no podrá ser inferior a 24 meses ni superior a 36 meses, sin perjuicio que las municipalidades o corporaciones municipales puedan solicitar al Ministerio de Educación que la devolución del anticipo que se les haya otorgado, pueda efectuarse en un plazo menor al mínimo señalado.

Con todo, los descuentos señalados no podrán exceder, en conjunto, para una misma municipalidad o corporación municipal, de un 3% del monto de la subvención que tenga derecho a percibir en el mes de enero de 2006, hasta completar el pago del total anticipado.”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 30, Educación Superior:

Glosa 04, letra b)

Sustituir, la frase “ instituciones de educación superior privadas que hayan alcanzado la plena autonomía”, por “instituciones de educación superior privadas autónomas y acreditadas por la Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado”.

Agregar al primer párrafo de la letra b), luego del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: ”Se podrán otorgar becas a estudiantes extranjeros provenientes de América Latina y el Caribe de comprobada necesidad socioeconómica, que se matriculen en las instituciones de educación mencionadas, que cumplan con los requisitos de admisión relativos a calidad académica asimilables a los puntajes de la Prueba de Selección Universitaria de las universidades chilenas, en la forma que establezca el reglamento.”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 30 : Educación Superior

Subtítulo 30 Adquisición de Activos Financieros

Ítem 01 Compra de Títulos y Valores

Incorporar la siguiente Glosa N° 08:

“08  Estos recursos se podrán destinar exclusivamente a las adquisiciones a que se refiere el número 2.- del artículo 5° de la ley N° 20.027 y su reglamento.

Para  efectos  de  lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.027, el monto máximo de garantía estatal que el Fisco podrá otorgar durante  el  año  2006,  será  de $ 20.000.000 miles”.

Capítulo 01 : Subsecretaría de Educación

Programa 31, Gastos de Operación de Educación Superior:

Glosa 02

Agregar, la siguiente letra e), nueva:

“e) Autorización máxima para cumplimiento artículo septuagésimo tercero de la Ley N° 19.882, Asignación por Funciones Críticas:

-N° de personas                      3

- Miles de $                     20.270”.

Capítulo 05: Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos,

Programa 01: Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos,

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Ítem 01 Libre

Sustituir la cantidad  de “12.040.247” por “12.082.247”

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “1.395.790” por “1.437.790”

Ítem 03 A Otras Entidades Públicas

Sustituir “1.337.383” por “1.379.383”

Asignación 156 Consejo de Monumentos Nacionales

Sustituir la cantidad de “279.441” por “321.441”.

Glosa 05 

Agregar después del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Con cargo a estos recursos se podrán solventar gastos en inmuebles o monumentos relacionados con la difusión o reconocimiento de los derechos humanos.”. 

PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA
Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 02 Dirección General de Obras Públicas

Programa 04 Dirección de Vialidad

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “422.117.040” por “420.117.040”.

Ítem 01 Libre

Sustituir la cantidad de “417.515.906” por “415.515.906”.”.

Subtítulo 31 Iniciativas de Inversión

Sustituir la cantidad de “379.851.696” por “377.851.696”.”.

Ítem 02 Proyectos

Sustituir la cantidad “379.749.724” por “377.749.724”.”.

Programa 08 Administración Sistema Concesiones

Glosa 02

Eliminar la coma (,) que sigue a la palabra “Presupuestos”.

Agregar después de la frase “Dirección de Presupuestos” la siguiente: “y a la Quinta Subcomisión Especial de Presupuestos del Congreso Nacional,”.

Programa 11 Dirección de Planeamiento

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “82.039.817” por “81.539.817”.”.

Ítem 01 Libre

Sustituir la cantidad de “81.933.691” por “81.433.691”.”.

Subtítulo 33 Transferencias de Capital

Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Ítem 01 Al Sector Privado

Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Asignación 026 Empresa Metro S.A.

Sustituir la cantidad de “79.629.712” por “79.129.712”.”.

Programa 12 Agua Potable Rural

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “12.932.609” por “14.932.609”.”.

Ítem 01 Libre

Sustituir la cantidad de “12.932.609” por “14.932.609”.”.

Subtítulo 31 Iniciativas de Inversión

Sustituir la cantidad de “12.360.000” por “14.360.000”.”.

Ítem 02 Proyectos

Sustituir la cantidad de “12.360.000” por “14.360.000”.”.

Como consecuencia de esta Indicación se entienden modificados los rubros superiores de agregación.

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA

Aprobarla, con la siguiente enmienda.

Capítulo 03: Instituto de Desarrollo Agropecuario

Programa 01: Instituto de Desarrollo Agropecuario

Subtítulo 24: Transferencias Corrientes

Ítem 01: Al Sector Privado

Asignación 385: Subsidio Enlace Banca Comercial

Agregar la siguiente Glosa 12, nueva:

“12. Redúcense a 60 días corridos los plazos para la asignación de créditos de enlace para la reforestación. Se informará trimestralmente dicha asignación a la Comisión Mixta Especial de Presupuestos durante el año.”.

PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 15

MINISTERIO DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD

Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 17

MINISTERIO DE MINERIA
Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 18

MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO


Aprobarla, sin modificaciones.

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01 Secretaría y Administración General de Transportes

Programa 01 Secretaría y Administración General de Transportes

Subtítulo 09 Aporte Fiscal

Sustituir la cantidad de “6.266.818” por “6.766.818”.

Ítem 01 Libre

Sustituir la cantidad de “6.266.818” por “6.766.818”.”.

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”.

Ítem 01 Al Sector Privado

Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”. 

Asignación 511 Subsidios al Transporte Regional

Sustituir la cantidad de “2.447.831” por “2.947.831”.”.

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01: Secretaría General de Gobierno,

Programa 01: Secretaría General de Gobierno

Subtítulo 24: Transferencias Corrientes

Ítem 03: A Otras Entidades Públicas

Asignación 316: Programas de Difusión e Información.

Incorporar la siguiente Glosa Nº 05:

“05 La Subsecretaría deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de la aplicación de los recursos de esta asignación, especificando las características de los programas de difusión realizados, el monto utilizado y su ejecutor. Dicha información será remitida dentro de los treinta días siguientes al de término del respectivo trimestre.”.

Capítulo 01  Secretaría General de Gobierno

Programa 01  :Secretaría General de Gobierno

Glosa N° 03 letra c)

Sustituirla por la siguiente:

“c) Los resultados de estudios, encuestas y sondeos de opinión pública que se financien con estos recursos, de ser solicitados, deberán ser proporcionados a los medios de difusión, salvo que la autoridad ministerial los defina como parte de su análisis político estratégico.”.
Capítulo 03 : Instituto Nacional de Deportes

Programa 02 : Fondo Nacional para el Fomento del Deporte

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Subtítulo 33 Transferencias de Capital 

Incorporar la siguiente Glosa N° 04:

“04 Al menos un 70% del total de estos recursos, descontados aquellos sobre los que deciden los Consejos Regionales, serán asignados mediante concurso público. Si los proyectos postulados y/o seleccionados son insuficientes en relación a los recursos dispuestos para el concurso, éstos se destinarán a proyectos que postulen a financiamiento por asignación directa, cumpliendo con todos los requerimientos que se establecen en los instructivos que rigen dicha asignación.”.
PARTIDA 21

MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN Y COOPERACIÓN

Aprobarla, sin enmiendas:

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA
Aprobarla, con las siguientes modificaciones. 

Capítulo 03 : Servicio Nacional del Adulto Mayor

Programa 01 :Servicio Nacional del Adulto Mayor

Subtítulo 09 Aporte Fiscal 

Sustituir la cantidad de “3.390.828” por “3.490.828”

Ítem 01

Sustituir la cantidad de “3.328.467” por “3.428.467”.

Subtítulo 24 Transferencias Corrientes

Sustituir la cantidad de “1” por  “3.450.989”

Asignación 700 Fondo Nacional del Adulto Mayor

Incrementar en la  cantidad de “100.000” 

Glosa 05

Incorporar el  siguiente párrafo final: 

“Incluye $ 100.000 miles, para el desarrollo de un proyecto piloto  de asesoría técnica a municipios de menores recursos, para la presentación de proyectos al Fondo.”. 

PARTIDA 23

MINISTERIO PÚBLICO

Aprobarla, sin enmiendas.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO.

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01 : Fisco
Programa 01: Ingresos Generales de la Nación

Subtítulo 08, Ítem 99, Asignación 008, y  

Programa 03: Operaciones Complementarias

Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 042; y 

Subtítulo 33, Ítem 03, Asignaciones 414 y 415:
Sustituir el número “20.052” por 20.063”.  

- - - -

Capítulo 01 : Fisco

Programa 02: Subsidios

Glosa 11 

Sustituir su texto por el siguiente:

“11 Mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula por orden del Presidente de la República, podrá disponerse la suspensión del procedimiento de concesión del subsidio forestal que correspondería aplicar conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de decreto ley N° 701, de 1974 y mantener el aplicado durante el año 2005. Lo anterior, de acuerdo a las recomendaciones que se consignen en el informe de evaluación de impacto del programa.”.

Programa 03: Operaciones Complementarias

En el Subtítulo 35 Saldo Final de Caja

Sustituir la cantidad de “5.000.000” por “4.858.000”. 

Capítulo 01 : Fisco


Programa 03: Operaciones Complementarias

Sustituir el texto de la Glosa 14 por el siguiente:

“14 Con cargo a estos recursos se podrán efectuar aportes a organismos del Sector Público, definidos en el decreto ley N° 1.263, de 1975, e incluidos en la presente ley, que determine el Ministerio de Hacienda, hasta el 31 de julio de 2006, extinguiéndose esta autorización respecto del monto que no conste en decretos ingresados a la Contraloría General de la República hasta dicha fecha inclusive. 

No regirán las limitaciones anteriores respecto de los recursos de este ítem que se consideren como fuente de financiamiento en los respectivos informes financieros de proyectos de ley ingresados al Congreso Nacional hasta el 31 de Julio de 2006, que irroguen gastos durante el ejercicio.”.

Capítulo 01 :   Fisco

Programa 03:   Operaciones Complementarias

Asignación 120 Programa Contingencia Contra el Desempleo

Incorporar  la siguiente  Glosa 19, nueva: 

“19 Excedible mediante decretos del Ministerio de Hacienda expedidos en la forma dispuesta en el artículo 70 del Decreto Ley N° 1.263, de 1975, por el monto de recursos necesarios para financiar un número tal de empleos que, sumados a los generados a través de los programas y proyectos incluidos en los presupuestos institucionales incorporados en la presente ley, permita alcanzar 180.000 empleos durante el tercer trimestre del año. Los decretos sólo podrán dictarse, siempre que la tasa nacional de desocupación determinada por el Instituto Nacional de Estadísticas supere el 10% o cuando dicha tasa sea superior al 9% y el Ministerio de Hacienda prevea que en el transcurso de los próximos tres meses la tasa pudiere mantenerse por sobre ese nivel. Con todo, los aludidos decretos podrán dictarse sin sujeción  a las condiciones y plazos antes señalados, cuando en una o más regiones determinadas se registre una tasa de desocupación igual o superior al 10%, con el objeto de aplicar los recursos en las comunas de la correspondiente región que presenten las tasas más altas y cuando en alguna comuna la tasa de desocupación sea igual o superior a dicho porcentaje, aunque la de la respectiva región sea inferior a éste.

El monto de incremento efectivo que se disponga para el fondo conforme al inciso anterior, se considerará utilización de la autorización de aumento de gasto de 10% contenida en el inciso tercero del artículo 4° de esta ley.

Los excesos que se produzcan por aplicación de lo señalado precedentemente deberán ser regularizados dentro de los treinta días siguientes al de tramitación del decreto que los disponga con reasignaciones presupuestarias, con mayores ingresos tributarios, con el producto de la venta de activos y con la incorporación de mayor saldo inicial de caja de la Partida Tesoro Público.

Con cargo a estos recursos se podrán efectuar aportes a organismos del Sector Público para desarrollar programas o proyectos de inversión intensivos en uso de mano de obra y al Programa Proempleo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

La Dirección de Presupuestos elaborará mensualmente una nómina de los decretos que se dicten con cargo a este ítem, la que se remitirá a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.”.

Capítulo 01 : Fisco

Programa 03: Operaciones Complementarias

Subtítulo 24: Transferencias Corrientes

Ítem 03.104: Provisión para Financiamientos Comprometidos

Reducirlo en la cantidad de $ 3.286.959 miles

Capítulo 01 : Fisco

Programa 05: Aporte Fiscal Libre

Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre

09 Ministerio de Educación

Asignación 005 Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos

Sustituir la cantidad de “14.088.531” por “14.130.531”.

Programa 05: Aporte Fiscal

Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre 

Ítem 22 Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República sustituir la cantidad de “17.671.459” por 17.771.459” 

Asignación 003 Servicio Nacional del Adulto Mayor 

Sustituir la cantidad de “3.328.467” por 3.428.467”

Programa 05: Aporte Fiscal Libre

Subtítulo 27 Aporte Fiscal Libre 

Ítem 02 Congreso Nacional

Sustituir la cantidad de “55.264.682” por “58.551.641”

Asignación 001 Senado

Sustituir la cantidad de “20.256.712” por “20.472.897”

Asignación 002 Cámara de Diputados 

Sustituir la cantidad de “30.286.580” por “33.107.295”

Asignación 003 Biblioteca del Congreso

Sustituir la cantidad de “4.721.390” por “4.971.449”.

- - -

ARTICULADO DEL PROYECTO

Aprobarlo, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Sustituirlo por el siguiente:

I.- CALCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS


Artículo 1º.-  Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2006, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	15.297.495.252
	533.562.397
	14.763.932.855

	IMPUESTOS
	11.835.979.503
	
	11.835.979.503

	IMPOSICIONES PREVISIONALES


	989.366.384
	
	989.366.384

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	177.403.916
	134.597.358
	42.806.558

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	253.610.308
	5.299.242
	248.311.066

	INGRESOS DE OPERACION


	372.910.061
	
	372.910.061

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	275.291.329
	
	275.291.329

	VENTA  DE   ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	21.527.894
	
	21.527.894

	VENTA  DE  ACTIVOS  FINANCIEROS
	285.117.960
	
	285.117.960

	RECUPERACION  DE  PRESTAMOS
	221.533.050


	
	221.533.050

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	429.701.402
	393.665.797
	36.035.605

	ENDEUDAMIENTO


	406.261.488
	
	406.261.488

	SALDO INICIAL DE CAJA


	28.791.957
	
	28.791.957

	
	
	
	

	GASTOS
	15.297.495.252
	533.562.397
	14.763.932.855

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	2.509.340.017
	
	2.509.340.017

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	1.014.316.790
	
	1.014.316.790

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	4.009.459.766
	
	4.009.459.766

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.046.937.255
	130.205.376
	3.916.731.879

	INTEGROS AL  FISCO


	18.319.557
	9.691.224
	8.628.333

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	361.934
	
	361.934

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	103.365.040
	
	103.365.040

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS FINANCIEROS
	615.284.658
	
	615.284.658

	INICIATIVAS   DE  INVERSION


	1.098.202.151
	
	1.098.202.151

	PRESTAMOS


	191.583.031
	
	191.583.031

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	1.458.446.921
	393.665.797
	1.064.781.124

	SERVICIO DE LA DEUDA


	217.610.841
	
	217.610.841

	SALDO FINAL DE CAJA


	14.267.291
	
	14.267.291


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los                          Presupuestos de   las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	IMPUESTOS


	1.298.300
	
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	1.098
	
	1.098

	RENTAS  DE  LA  PROPIEDAD


	1.093.600
	
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACION


	3.262
	
	3.262

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	58.988
	
	58.988

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	1.657
	
	1.657

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	31.493
	
	31.493

	RECUPERACION DE PRESTAMOS


	939
	
	939

	ENDEUDAMIENTO


	23.485
	
	23.485

	SALDO INICIAL DE CAJA


	6.300
	
	6.300


	GASTOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	122.212
	
	122.212

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	161.555
	
	161.555

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	760
	
	760

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	62.516
	
	62.516

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	8.740
	
	8.740

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	718.065
	
	718.065

	INICIATIVAS DE INVERSION


	10.970
	
	10.970

	PRESTAMOS


	939
	
	939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	524.521
	
	524.521

	SERVICIO DE LA DEUDA


	904.726
	
	904.726

	SALDO FINAL DE CAJA


	4.118
	
	4.118


Artículo 2º

Sustituirlo por el siguiente:


Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2006, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:


	
	

	IMPUESTOS


	11.835.979.503
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.814.776
	98

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	138.538.922
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACION


	5.568.901
	3.228

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	67.776.333
	19.878

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	58.472
	

	RECUPERACION DE PRESTAMOS


	5.390.483
	

	ENDEUDAMIENTO


	324.000.000
	20.900

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS


	12.387.127.390
	2.438.004

	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	7.405.773
	

	Congreso Nacional


	58.551.641
	

	Poder Judicial


	189.429.390
	

	Contraloría General de la República


	24.993.228
	

	Ministerio del Interior


	324.074.316
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	27.289.616
	131.726



	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	93.420.250
	

	Ministerio de Hacienda


	162.599.126
	

	Ministerio de Educación


	2.433.098.762
	

	Ministerio de Justicia


	312.332.594
	

	Ministerio de Defensa Nacional


	973.502.954
	157.276

	Ministerio de Obras Públicas


	633.823.584
	

	Ministerio de Agricultura


	159.628.783
	

	Ministerio de Bienes Nacionales


	5.646.591
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.412.639.386
	

	Ministerio de Salud


	949.750.066
	

	Ministerio de Minería


	20.787.145
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo


	438.147.952
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	41.516.552
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	29.518.198
	

	Ministerio de Planificación


	166.076.743
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	17.771.459
	

	Ministerio Público


	74.974.250
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	- Subsidios


	421.232.761
	

	- Operaciones    Complementarias


	1.224.226.724
	1.244.296

	- Servicio de la Deuda Pública


	184.689.546
	904.706

	TOTAL  APORTES


	12.387.127.390
	2.438.004


Artículo 16

Sustitúyese en los números 3 y 4, los vocablos “cuarenta y cinco” por “treinta”.

- - - -


En consecuencia, el texto del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2006 es del tenor siguiente:


PROYECTO DE LEY:

“I.- CALCULOS DE INGRESOS Y ESTIMACIONES DE GASTOS


Artículo 1º.-  Apruébanse el Cálculo de Ingresos y la Estimación de los Gastos del Presupuesto del Sector Público, para el año 2006, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	15.297.495.252
	533.562.397
	14.763.932.855

	IMPUESTOS
	11.835.979.503
	
	11.835.979.503

	IMPOSICIONES PREVISIONALES


	989.366.384
	
	989.366.384

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	177.403.916
	134.597.358
	42.806.558

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	253.610.308
	5.299.242
	248.311.066

	INGRESOS DE OPERACION


	372.910.061
	
	372.910.061

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	275.291.329
	
	275.291.329

	VENTA  DE   ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	21.527.894
	
	21.527.894

	VENTA  DE  ACTIVOS  FINANCIEROS
	285.117.960
	
	285.117.960

	RECUPERACION  DE  PRESTAMOS
	221.533.050


	
	221.533.050

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	429.701.402
	393.665.797
	36.035.605

	ENDEUDAMIENTO


	406.261.488
	
	406.261.488

	SALDO INICIAL DE CAJA


	28.791.957
	
	28.791.957

	
	
	
	

	GASTOS
	15.297.495.252
	533.562.397
	14.763.932.855

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	2.509.340.017
	
	2.509.340.017

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	1.014.316.790
	
	1.014.316.790

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	4.009.459.766
	
	4.009.459.766

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.046.937.255
	130.205.376
	3.916.731.879

	INTEGROS AL  FISCO


	18.319.557
	9.691.224
	8.628.333

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	361.934
	
	361.934

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS  NO FINANCIEROS
	103.365.040
	
	103.365.040

	ADQUISICIÓN  DE  ACTIVOS FINANCIEROS
	615.284.658
	
	615.284.658

	INICIATIVAS   DE  INVERSION


	1.098.202.151
	
	1.098.202.151

	PRESTAMOS


	191.583.031
	
	191.583.031

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	1.458.446.921
	393.665.797
	1.064.781.124

	SERVICIO DE LA DEUDA


	217.610.841
	
	217.610.841

	SALDO FINAL DE CAJA


	14.267.291
	
	14.267.291


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los                          Presupuestos de   las Partidas
	Deducciones de

Transferencias
	Total



	INGRESOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	IMPUESTOS


	1.298.300
	
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	1.098
	
	1.098

	RENTAS  DE  LA  PROPIEDAD


	1.093.600
	
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACION


	3.262
	
	3.262

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	58.988
	
	58.988

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	1.657
	
	1.657

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	31.493
	
	31.493

	RECUPERACION DE PRESTAMOS


	939
	
	939

	ENDEUDAMIENTO


	23.485
	
	23.485

	SALDO INICIAL DE CAJA


	6.300
	
	6.300


	GASTOS


	2.519.122
	
	2.519.122

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	122.212
	
	122.212

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	161.555
	
	161.555

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	760
	
	760

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	62.516
	
	62.516

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	8.740
	
	8.740

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	718.065
	
	718.065

	INICIATIVAS DE INVERSION


	10.970
	
	10.970

	PRESTAMOS


	939
	
	939

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	524.521
	
	524.521

	SERVICIO DE LA DEUDA


	904.726
	
	904.726

	SALDO FINAL DE CAJA


	4.118
	
	4.118


Artículo 2º


Artículo 2º.- Apruébanse el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación y la Estimación de los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2006, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:


	
	

	IMPUESTOS


	11.835.979.503
	1.298.300

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	4.814.776
	98

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	138.538.922
	1.093.600

	INGRESOS DE OPERACION


	5.568.901
	3.228

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	67.776.333
	19.878

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	58.472
	

	RECUPERACION DE PRESTAMOS


	5.390.483
	

	ENDEUDAMIENTO


	324.000.000
	20.900

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS


	12.387.127.390
	2.438.004

	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	7.405.773
	

	Congreso Nacional


	58.551.641
	

	Poder Judicial


	189.429.390
	

	Contraloría General de la República


	24.993.228
	

	Ministerio del Interior


	324.074.316
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	27.289.616
	131.726



	Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción
	93.420.250
	

	Ministerio de Hacienda


	162.599.126
	

	Ministerio de Educación


	2.433.098.762
	

	Ministerio de Justicia


	312.332.594
	

	Ministerio de Defensa Nacional


	973.502.954
	157.276

	Ministerio de Obras Públicas


	633.823.584
	

	Ministerio de Agricultura


	159.628.783
	

	Ministerio de Bienes Nacionales


	5.646.591
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	3.412.639.386
	

	Ministerio de Salud


	949.750.066
	

	Ministerio de Minería


	20.787.145
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo


	438.147.952
	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	41.516.552
	

	Ministerio Secretaría General de Gobierno
	29.518.198
	

	Ministerio de Planificación


	166.076.743
	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	17.771.459
	

	Ministerio Público


	74.974.250
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	- Subsidios


	421.232.761
	

	- Operaciones    Complementarias


	1.224.226.724
	1.244.296

	- Servicio de la Deuda Pública


	184.689.546
	904.706

	TOTAL  APORTES


	12.387.127.390
	2.438.004



II.- DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda  nacional  o  en  monedas  extranjeras,  hasta por la cantidad de US$ 620.900 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en el Cálculo de Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 179.100 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.

La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2006 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, conviniéndose a plazos que no podrán exceder en cinco años al promedio que reste para el servicio de las deudas que se extinguirán, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2006, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- En  conformidad  con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera  convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incremen​tarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Artículo 5°.- La identificación previa a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, se aplicará respecto de los fondos aprobados en la presente ley para el ítem 02 del subtítulo 29, rigiendo al afecto lo dispuesto en dicho artículo y su reglamento.


Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a la disposición citada en el inciso precedente. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2006, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos. 


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N°151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.


Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, mediante documento interno de administración del respectivo Servicio, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La emisión del referido documento y su visación podrán efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. 

 
Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9°.- Los órganos y servicios públicos, regidos presupuestariamente por el decreto ley N° 1.263, de 1975, necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para comprometerse mediante el sistema de contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado y para celebrar contratos de arrendamiento de inmuebles cuya renta mensual y/o plazo superen los que fije el referido Ministerio. 


Los organismos regidos por la ley N° 18.695 podrán requerir las autorizaciones previas a que se refiere el inciso anterior cuando acrediten que a la fecha de la solicitud, no adeudan aportes al Fondo Común Municipal ni registran ellos mismos o las corporaciones a través de las cuales administran los servicios traspasados en virtud del decreto con fuerza de ley N° 1-3063, de 1979, del Ministerio del Interior, deudas por concepto de cotizaciones previsionales. Tratándose de operaciones de venta de inmuebles con pacto de recompra en un plazo determinado mediante contratos del sistema señalado en el inciso anterior, no podrá incluirse bienes inmuebles de uso público y áreas verdes sin valor comercial o sin uso alternativo para el que financia, tales como plazas, parques y similares.


Artículo 10.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación a el o los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 


Artículo 11.- Durante el año 2006, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios con derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N°19.882.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para el pago de las bonificaciones devengadas conforme a la antes citada ley y para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 12.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


No obstante lo anterior, tales contrataciones estarán afectas a las autorizaciones previas, procedimientos y límites que se establezcan mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda.


Artículo 13.- Para los efectos de proveer durante el año 2006 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web  institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional y en el Diario Oficial, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 14.- Los órganos y servicios públicos de la administra​ción civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición a cualquier título de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que estos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motoriza​dos a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.


Artículo 15.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2006 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2005, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se  destinarán a los siguientes objetivos:


65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente, ni respecto de las enajenaciones que se efectúen de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 17.174, en el decreto ley N° 2.569, de 1979 y en la ley N° 19.229.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren  todo o  parte de los bienes  inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes  Nacionales dentro  del  plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 16.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos y a la asignación Provisión para Distribución  Suplementaria,  de la Partida  Tesoro Público, totalmente tramitados en el período,  dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.


4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurada en presupuesto inicial; presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial de Presupuestos.


Artículo 17.- Durante el año 2006, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$ 2.000.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 18.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, sustituya los pagarés emitidos en virtud del artículo 75 de la ley N° 18.768, por otros documentos o bonos emitidos por la Tesorería General de la República, cuyo plazo de vencimiento promedio será igual o inferior al de vencimiento de la deuda a que se refiere la ley N° 18.358. El procedimiento de sustitución, tasa de interés y demás características, condiciones y modalidad de dichos instrumentos serán los que se determinen en el respectivo decreto.


Una vez que se sustituyan los pagarés señalados en el inciso anterior o que se contraigan obligaciones con el propósito de pagar anticipadamente la deuda a que se refiere la ley N° 18.358 y sus modificaciones, se podrán celebrar contratos de canje de tasas de interés y de monedas relacionados con los pasivos resultantes. La suma de los montos involucrados en los contratos de canje no podrá exceder el total de los pasivos relacionados.


Artículo 19.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos.


Artículo 20.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975. 


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N°3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley  N° 19.104, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


La fijación de montos y plazos a que se refiere el artículo 9° de esta ley, se efectuará por oficio del Ministro de Hacienda. 


Artículo 21.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1° de enero del año 2006, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 14 de septiembre y 18 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señores Jorge Arancibia Reyes, Edgardo Boeninger Kausel, Juan Antonio Coloma Correa, Alejandro Foxley Rioseco (Guillermo Vásquez Úbeda), José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss, Roberto Muñoz Barra, Jaime Naranjo Ortiz, Jaime Orpis Bouchon, Sergio Páez Verdugo, Hosaín Sabag Castillo, y Ramón Vega Hidalgo, y los Honorables  Diputados señores Claudio Alvarado Andrade, Rodrigo Álvarez Zenteno, Julio Dittborn Cordua,  Camilo Escalona Medina, Carlos Hidalgo González, Enrique Jaramillo Becker, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Lorenzini Basso, José Miguel Ortiz Novoa, José Pérez Arriagada, Exequiel Silva Ortiz y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión Especial Mixta, a 27 de octubre de 2005.

(Fdo.):CÉSAR BERGUÑO BENAVENTE, 

SECRETARIO DE LA COMISIÓN ESPECIAL MIXTA

 DE PRESUPUESTOS.














































A S. E.


el Presidente de la Honorable Cámara de Diputados




































































� $ 31.414 a $ 125.656.


� $ 15.707.


� Ver infra, páginas 9 y 10.


� 61 a 540 días de presidio.


� Un “autocrotal” es una placa que se coloca en la oreja del ganado para su identificación. (fuente: � HYPERLINK "http://www.indap.cl/Noticias/2004/05/07/20040507_maule.htm" ��http://www.indap.cl/Noticias/2004/05/07/20040507_maule.htm�)


� El manual de procedimientos se encuentra publicado en � HYPERLINK "http://www.trazabilidad.sag.gob.cl/Bovina/Menu/Normativa/Documentos/manuales/manuales_junio2005/versionN4trazaMP1junio05.pdf" ��http://www.trazabilidad.sag.gob.cl/Bovina/Menu/Normativa/Documentos/manuales/manuales_junio2005/versionN4trazaMP1junio05.pdf�
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